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4  

PRESENTACI ÓN 

El presente Cuadernillo de Jurisprudencia N°  40 form a parte de una serie de publicaciones 
que la Corte I nteram ericana de Derechos Hum anos (Corte I DH)  realiza con el objeto de 
dar a conocer sus principales líneas jurisprudenciales en diversos tem as de relevancia e 
interés nacional y regional. Este núm ero está dedicado a abordar la j urisprudencia 
contenciosa del Tribunal respecto de la República de Paraguay.  

Para su elaboración, se han sistem at izado los párrafos m ás relevantes de los casos 
contenciosos paraguayos resueltos por la Corte I DH y se abordan cuest iones relat ivas a 
su com petencia contenciosa, al reconocim iento de responsabilidad internacional, 
obligaciones generales de respeto y garant ía y de adoptar disposiciones de derecho 
interno, a los derechos a la vida, a la integridad personal, a la libertad personal, a las 
garant ías judiciales, a los derechos de las niñas, niñas y adolescentes, al derecho a la 
propiedad de los pueblos indígenas, ent re m uchos ot ros tem as de gran relevancia. Com o 
es habitual en los Cuadernillos, tam bién se sistem at izan las m edidas de reparación 
dictadas por la Corte I nteram ericana en sus sentencias y en este caso se incluyen, 
adem ás, ext ractos de las m edidas provisionales dictadas por el Tribunal respecto del 
Estado paraguayo.  

Este Cuadernillo es el décim o —luego de los de El Salvador,  México, Panam á, Honduras, 
Guatem ala, Nicaragua, Brasil, Uruguay y Bolivia— en sistem at izar la j urisprudencia de la 
Corte I nteram ericana respecto de un país. En esta oportunidad, su elaboración fue 
producto del t rabajo conjunto ent re la Corte I DH y la Dirección de Derechos Hum anos de 
la Corte Suprem a de Just icia del Paraguay. En este sent ido, su publicación const ituye un 
test im onio de los esfuerzos com part idos y del diálogo jurisprudencial ent re el Tribunal 
I nteram ericano y la Corte Suprem a de Just icia de Paraguay para la protección y garant ía 
de los derechos hum anos.  

Esperam os que este Cuadernillo de Jurisprudencia sirva para difundir las sentencias de la 
Corte I nteram ericana en Paraguay, ent re sus autoridades, sus jueces y j uezas, integrantes 
de fiscalías y defensorías públicas, la academ ia y las organizaciones de la sociedad civil,  
así com o ent re las personas interesadas en las decisiones del Tribunal de San José en ese 
país y en toda la región. 

Ricardo C. Pérez Manrique 

Presidente de la Corte I nteram ericana 
de Derechos Hum anos 

Antonio Fretes 

Presidente de la Corte Suprem a de 
Just icia de Paraguay 
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CUADERNILLOS DE JURISPRUDENCIA DE LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 

 

I . LA COMPETENCI A CONTENCI OSA  

Concepto de “excepción pre lim inar” 

Corte I DH. Caso “I nst ituto de Reeducación del Menor” Vs. Paraguay. Excepciones 
pre lim inares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia  de 2  de sept iem bre de 
2 0 0 4 . Serie  C No. 1 1 2 1  

117. Previo a exam inar la excepción prelim inar de referencia interpuesta por el Estado, 
este Tribunal considera conveniente dilucidar la cuest ión relacionada con la posibilidad 
planteada por la Com isión de que el Estado pueda presentar excepciones prelim inares 
respecto de argum entos esgrim idos en el escrit o de solicitudes y argum entos presentado 
por las representantes en el presente caso. 

118. Para ello,  es im portante hacer referencia a las diversas reform as reglam entarias 
realizadas al art ículo que regula la part icipación de las presuntas víct im as y sus 
representantes legales debidam ente ident ificados. 

119. En ese sent ido, el entonces art ículo 35.4 del Reglam ento, vigente al m om ento de la 
presentación de la dem anda en el presente caso, preveía que las representantes tenían la 
facultad de presentar autónom am ente su escrit o de solicitudes y argum entos. 

120. Asim ism o, el anter ior art ículo 36 del Reglam ento de la Corte, y actualm ente art ículo 
37, establece que:  

1. Las excepciones prelim inares sólo podrán ser opuestas en el escrito de contestación de la 
dem anda. 

2. Al oponer excepciones prelim inares, se deberán exponer los hechos referentes a las m ism as, 
los fundamentos de derecho, las conclusiones y los documentos que las apoyen, así com o el 
ofrecim iento de los m edios de prueba que el prom ovente pretende hacer valer. 

[ ...]  

121. Del texto del art ículo citado se observa que no exist ía antes de la reform a del 
Reglam ento, ni existe con posterioridad a ésta, una m ención específica respecto de la 
posibilidad de interponer excepciones prelim inares al escrito de solicitudes y argum entos. 
Sin em bargo, la seguridad jurídica y la j ust icia exigen que las partes tengan acceso a su 
derecho de defensa. En consecuencia, con base en el principio de cont radictorio y t om ando 
en cuenta que no existe un im pedim ento para ello, el Estado puede, en su contestación 
de la dem anda, obj etar, presentar observaciones y, en su caso, interponer excepciones 
prelim inares no sólo de la dem anda, sino tam bién respecto del escrit o de solicitudes y 
argum entos. 

122. Asim ism o, la práct ica constante del Tribunal ha sido que el Estado haga las 
observaciones pert inentes al escrito de solicitudes y argum entos de las representantes en 
su escrito de contestación de la dem anda, práct ica que se plasm ó en el art ículo 38 del 

 
1 El caso se relaciona con la responsabilidad internacional del Estado por la muerte y lesiones sufr idas por niños 
internos en el I nst ituto de Reeducación del Menor “Coronel Panchito López” , así como por las deficientes condiciones 
de dicho centro. La Corte determ inó que el Estado violó, entre ot ros, los derechos a la vida, integr idad personal y a 
la libertad personal. Puede consultar los detalles de la sentencia en el siguiente enlace:  
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha= 221&lang= es. 

https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=221&lang=es
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Reglam ento, reform ado el 25 de noviem bre de 2003 y que ent ró en vigor a part ir  del 1 de 
enero de 2004, que establece que:  

1. El dem andado contestará por escrito la dem anda dent ro del plazo im prorrogable de los cuat ro 
m eses siguientes a la not ificación de la m ism a y la contestación contendrá los m ism os requisitos 
señalados en el art ículo 33 de este Reglam ento. Dicha contestación será com unicada por el 
Secretar io a las personas m encionadas en el art ículo 35.1 del m ismo. Dent ro de este m ism o 
plazo im prorrogable el dem andado deberá presentar sus observaciones al escrito de solicitudes 
y argum entos. Estas observaciones pueden formularse en el m ism o escrito de contestación de 
la dem anda o en ot ro separado. 

123. El Tribunal t iene presente que las precisiones hechas por el art ículo 38 reform ado no 
estaban vigentes al m om ento de la presentación de la dem anda, pero sí const ituían una 
práct ica constante del Tribunal. Por ello, esta Corte considera que el citado art ículo 38 
puede guiar y dar m ás luz respecto de la cuest ión planteada, ya que destaca que el Estado, 
en su contestación de la dem anda o en ot ro escrito separado, cuenta con la oportunidad 
procesal de hacer valer su derecho a la defensa respecto del escrit o de solicitudes y 
argum entos presentado por los representantes y esto necesariam ente debe incluir la 
posibilidad de interponer las excepciones prelim inares que est im e necesarias. 

Corte I DH. Caso Arrom  Suhurt  y ot ros Vs. Paraguay. Fondo. Sentencia de 1 3  de 
m ayo de 2 0 1 9 . Ser ie  C No. 3 7 7 2  

20. El Estado presentó dos excepciones prelim inares relat ivas a la falta de determ inación 
e individualización de las presuntas víct im as, y la falta de agotam iento de recursos 
internos. Sin em bargo, la Corte advierte que estos alegatos no const ituyen excepciones 
prelim inares ya que no están cuest ionando la adm isibilidad del caso o la com petencia del 
Tribunal para conocer de un determ inado caso o de alguno de sus aspectos. Por el 
cont rario, el Estado se refiere a:  i)  la determ inación e individualización de las presuntas 
víct im as y ii)  la inclusión de hechos que supuestam ente no hacen parte del m arco fáct ico 
del caso. Por tal razón serán analizados com o consideraciones previas. ( En sent ido sim ilar, 
ver entre otros: Caso Noguera y otra Vs. Paraguay . Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 9  de m arzo de 2 0 2 0 . Serie C No. 40 1 , párr. 1 2 ) .  

Com petencia  tem poral  

Corte  I DH. Caso Ricardo Canese Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 3 1  de agosto de 2 0 0 4 . Ser ie  C No. 1 1 1 3  

4. El Paraguay es Estado Parte en la Convención Am ericana desde el 24 de agosto de 1989 
y reconoció la com petencia contenciosa de la Corte el 26 de m arzo de 1993. Por lo tanto, 
la Corte es com petente para conocer del presente caso, en los térm inos de los art ículos 
62 y 63.1 de la Convención.  

 
2 El caso t rata sobre la alegada responsabilidad internacional del Estado por, ent re ot ros, la v iolación de los derechos 
a la vida, a la integr idad personal, a la protección judicial y a las garant ías judiciales de Juan Arrom, Anuncio Mart í y 
sus fam iliares. La Corte declaró que el Estado no era internacionalmente responsable respecto a las alegadas 
violaciones de derechos. Puede consultar el resumen oficial de la sentencia en el siguiente enlace:  
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resumen_377_esp.pdf 
3 El caso se relaciona con la responsabilidad internacional del Estado por la condena en un proceso de difamación y 
calumnia, y las restr icciones para salir  del país impuestas en per juicio del señor Ricardo Canese. La Corte declaró 
violados, ent re ot ros, el derecho a las garant ías judiciales y el derecho a la libertad de pensam iento y de expresión. 
Puede consultar los detalles de la sentencia en el siguiente enlace:  
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha= 218&lang= es 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_377_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=218&lang=es
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Corte  I DH. Caso Vargas Areco Vs. Paraguay. Sentencia. 2 6  de sept iem bre de 
2 0 0 6 . Serie  C No. 1 5 5 4  

62. Más allá de pronunciarse sobre presuntas violaciones sufr idas por indeterm inadas 
personas que no form an parte del lit igio ante la Corte, en el presente caso tam poco se 
podría analizar la presunta violación de los derechos establecidos en el art ículo 19 de la 
Convención, en perjuicio del niño Vargas Areco, sin analizar hechos que ocurrieron antes 
del reconocim iento de com petencia. La m uerte del niño Vargas Areco ocurrió el 31 de 
diciem bre de 1989, m ás de t res años antes de la fecha de reconocim iento de com petencia. 
De igual m anera, el Estado rat ificó la Convención el 24 de agosto de 1989, m ient ras que 
el reclutam iento del niño ocurrió el 26 enero de 1989. Por lo tanto, dado que el 
allanam iento del Estado abarca únicam ente aquellas violaciones que ocurrieron con 
posterioridad al 26 de m arzo de 1993, la Corte carece de com petencia para juzgar al 
Estado por el reclutam iento y la perm anencia de Vargas Areco en las fuerzas arm adas en 
el año 1989, así com o por su m uerte en diciem bre de dicho año. 

63. De conform idad con la j urisprudencia de este Tribunal, en el caso de violaciones 
cont inuas o perm anentes, que com ienzan antes del reconocim iento de la com petencia de 
la Corte y persisten aun después de ese reconocim iento, el Tribunal es com petente para 
exam inar las acciones y om isiones que hayan ocurrido con posterioridad al reconocim iento 
de com petencia, así com o sus respect ivos efectos. La supuesta om isión de proveer 
m edidas de protección al niño Vargas Areco, de conform idad con lo est ipulado en el 
art ículo 19 de la Convención, no puede caracterizarse com o una violación de carácter 
cont inuo o perm anente, cuya consum ación se prolongó al m enos hasta el 26 de m arzo de 
1993, fecha en que el Estado reconoció la com petencia del Tribunal. La supuesta violación 
de los derechos reconocidos en el art ículo 19 de la Convención se habría consum ado al 
m om ento de la m uerte del niño Vargas Areco. Por lo anterior , la Corte considera que no 
existen hechos posteriores a la fecha de reconocim iento de com petencia en los cuales el 
Tribunal pueda basar una violación a los derechos reconocidos en el art ículo 19 de la 
Convención, en relación con los art ículos 1.1, 2 y 7 de la m ism a, en perjuicio del niño 
Vargas Areco. 

84. En el presente caso, esta Corte ent iende que, de los hechos ocurridos con anterioridad 
al 26 de m arzo de 1993, surgió para el Estado la obligación de invest igar respecto de los 
derechos a la vida y a la integridad personal, que habrían sido presuntam ente conculcados, 
pero sobre los cuales esta Corte está im posibilitada de pronunciarse. Sin em bargo, es de 
notar que tal obligación se encont raba pendiente de cum plim iento a la fecha del 
reconocim iento de la com petencia de la Corte.  

85. Al respecto, vale señalar que el Estado rat ificó la Convención Am ericana el 24 de 
agosto de 1989, es decir, varios m eses previos a la m uerte del niño Vargas Areco y 
m ient ras éste se encont raba cum pliendo el servicio m ilitar. Por lo tanto, el Estado se 
encont raba obligado, desde aquella fecha, a cum plir con la totalidad de las obligaciones 
em anadas de la Convención, aún cuando este Tribunal no tuviera com petencia para 
juzgarlo por supuestas violaciones a ésta. Cabe resaltar que el objeto y propósito de la 
Convención es la protección del ser hum ano, lo cual requiere que los Estados garant icen 
y respeten los derechos contenidos en ésta de m anera que sus salvaguardas sean 
práct icas y efect ivas (effet  ut ile) .  

 
4 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la ejecución ext rajudicial del niño Gerardo Vargas 
Areco por parte de un agente m ilitar , así como a la falta de invest igación y sanción adecuada del responsable del 
hecho. La Corte declaró violados, ent re ot ros, los derechos a la vida, integr idad personal y los derechos del niño. 
Consulte los detalles de la sentencia en ht tps: / / www.corteidh.or.cr / ver_ficha_tecnica.cfm?nI d_Ficha= 384&lang= es. 

https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=384&lang=es
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86. En este m ism o sent ido, la Corte ha analizado anteriorm ente las obligaciones 
establecidas en los art ículos 6 y 8 de la Convención cont ra la Tortura en relación con 
hechos que ocurrieron antes de que ent rara en vigor dicho t ratado, y ha señalado que 
desde el m om ento en que ent ra en vigor la referida Convención cont ra la Tortura, “es 
exigible al Estado el cum plim iento de las obligaciones contenidas en dicho t ratado” . Por lo 
anterior, la Corte considera que existe una obligación a cargo del Estado a efectos de 
invest igar y sancionar la supuesta tortura de Gerardo Vargas Areco en el ám bito interno, 
según los art ículos 6 y 8 de la Convención cont ra la Tortura, obligación que rige desde el 
9 de m arzo de 1990, sin perjuicio de ot ras fuentes de obligación, diversas de la const ituida 
por la Convención cont ra la Tortura. A part ir  del 26 de m arzo de 1993 este Tribunal es 
com petente para conocer del incum plim iento de la obligación convencional m encionada. 

Corte I DH. Com unidad I ndígena Xákm ok Kásek. Vs. Paraguay. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 4  de agosto de 2 0 1 0 . Ser ie C No. 2 1 4 5  

55. La Corte analizará los hechos relacionados con el derecho a la propiedad de los 
m iem bros de la Com unidad y su reclam ación sobre sus t ierras t radicionales ocurridos con 
posterioridad al 11 de m arzo de 1993, fecha en que el Estado reconoció la com petencia 
contenciosa del Tribunal. Sin em bargo, com o lo ha hecho en casos anteriores, señalará 
hechos que ocurrieron con anterioridad, únicam ente para ser considerados com o 
antecedentes del caso, pero no derivará ninguna consecuencia jurídica con base en ellos.  

Com petencia  m ater ia l 

Corte I DH. Caso Arrom  Suhurt  y ot ros Vs. Paraguay. Fondo. Sentencia de 1 3  de 
m ayo de 2 0 1 9 . Ser ie  C No. 3 7 7  

19. La Corte es com petente para conocer el presente caso, en los térm inos del art ículo 
62.3 de la Convención, en razón de que Paraguay es Estado Parte de la Convención desde 
el 24 de agosto de 1989 y reconoció la com petencia contenciosa de este Tribunal el 11 de 
m arzo de 1993. Asim ism o, el Estado depositó los inst rum entos de rat ificación de la 
Convención I nteram ericana para Prevenir  y Sancionar la Tortura el 3 de sept iem bre de 
1990 y de la Convención I nteram ericana sobre Desaparición Forzada de Personas el 26 de 
noviem bre de 1996. 

Corte  I DH. Com unidad I ndígena Saw hoyam axa Vs. Paraguay. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 9  de m arzo de 2 0 0 6 . Serie C No. 1 4 6 6  

186. Esta Corte t iene com petencia —a la luz de la Convención Am ericana y con base en 
el principio iura novit  curia,  el cual se encuent ra sólidam ente respaldado en la 
j urisprudencia internacional— para estudiar la posible violación de las norm as de la 

 
5 El caso t rata sobre la responsabilidad internacional del Estado por la afectación de los derechos de una comunidad 
indígena de la región del Chaco paraguayo. La Corte declaró vulnerados, ent re ot ros, los derechos a la propiedad 
comunitar ia, a la vida, a la integr idad personal, a los derechos del niño y al deber de no discr im inar, en per juicio de 
los m iembros de la Comunidad I ndígena Xákmok Kásek. Puede consultar el resumen oficial de la sentencia en el 
siguiente enlace:  ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resumen_214_esp.pdf 
6 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por no haber garant izado el derecho de propiedad 
ancest ral de la Comunidad Sawhoyamaxa, lo cual generó numerosas afectaciones a sus m iembros. La Corte declaró 
violados, ent re ot ros, los derechos a la personalidad jur ídica, a la propiedad, a la vida y a la integr idad personal en 
per juicio de m iembros de la Comunidad. Puede consultar los detalles de la sentencia en el siguiente enlace:  
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha= 327&lang= es 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_214_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=327&lang=es
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Convención que no han sido alegadas en los escrit os presentados ante ella, en la 
inteligencia de que las partes hayan tenido la oportunidad de expresar sus respect ivas 
posiciones en relación con los hechos que las sustentan. 

Determ inación del m arco fáct ico 

Corte I DH. Caso “I nst ituto de Reeducación del Menor” Vs. Paraguay. Excepciones 
pre lim inares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia  de 2  de sept iem bre de 
2 0 0 4 . Serie  C No. 1 1 2  

124. Este Tribunal pasará a analizar la cuest ión relacionada con la posibilidad de que se 
aleguen ot ros hechos o derechos que no estén incluidos en la dem anda. En lo que respecta 
a los hechos obj eto del proceso, este Tribunal considera, com o lo ha hecho en ot ras 
ocasiones, que no es adm isible alegar nuevos hechos dist intos de los planteados en la 
dem anda, sin perjuicio de exponer aquellos que perm itan explicar, aclarar o desest im ar 
los que han sido m encionados en la dem anda, o bien, responder a las pretensiones del 
dem andante. Adem ás, hechos que se califican com o supervinientes podrán ser rem it idos 
al Tribunal en cualquier estado del proceso antes del dictado de la sentencia. 

125. Asim ism o, en lo que atañe a la incorporación de ot ros derechos dist intos a los ya 
com prendidos en la dem anda de la Com isión, esta Corte ha establecido que los 
pet icionarios pueden invocar tales derechos. Son ellos los t itulares de todos los derechos 
consagrados en la Convención Am ericana, y no adm it ir lo sería una rest r icción indebida a 
su condición de sujetos del Derecho I nternacional de los Derechos Hum anos. Se ent iende 
que lo anterior , relat ivo a ot ros derechos, se at iene a los hechos ya contenidos en la 
dem anda.  ( En sent ido sim ilar, ver entre otros: Caso Ríos Avalos y otros vs. Paraguay , 
fondo, reparación y costas. Sentencia de 1 9  de agosto de 2 0 2 1 ) . 

126. I gualm ente, este Tribunal t iene la facultad de analizar la posible violación de art ículos 
de la Convención no incluidos en los escritos de dem anda y contestación de la dem anda, 
así com o en el escrito de solicitudes y argum entos de los representantes, con base en el 
principio iura novit  curia,  sólidam ente respaldado en la j urisprudencia internacional,  “ en 
el sent ido de que el j uzgador posee la facultad e inclusive el deber de aplicar las 
disposiciones jurídicas pert inentes en una causa, aún cuando las partes no las invoquen 
expresam ente” ,  en el entendido de que se le dará siem pre a las partes la posibilidad de 
presentar los argum entos y pruebas que est im en pert inentes para apoyar su posición 
frente a todas las disposiciones jurídicas que se exam inan. 

Corte  I DH. Com unidad I ndígena Saw hoyam axa Vs. Paraguay. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 9  de m arzo de 2 0 0 6 . Serie C No. 1 4 6  

68. Ya ha sido establecido por este Tribunal que en lo que respecta a los hechos obj eto 
del proceso, no es posible para los representantes alegar nuevos hechos dist intos de los 
planteados en la dem anda, sin perjuicio de exponer aquellos que perm itan explicar, aclarar 
o desest im ar los que han sido m encionados en la dem anda, o bien, responder a las 
pretensiones del dem andante. Es dist into el caso de los hechos supervinientes, que 
pueden presentarse por cualquiera de las partes en cualquier estado del proceso antes del 
dictado de la sentencia. 

69. Al respecto, el Tribunal nota que la m uerte del niño Juan Ram ón Marecos (caso No. 
32)  no fue incluida en la dem anda de la Com isión, sino en el escrito de los representantes;  
es decir , se t rata de un hecho nuevo. Asim ism o, la supuesta fecha del fallecim iento del 
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niño es anterior  a la presentación de la dem anda, por lo que no puede considerarse que 
se t rata de un hecho superviniente. En vista de ella,  dicha m uerte no será analizada por 
la Corte. 

70. Respecto a los 14 fallecim ientos señalados por el perito Pablo Balm aceda (casos No. 
33 a 46) ,  que los representantes y la Com isión solicitaron sean at r ibuibles al Estado en 
sus respect ivos alegatos finales escritos, la Corte constata que únicam ente los 
fallecim ientos de los niños Silvia Adela Chávez (caso No. 43) , Esteban Jorge Alvarenga 
(caso no. 44) , Arnaldo Galarza (caso No. 45)  y Fát im a Galarza (caso No. 46)  ocurrieron 
con posterioridad a la presentación de la dem anda por parte de la Com isión, en vista de 
lo cual serán analizados por el Tribunal,  por su carácter de supervinientes. Los restantes 
casos (No. 33 a 42)  se refieren a m uertes acaecidas con anterioridad a la presentación de 
la dem anda, y la Com isión no just ificó el porqué no los había incluido antes, por lo que no 
serán t ratadas. 

71. Finalm ente, la Corte nota que dent ro de la lista de 31 personas fallecidas som et ida 
por la Com isión, se hace m ención a la m uerte de m iem bros de la Com unidad ocurridas 
antes de que el Paraguay reconociera la com petencia contenciosa de la Corte 
I nteram ericana el 26 de m arzo de 1993. Estos son los casos de:  NN Ferreira (caso No. 3) ,  
NN Ferreira (caso No. 4) , Leoncio González (caso No. 10) , Rosana González (caso No. 11)  
y Ana María Florent ín ( caso No. 31) .  El conocim iento de estos casos está fuera de la 
com petencia del Tribunal. 

Corte  I DH. Caso Vargas Areco Vs. Paraguay. Sentencia. 2 6  de sept iem bre de 
2 0 0 6 . Serie  C No. 1 5 5  

35. En el presente caso la Com isión presentó una “dem anda enm endada”  ante la Corte 
t res sem anas después de haber presentado la dem anda original según el art ículo 51.1 de 
la Convención y 44 del Reglam ento de la Com isión, y antes de la not ificación de la m ism a 
por el Tribunal a las partes. La “dem anda enm endada”  rest r ingió las pretensiones 
originales presentadas por la Com isión. La Corte procedió a not ificar am bas dem andas al 
Estado y a los representantes, quienes tuvieron la oportunidad de presentar sus 
observaciones al respecto. 

36. El 28 de octubre de 2005 el Estado solicitó que se tuviera “por presentado el 
[ a] llanam iento sin condiciones del Estado [ …]  a la dem anda [ enm endada]  interpuesta por 
la Com isión”  el 22 de abril de 2005. En dicho escrit o el Estado no objetó la presentación 
de una “dem anda enm endada”  por parte de la Com isión, sino se allanó a las pretensiones 
de la Com isión expuestas en esa dem anda. 

37. La Corte considera, com o lo ha hecho anteriorm ente, que debe guardar un justo 
equilibrio ent re la protección de los derechos hum anos, fin últ im o del sistem a, y la 
seguridad jurídica y equidad procesal que aseguran la estabilidad y confiabilidad de la 
tutela internacional y perm iten alcanzar ese fin.  

38. En el presente caso la Com isión presentó una “dem anda enm endada”  con anterioridad 
a la not ificación de la dem anda original y con el propósito de lim itar el objeto de la 
dem anda a supuestas violaciones que ocurrieron con posterioridad al 26 de m arzo de 
1993, fecha en que el Estado reconoció la com petencia contenciosa de la Corte. El hecho 
de presentar esta “dem anda enm endada”  no m enoscabó el derecho de defensa del Estado 
ni le im pidió ejercer cualquiera de los ot ros derechos que la Convención le reconoce. 

39. Por lo anterior, tom ando en cuenta que el Estado se allanó a la dem anda presentada 
por la Com isión el 22 de abril de 2005, la Corte no hará m ayor análisis al respecto y 
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entenderá que dicha dem anda expresa las pretensiones de la Com isión en el presente 
caso. 

Corte I DH. Caso Arrom  Suhurt  y ot ros Vs. Paraguay. Fondo. Sentencia de 1 3  de 
m ayo de 2 0 1 9 . Ser ie  C No. 3 7 7  

34. De acuerdo a la j urisprudencia de la Corte, el m arco fáct ico del proceso se encuent ra 
const ituido por los hechos contenidos en el I nform e de Fondo som et idos a su 
consideración. Sin em bargo, ante un alegato com o el realizado por el Estado paraguayo 
en el presente caso, se torna necesario exam inar si los aludidos hechos form an parte 
realm ente del objeto del caso cuya adm isibilidad fue exam inada por la Com isión, y si estos 
pudieran considerarse hechos supervinientes. 

37. La Corte nota que la publicación t itulada “Enem igos del Pueblo Paraguayo BUSCADOS” 
tuvo lugar ocho años después de que se adelantó la invest igación por la alegada 
desaparición forzada de los señores Arrom  Suhurt  y Mart í Méndez y que ocurrieron en el 
m arco de un proceso judicial diferente, por lo t anto, al m argen de las conclusiones a las 
que haya llegado la Com isión en el I nform e de Fondo, este Tribunal no considera que se 
t rate de hechos supervinientes dent ro de la pet ición inicialm ente som et ida a consideración 
de la Com isión, ni guardan relación con las alegadas violaciones a las garant ías judiciales 
y a un recurso judicial efect ivo en el m arco de la invest igación de la alegada desaparición 
forzada y por lo tanto no t iene relación con el m arco fáct ico del presente caso. 

38. En consecuencia, la inclusión en el I nform e de Fondo de la publicación t itulada 
“Enem igos del Pueblo Paraguayo”  no está relacionada con el objeto de la lit is, por lo que 
no puede ser considerada com o parte del m arco fáct ico del caso. Adicionalm ente, es 
necesario resaltar que la Com isión no exam inó la adm isibilidad de estos hechos. Por tanto, 
la Corte no tom ará en cuenta la publicación t itulada “Enem igos del Pueblo Paraguayo 
BUSCADOS”  ni exam inará las violaciones alegadas al respecto. 

Com petencia  personal 

I dent if icación de víct im as 

Corte I DH. Caso “I nst ituto de Reeducación del Menor” Vs. Paraguay. Excepciones 
pre lim inares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia  de 2  de sept iem bre de 
2 0 0 4 . Serie  C No. 1 1 2  

105. Este Tribunal exam inará la cuest ión procesal que le ha sido som et ida, con el objeto 
de definir si existe algún defecto en la presentación de la dem anda que am erite que el 
caso sólo com prenda a las presuntas víct im as ident ificadas en la dem anda y en la 
Resolución de la Corte de 21 de junio de 2002. 

106. La Corte, a t ravés de sus reform as al Reglam ento, ha determ inado com o requisito 
de los elem entos const itut ivos de la dem anda que se establezcan las partes en el caso 
(art ículo 33 del Reglam ento) , entendiendo dent ro de este concepto a las presuntas 
víct im as debidam ente ident ificadas (art ículo 2, inciso 23 del Reglam ento) . Tal com o lo ha 
señalado la Corte en casos som et idos a su conocim iento, “ la t itularidad de los derechos 
hum anos reside en cada individuo, y [ …]  por ello la [ supuesta]  violación de los derechos 
debe ser analizada de m anera asim ism o individual” . 
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107. En su función jurisdiccional, y de conform idad con el art ículo 62 de la Convención 
Am ericana, la Corte t iene com petencia “sobre todos los casos relat ivos a la interpretación 
o aplicación de [ la]  Convención” ,  con el propósito de establecer la responsabilidad 
internacional de un Estado parte de la Convención Am ericana por presuntas violaciones a 
los derechos hum anos de las personas sujetas a su jurisdicción, por lo cual est im a 
necesario la debida ident ificación por su nom bre del presunto lesionado en el goce de su 
derecho o libertad. 

108. Este criterio se dist ingue del carácter prevent ivo de las m edidas provisionales, en las 
que la Corte puede ordenar la adopción de m edidas especiales de protección, en una 
situación de ext rem a gravedad y urgencia, cuando se haga necesario evitar daños 
irreparables a las personas, ante la am enaza o eventual vulneración de algún derecho de 
la Convención Am ericana, y ante la consideración de que no se está juzgando el fondo del 
asunto. En este caso, resulta suficiente que los beneficiarios sean “determ inables” , a 
efectos de otorgarles las referidas m edidas de protección. 

109. En virtud de lo anterior, y con el propósito de garant izar los efectos propios (effet  

ut ile)  del art ículo 23 del Reglam ento y la protección efect iva de los derechos de las 
presuntas víct im as, es preciso que éstas se encuent ren debidam ente ident ificadas e 
individualizadas en la dem anda que la Com isión I nteram ericana presenta ante este 
Tribunal. 

110. En este sent ido la Corte, en su Resolución de 21 de junio de 2002, resolvió, inter  

alia, requerir a la Com isión que, en un plazo de t res m eses, ident ificara por su nom bre a 
“ los niños y adolescentes internos en el I nst ituto de Reeducación del Menor ‘Panchito 
López’ ent re agosto de 1996 y julio de 2001, y posteriorm ente rem it idos a las 
penitenciarías de adultos del país”  y m anifestó que, de no hacerlo, el caso cont inuaría su 
t rám ite sólo con respecto a las presuntas víct im as ident ificadas en la dem anda. 

111. Dent ro del plazo otorgado por la Corte en la referida Resolución, el 19 de sept iem bre 
de 2002 la Com isión rem it ió a la Secretaría una lista de las presuntas víct im as, la que a 
su vez había sido sum inist rada a la Com isión por el m ism o Estado. Asim ism o, después de 
vencido el plazo, el 19 de noviem bre de 2002, la Com isión presentó “un cuadro unificado”  
a la Secretaría. En am bas ocasiones, de conform idad con el derecho de defensa y el 
principio del cont radictorio,  se t ransm it ió al Estado toda la docum entación y este últ im o 
no presentó ninguna objeción ni observación respecto de las dos listas. Fue así com o se 
subsanó el defecto del desconocim iento o ident ificación de algunas de las presuntas 
víct im as, y com o, consecuentem ente, se procedió con el conocim iento del caso respecto 
de los internos en el I nst ituto ent re el 14 de agosto de 1996 y el 25 de julio de 2001,  
quienes son la totalidad de presuntas víct im as ident ificadas e indiv idualizadas en la 
referida lista.  

112. Ahora, este Tribunal debe destacar que la aceptación de dicha lista para ident ificar a 
los internos en el I nst ituto ent re agosto de 1996 y julio de 2001, quienes son las presuntas 
víct im as del caso, no im plica ninguna decisión sobre el fondo y las eventuales reparaciones 
en el presente caso. La existencia o inexistencia de una violación de los art ículos alegados 
en la dem anda de la Com isión y en el escrito de solicitudes y argum entos de las 
representantes, respecto de los hechos expuestos en la dem anda, será analizada por el 
Tribunal en los capítulos referentes al fondo. 
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Corte  I DH. Caso Goiburú y ot ros Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 2 2  de sept iem bre de 2 0 0 6 . Serie C No. 1 5 3 7  

29. La jurisprudencia de este Tribunal en cuanto a la determ inación de presuntas víct im as 
ha sido am plia y ajustada a las circunstancias de cada caso. Las presuntas víct im as deben 
estar señaladas en la dem anda y en el inform e de la Com isión según el art ículo 50 de la 
Convención. Por ende, de conform idad con el art ículo 33.1 del Reglam ento de la Corte, 
corresponde a la Com isión, y no a este Tribunal, ident ificar con precisión y en la debida 
oportunidad procesal a las presuntas víct im as en un caso ante la Corte. Sin em bargo, en 
su defecto, en algunas ocasiones la Corte ha considerado com o víct im as a personas que 
no fueron alegadas com o tales en la dem anda, siem pre y cuando se haya respetado el 
derecho de defensa de las partes y las presuntas víct im as guarden relación con los hechos 
descritos en la dem anda y con la prueba aportada ante la Corte. 

Corte I DH. Caso Arrom  Suhurt  y ot ros Vs. Paraguay. Fondo. Sentencia de 1 3  de 
m ayo de 2 0 1 9 . Ser ie  C No. 3 7 7  

26. Con relación a la ident ificación de presuntas víct im as, la Corte recuerda que el art ículo 
35.1 del Reglam ento de la Corte dispone que el caso le será som et ido m ediante la 
presentación del I nform e de Fondo, que deberá contener la ident ificación de las presuntas 
víct im as. Corresponde pues a la Com isión ident ificar con precisión y en la debida 
oportunidad procesal a las presuntas víct im as en un caso ante la Corte, salvo en las 
circunstancias excepcionales contem pladas en el art ículo 35.2 del Reglam ento de la Corte, 
de conform idad con el cual, cuando se just ifique que no fue posible ident ificarlas, por 
t ratarse de casos de violaciones m asivas o colect ivas, el Tribunal decidirá en su 
oportunidad si las considera víct im as de acuerdo con la naturaleza de la violación. ( En 
sim ilar sent ido, ver entre otros: Caso Noguera y otra Vs. Paraguay . Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 9  de m arzo de 2 0 2 0 . Serie C No. 4 0 1 , párr. 1 5  y Caso Ríos Avalos 
y otro Vs. Paraguay . Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 9  de agosto de 2 0 2 1 . 
Serie C No. 4 2 9 , párr. 1 5 ) . 

Corte  I DH. Caso Noguera y ot ra  Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 9  de m arzo de 2 0 2 0 . Serie  C No. 4 0 1 8  

16. En el I nform e de Fondo del presente caso, sólo aparecen ident ificadas com o presuntas 
víct im as Vicente y María Noguera. En consecuencia, y debido a que no se configura la 
excepción prevista en el art ículo 35.2, la Corte concluye que solo se considerará a Vicente 
Ariel Noguera y María Ram ona I sabel Noguera Dom ínguez com o presuntas víct im as puesto 
que son las personas ident ificadas por la Com isión en el I nform e de Fondo, no 
correspondiendo adm it ir  a los restantes fam iliares. 

 

 
7 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la desapar ición forzada de Agust ín Goiburú, 
Car los José Mancuello y los hermanos Rodolfo y Benjamín Ramírez Villalba por parte de agentes m ilitares, así como 
por la falta de invest igación y sanción de los responsables. La Corte I DH declaró la violación, ent re ot ros, de los 
derechos a la vida, a la libertad personal y a las garant ías judiciales. Puede consultar los detalles de la sentencia en 
el siguiente enlace:  ht tps: / / www.corteidh.or.cr / ver_ficha_tecnica.cfm?nI d_Ficha= 387 
8 El caso se relaciona con la responsabilidad internacional del Estado por el fallecim iento de un adolescente de 17 
años en un establecim iento militar , bajo tutela del Estado, sin que las autor idades aclararan las circunstancias que 
llevaron a su muerte. La Corte declaró violados, ent re ot ros, los derechos a la vida, a las garant ías judiciales y a la 
protección judicial. Puede consultar el resumen oficial de la sentencia en el siguiente enlace:  
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resumen_401_esp.pdf.  

https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=387
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_401_esp.pdf
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Regla del previo agotam iento de recursos internos 

Corte  I DH. Com unidad I ndígena Saw hoyam axa Vs. Paraguay. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 9  de m arzo de 2 0 0 6 . Serie C No. 1 4 6  

99. Por ot ro lado, el Estado ha argum entado que la instancia contenciosa adm inist rat iva 
nunca fue ut ilizada por los representantes para cont radecir la calidad de t ierras 
racionalm ente explotadas, así com o que tam poco fue instaurado por los interesados un 
juicio ordinario para determ inar cuál es el m ej or derecho, el de la propiedad com unal 
ancest ral de la t ierra o el de propiedad privada. 

100. Al respecto, la Corte considera que el citado argum ento del Estado encierra aspectos 
relacionados con la falta de agotam iento de recursos internos, por lo que conform e a la 
j urisprudencia constante de este Tribunal, no es posible que en la presente etapa del 
procedim iento puedan discut irse asuntos que debieron t ratarse en etapas anteriores y en 
donde ha operado una renuncia tácita del Estado a la excepción de falt a de agotam iento 
de los recursos interno. En tal sent ido, el Tribunal tom a en cuenta que el Estado no alegó 
en las prim eras etapas del procedim iento ante la Com isión que los recursos ordinario y 
contencioso-adm inist rat ivo no han sido agotados, por el cont rario, el Estado insist ió en 
que debía cont inuarse con los pedidos de expropiación ante el Congreso Nacional, la 
com pra directa negociada a los propietarios part iculares de las t ierras reclam adas, y la 
negociaciones con los m iem bros de la Com unidad para ent regarles t ierras de igual 
extensión y calidad, es decir , con los t rám ites propios del procedim iento adm inist rat ivo y 
legislat ivo.  ( En sent ido sim ilar, ver entre otros: Caso Com unidad I ndígena Yakye Axa Vs. 

Paraguay . Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 1 7  de junio de 2 0 0 5 . Serie C No. 
1 2 5 , párrafo 9 1 ) .  

 

 

I I . RECONOCI MI ENTO DE RESPONSABI LI DAD 

Corte  I DH. Caso Goiburú y ot ros Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 2 2  de sept iem bre de 2 0 0 6 . Serie C No. 1 5 3  

39. En el presente caso, el Estado efectuó un reconocim iento de responsabilidad 
internacional tanto ante la Com isión com o ante este Tribunal, por lo que procede precisar 
los térm inos y alcances del m ism o.  

44. El art ículo 53.2 del Reglam ento establece que 

[ s] i el dem andado comunicare a la Corte su allanam iento a las pretensiones de la parte 
dem andante y a las de los representantes de las presuntas víct im as, sus fam iliares o 
representantes, la Corte, oído el parecer de las partes en el caso, resolverá sobre la procedencia 
del allanam iento y sus efectos jurídicos. En este supuesto, la Corte procederá a determ inar, 
cuando fuere el caso, las reparaciones y costas correspondientes. 

45. El art ículo 55 del Reglam ento dispone que 

[ l] a Corte, teniendo en cuenta las responsabilidades que le incumben de proteger los derechos 
hum anos, podrá decidir  que prosiga el exam en del caso, aun en presencia de los supuestos 
señalados en los art ículos precedentes. 
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46. La Corte, en uso de sus funciones de tutela j urisdiccional internacional de los derechos 
hum anos, podrá determ inar si un reconocim iento de responsabilidad internacional 
efectuado por un Estado dem andado ofrece una base suficiente, en los térm inos de la 
Convención Am ericana, para cont inuar o no con el conocim iento del fondo y la 
determ inación de las eventuales reparaciones y costas. Para estos efectos, el Tribunal 
analiza la situación planteada en cada caso concreto. 

47. En casos en que se han presentado allanam ientos y reconocim ientos de 
responsabilidad internacional, conocidos anteriorm ente por la Corte, ésta ha establecido 
que:  

[ …]  el art ículo 53[ 2]  del Reglam ento se refiere al supuesto en que un Estado dem andado 
com unique a la Corte su allanam iento a los hechos y a las pretensiones de la parte dem andante 
y, por consiguiente, acepte su responsabilidad internacional por la violación de la Convención, 
en los térm inos indicados en la dem anda, situación que daría lugar a una term inación ant icipada 
del proceso en cuanto al fondo del asunto, tal como lo establece el capítulo V del Reglam ento. 
La Corte advierte que con las disposiciones del Reglam ento que ent ró en vigencia el 1 junio de 
2001, el escrito de dem anda está com puesto por las consideraciones de hecho y derecho y las 
pet iciones en cuanto al fondo del asunto y las solicitudes de reparaciones y costas 
correspondientes. En este sent ido, cuando un Estado se allana a la dem anda debe indicar con 
toda clar idad si lo hace sólo sobre el fondo del asunto o si también abarca las reparaciones y 
costas. Si el allanam iento se refiere sólo al fondo del asunto, la Corte deberá evaluar si se 
cont inúa con la etapa procesal de determ inación de las reparaciones y costas. 

[ …]  A la luz de la evolución del sistem a de protección de derechos hum anos, donde hoy en día, 
las presuntas víct im as o sus fam iliares pueden presentar de m anera autónoma su escrito de 
solicitudes, argum entos y pruebas y esgrim ir pretensiones coincidentes o no con las de la 
Com isión, cuando se presenta un allanamiento, éste debe expresar claram ente si se aceptan 
tam bién las pretensiones form uladas por las presuntas víct im as o sus fam iliares. 

48. La Corte observa que el Estado reconoció los hechos relat ivos a “ la detención arbit raria 
e ilegal y t ortura de la[ s]  víct im a[ s]  y [ su]  desaparición forzada hasta la fecha” . Adem ás, 
el Estado no cont radijo los hechos relat ivos a los procesos penales desarrollados a nivel 
interno en relación con los casos de las presuntas víct im as. En esos térm inos tan am plios, 
y entendiendo que la dem anda const ituye el m arco fáct ico del proceso, el Tribunal 
considera que ha cesado la cont roversia sobre los hechos contenidos en la dem anda 
referentes a las detenciones, torturas y desapariciones de los señores Agust ín Goiburú 
Gim énez, Carlos José Mancuello Bareiro, Rodolfo Ram írez Villalba y Benjam ín Ram írez 
Villalba. 

51. La Corte observa que, tal com o lo señaló la Com isión, si bien el Estado reconoció su 
obligación de reparar adecuadam ente a las víct im as de las violaciones a los derechos 
hum anos perpet radas durante el régim en de Alfredo St roessner, en el presente caso el 
Estado no se allanó a las pretensiones sobre reparaciones presentadas por la Com isión 
I nteram ericana. 

52. La Corte considera que el allanam iento del Estado const ituye una cont r ibución posit iva 
al desarrollo de este proceso y a la vigencia de los principios que inspiran la Convención 
Am ericana. 

53. Teniendo en cuenta las at r ibuciones que le incum ben de velar por la m ejor protección 
de los derechos hum anos y dada la naturaleza del presente caso, el Tribunal est im a que 
dictar una sentencia en la cual se determ ine la verdad de los hechos y todos los elem entos 
del fondo del asunto, así com o las correspondientes consecuencias, const ituye una form a 
de cont r ibuir a la preservación de la m em oria histórica, de reparación para los fam iliares 
de las víct im as y, a la vez, de cont r ibuir a evitar que se repitan hechos sim ilares. Sin 
perjuicio de los efectos del allanam iento parcial efectuado por el Estado, la Corte considera 
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pert inente abrir el capítulo relat ivo a los hechos del presente caso, que abarque tanto los 
reconocidos por el Estado com o los que resulten probados. Adem ás, la Corte est im a 
necesario hacer algunas precisiones respecto de la m anera en que las violaciones ocurridas 
se han m anifestado en el contexto y circunstancias del caso, así com o de ciertos alcances 
relacionados con las obligaciones establecidas en la Convención Am ericana y ot ros 
inst rum entos internacionales, para lo cual abrirá los capítulos respect ivos. 

80. Según fue señalado anteriorm ente, el Estado reconoció la com petencia de la Corte 
“para conocer del presente caso” , en razón de haber rat ificado la Convención y reconocido 
la j urisdicción contenciosa de la Corte. Pero m ás allá de la cuest ión procesal y la 
com petencia form al de la Corte, al allanarse el Estado no se lim itó a considerar los hechos 
com o violaciones a los derechos a la vida, libertad e integridad personales, sino que 
expresam ente las calificó com o desaparición forzada de personas de carácter cont inuado. 
Ello se desprende claram ente de los térm inos de su allanam iento por la violación de los 
art ículos 4, 5 y 7 de la Convención en perjuicio de las víct im as, por su “desaparición 
forzada hasta la fecha” ,  así com o de la referencia que hizo el Estado a la com petencia del 
Tribunal para este caso, “ en razón de lo dispuesto en el art ículo XI I I  de la Convención 
I nteram ericana sobre Desaparición Forzada de Personas” ,  así com o en el art ículo I I I  de la 
m ism a, el cual establece que este delito “será considerado com o cont inuado o perm anente 
m ient ras no se establezca el dest ino o paradero de la víct im a” . 

81. La Corte aprecia la buena fe del Estado al efectuar su allanam iento. Adem ás de 
cont r ibuir  a la definición de su propia m em oria histórica, el Estado im pulsa así a la 
consolidación de una perspect iva de la com unidad internacional,  y  en part icular  del 
sistem a interam ericano, com prensiva de la gravedad y el carácter cont inuado o 
perm anente y autónom o del delit o de desaparición forzada de personas. La necesidad de 
t ratar integralm ente la desaparición forzada com o una form a com plej a de violación de 
derechos hum anos, llevan a este Tribunal a analizar en form a conjunta los art ículos 4, 5 
y 7 de la Convención, en relación con el art ículo 1.1 de la m ism a, en el presente capítulo. 

Corte  I DH. Caso Noguera y ot ra  Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 9  de m arzo de 2 0 2 0 . Serie  C No. 4 0 1  

21.  De conform idad con los art ículos 62 y 64 del Reglam ento, y en ejercicio de sus poderes 
de tutela j udicial internacional de derechos hum anos, cuest ión de orden público 
internacional, incum be a este Tribunal velar porque los actos de reconocim iento de 
responsabilidad resulten aceptables para los fines que busca cum plir el sistem a 
interam ericano. A cont inuación, el Tribunal analizará la situación planteada en este caso 
en concreto. 

22. Paraguay efectuó un reconocim iento expreso de responsabilidad por los hechos 
alegados por la Com isión en el I nform e de Fondo, sin em bargo se apartó en algunos 
puntos de dicho inform e y de lo alegado en el escrit o de solicitudes y argum entos. La 
Corte considera que ha cesado la cont roversia sobre los hechos reconocidos por el Estado, 
relacionados con la falta de explicación sat isfactoria sobre las circunstancias que rodearon 
la m uerte de Vicente Noguera. Por ot ra parte, aún se m ant iene la cont roversia en torno a 
los hechos relacionados con los alegados m alt ratos que habría sufr ido Vicente Noguera 
previam ente a que se produjera su m uerte. Este Tribunal,  se pronunciará sobre esos 
hechos, que aún se encuent ran en cont roversia, al exam inar el fondo de este caso.  

23. Teniendo en cuenta las violaciones reconocidas por el Estado, así com o las 
observaciones de los representantes y de la Com isión, la Corte considera que la 
cont roversia ha cesado respecto de:  a)  la falta de aclaración sobre las circunstancias en 
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las que se produjo la m uerte de Vicente Noguera en un establecim iento m ilitar, bajo tutela 
del Estado, y la vulneración del derecho a la vida (art ículo 4.1 de la Convención) , a la 
integridad personal (art ículo 5.2 de la Convención)  y a los derechos del niño (art ículo 19 
de la Convención)  en su perjuicio,  y b)  la vulneración del derecho a la integridad personal 
(art ículo 5.1 de la Convención)  en perjuicio de María Noguera, por los efectos del 
sufr im iento que le produjo la m uerte de su hij o Vicente Noguera. En las circunstancias 
part iculares del caso, la Corte no considera necesario efectuar un ulterior análisis respecto 
de este derecho en un capítulo de Fondo. 

24. En lo que respecta a la alegada vulneración de los derechos a las garant ías judiciales 
y a la protección judicial, el Tribunal advierte que el reconocim iento de responsabilidad 
efectuado por el Estado no especifica los m ot ivos por los cuales se vulneraron esos 
derechos y que, por ot ra parte, cont rovierte un núm ero im portante de alegaciones de la 
Com isión y de los representantes. En atención a ello,  la Corte considera que el 
reconocim iento efectuado por el Estado en relación con esos dos derechos carece de 
claridad y, por tanto, est im a que la cont roversia se m ant iene respecto a esas alegadas 
violaciones. 

25. La Corte est im a que se m ant iene la cont roversia respecto de:  a)  Los alegados m alos 
t ratos a los cuales habría sido som et ido Vicente Noguera que habrían llevado a su m uerte 
en un establecim iento m ilitar, todo ello en vulneración del derecho a la vida (art ículo 4.1 
de la Convención)  a la integridad personal (art ículo 5.2 de la Convención)  y a los derechos 
del niño (art ículo 19 de la Convención)  en su per juicio, y b)  la vulneración de los derechos 
a las garant ías judiciales (art ículo 8 de la Convención)  y a la protección judicial (art ículo 
25.1 de la Convención)  en perjuicio de María Noguera. 

27. El reconocim iento efectuado por el Estado const ituye una aceptación parcial de los 
hechos y un reconocim iento parcial de las violaciones alegadas. Este Tr ibunal est im a que 
el reconocim iento de responsabilidad internacional const ituye una cont r ibución posit iva al 
desarrollo de este proceso y a la vigencia de los principios que inspiran la Convención, así 
com o a las necesidades de reparación de las víct im as. El reconocim iento efectuado por el 
Estado produce plenos efectos jurídicos de acuerdo a los art ículos 62 y 64 del Reglam ento 
de la Corte ya m encionados y que t iene un alto valor sim bólico en aras de que no se 
repitan hechos sim ilares. Adicionalm ente, la Corte advierte que el reconocim iento de 
hechos y violaciones puntuales y específicos puede tener efectos y consecuencias en el 
análisis que haga este Tribunal sobre los dem ás hechos y violaciones alegados, en la 
m edida en que todos form an parte de un m ism o conjunto de circunstancias. 

28. De cualquier m anera, cabe precisar cuál es el alcance de este reconocim iento. En 
principio, el Estado tenía a su cargo a una persona m enor de edad y era responsable por 
su vida e integridad. Frente a la m uerte de un adolescente bajo su custodia en un 
establecim iento m ilitar y ante la falta de esclarecim iento que el Estado adm ite, esta Corte 
considera que el reconocim iento significa jurídicam ente que la m uerte de Vicente Noguera 
no ha sido accidental ni fortuita. Todo ello se ve reforzado por el hecho que es el Estado 
quien tenía a su cargo la prueba para desvirtuar la m uerte por m alos t ratos. 

28. En virtud de lo anterior y de las at r ibuciones que le incum ben com o órgano 
internacional de protección de derechos hum anos, la Corte est im a necesario, en atención 
a las part icularidades de los hechos del presente caso, dictar una sentencia en la cual se 
determ inen los hechos ocurridos de acuerdo a la prueba recabada en el proceso ante este 
Tribunal, toda vez que ello cont r ibuye a la reparación de las víct im as, a evitar que se 
repitan hechos sim ilares y a sat isfacer, en sum a, los fines de la j urisdicción interam ericana 
sobre derechos hum anos. 
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Corte  I DH. Caso Vargas Areco Vs. Paraguay. Sentencia. 2 6  de sept iem bre de 
2 0 0 6 . Serie  C No. 1 5 5  

56. La Corte reit era que el allanam iento del Estado com prende sólo aquellas presuntas 
violaciones cuya consum ación tuvo lugar con posterioridad a la fecha de reconocim iento 
de la com petencia de este Tribunal. 

57. En este sent ido, la Corte considera pert inente adm it ir  el reconocim iento de 
responsabilidad internacional efectuado por el Estado por las violaciones de los derechos 
reconocidos en los art ículos 8 y 25 de la Convención, en relación con el art ículo 1.1 de la 
m ism a, así com o en el art ículo 5.1 de dicho inst rum ento, en relación con los art ículos 1.1 
del m ism o y 6 y 8 de la Convención I nteram ericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, 
todo ello con posterioridad al 26 de m arzo de 1993, fecha en que el Estado reconoció la 
com petencia de la Corte, en perjuicio de los fam iliares del niño Gerardo Vargas Areco […].  

58. Asim ism o, la Corte considera pert inente adm it ir  el reconocim iento de responsabilidad 
internacional efectuado por el Estado por la violación al deber de invest igar y sancionar 
las violaciones a los derechos reconocidos en los art ículos 4 y 5.1 de la Convención, leídos 
conjuntam ente con el ar t ículo 1.1 de la m ism a, t odo ello con posterioridad al 26 de m arzo 
de 1993, en perjuicio de los fam iliares del niño Gerardo Vargas Areco. 

59. Sin em bargo, de conform idad con el art ículo 53.2 del Reglam ento, la Corte no 
considera procedente el allanam iento por la supuesta violación al derecho a las m edidas 
especiales de protección a favor de los niños previsto en el art ículo 19 de la Convención, 
en relación con los art ículos 1.1, 2 y 7 de la m ism a, en perjuicio de los niños del Paraguay 
ni en perjuicio del niño Vargas Areco. 

60. Dicha supuesta violación fue alegada por los representantes en razón de la falta de 
una base norm at iva, a part ir  del año 1993, que asegurara tanto la prohibición de 
reclutam iento de m enores de 15 años de edad en las fuerzas arm adas, así com o la 
excepcionalidad del reclutam iento de niños ent re los 15 y 18 años de edad. En este 
sent ido, los representantes expresaron que no pretendían que la Corte declarara la 
responsabilidad del Estado por el reclutam iento de Vargas Areco, sino por la existencia de 
una práct ica sistem át ica de reclutam iento de niños y la vigencia de una base norm at iva 
cuya m era existencia, a part ir  del año 1993, vulneraría per se los art ículos 2, 7 y 19 de la 
Convención, al perm it ir  el ingreso y la perm anencia de los niños del Paraguay en las 
fuerzas arm adas. 

61. La Corte considera que no es pert inente pronunciarse en el presente caso sobre una 
violación a la Convención en perjuicio de todo niño en Paraguay que haya sido reclutado, 
a part ir  del año 1993, en el m arco de un supuesto pat rón de reclutam ientos de niños en 
las fuerzas arm adas, o por la existencia per se de una base norm at iva que perm ita dichos 
reclutam ientos. Dichas presuntas víct im as no form an parte de la presente cont roversia. 
Sin em bargo, sin perjuicio de las lim itaciones que t iene el Tribunal para declarar una 
violación por el reclutam iento del niño Vargas Areco en las fuerzas arm adas, y t om ando 
en cuenta el reconocim iento de responsabilidad por parte del Estado, así com o los 
esfuerzos recientes de éste para adecuar el ordenam iento interno a las exigencias del 
derecho internacional en lo que se refiere al reclutam iento de niños en las fuerzas 
arm adas, la Corte considera pert inente efectuar, en el capítulo correspondiente en la 
presente Sentencia, algunas consideraciones generales sobre el tem a de la incorporación 
de niños en las fuerzas arm adas. Tales consideraciones se harán en razón de la función 
tutelar de los derechos hum anos que t iene la Corte, y de la obligación que t ienen los 
Estados de garant izar los derechos de los niños en toda circunstancia. 
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64. La Corte considera que la adm isión por parte del Estado de los hechos y las 
pretensiones correspondientes al presente caso im plica ciertas consecuencias jurídicas en 
m ateria de reparaciones. Sobre este punto, el Tribunal reitera la afirm ación contenida en 
su jurisprudencia constante, en el sent ido de que al producirse un hecho ilícito im putable 
a un Estado, surge de inm ediato la responsabilidad internacional de éste por la violación 
de la norm a internacional de que se t rata, con el consecuente deber de reparar y hacer 
cesar las consecuencias de la violación. La Corte determ inará las reparaciones en el 
capítulo décim o de la presente Sentencia. 

Corte I DH. Com unidad I ndígena Xákm ok Kásek. Vs. Paraguay. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 4  de agosto de 2 0 1 0 . Ser ie C No. 2 1 4  

32. En lo que respecta al aludido “allanam iento”  del Estado, la Corte observa que Paraguay 
sim ultáneam ente niega los hechos y las violaciones a la Convención que se le im putan. 
Por lo que no existe un reconocim iento de responsabilidad internacional y la totalidad de 
la cont roversia respecto al fondo del asunto se m ant iene. Únicam ente en m ateria de 
reparaciones existe una aceptación del Estado a varias de las m edidas reparatorias 
solicitadas por la Com isión y los representantes. En razón de lo anterior,  esta Corte decide 
analizar la cont roversia en m ateria de hechos y de derecho. De resultar el Estado 
condenado por la violación de algún derecho hum ano, el Tribunal t om ará en cuenta la 
aceptación que ha realizado el Estado de las m edidas de reparación solicitadas, pero 
definirá, conform e a la prueba que haya sido aportada y a las violaciones declaradas, las 
m edidas que m ejor se adecúen a la reparación integral de las víct im as. 

 

I I I . OBLI GACI ONES GENERALES  

Corte  I DH. Com unidad I ndígena Saw hoyam axa Vs. Paraguay. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 9  de m arzo de 2 0 0 6 . Serie C No. 1 4 6  

154. La Corte ha establecido que la responsabilidad internacional de los Estados, en el 
m arco de la Convención Am ericana, surge en el m om ento de la violación de las 
obligaciones generales recogidas en los art ículos 1.1 y 2 de dicho t ratado. De estas 
obligaciones generales derivan deberes especiales, determ inables en función de las 
part iculares necesidades de protección del suj eto de derecho, ya sea por su condición 
personal o por la situación específica en que se encuent re, com o ext rem a pobreza o 
m arginación y niñez. 

Corte  I DH. Caso Goiburú y ot ros Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 2 2  de sept iem bre de 2 0 0 6 . Serie C No. 1 5 3  

66. La Corte considera que la preparación y ej ecución de la detención y posterior tortura 
y desaparición de las víct im as no habrían podido perpet rarse sin las órdenes superiores 
de las jefaturas de policía, inteligencia y del m ism o jefe de Estado de ese entonces, o sin 
la colaboración, aquiescencia y tolerancia, m anifestadas en diversas acciones realizadas 
en form a coordinada o concatenada, de m iem bros de las policías, servicios de inteligencia 
e inclusive diplom át icos de los Estados involucrados. Los agentes estatales no sólo faltaron 
gravem ente a sus deberes de prevención y protección de los derechos de las presuntas 
víct im as, consagrados en el art ículo 1.1 de la Convención Am ericana, sino que ut ilizaron 
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la invest idura oficial y recursos otorgados por el Estado para com eter las violaciones. En 
tanto Estado, sus inst ituciones, m ecanism os y poderes debieron funcionar com o garant ía 
de protección cont ra el accionar crim inal de sus agentes. No obstante, se verificó una 
inst rum entalización del poder estatal com o m edio y recurso para com eter la violación de 
los derechos que debieron respetar y garant izar, ej ecutada m ediante la colaboración inter-
estatal señalada. Es decir, el Estado se const ituyó en factor principal de los graves 
crím enes com et idos, configurándose una clara situación de “ terrorism o de Estado” . 

67. En Paraguay, esta situación ha sido reconocida en una convergencia de decisiones 
adoptadas por los t res poderes del Estado. Tanto el Poder Ejecut ivo al reconocer la 
responsabilidad internacional del Estado en este fuero internacional com o, anteriorm ente, 
por sus poderes Legislat ivo y Judicial.  

Corte I DH. Caso Arrom  Suhurt  y ot ros Vs. Paraguay. Fondo. Sentencia de 1 3  de 
m ayo de 2 0 1 9 . Ser ie  C No. 3 7 7  

94. Para que se configure una violación a la Convención Am ericana es necesario que los 
actos u om isiones que produjeron dicha violación sean at r ibuibles al Estado dem andado. 
Estos actos u om isiones pueden ser de cualquier poder u órgano del Estado, 
independientem ente de su jerarquía. Tom ando en cuenta la cont roversia existente, la 
Corte procederá a analizar si estos hechos alegados pueden ser at r ibuidos al Estado y 
posteriorm ente, de ser necesario, determ inará si los m ism os const ituyeron violaciones a 
la Convención Am ericana y dem ás t ratados internacionales alegados. 

Corte  I DH. Derechos y garant ías de niñas y niños en e l contexto de la  m igración 
y/ o en necesidad de protección internacional.  Opinión Consult iva  OC- 2 1 / 1 4  de 
1 9  de agosto de 2 0 1 4 . Serie  A No. 2 1 9  

61. Sobre este part icular y sin perjuicio de que m ás adelante vuelva a referirse a ellas, la 
Corte est im a de la m ayor im portancia aludir expresam ente, desde ya y a m odo 
int roductorio,  a t res disposiciones de la Convención Am ericana que inspiran a todo el 
desarrollo de esta Opinión Consult iva. Una, es lo dispuesto en el art ículo 1.1 de aquella 
en cuanto establece el deber estatal de respeto y garant ía de los derechos hum anos 
respecto de “ t oda persona que esté sujeta a [ la]  j urisdicción”  del Estado de que se t rate, 
es decir,  que se encuent re en su terr itorio o que de cualquier form a sea som et ida a su 
autoridad, responsabilidad o cont rol, en este caso, al intentar ingresar al m ism o, y ello sin 
discrim inación alguna por cualquier m ot ivo de los est ipulados en la citada norm a. El 
térm ino jurisdicción ut ilizado por dicha norm a está referido, entonces, a t oda persona 
respecto de la que el Estado ejerce sea su com petencia terr it orial sea su com petencia 
personal e incluso, sea su com petencia relat iva a servicios públicos. Em pero, en esta 
Opinión Consult iva se considerará únicam ente la situación vinculada a la prim era, 
especialm ente en su dim ensión fáct ica, cual es, el efect ivo som et im iento de la persona, 
en este caso, del m enor de edad ext ranjero, a la j urisdicción de dicho Estado desde el 
m om ento que intenta ingresar a su terr itorio.  

62. La segunda consideración respecto de la señalada disposición convencional es que 
dicha com petencia terr it orial del Estado se encuent ra lim itada por el com prom iso que éste 
soberanam ente ha cont raído de respetar y hacer respetar los derechos hum anos de las 

 
9 La Opinión Consult iva OC-21/ 14 trata sobre las obligaciones estatales respecto de niñas y niños, asociadas a su 
condición m igrator ia o a la de sus padres y que deben considerar los Estados al diseñar, adoptar, implementar y 
aplicar sus polít icas m igrator ias. Puede consultar el resumen oficial de la opinión consult iva en el siguiente enlace:  
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ opiniones/ resumen_ser iea_21_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/opiniones/resumen_seriea_21_esp.pdf
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personas que sujeta a su jurisdicción. Ello im porta, entonces, que no reviste relevancia 
alguna el m ot ivo, causa o razón por la que la persona se encuent re en el terr it orio del 
Estado a los efectos de la obligación de éste de respetarle y hacer que se le respeten sus 
derechos hum anos. En part icular , no t iene significancia alguna, a este respecto, si el 
ingreso de la persona al terr itorio estatal fue acorde o no a lo dispuesto en la legislación 
estatal. El respect ivo Estado debe, en toda circunstancia, respetar tales derechos puesto 
que ellos t ienen su fundam ento precisam ente en los at r ibutos de la persona hum ana, es 
decir , m ás allá de la circunstancia de que sea o no su nacional o residente en su terr itorio 
o se encuent re t ransitoriam ente o de paso en él o esté allí legalm ente o en situación 
m igratoria ir regular.  

63. Em pero, la Corte considera necesario agregar que, si bien el principal obligado en la 
situación som et ida a esta Opinión Consult iva es el Estado que recibe a la niña o al niño 
ext ranjero, ello no im plica que el Estado de or igen de dicho m enor de edad no tenga 
obligación alguna referida a la señalada situación, derivada, por cierto, de su com petencia 
personal. Com o se alude m ás adelante, la inst itución de la asistencia consular se inserta 
en ese m arco. Sin em bargo, en la presente Opinión Consult iva, la Corte ha considerado 
adecuado no incursionar m ayorm ente en las obligaciones del Estado de origen de la niña 
o del niño m igrante vinculadas, a su respecto, al ej ercicio de su com petencia personal o a 
su com petencia relat iva a servicios públicos, sino lim itarse a lo que se le ha requerido, 
cuál es, a las obligaciones del Estado receptor, sea de t ránsito o de dest ino, en relación 
con las niñas o niños m igrantes respecto de los que ej erce su com petencia terr itorial o 
que se encuent ran de ot ro m odo bajo su jurisdicción. 

64. Aunque la Corte no va a ahondar en las obligaciones del Estado de origen, es 
pert inente recordar que éstos deben observar las obligaciones generales referentes a la 
m ateria y,  en part icular , su deber de prevención, lo cual requiere generar y asegurar las 
condiciones para que sus nacionales no se vean forzados a m igrar, así com o subsanar las 
causas generadoras de los flujos m igratorios. 

Obligación de respetar los derechos reconocidos en la  Convención Am ericana 

Corte  I DH. Caso Noguera y ot ra  Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 9  de m arzo de 2 0 2 0 . Serie  C No. 4 0 1  

74. En relación con este últ im o punto, cabe recordar que sin perjuicio de la situación 
general que podía exist ir  en Paraguay para la época en que ocurrieron los hechos del caso, 
para fincar responsabilidad estatal por t ransgresión al deber de respeto en relación con el 
actuar de sus agentes, no basta con una situación general o un contexto en esa región de 
vulneraciones a los derechos hum anos por parte de funcionarios del Estado, tam bién 
resulta necesario que en el caso concreto se vulneren las obligaciones de respeto a cargo 
de los Estados en las circunstancias propias del m ism o.  

Obligación de garant izar los derechos reconocidos en la Convención Am ericana 

Corte  I DH. Caso Goiburú y ot ros Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 2 2  de sept iem bre de 2 0 0 6 . Serie C No. 1 5 3  

88. Adem ás, fue verificada una situación generalizada de im punidad de las graves 
violaciones a los derechos hum anos existente en ese entonces, que condicionaba la 
protección de los derechos en cuest ión. En este sent ido, la Corte ha entendido que de la 
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obligación general de garant izar los derechos hum anos consagrados en la Convención, 
contenida en el art ículo 1.1 de la m ism a, deriva la obligación de invest igar los casos de 
violaciones del derecho sustant ivo que debe ser am parado, protegido o garant izado. Así,  
en casos de ejecuciones ext rajudiciales, desapariciones forzadas y ot ras graves violaciones 
a los derechos hum anos, el Tribunal ha considerado que la realización de una invest igación 
ex officio,  sin dilación, seria, im parcial y  efect iva, es un elem ento fundam ental y 
condicionante para la protección de ciertos derechos que se ven afectados o anulados por 
esas situaciones, com o los derechos a la libertad personal,  integridad personal y vida. 

Corte  I DH. Caso Vargas Areco Vs. Paraguay. Sentencia. 2 6  de sept iem bre de 
2 0 0 6 . Serie  C No. 1 5 5  

73. La Corte, desde sus prim eras sentencias, se ha pronunciado acerca de la int rínseca 
conexión existente ent re el deber general de garant ía señalado en el art ículo 1.1 de la 
Convención y los derechos específicos protegidos por este inst rum ento. Com o 
consecuencia de dicho deber de garant ía, surgen obligaciones que recaen sobre el Estado 
a fin de asegurar el libre y pleno ejercicio de los derechos reconocidos en la Convención a 
toda persona sujeta a su jurisdicción. Este deber de garant ía, al estar vinculado con 
derechos específicos, puede ser cum plido de diferentes m aneras, dependiendo del derecho 
que el Estado tenga el deber de garant izar y de la situación part icular del caso. 

74. La obligación de invest igar violaciones de derechos hum anos se encuent ra dent ro de 
las m edidas posit ivas que deben adoptar los Estados para garant izar los derechos 
reconocidos en la Convención. Desde sus inicios, la Corte ha sostenido que, para cum plir 
con esta obligación de garant izar,  los Estado deben, no solo prevenir, sino tam bién 
“ invest igar y sancionar toda violación de los derechos reconocidos por la Convención y 
procurar, adem ás, el restablecim iento, si es posible, del derecho conculcado y, en su caso, 
la reparación de los daños producidos por la violación de los derechos hum anos” .  

Principio de igualdad y no discr im inación, y pueblos indígenas 

Corte  I DH. Caso Com unidad I ndígena Yakye Axa Vs. Paraguay. Fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia  de 1 7  de junio de 2 0 0 5 . Serie  C No. 1 2 5  

51. Debido a que el presente caso t rata sobre los derechos de los m iem bros de una 
com unidad indígena, la Corte considera oportuno recordar que, de conform idad con los 
art ículos 24 ( I gualdad ante la Ley)  y 1.1 (Obligación de Respetar los Derechos)  de la 
Convención Am ericana, los Estados deben garant izar, en condiciones de igualdad, el pleno 
ejercicio y goce de los derechos de estas personas que están sujetas a su jurisdicción. Sin 
em bargo, hay que resaltar que para garant izar efect ivam ente estos derechos, al 
interpretar y aplicar su norm at iva interna, los Estados deben tom ar en consideración las 
característ icas propias que diferencian a los m iem bros de los pueblos indígenas de la 
población en general y que conform an su ident idad cultural.  El m ism o razonam iento debe 
aplicar la Corte, com o en efecto lo hará en el presente caso, para valorar el alcance y el 
contenido de los art ículos de la Convención Am ericana, cuya violación la Com isión y los 
representantes im putan al Estado. 

63. En lo que respecta a pueblos indígenas, es indispensable que los Estados otorguen 
una protección efect iva que tom e en cuenta sus part icularidades propias, sus 
característ icas económ icas y sociales, así com o su situación de especial vulnerabilidad, su 
derecho consuetudinario,  valores, usos y costum bres [ …] .  ( En sim ilar sent ido, ver entre 
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otros: Caso Com unidad I ndígena Saw hoyam axa Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 2 9  de m arzo de 2 0 0 6 , párr . 8 3 ) . 

Corte I DH. Com unidad I ndígena Xákm ok Kásek. Vs. Paraguay. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 4  de agosto de 2 0 1 0 . Ser ie C No. 2 1 4  

268. La Corte ha establecido que el art ículo 1.1 de la Convención, es una norm a de 
carácter general cuyo contenido se ext iende a todas las disposiciones del t ratado, dispone 
la obligación de los Estados Partes de respetar y garant izar el pleno y libre ejercicio de los 
derechos y libertades allí reconocidos “ sin discrim inación alguna” .  Es decir,  cualquiera sea 
el origen o la form a que asum a, t odo t ratam iento que pueda ser considerado 
discrim inatorio respecto del ej ercicio de cualquiera de los derechos garant izados en la 
Convención es per se incom pat ible con la m ism a. El incum plim iento por el Estado, 
m ediante cualquier t ratam iento discrim inatorio, de la obligación general de respetar y 
garant izar los derechos hum anos, le genera responsabilidad internacional. Es por ello que 
existe un vínculo indisoluble ent re la obligación de respetar y garant izar los derechos 
hum anos y el principio de igualdad y no discrim inación. 

269. El principio de la protección igualitaria y efect iva de la ley y de la no discrim inación 
const ituye un dato sobresaliente en el sistem a tutelar  de los derechos hum anos 
consagrado en varios inst rum entos internacionales y desarrollado por la doct r ina y 
j urisprudencia. En la actual etapa de la evolución del derecho internacional, el principio 
fundam ental de igualdad y no discrim inación ha ingresado en el dom inio del j us cogens.  
Sobre él descansa el andam iaje jurídico del orden público nacional e internacional y 
perm ean todo el ordenam iento jurídico. 

270. En lo que respecta a pueblos indígenas, la Corte en su jurisprudencia ha establecido 
específicam ente que “es indispensable que los Estados otorguen una protección efect iva 
que tom e en cuenta sus part icularidades propias, sus característ icas económ icas y 
sociales, así com o su situación de especial vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, 
valores, usos y costum bres” .  

271. Adem ás, el Tribunal ha señalado que “ los Estados deben abstenerse de realizar 
acciones que de cualquier m anera vayan dir igidas, directa o indirectam ente, a crear 
situaciones de discrim inación de jure o de facto” . Los Estados están obligados “a adoptar 
m edidas posit ivas para revert ir  o cam biar situaciones discrim inatorias existentes en sus 
sociedades, en perjuicio de determ inado grupo de personas. Esto im plica el deber especial 
de protección que el Estado debe ej ercer con respecto a actuaciones y práct icas de 
terceros que, bajo su tolerancia o aquiescencia, creen, m antengan o favorezcan las 
situaciones discrim inatorias” .  

272. Ahora bien, refir iéndose a los art ículos 1.1 y 24 de la Convención la Corte ha indicado 
que “ la diferencia ent re los dos art ículos radica en que la obligación general del art ículo 
1.1 se refiere al deber del Estado de respetar y garant izar ‘sin discrim inación’ los derechos 
contenidos en la Convención Am ericana[ . E] n ot ras palabras, si un Estado discrim ina en 
el respeto o garant ía de un derecho convencional, violaría el art ículo 1.1 y el derecho 
sustant ivo en cuest ión. Si por el cont rario la discrim inación se refiere a una protección 
desigual de la ley interna, violaría el art ículo 24” .  

273. En el presente caso está establecido que la situación de ext rem a y especial 
vulnerabilidad de los m iem bros de la Com unidad se debe, inter alia,  a la falta de recursos 
adecuados y efect ivos que en los hechos proteja los derechos de los indígenas y no sólo 
de m anera form al;  la débil presencia de inst ituciones estatales obligadas a prestar 
servicios y bienes a los m iem bros de la Com unidad, en especial, alim entación, agua, salud 
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y educación;  y a la prevalencia de una visión de la propiedad que otorga m ayor protección 
a los propietarios privados por sobre los reclam os terr itoriales indígenas, 
desconociéndose, con ello,  su ident idad cultural y am enazando su subsistencia física. 
Asim ism o, quedó dem ost rado el hecho de que la declaratoria de reserva natural privada 
sobre parte del t err itorio reclam ado por la Com unidad no tom ó en cuenta su reclam o 
terr itorr ial ni tam poco fue consultada sobre dicha declaratoria. 

274. Todo lo anterior  evidencia una discrim inación de facto en cont ra de los m iem bros de 
la Com unidad Xákm ok Kásek, m arginalizados en el goce de los derechos que el Tribunal 
declara violados en esta Sentencia. Asim ism o, se evidencia que el Estado no ha adoptado 
las m edidas posit ivas necesarias para revert ir  tal exclusión. 

 

I V. DEBER DE ADOPTAR DI SPOSI CI ONES DE DERECHO I NTERNO  

Corte I DH. Caso “I nst ituto de Reeducación del Menor” Vs. Paraguay. Excepciones 
pre lim inares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia  de 2  de sept iem bre de 
2 0 0 4 . Serie  C No. 1 1 2  

205. En el derecho de gentes, una norm a consuetudinaria universalm ente aceptada 
prescribe que un Estado que ha rat ificado un t ratado de derechos hum anos debe int roducir 
en su derecho interno las m odificaciones necesarias para asegurar el fiel cum plim iento de 
las obligaciones asum idas. La Convención Am ericana establece la obligación general de 
cada Estado Parte de adecuar su derecho interno a las disposiciones de dicha Convención, 
para garant izar los derechos en ella consagrados. Este deber general del Estado Parte 
im plica que las m edidas de derecho interno han de ser efect ivas (principio del effet  ut ile) .  
Esto significa que el Estado ha de adoptar t odas las m edidas para que lo establecido en la 
Convención sea efect ivam ente cum plido en su ordenam iento jurídico interno, tal com o lo 
requiere el art ículo 2 de la Convención. 

206. Asim ism o, la Corte ha señalado que el deber general del Estado, establecido en el 
art ículo 2 de la Convención, incluye la adopción de m edidas para supr im ir las norm as y 
práct icas de cualquier naturaleza que im pliquen una violación a las garant ías previstas en 
la Convención, así com o la expedición de norm as y el desarrollo de práct icas conducentes 
a la observancia efect iva de dichas garant ías. 

Corte  I DH. Caso Com unidad I ndígena Yakye Axa Vs. Paraguay. Fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia  de 1 7  de junio de 2 0 0 5 . Serie  C No. 1 2 5  

100. El art ículo 2 de la Convención Am ericana obliga a los Estados Partes a adoptar, con 
arreglo a sus procedim ientos const itucionales y a las disposiciones de esta Convención, 
las m edidas legislat ivas o de ot ro carácter que fueren necesarias para hacer efect ivos los 
derechos y libertades protegidos por la m ism a Convención. Es necesario reafirm ar que la 
obligación de adaptar la legislación interna es, por su propia naturaleza, una de resultado. 

101. La Corte ha señalado en ot ras oportunidades que esta norm a im pone a los Estados 
Partes la obligación general de adecuar su derecho interno a las norm as de la propia 
Convención, para garant izar así los derechos consagrados en ésta. Las disposiciones de 
derecho interno que sirvan a este fin han de ser efect ivas (principio del effet  ut ile) , lo que 
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significa que el Estado debe adoptar todas las m edidas necesarias para que lo establecido 
en la Convención sea realm ente cum plido. 

102. De conform idad con el art ículo 2 de la Convención deberán inst ituirse procedim ientos 
adecuados en el m arco del sistem a jurídico nacional para procesar las reivindicaciones de 
t ierras de los pueblos indígenas interesados. Los Estados deberán establecer dichos 
procedim ientos a fin de resolver los reclam os de m odo que estos pueblos tengan una 
posibilidad real de devolución de sus t ierras. Para ello, la obligación general de garant ía 
establecida en el art ículo 1.1 de dicho t ratado im pone a los Estados el deber de asegurar 
que los t rám ites de esos procedim ientos sean accesibles y sim ples y que los órganos a su 
cargo cuenten con las condiciones técnicas y m ateriales necesarias para dar oportuna 
respuesta a las solicitudes que se les hagan en el m arco de dichos procedim ientos. 

Corte  I DH. Com unidad I ndígena Saw hoyam axa Vs. Paraguay. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 9  de m arzo de 2 0 0 6 . Serie C No. 1 4 6 . 

109. En lo que respecta a las alegadas violaciones a los art ículos 1.1 y 2 de la Convención, 
la Corte recuerda que el Estado está en la obligación de inst ituir procedim ientos adecuados 
en el m arco del sistem a jurídico nacional para procesar las reivindicaciones de t ierras de 
los pueblos indígenas interesados. Para ello,  la obligación general de garant ía establecida 
en el art ículo 1.1 de dicho t ratado im pone a los Estados el deber de asegurar que los 
t rám ites de esos procedim ientos sean accesibles y sim ples y que los órganos a su cargo 
cuenten con las condiciones técnicas y m ateriales necesarias para dar oportuna respuesta 
a las solicitudes que se les hagan en el m arco de dichos procedim ientos. 

110. El art ículo 2 de la Convención im pone a los Estados Partes la obligación general de 
adecuar su derecho interno a las norm as de la propia Convención, para garant izar así los 
derechos consagrados en ésta. Las disposiciones de derecho interno que sirvan a este fin 
han de ser efect ivas (principio del effet  ut ile) , lo que significa que el Estado debe adoptar 
todas las m edidas necesarias para que lo establecido en la Convención sea realm ente 
cum plido. 

Corte  I DH. Derechos y garant ías de niñas y niños en e l contexto de la  m igración 
y/ o en necesidad de protección internacional.  Opinión Consult iva  OC- 2 1 / 1 4  de 
1 9  de agosto de 2 0 1 4 . Serie  A No. 2 1   

65. La segunda norm a convencional que m erece ser invocada a m odo int roductorio, es el 
art ículo 2 de la Convención. Al efecto, la Corte ya se ha referido a la obligación general de 
los Estados de adecuar su norm at iva interna a las norm as de la Convención Am ericana,  
recogida en dicho art ículo, que prescribe que cada Estado Parte debe adecuar su derecho 
interno a las disposiciones de la m ism a para garant izar los derechos en ella reconocidos, 
lo cual im plica que las m edidas de derecho interno han de ser efect ivas (principio de effet  

ut ile) . Este deber im plica, por un lado, la supresión de las norm as y práct icas de cualquier 
naturaleza que ent rañen violación a las garant ías previstas en la Convención y, por el ot ro, 
la expedición de norm as y el desarrollo de práct icas conducentes a la efect iva observancia 
de dichas garant ías. La obligación estatal de adecuar la legislación interna a las 
disposiciones convencionales no se lim ita al texto const itucional o legislat ivo, sino que 
debe irradiar a t odas las disposiciones jurídicas de carácter reglam entar io y t raducirse en 
la efect iva aplicación práct ica de los estándares de protección de los derechos hum anos 
de las personas m igrantes. 
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V. DERECHO AL RECONOCI MI ENTO DE LA PERSONALI DAD 
JURÍ DI CA Y PUEBLOS I NDÍ GENAS 

Falta  de regist ro e ident ificación de m iem bros individuales de com unidades 
indígenas 

Corte  I DH. Com unidad I ndígena Saw hoyam axa Vs. Paraguay. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 9  de m arzo de 2 0 0 6 . Serie C No. 1 4 6  

188. El derecho al reconocim iento de la personalidad jurídica representa un parám et ro 
para determ inar si una persona es t itular  o no de los derechos de que se t rate, y si los 
puede ejercer.  La violación de aquel reconocim iento supone desconocer en térm inos 
absolutos la posibilidad de ser t itular de esos derechos y cont raer obligaciones, y hace al 
individuo vulnerable frente a la no observancia de los m ism os por parte del Estado o de 
part iculares. 

189. Es deber del Estado procurar los m edios y condiciones jurídicas en general, para que 
el derecho al reconocim iento de la personalidad jurídica pueda ser ejercido por sus 
t itulares. En especial, el Estado se encuent ra obligado a garant izar a aquellas personas en 
situación de vulnerabilidad, m arginalización y discrim inación, las condiciones jurídicas y 
adm inist rat ivas que les aseguren el ejercicio de este derecho, en atención al principio de 
igualdad ante la ley.  

190. En el presente caso, la Corte ha tenido por dem ost rado que 18 de los 19 m iem bros 
de la Com unidad Sawhoyam axa que fallecieron com o consecuencia del incum plim iento 
por parte del Estado de su deber de prevención de su derecho a la vida [ …] , no contaron 
con regist ros de su nacim iento y defunción, ni con algún ot ro docum ento proveído por el 
Estado capaz de dem ost rar su existencia e ident idad.  

191. I gualm ente, se desprende de los hechos que los m iem bros de la Com unidad viven 
en condiciones de ext rem o riesgo y vulnerabilidad, por lo que t ienen serios im pedim entos 
económ icos y geográficos para obtener el debido regist ro de nacim ientos y defunciones, 
así com o ot ros docum entos de ident idad [ …] .  

192. Los m iem bros de la Com unidad m encionados anteriorm ente han perm anecido en un 
lim bo legal en que, si bien nacieron y m urieron en el Paraguay, su existencia m ism a e 
ident idad nunca estuvo j urídicam ente reconocida, es decir,  no tenían personalidad jurídica 
[ …] .  

193. Este Tribunal, adem ás de haber rechazado este argum ento del Estado y declarado la 
violación del art ículo 4.1 de la Convención [ …] , consideró que el Paraguay falló en proveer 
a la Corte la prueba que ésta le solicitó para m ejor resolver, cuya carga recae de m anera 
part icular sobre el Estado [ …] . La Corte est im a que era deber del Paraguay im plem entar 
m ecanism os que perm itan a toda persona obtener el regist ro de su nacim iento u ot ros 
docum entos de ident ificación, resguardando que estos procesos, en todos sus niveles, 
sean accesibles jurídica y geográficam ente, para hacer efect ivo el derecho al 
reconocim iento de la personalidad jurídica.  
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194. Con base en las consideraciones anteriores, y sin perjuicio de que ot ros m iem bros 
de la Com unidad se encuent ren en la m ism a sit uación, la Corte est im a que el Estado violó 
el derecho al reconocim iento de la personalidad jurídica consagrado en el art ículo 3 de la 
Convención Am ericana [ …] . 

Corte I DH. Com unidad I ndígena Xákm ok Kásek. Vs. Paraguay. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 4  de agosto de 2 0 1 0 . Ser ie C No. 2 1 4 . 

248. La Corte ha considerado que el contenido propio del derecho al reconocim iento de la 
personalidad jurídica es que se reconozca a la persona  

en cualquier parte com o sujeto de derechos y obligaciones, y a gozar de los derechos civiles 
fundam entales[ , lo cual]  im plica la capaci dad de ser t itular de derechos (capacidad y goce)  y 
de deberes;  la violación de aquel reconocim iento supone desconocer en térm inos absolutos la 
posibilidad de ser t itular de [ los]  derechos y deberes [ civiles y fundam entales] . 

249. Este derecho representa un parám et ro para determ inar si una persona es t itular o 
no de los derechos de que se t rate, y si los puede ejercer, por lo que desconocer aquel 
reconocim iento hace al individuo vulnerable frente al Estado o part iculares. De este m odo, 
el contenido del derecho al reconocim iento de la personalidad jurídica refiere al correlat ivo 
deber general del Estado de procurar los m edios y condiciones jurídicas para que ese 
derecho pueda ser ejercido libre y plenam ente por sus t itulares. 

250. Sin em bargo, en aplicación del principio de efecto út il y de las necesidades de 
protección en casos de personas y grupos en situación de vulnerabilidad, este Tribunal ha 
observado el contenido jurídico m ás am plio de este derecho, al est im ar que el Estado se 
encuent ra especialm ente “obligado a garant izar a aquellas personas en situación de 
vulnerabilidad, m arginalización y discrim inación, las condiciones jurídicas y 
adm inist rat ivas que les aseguren el ejercicio de este derecho, en atención al principio de 
igualdad ante la ley” . Por ejem plo, en el caso de la Com unidad I ndígena Sawhoyam axa la 
Corte consideró que sus m iem bros habían “perm anecido en un lim bo legal en que, si bien 
nacieron y m urieron en el Paraguay, su existencia m ism a e ident idad nunca estuvo 
jurídicam ente reconocida, es decir , no tenían personalidad jurídica” .  

251. En el presente caso se presentan las m ism as falencias que la Corte determ inó en el 
caso Sawhoyam axa. Var ias de las personas que fallecieron no tenían actas de nacim iento, 
o al m enos no fueron aportadas, ni tam poco se levantaron las respect ivas actas de 
defunción, careciéndose de los docum entos de ident idad esenciales para la determ inación 
de derechos civiles. 

252. En consecuencia, la Corte concluye que si bien el Estado ha realizado esfuerzos para 
superar la situación de sub- regist ro de los m iem bros de la Com unidad, del acervo 
probatorio se desprende que no ha garant izado el acceso adecuado a los procedim ientos 
de regist ro civil,  atendiendo a la part icular situación de vida que enfrentan los m iem bros 
de la Com unidad, a fin de lograr la expedición de docum entos de ident ificación idónea a 
su favor.  

253. Ahora bien, no fueron ident ificadas ante esta Corte las personas integrantes de la 
Com unidad que carecen de docum entos de ident idad. Las únicas personas ident ificadas 
por su nom bre son aquellas que fallecieron y que se m encionan en el apartado 2 del 
Capítulo VI I  de la presente Sentencia, relat ivo al derecho a la vida. Cabe señalar,  que el 
Tribunal requir ió al Estado el sum inist ro de sus docum entos de ident idad y part idas de 
defunción. Al respecto, los representantes presentaron algunos docum entos de ident idad, 
sin em bargo el Estado no proporcionó ningún docum ento, lo que lleva a este Tribunal a la 
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conclusión que los docum entos de las dem ás personas no fueron proporcionados porque 
carecían de los m ism os. 

254. Por t odo lo anterior, la Corte declara que el Estado violó el derecho consagrado en el 
art ículo 3 de la Convención Am ericana, en relación con el art ículo 1.1 de la m ism a [ …] . 

Reconocim iento de personalidad jurídica  de la com unidad indígena 

Corte  I DH. Caso Com unidad I ndígena Yakye Axa Vs. Paraguay. Fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia  de 1 7  de junio de 2 0 0 5 . Serie  C No. 1 2 5  

82. La Corte considera que el otorgam iento de personería jurídica sirve para hacer 
operat ivos los derechos ya existentes de las com unidades indígenas, que los vienen 
ejerciendo históricam ente y no a part ir  de su nacim iento com o personas jurídicas. Sus 
sistem as de organización polít ica, social, económ ica, cultural y religiosa, y los derechos 
que ello apareja, com o la designación de sus propios líderes y el derecho a reclam ar sus 
t ierras t radicionales, son reconocidos no a la persona jurídica que debe inscribirse para 
cum plir con un form alism o legal,  sino a la com unidad en sí m ism a que la propia 
Const itución paraguaya reconoce com o preexistente al Estado. 

 

VI . DERECHO A LA VI DA  

Alcances del derecho a la  vida 

Corte I DH. Caso “I nst ituto de Reeducación del Menor” Vs. Paraguay. Excepciones 
pre lim inares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia  de 2  de sept iem bre de 
2 0 0 4 . Serie  C No. 1 1 2  

156. Este Tribunal ha sostenido que el derecho a la vida es fundam ental en la Convención 
Am ericana, por cuanto de su salvaguarda depende la realización de los dem ás derechos. 
Al no ser respetado el derecho a la vida, t odos los dem ás derechos desaparecen, puesto 
que se ext ingue su t itular. Los Estados t ienen la obligación de garant izar la creación de 
las condiciones que se requieran para el pleno goce y ej ercicio de ese derecho. 

158. El derecho a la vida y el derecho a la integridad personal no sólo im plican que el 
Estado debe respetarlos (obligación negat iva) ,  sino que, adem ás, requiere que el Estado 
adopte todas las m edidas apropiadas para garant izarles ( obligación posit iva) , en 
cum plim iento de su deber general establecido en el art ículo 1.1 de la Convención 
Am ericana.  

Corte  I DH. Com unidad I ndígena Saw hoyam axa Vs. Paraguay. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 9  de m arzo de 2 0 0 6 . Serie C No. 1 4 6  

150. El derecho a la vida es un derecho hum ano fundam ental,  cuyo goce pleno es un 
prerrequisito para el disfrute de todos los dem ás derechos hum anos. De no ser respetado, 
todos los derechos carecen de sent ido. En razón de dicho carácter, no son adm isibles 
enfoques rest r ict ivos del m ism o. De conform idad con el art ículo 27.2 de la Convención 
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este derecho form a parte del núcleo inderogable, pues se encuent ra consagrado com o uno 
de los que no puede ser suspendido en casos de guerra, peligro público u ot ras am enazas 
a la independencia o seguridad de los Estados Partes. 

151. En virtud de este papel fundam ental que se le asigna en la Convención, los Estados 
t ienen la obligación de garant izar la creación de las condiciones que se requieran para que 
no se produzcan violaciones de ese derecho inalienable. 

152. En este sent ido, la Corte ha señalado en su jurisprudencia constante que el 
cum plim iento de las obligaciones im puestas por el art ículo 4 de la Convención Am ericana, 
relacionado con el art ículo 1.1 de la m ism a, no sólo presupone que ninguna persona sea 
privada de su vida arbit rariam ente (obligación negat iva) , sino que adem ás, a la luz de su 
obligación de garant izar del pleno y libre ejercicio de los derechos hum anos, requiere que 
los Estados adopten todas las m edidas apropiadas para proteger y preservar el derecho a 
la vida (obligación posit iva)  de todos quienes se encuent ren bajo su jurisdicción.  ( En 
sent ido sim ilar, ver entre otros: Com unidad I ndígena Xákm ok Kásek. Vs. Paraguay . 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 4  de agosto de 2 0 1 0 . Ser ie C No. 2 1 4 , párr. 
1 8 7 ; Caso Noguera y otra Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 9  de 
m arzo de 2 0 2 0 . Serie C No. 4 0 1 , párr. 6 5 ) .  

153. En razón de lo anterior, los Estados deben adoptar las m edidas necesarias para crear 
un m arco norm at ivo adecuado que disuada cualquier am enaza al derecho a la vida;  
establecer un sistem a de just icia efect ivo capaz de invest igar,  cast igar y reparar t oda 
privación de la vida por parte de agentes estatales o part iculares;  y salvaguardar el 
derecho a que no se im pida el acceso a las condiciones que garant icen una vida digna, lo 
que incluye la adopción de m edidas posit ivas para prevenir la violación de este derecho. 

Vida digna 

Corte I DH. Caso “I nst ituto de Reeducación del Menor” Vs. Paraguay. Excepciones 
pre lim inares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia  de 2  de sept iem bre de 
2 0 0 4 . Serie  C No. 1 1 2  

151. Este Tribunal ha establecido que quien sea detenido t iene derecho a vivir en 
condiciones de detención com pat ibles con su dignidad personal y el Estado debe garant izar 
el derecho a la vida y a la integridad personal.  

159. Una de las obligaciones que ineludiblem ente debe asum ir el Estado en su posición de 
garante, con el objet ivo de proteger y garant izar el derecho a la vida y a la integridad 
personal de las personas privadas de libertad, es la de procurar a éstas las condiciones 
m ínim as com pat ibles con su dignidad m ient ras perm anecen en los cent ros de detención, 
com o ya lo ha indicado la Corte [ …] . En igual sent ido, la Corte Europea de Derechos 
Hum anos ha indicado que:   

según [ el art ículo 3 de la Convención] , el Estado debe asegurar que una persona esté detenida 
en condiciones que sean com pat ibles con el respeto a su dignidad hum ana, que la m anera y el 
m étodo de ejercer la m edida no le som eta a angust ia o dificultad que exceda el nivel inevitable 
de sufr im iento int r ínseco a la detención, y que, dadas las exigencias práct icas del 
encarcelamiento, su salud y bienestar estén asegurados adecuadamente, br indándole, ent re 
ot ras cosas, la asistencia m édica requerida. 

160. En m ateria de derecho a la vida, cuando el Estado se encuent ra en presencia de 
niños privados de libertad, com o ocurre m ayorm ente en el presente caso, t iene, adem ás 
de las obligaciones señaladas para toda persona, una obligación adicional establecida en 
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el art ículo 19 de la Convención Am ericana. Por una parte, debe asum ir  su posición especial 
de garante con m ayor cuidado y responsabilidad, y debe tom ar m edidas especiales 
orientadas en el principio del interés superior del niño. Por ot ra, la protección de la vida 
del niño requiere que el Estado se preocupe part icularm ente de las circunstancias de la 
vida que llevará m ient ras se m antenga privado de libertad, puesto que ese derecho no se 
ha ext inguido ni rest r ingido por su situación de detención o prisión [ …] .  

161. En este sent ido, los art ículos 6 y 27 de la Convención sobre los Derechos del Niño 
incluyen en el derecho a la vida la obligación del Estado de garant izar “en la m áxim a 
m edida posible la supervivencia y el desarrollo del niño” . El Com ité de Derechos del Niño 
ha interpretado la palabra “desarrollo”  de una m anera am plia, holíst ica, que abarca lo 
físico, m ental, espir itual, m oral, psicológico y social. Mirado así, un Estado t iene, respecto 
de niños privados de libertad y, por lo tanto, bajo su custodia, la obligación de, inter alia,  
proveerlos de asistencia de salud y de educación, para así asegurarse de que la detención 
a la que los niños están sujetos no dest ruirá sus proyectos de vida. En este sent ido, las 
Reglas de las Naciones Unidas para la Protección de los Menores Privados de Libertad 
establecen que:   

13. No se deberá negar a los m enores privados de libertad, por razón de su condición, los 
derechos civiles, económ icos, sociales o culturales que les correspondan de conform idad con la 
legislación nacional o el derecho internacional y que sean com pat ibles con la pr ivación de la 
libertad.  

164. En este caso en concreto la Corte debe establecer si el Estado, en cum plim iento de 
su posición de garante, adoptó las iniciat ivas para garant izar a todos los internos del 
I nst ituto, adultos y niños, una vida digna con el objeto de fortalecer su proyecto de vida, 
a pesar de su encierro. 

Corte  I DH. Caso Com unidad I ndígena Yakye Axa Vs. Paraguay. Fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia  de 1 7  de junio de 2 0 0 5 . Serie  C No. 1 2 5  

161. Este Tribunal ha sostenido que el derecho a la vida es fundam ental en la Convención 
Am ericana, por cuanto de su salvaguarda depende la realización de los dem ás derechos. 
Al no respetarse el derecho a la vida, todos los dem ás derechos desaparecen, puesto que 
se ext ingue su t itular. En razón de este carácter fundam ental, no son adm isibles enfoques 
rest r ict ivos al derecho a la vida. En esencia, este derecho com prende no sólo el derecho 
de todo ser hum ano de no ser privado de la vida arbit rariam ente, sino tam bién el derecho 
a que no se generen condiciones que le im pidan o dificulten el acceso a una existencia 
digna. 

162. Una de las obligaciones que ineludiblem ente debe asum ir el Estado en su posición de 
garante, con el objet ivo de proteger y garant izar el derecho a la vida, es la de generar las 
condiciones de vida m ínim as com pat ibles con la dignidad de la persona hum ana y a no 
producir condiciones que la dificulten o im pidan. En este sent ido, el Estado t iene el deber 
de adoptar m edidas posit ivas, concretas y orientadas a la sat isfacción del derecho a una 
vida digna, en especial cuando se t rata de personas en situación de vulnerabilidad y r iesgo, 
cuya atención se vuelve prioritaria. 

163. En el presente caso, la Corte debe establecer si el Estado generó condiciones que 
agudizaron las dificultades de acceso a una vida digna de los m iem bros de la Com unidad 
Yakye Axa y si, en ese contexto, adoptó las m edidas posit ivas apropiadas para sat isfacer 
esa obligación, que tom en en cuenta la situación de especial vulnerabilidad a la que fueron 
llevados, afectando su form a de vida diferente (sistem as de com prensión del m undo 
diferentes de los de la cultura occidental,  que com prende la est recha relación que 



 

3 1  

4 0  CUADERNILLOS DE JURISPRUDENCIA DE LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 

    

m ant ienen con la t ierra)  y su proyecto de vida, en su dim ensión individual y colect iva, a 
la luz del corpus juris internacional existente sobre la protección especial que requieren 
los m iem bros de las com unidades indígenas, a la luz de lo expuesto en el art ículo 4 de la 
Convención, en relación con el deber general de garant ía contenido en el art ículo 1.1 y 
con el deber de desarrollo progresivo contenido en el art ículo 26 de la m ism a, y de los 
art ículos 10 (Derecho a la Salud) ;  11 (Derecho a un Medio Am biente Sano) ;  12 (Derecho 
a la Alim entación) ;  13 (Derecho a la Educación)  y 14 (Derecho a los Beneficios de la 
Cultura)  del Protocolo Adicional a la Convención Am ericana en m ateria de Derechos 
Económ icos, Sociales y Culturales, y las disposiciones pert inentes del Convenio No. 169 
de la OI T. 

167. Las afectaciones especiales del derecho a la salud, e ínt im am ente vinculadas con él, 
las del derecho a la alim entación y el acceso al agua lim pia im pactan de m anera aguda el 
derecho a una existencia digna y las condiciones básicas para el ejercicio de ot ros derechos 
hum anos, com o el derecho a la educación o el derecho a la ident idad cultural. En el caso 
de los pueblos indígenas el acceso a sus t ierras ancest rales y al uso y disfrute de los 
recursos naturales que en ellas se encuent ran están directam ente vinculados con la 
obtención de alim ento y el acceso a agua lim pia. Al respecto, el citado Com ité de Derechos 
Económ icos, Sociales y Culturales ha destacado la especial vulnerabilidad de m uchos 
grupos de pueblos indígenas cuyo acceso a las t ierras ancest rales puede verse am enazado 
y, por lo tanto, su posibilidad de acceder a m edios para obtener alim ento y agua lim pia.  

168. En el capítulo anterior, este Tribunal estableció que el Estado no había garant izado 
el derecho de los m iem bros de la Com unidad Yakye Axa a la propiedad com unitaria. La 
Corte considera que este hecho ha afectado el derecho a una vida digna de los m iem bros 
de la Com unidad, ya que los ha privado de la posibilidad de acceder a sus m edios de 
subsistencia t radicionales, así com o del uso y disfrute de los recursos naturales necesarios 
para la obtención de agua lim pia y para la práct ica de la m edicina t radicional de prevención 
y cura de enferm edades. A esto se sum a que el Estado no ha adoptado las m edidas 
posit ivas necesarias que perm itan asegurar a los m iem bros de la Com unidad Yakye Axa, 
durante el período que han perm anecido sin terr itorio, las condiciones de vida. 

Corte I DH. Com unidad I ndígena Xákm ok Kásek. Vs. Paraguay. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 4  de agosto de 2 0 1 0 . Ser ie C No. 2 1 4  

192. En sum a, en el presente caso las autoridades internas conocían de la existencia de 
una situación de r iesgo real e inm ediato para la vida de los m iem bros de la Com unidad. 
Consecuentem ente, surgieron para el Estado determ inadas obligaciones de prevención 
que lo obligaban –conform e a la Convención Am ericana (art ículo 4, en relación con el 
art ículo 1.1)  y a su propio derecho interno (Decreto No. 1830) -  a la adopción de las 
m edidas necesarias que, j uzgadas razonablem ente, eran de esperarse para prevenir o 
evitar  ese r iesgo. 

195. La Corte observa que el agua sum inist rada por el Estado durante los m eses de m ayo 
a agosto de 2009 no supera m ás de 2.17 lit ros por persona al día. Al respecto, de acuerdo 
a los estándares internacionales la m ayoría de las personas requiere m ínim o de 7.5 lit ros 
por persona por día para sat isfacer el conjunto de las necesidades básicas, que incluye 
alim entación e higiene. Adem ás, según los estándares internacionales el agua debe ser 
de una calidad que represente un nivel tolerable de r iesgo. Bajo los estándares indicados, 
el Estado no ha dem ost rado que esté brindando agua en cant idad suficiente para 
garant izar un abastecim iento para los m ínim os requerim ientos. Es m ás, el Estado no ha 
rem it ido prueba actualizada sobre el sum inist ro de agua durante el año 2010, ni tam poco 
ha dem ost rado que los m iem bros de la Com unidad tengan acceso a fuentes seguras de 
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agua en el asentam iento “25 de Febrero”  donde se encuent ran radicados actualm ente. 
Por el cont rario,  en declaraciones rendidas en la audiencia pública m iem bros de la 
Com unidad indicaron, respecto al sum inist ro de agua, que “actualm ente si es que se pide,  
no cum ple, a veces se tarda m ucho, a veces no hay m ás agua” , y que “sufr[ en]  m ucho 
por la sequía, porque donde [ se]  m uda[ ron, en “25 de Febrero” ]  no hay tajam ar, no hay 
lagunas, nada, solam ente hay bosque y eso es lo m ás”215 e indicaron que durante los 
períodos de sequía acuden a un tajam ar ubicado aproxim adam ente a 7 kilóm et ros de 
distancia. 

196. Por consiguiente, la Corte considera que las gest iones que el Estado ha realizado a 
part ir  del Decreto No. 1830 no han sido suficientes para proveer a los m iem bros de la 
Com unidad de agua en cant idad suficiente y calidad adecuada, lo cual los expone a r iesgos 
y enferm edades. 

201. La inadecuada nut r ición de los m iem bros de la Com unidad ha repercut ido en el 
crecim iento de los niños, pues “ la prevalencia m ínim a de at rofia de crecim iento fue de 
32.2%  [ …] , m ás del doble de lo esperado para la población de referencia (15.9% )” . 
I gualm ente, el prom otor de salud de la Com unidad indicó que al m enos “el 90%  de los 
niños t ienen desnut rición” . 

202. Consecuentem ente, a pesar de lo dem ost rado por el Estado, no se evidencia que con 
la asistencia brindada se hayan superado las necesidades nut r icionales que, con 
anterioridad al Decreto No. 1830 [ …]  exist ían. 

208. El Tribunal reconoce los avances realizados por el Estado. No obstante, las m edidas 
adoptadas a part ir  del Decreto No. 1830 de 2009 se caracterizan por ser tem porales y 
t ransitorias. Adem ás, el Estado no ha garant izado la accesibilidad física ni geográfica a 
establecim ientos de salud para los m iem bros de la Com unidad, y, de la prueba aportada, 
no se evidencia acciones posit ivas para garant izar la aceptabilidad de dichos bienes y 
servicios, ni que se hayan desarrollado m edidas educat ivas en m ateria de salud que sean 
respetuosas de los usos y costum bres t radicionales. 

211. Conform e a los estándares internacionales, los Estados t ienen el deber de garant izar 
la accesibilidad a educación básica gratuita y la sostenibilidad de la m ism a. En part icular, 
cuando se t rata de sat isfacer el derecho a la educación básica en el seno de com unidades 
indígenas, el Estado debe propiciar dicho derecho con una perspect iva etno-educat iva. Lo 
anterior im plica adoptar m edidas posit ivas para que la educación sea culturalm ente 
aceptable desde una perspect iva étnica diferenciada. 

213. De la prueba recaudada, la Corte observa que si bien algunas condiciones en cuanto 
a la prestación de la educación por parte del Estado han m ejorado, no existen instalaciones 
adecuadas para la educación de los niños. El propio Estado anexó un conjunto de fotos 
donde se observa que las clases se desarrollan bajo un techo sin paredes y al aire libre. 
I gualm ente no se asegura por parte del Estado ningún t ipo de program a para evitar  la 
deserción escolar.  

214. En sum a, este Tribunal destaca que la asistencia estatal brindada a raíz del Decreto 
No. 1830 de 17 de abril de 2009 no ha sido suficiente para superar las condiciones de 
especial vulnerabilidad que dicho Decreto com probó exist ían en la Com unidad Xákm ok 
Kásek. 

215. Esta situación de los m iem bros de la Com unidad está est recham ente vinculada a la 
falta de sus t ierras. En efecto, la ausencia de posibilidades de autoabastecim iento y auto-
sostenibilidad de sus m iem bros, de acuerdo a sus t radiciones ancest rales, los lleva a 
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depender casi exclusivam ente de las acciones estatales y verse obligados a vivir de una 
form a no solam ente dist inta a sus pautas culturales, sino en la m iseria. Así lo indicó 
Marcelino López, líder de la Com unidad, “ [ s] i t enem os nuest ra t ierra tam bién va a m ej orar 
todo y sobre todo vam os a poder vivir abiertam ente com o indígenas, de lo cont rario será 
m uy difícil vivir” .  

216. Debe tenerse en cuenta en este punto que, tal y com o lo afirm a el Com ité de 
Derechos Económ icos, Sociales y Culturales de la Organización de Naciones Unidas, “ la 
pobreza lim ita gravem ente, en la práct ica, la capacidad de una persona o un grupo de 
personas de ejercer el derecho de part icipar en todos los ám bitos de la vida cultural y de 
tener acceso y cont r ibuir a ellos en pie de igualdad y, lo que es m ás grave, afecta 
seriam ente su esperanza en el porvenir y su capacidad para el disfrute efect ivo de su 
propia cultura” .  

217. En consecuencia, la Corte declara que el Estado no ha brindado las prestaciones 
básicas para proteger el derecho a una vida digna en estas condiciones de r iesgo especial,  
real e inm ediato para un grupo determ inado de personas, lo que const ituye una violación 
del art ículo 4.1 de la Convención, en relación con el art ículo 1.1. de la m ism a, en perjuicio 
de todos los m iem bros de la Com unidad Xákm ok Kásek. 

Niños y m ujeres em barazadas 

Corte  I DH. Com unidad I ndígena Saw hoyam axa Vs. Paraguay. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 9  de m arzo de 2 0 0 6 . Serie C No. 1 4 6  

177. En m ateria de derecho a la vida de los niños, el Estado t iene, adem ás de las 
obligaciones señaladas para toda persona, la obligación adicional de prom over las m edidas 
de protección a las que se refiere el art ículo 19 de la Convención Am ericana, el cual 
dispone que:  “ [ t ] odo niño t iene derecho a las m edidas de protección que su condición de 
m enor requieren por parte de su fam ilia, de la sociedad y del Estado” . Así, por una parte, 
el Estado debe asum ir su posición especial de garante con m ayor cuidado y 
responsabilidad, y debe tom ar m edidas especiales orientadas en el principio del interés 
superior del niño. Lo anterior no puede desligarse de la situación igualm ente vulnerable 
de las m ujeres em barazadas de la Com unidad. Los Estados deben prestar especial 
atención y cuidado a la protección de este grupo y adoptar m edidas especiales que 
garant icen a las m adres, en especial durante la gestación, el parto y el período de 
lactancia, el acceso a servicios adecuados de atención m édica. 

Corte I DH. Com unidad I ndígena Xákm ok Kásek. Vs. Paraguay. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 4  de agosto de 2 0 1 0 . Ser ie C No. 2 1 4  

232. Respecto a la m uerte de Rem igia Ruiz, quien falleció en 2005 a los 38 años de edad, 
y quien se encont raba em barazada y no recibió atención m édica, m uest ra varias de las 
característ icas propias de casos de m ortalidad m aterna, a saber:  m uerte durante el parto 
sin adecuada atención m édica, situación de exclusión o pobreza ext rem a, falta de acceso 
a servicios de salud adecuados, falta de docum entación sobre la causa de la m uerte, ent re 
ot ros. 

233. Al respecto, la Corte resalta que la ext rem a pobreza y la falta de adecuada atención 
m édica a m ujeres en estado de em barazo o post -em barazo son causas de alta m ortalidad 
y m orbilidad m aterna. Por ello, los Estados deben brindar polít icas de salud adecuadas 
que perm itan ofrecer asistencia con personal ent renado adecuadam ente para la atención 
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de los nacim ientos, polít icas de prevención de la m ortalidad m aterna a t ravés de cont roles 
prenatales y post -parto adecuados, e inst rum entos legales y adm inist rat ivos en polít icas 
de salud que perm itan docum entar adecuadam ente los casos de m ortalidad m aterna. Lo 
anterior,  en razón a que las m ujeres en estado de em barazo requieren m edidas de especial 
protección. 

Personas adultas m ayores 

Corte  I DH. Caso Com unidad I ndígena Yakye Axa Vs. Paraguay. Fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia  de 1 7  de junio de 2 0 0 5 . Serie  C No. 1 2 5  

175. En lo que se refiere a la especial consideración que m erecen las personas de edad 
avanzada, es im portante que el Estado adopte m edidas dest inadas a m antener su 
funcionalidad y autonom ía, garant izando el derecho a una alim entación adecuada acceso 
a agua lim pia y a atención de salud. En part icular,  el Estado debe atender a los ancianos 
con enferm edades crónicas y en fase term inal,  ahorrándoles sufr im ientos evitables. En 
este caso, se debe tom ar en consideración que en la Com unidad indígena Yakye Axa la 
t ransm isión oral de la cultura a las nuevas Generaciones está a cargo principalm ente de 
los ancianos […].   

Deber de prevención del Estado  

Corte I DH. Caso “I nst ituto de Reeducación del Menor” Vs. Paraguay. Excepciones 
pre lim inares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia  de 2  de sept iem bre de 
2 0 0 4 . Serie  C No. 1 1 2  

177. Ahora bien, la Corte observa que el Estado, adem ás de no crear las condiciones y 
tom ar las m edidas necesarias para que los internos del I nst ituto tuvieran y desarrollaran 
una vida digna m ient ras se encont raban privados de libertad y adem ás de no cum plir con 
sus obligaciones com plem entarias respecto de los niños, m antuvo al I nst ituto en 
condiciones tales que posibilitó que se produjeran los incendios y que éstos tuvieran 
terr ibles consecuencias para los internos, a pesar de las diversas advertencias y 
recom endaciones dadas por organism os internacionales y no gubernam entales respecto 
del peligro que esas condiciones ent rañaban. Com o resultado de estos sucesos, perdieron 
la vida los internos […].  

178. En este sent ido, de los hechos probados […] se advierte que el Estado no había 
tom ado las prevenciones suficientes para enfrentar la posibilidad de un incendio en el 
I nst ituto, ya que éste originalm ente no fue pensado com o un cent ro de reclusión y, por 
consiguiente, no contaba con la im plem entación de todas las m edidas de seguridad, 
evacuación y em ergencia necesarias para un evento de esta naturaleza. Por ejem plo, no 
contaba con alarm as ni ext intores de incendio y los guardias no tenían preparación para 
enfrentar situaciones de em ergencia. Valga recordar lo indicado por la Corte en el sent ido 
de que el Estado, en su función de garante, “debe diseñar y aplicar una polít ica 
penitenciaria de prevención de situaciones cr ít icas”  que podrían poner en peligro los 
derechos fundam entales de los internos en su custodia. 

179. En atención a lo anterior, la Corte concluye que la falta de prevención del Estado, 
que llevó a la m uerte a varios de los internos – y que fue, si no para todos, para m uchos 
de ellos part icularm ente t raum át ica y dolorosa, ya que la pérdida de la vida se produjo 
por asfixia o por quem aduras, prolongándose la agonía para algunos por varios días – 
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equivale a una negligencia grave que lo hace responsable de la violación del art ículo 4.1 
de la Convención Am ericana, en relación con el art ículo 1.1 de la m ism a, y respecto de 
los niños, leído tam bién a la luz del art ículo 19 de la m ism a Convención, en perjuicio de 
los internos m encionados. 

184. Com o se destacó anteriorm ente, este Tribunal considera que el Estado debe 
garant izar el derecho a la vida y a la integridad personal de los internos localizados en 
establecim ientos de detención […].  Por tanto, independientem ente de que ningún agente 
estatal fue aparentem ente el responsable directo de las m uertes de los dos niños en la 
penitenciaría de Em boscada, el Estado tenía el deber de crear las condiciones necesarias 
para evitar al m áxim o riñas ent re los internos, lo que el Estado no hizo, por lo cual incurrió 
en responsabilidad internacional por la privación de la vida de los niños Richard Daniel 
Mart ínez y Héctor Ram ón Vázquez, configurándose de este m odo una violación del art ículo 
4.1 de la Convención, en relación con los art ículos 1.1 y 19 de la m ism a. 

Corte  I DH. Com unidad I ndígena Saw hoyam axa Vs. Paraguay. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 9  de m arzo de 2 0 0 6 . Serie C No. 1 4 6  

155. Es claro para la Corte que un Estado no puede ser responsable por cualquier situación 
de r iesgo al derecho a la vida. Teniendo en cuenta las dificultades que im plica la 
planificación y adopción de polít icas públicas y las elecciones de carácter operat ivo que 
deben ser t om adas en función de prioridades y recursos, las obligaciones posit ivas del 
Estado deben interpretarse de form a que no se im ponga a las autor idades una carga 
im posible o desproporcionada. Para que surja esta obligación posit iva, debe establecerse 
que al m om ento de los hechos las autoridades sabían o debían saber de la existencia de 
una situación de r iesgo real e inm ediato para la vida de un individuo o grupo de individuos 
determ inados, y no tom aron las m edidas necesarias dent ro del ám bito de sus at r ibuciones 
que, j uzgadas razonablem ente, podían esperarse para prevenir o evit ar ese r iesgo.  ( En 
sent ido sim ilar, ver, entre otros: Com unidad I ndígena Xákm ok Kásek. Vs. Paraguay . 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 4  de agosto de 2 0 1 0 . Ser ie C No. 2 1 4 , párr. 
1 8 8 ) .  

163. La Corte com parte el cr it erio del Estado respecto a que éste no ha inducido o 
m ot ivado a los m iem bros de la Com unidad a t rasladarse al costado de la ruta. No obstante, 
nota que exist ían poderosas razones para que los m iem bros de la Com unidad abandonaran 
las estancias en las que se encont raban y t rabajaban, por las penosas condiciones físicas 
y laborales en las que v ivían […]. Asim ism o, ese argum ento no es suficiente para que el 
Estado se aparte de su deber de proteger y garant izar el derecho a la vida de las presuntas 
víct im as. Es necesario que el Estado dem uest re que hizo las gest iones necesarias para 
sacar a los indígenas del costado de la ruta y, m ient ras eso sucedía, que adoptó acciones 
pert inentes para dism inuir el r iesgo en el que se encont raban. 

164. Al respecto, la Corte nota que la principal form a que el Estado tenía para t rasladar a 
los m iem bros de la Com unidad fuera del costado de la ruta era ent regarles sus t ierras 
t radicionales. No obstante, com o se desprende de los capítulos anteriores, el proceso 
adm inist rat ivo t ram itado ante el I NDI  y el I BR no ofreció garant ías de una resolución 
efect iva y se m ost ró lento e ineficiente […].  De allí que el Tribunal estableciera que el 
Estado no garant izó a los m iem bros de la Com unidad Sawhoyam axa el derecho a la 
propiedad com unitaria ni a las garant ías y protección judicial en un plazo razonable […].  
En ot ras palabras, si bien el Estado no los llevó al costado de la ruta, tam poco adoptó las 
m edidas adecuadas, a t ravés de un procedim iento adm inist rat ivo rápido y eficiente, para 
sacarlos de allí y  ubicarlos dent ro de sus t ierras ancest rales, en donde tendrían el uso y 
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disfrute de sus recursos naturales, directam ente vinculados con su capacidad de 
supervivencia y el m antenim iento de sus form as de vida. 

165. En el m ism o sent ido, el Estado ha señalado que los indígenas se han negado a 
t rasladarse a ot ro lugar provisorio m ient ras se soluciona el asunto en las instancias 
internas. No obstante, esta Corte no encuent ra bases probatorias para este argum ento. 
Del expediente obrante en este Tribunal no se desprende que se hayan hecho 
ofrecim ientos concretos, ni se ha indicado los posibles lugares a los que hubiesen sido 
t raslados los m iem bros de la Com unidad, su distancia respecto al hábitat  t radicional,  u 
ot ros detalles que perm itan valorar la viabilidad de tales ofrecim ientos. 

166. En consecuencia, este Tribunal considera que el Estado no adoptó las m edidas 
necesarias para que los m iem bros de la Com unidad dejen el costado de la ruta y, por 
ende, las condiciones inadecuadas que ponían y ponen en peligro su derecho a la vida. 

Corte I DH. Com unidad I ndígena Xákm ok Kásek. Vs. Paraguay. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 4  de agosto de 2 0 1 0 . Ser ie C No. 2 1 4  

227. El Tribunal aclara que el hecho de que en la actualidad el Estado se encuent re 
brindando asistencia de em ergencia [ …] , no exim e al Estado de su responsabilidad 
internacional por no haber adoptado m edidas en el pasado para evitar que el r iesgo de 
afectación del derecho a la vida se m aterializara. Por consiguiente, la Corte debe analizar 
cuáles de las m uertes son im putables al Estado por falta al deber de prevención para 
evitarlas. Esto bajo una perspect iva de análisis que perm ita relacionar la situación de 
ext rem a y especial vulnerabilidad, la causa de m uerte y el correspondiente nexo causal 
ent re éstos, sin que se im ponga al Estado una carga desm edida de superar un r iesgo 
indeterm inado o desconocido. 

Uso de la  fuerza 

Corte  I DH. Caso Vargas Areco Vs. Paraguay. Sentencia. 2 6  de sept iem bre de 
2 0 0 6 . Serie  C No. 1 5 5  

75. Respecto de la obligación de garant izar el derecho reconocido en el art ículo 4 de la 
Convención, la Corte ha señalado que éste no sólo presupone que ninguna persona sea 
privada de su vida arbit rariam ente (obligación negat iva) , sino que adem ás requiere, a la 
luz de su obligación de garant izar el pleno y libre ejercicio de los derechos hum anos, que 
los Estados adopten todas las m edidas apropiadas para proteger y preservar el derecho a 
la vida (obligación posit iva)  de quieres se encuent ran bajo su jurisdicción. Esta protección 
act iva del derecho a la v ida por parte del Estado no sólo involucra a sus legisladores, sino 
a toda inst itución estatal y a quienes deben resguardar la seguridad, sean éstas sus 
fuerzas de policía o sus fuerzas arm adas. 

76. Asim ism o, este Tribunal ha m encionado que, en casos de ej ecuciones ext rajudiciales 
es fundam ental que los Estados invest iguen efect ivam ente la privación del derecho a la 
vida y cast iguen a todos sus responsables, especialm ente cuando están involucrados 
agentes estatales, ya que de no ser así se estarían creando, dent ro de un am biente de 
im punidad, las condiciones para que se repitan estos hechos, lo que es cont rario al deber 
de respetar y garant izar el derecho a la vida. 

77. En este sent ido, la Corte ha añadido que en casos de presuntas ejecuciones 
ext rajudiciales, las autoridades de un Estado deben iniciar ex officio y sin dilación, una 
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invest igación seria,  im parcial y  efect iva, una vez que tengan conocim iento del hecho. 
Dicha obligación debe m aterializarse de un m odo part icular cuando se t ratare de una 
ejecución ext rajudicial de un niño, dada su condición de vulnerabilidad inherente, 
especialm ente si éste se encuent ra bajo la custodia o tutela del Estado. 

88. Tal com o fue señalado en el peritaje del Dr. Ravioli, ni el acta de levantam iento del 
cadáver ni los inform es m édicos recabados en la invest igación penal sat isfacen los 
requisitos propios de una autopsia, que const ituye el m edio técnico adecuado para 
establecer las causas de la m uerte [ …] . 

91. Es pert inente señalar que el Manual sobre la Prevención e I nvest igación Efect iva de 
Ejecuciones Ext rajudiciales, Arbit rarias y Sum arias ( en adelante “el Protocolo de 
Estam bul” )  previene que las autoridades estatales que conducen una invest igación deben 
intentar com o m ínim o, inter alia:  a)  ident ificar a la víct im a;  b)  recuperar y preservar el 
m aterial probatorio relacionado con la m uerte, con el fin de ayudar en cualquier potencial 
invest igación penal de los responsables;  c)  ident ificar posibles test igos y obtener sus 
declaraciones en relación con la m uerte que se invest iga;  d)  determ inar la causa, form a, 
lugar y m om ento de la m uerte, así com o cualquier pat rón o práct ica que pueda haber 
causado la m uerte;  y e)  dist inguir ent re m uerte natural,  m uerte accidental, suicidio y  
hom icidio. Adem ás, la Corte hace notar que:  a)  se debe invest igar exhaust ivam ente la 
escena del crim en, y b)  se debe proceder a la práct ica de autopsias, a cargo de 
profesionales com petentes y con el r igor debido, así com o al análisis de restos hum anos, 
em pleando para ello los procedim ientos m ás apropiados. 

92. Es part icularm ente út il,  para los efectos de este caso, recordar que el art ículo 12 de 
los “Principios relat ivos a una eficaz prevención e invest igación de las ejecuciones 
ext ralegales, arbit rarias o sum arias”  señala que:  

No podrá procederse a la inhum ación, incineración, etc. del cuerpo de la persona fallecida hasta 
que un m édico, a ser posible experto en m edicina forense, haya realizado una autopsia 
adecuada. [ …]  Si después de haber sido enterrado el cuerpo resulta necesaria una invest igación, 
se exhum ará el cuerpo sin dem ora y de form a adecuada para realizar una autopsia. En caso de 
que se descubran restos óseos, deberá procederse a desenterrar los con las precauciones 
necesarias y a estudiar los conform e a técnicas ant ropológicas sistem át icas. 

93. Adem ás, los referidos procedim ientos deben tom ar en consideración las norm as 
internacionales de docum entación e interpretación de los elem entos de prueba forense 
respecto de la com isión de actos de tortura y,  part icularm ente, las definidas en el Protocolo 
de Estam bul.  

Corte  I DH. Caso Noguera y ot ra  Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 9  de m arzo de 2 0 2 0 . Serie  C No. 4 0 1  

66. En consecuencia, los Estados t ienen la obligación de garant izar la creación de las 
condiciones que se requieran para que no se produzcan violaciones de ese derecho 
inalienable y, en part icular,  el deber de im pedir  que sus agentes atenten cont ra el m ism o. 
Esta protección act iva del derecho a la vida por parte del Estado no sólo involucra a sus 
legisladores, sino a toda inst itución estatal y a quienes deben resguardar la seguridad, 
sean éstas sus fuerzas de policía o sus fuerzas arm adas. 

67. Respecto de las personas baj o la custodia del Estado las cuales incluye tam bién a los 
m iem bros de las fuerzas arm adas en servicio act ivo acuartelado, esta Corte ha señalado 
que el Estado debe garant izar su derecho a la vida y a la integridad personal, en razón de 
que éste se encuent ra en posición especial de garante con respecto a dichas personas67.  
Así, la Corte ha interpretado que, en relación con esas personas en especial situación de 
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sujeción en el ám bito m ilitar, el Estado t iene el deber de:  i)  salvaguardar la integridad y 
el bienestar de los m ilitares en servicio act ivo;  ii)  garant izar que la m anera y el m étodo 
de ent renam iento no excedan el nivel inevitable de sufr im iento inherente a esa condición, 
y iii)  proveer una explicación sat isfactoria y convincente sobre las afectaciones a la 
integridad y a la vida que presenten las personas que se encuent ran en una especial 
situación de sujeción en el ám bito m ilitar,  sea que se encuent ran prestando servicio m ilitar  
de form a voluntaria u obligatoria, o que se hayan incorporado a las fuerzas arm adas en 
carácter de cadetes u ostentando un grado en la escala jerárquica m ilitar. En 
consecuencia, procede la presunción de considerar responsable al Estado por las 
afectaciones a la integridad personal y a la vida que sufre una persona que ha estado bajo 
autoridad y cont rol de funcionarios estatales, com o aquellos que part icipan en la 
inst rucción o escuela m ilitar .  

68. Por ot ra parte, cuando el Estado se encuent ra en presencia de niñas y niños que están 
bajo su custodia, com o ocurre en el presente caso, t iene, adem ás de las obligaciones 
señaladas para toda persona que se encuent ra en esa condición, una obligación adicional 
establecida en el art ículo 19 de la Convención Am ericana. Por una parte, debe asum ir su 
posición especial de garante con m ayor cuidado y responsabilidad, y debe tom ar m edidas 
especiales orientadas en el principio del interés superior del niño.  

69. Por últ im o, con relación a personas bajo custodia del estado en instalaciones m ilitares, 
la Corte ha afirm ado que los derechos a la vida y a la integridad personal se hallan directa 
e inm ediatam ente vinculados con la atención a la salud hum ana y que la falta de atención 
m édica adecuada puede conllevar la vulneración del art ículo 5.1 de la Convención. De ese 
m odo, la Corte est im a que, ent re las m edidas de seguridad que es preciso adoptar en el 
m arco de los procesos de form ación de las fuerzas m ilitares, se encuent ra la de contar 
con atención m édica adecuada y de calidad en el t ranscurso de los ent renam ientos 
m ilitares, ya sea dent ro de los cuarteles o en el exterior, incluyendo la asistencia m édica 
de em ergencia y especializada que se considere pert inente. 

  

VI I . DERECHO A LA I NTEGRI DAD PERSONAL  

Aspectos generales del derecho a  la  integr idad personal 

Corte I DH. Com unidad I ndígena Xákm ok Kásek. Vs. Paraguay. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 4  de agosto de 2 0 1 0 . Ser ie C No. 2 1 4  

243. En lo que respecta a la integridad psíquica y m oral,  la Corte recuerda que en el caso 
de la Com unidad Moiwana Vs. Surinam  consideró que la “separación de los m iem bros de 
la [ C] om unidad de sus t ierras t radicionales”  era un hecho que junto con la im punidad en 
la que se encont raban las m uertes producidas en el seno de la Com unidad causaba un 
sufr im iento a las víct im as en form a tal que const ituía una violación por parte del Estado 
del art ículo 5.1 de la Convención Am ericana en su perjuicio.  

244. En el presente caso, varias de las presuntas víct im as que declararon ante la Corte 
expresaron el pesar que ellas y los m iem bros de la Com unidad sienten por la falta de 
rest itución de sus t ierras t radicionales, la pérdida paulat ina de su cultura y la larga espera 
que han debido soportar en el t ranscurso del ineficiente procedim iento adm inist rat ivo. 
Adicionalm ente, las condiciones de vida m iserables que padecen los m iem bros de la 
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Com unidad, la m uerte de varios de sus m iem bros y el estado general de abandono en la 
que se encuent ran generan sufr im ientos que necesariam ente afectan la integridad 
psíquica y m oral de todos los m iem bros de la Com unidad. Todo ello const ituye una 
violación del art ículo 5.1 de la Convención, en perjuicio de los m iem bros de la Com unidad 
Xákm ok Kásek. 

Prohibición de tortura y penas o t ratos crueles, inhum anos o degradantes 

Corte I DH. Caso “I nst ituto de Reeducación del Menor” Vs. Paraguay. Excepciones 
pre lim inares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia  de 2  de sept iem bre de 
2 0 0 4 . Serie  C No. 1 1 2  

157. Por ot ro lado, el derecho a la integridad personal es de tal im portancia que la 
Convención Am ericana lo protege part icularm ente al establecer, inter alia,  la prohibición 
de la tortura, los t ratos crueles, inhum anos y degradantes y la im posibilidad de 
suspenderlo durante estados de em ergencia. 

Corte  I DH. Caso Vargas Areco Vs. Paraguay. Sentencia. 2 6  de sept iem bre de 
2 0 0 6 . Serie  C No. 1 5 5  

78. De igual m anera, en relación con la obligación de garant izar el derecho reconocido en 
el art ículo 5.1 de la Convención, la Corte ha señalado que ésta im plica el deber del Estado 
de invest igar posibles actos de tortura u ot ros t ratos crueles, inhum anos o degradantes. 

79. En este sent ido, el Tribunal ha señalado anteriorm ente que:  

a la luz de la obligación general de garant izar a toda persona bajo su jurisdicción los derechos 
hum anos consagrados en la Convención, establecida en el art ículo 1.1 de la m ism a, en conjunto 
con el derecho a la integridad personal conform e al art ículo 5 (Derecho a la I ntegridad Personal)  
de dicho t ratado, existe la obligación estatal de iniciar de oficio e inmediatam ente una 
invest igación efect iva que perm ita ident ificar, j uzgar y sancionar a los responsables, cuando 
existe denuncia o razón fundada para creer que se ha com et ido un acto de tortura. 

80. La invest igación que debe llevar a cabo el Estado sobre presuntos hechos violatorios 
del art ículo 5.1 de la Convención, está norm ada, adem ás, de m anera específica en los 
art ículos 1, 6 y 8 de la Convención cont ra la Tortura, que obligan a los Estados Partes a 
adoptar t odas las m edidas efect ivas para prevenir y sancionar t odos los actos de tortura 
dent ro del ám bito de su jurisdicción, así com o a garant izar que los casos de tortura sean 
exam inados im parcialm ente. Paraguay rat ificó la Convención cont ra la Tortura el 12 de 
febrero de 1990 y depositó su inst rum ento de rat ificación el 9 de m arzo de 1990. 

81. En definit iva, el deber de invest igar es un deber estatal im perat ivo que deriva del 
derecho internacional y no puede verse atenuado por actos o disposiciones norm at ivas 
internas de ninguna índole. Com o ya ha señalado este Tribunal, en casos de vulneraciones 
graves a derechos fundam entales la necesidad im periosa de evitar la repet ición de las 
m ism as sólo se verá sat isfecha si se evita su im punidad y se cum ple el derecho de las 
víct im as y la sociedad en su conjunto de acceder al conocim iento de la verdad de lo 
sucedido. Por ende, la obligación de invest igar const ituye un m edio para garant izar tales 
derechos, y su incum plim iento acarrea la responsabilidad internacional del Estado.  

86. En este m ism o sent ido, la Corte ha analizado anteriorm ente las obligaciones 
establecidas en los art ículos 6 y 8 de la Convención cont ra la Tortura en relación con 
hechos que ocurrieron antes de que ent rara en vigor dicho t ratado, y ha señalado que 
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desde el m om ento en que ent ra en vigor la referida Convención cont ra la Tortura, “es 
exigible al Estado el cum plim iento de las obligaciones contenidas en dicho t ratado” . Por lo 
anterior, la Corte considera que existe una obligación a cargo del Estado a efectos de 
invest igar y sancionar la supuesta tortura de Gerardo Vargas Areco en el ám bito interno, 
según los art ículos 6 y 8 de la Convención cont ra la Tortura, obligación que rige desde el 
9 de m arzo de 1990, sin perjuicio de ot ras fuentes de obligación, diversas de la const ituida 
por la Convención cont ra la Tortura. A part ir  del 26 de m arzo de 1993 este Tribunal es 
com petente para conocer del incum plim iento de la obligación convencional m encionada. 

90. Por lo anterior, la Corte considera que el Estado tenía la obligación de realizar una 
exhum ación y autopsia del cuerpo del niño Vargas Areco para esclarecer si éste 
efect ivam ente habría sufr ido torturas, en la m edida de que ello fuera posible. Dicha 
obligación estatal se encont raba existente desde el m om ento en que tuvo conocim iento 
de las supuestas torturas. Para efectos de la com petencia de este Tr ibunal, el Estado 
incum plió con el deber de realizar dicha exhum ación y autopsia a part ir  del 26 de m arzo 
de 1993. Según los peritajes rendidos por los doctores Fondebrider y Ravioli [ …] , aún 
tom ando en cuenta el proceso de descom posición natural del cuerpo, el Estado podría 
haber realizado, desde aquella fecha, algunos estudios que pudieran haber determ inado 
si el cuerpo del niño Vargas Areco presentaba lesiones a nivel óseo que pudieran estar 
relacionadas con actos de tortura. 

94. Por lo anterior, la Corte considera que la invest igación de la ej ecución ext rajudicial de 
Gerardo Vargas Areco, así com o de su supuesta tortura, no se llevó a cabo de m anera tal 
que garant izara los derechos reconocidos en los art ículos 4 y 5.1 de la Convención, en 
relación con los art ículos 1.1 de la m ism a, y 6 y 8 de la Convención I nteram ericana para 
Prevenir y Sancionar la Tortura, en perjuicio de los fam iliares del niño Vargas Areco.  

Afectación del derecho a la  integr idad personal por  las condiciones en lugares de 
detención o cent ros carcelar ios 

Corte I DH. Caso “I nst ituto de Reeducación del Menor” Vs. Paraguay. Excepciones 
pre lim inares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia  de 2  de sept iem bre de 
2 0 0 4 . Serie  C No. 1 1 2  

162. En ínt im a relación con la calidad de vida, están las obligaciones del Estado en m ateria 
de integridad personal de niños privados de libertad. La calificación de penas o t ratos 
com o crueles, inhum anos o degradantes debe considerar necesariam ente la calidad de 
niños de los afectados por ellos.  

163. En consonancia con lo dicho anteriorm ente, las Reglas Mínim as de las Naciones 
Unidas para la Adm inist ración de la Just icia de Menores (Reglas de Beij ing)  disponen que:   

Los m enores confinados en establecim ientos penitenciar ios recibirán los cuidados, la protección 
y toda la asistencia necesaria – social, educacional, profesional, sicológica, m édica y física – que 
puedan requerir  debido a su edad, sexo y personalidad y en interés de su desarrollo sano.  

167. Asim ism o, en el I nst ituto se ut ilizaba com o m étodo de cast igo el aislam iento, los 
m alt ratos y las incom unicaciones, con el propósito de im poner disciplina sobre la población 
de internos, m étodo disciplinario prohibido por la Convención Am ericana. Si bien no ha 
quedado dem ost rado que todos los internos del I nst ituto lo sufr ieron, esta Corte ha 
sostenido que la m era am enaza de una conducta prohibida por el art ículo 5 de la 
Convención Am ericana, cuando sea suficientem ente real e inm inente, puede en sí m ism a 
estar en conflicto con la norm a de que se t rata. En ot ras palabras, crear una situación 
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am enazadora o am enazar a un individuo con torturarlo puede const ituir, al m enos en 
algunas circunstancias, un t ratam iento inhum ano. En el caso sub judice,  la am enaza de 
dichos cast igos era real e inm inente, creando un clim a de perm anente tensión y violencia 
que afectó el derecho a una vida digna de los internos. 

168. De igual m odo, las condiciones de detención infrahum anas y degradantes a que se 
vieron expuestos todos los internos del I nst ituto, conlleva necesariam ente una afectación 
en su salud m ental, repercut iendo desfavorablem ente en el desarrollo psíquico de su vida 
e integridad personal.  

169. Adem ás, ha quedado establecido que los internos del I nst ituto procesados sin 
sentencia no estaban separados de los condenados y, por tanto, t odos los internos eran 
som et idos al m ism o t rato sin dist inción alguna [. . .].  Esta situación coadyuvó a que en el 
I nst ituto exist iera un clim a de inseguridad, t ensión y violencia. El propio Estado ha 
reconocido la falta de separación ent re procesados y condenados y ha señalado que ésta 
exist ía en el I nst ituto por “ la falta de disponibilidad de m edios” . Finalm ente, no exist ían 
oportunidades efect ivas para que los internos se reform asen y reinsertasen a la sociedad 
[. . .].  

170. De este m odo, la Corte puede concluir que en ningún m om ento exist ieron en el 
I nst ituto las condiciones para que los internos pr ivados de libertad pudieran desarrollar  su 
vida de m anera digna, sino m ás bien a éstos se los hizo vivir  perm anentem ente en 
condiciones inhum anas y degradantes, exponiéndolos a un clim a de violencia, inseguridad, 
abusos, corrupción, desconfianza y prom iscuidad, donde se im ponía la ley del m ás fuerte 
con todas sus consecuencias. Al respecto, valga recordar lo señalado por el Juez de 
Prim era I nstancia en lo Civil y Com ercial de Noveno Turno, al resolver el habeas corpus 
genérico interpuesto a favor de los internos del I nst ituto [. . .],  en el sent ido de que en éste 
“se halla[ ba] n acreditados los presupuestos de a)  violencia física, psíquica o m oral que 
agrava las condiciones de detención de las personas privadas de libertad;  [ y]  b)  la 
am enaza a la seguridad personal de los m enores internos” .  

171. Estas circunstancias, at r ibuibles al Estado, son const itut ivas de una violación al 
art ículo 5 de la Convención Am ericana respecto de todos los internos que perm anecieron 
en el I nst ituto. 

172. El Tribunal debe establecer ahora si el Estado cum plió,  respecto de los niños, con las 
obligaciones adicionales que em ergen de los art ículos 4, 5 y 19 de la Convención 
Am ericana, a la luz del corpus juris internacional existente sobre la especial protección 
que éstos requieren, ent re las cuales se encuent ran la disposición del art ículo 5.5 de la 
Convención Am ericana que obliga a los Estados a m antener a los niños privados de libertad 
separados de los adultos y,  com o se dij o anteriorm ente [. . .],  la especial supervisión 
periódica en el ám bito de la salud y la im plem entación de program as de educación, 
derivadas de una correcta interpretación del art ículo 4 de la Convención, a la luz de las 
disposiciones pert inentes de la Convención sobre los Derechos del Niño y el art ículo 13 del 
Protocolo Adicional a la Convención Am ericana en Materia de Derechos Económ icos, 
Sociales y Culturales, que el Paraguay rat ificó el 3 de junio de 1997 y que ent ró en vigencia 
internacional el 16 de noviem bre de 1999. Estas m edidas adquieren fundam ental 
im portancia debido a que los niños se encuent ran en una etapa crucial de su desarrollo 
físico, m ental,  espir itual, m oral,  psicológico y social que im pactará de una u ot ra form a su 
proyecto de vida.  

173. Ha quedado dem ost rado en este caso [. . .],  que los niños internos en el I nst ituto no 
tuvieron siquiera la atención de salud adecuada que se exige para toda persona privada 
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de libertad y, por lo tanto, tam poco la supervisión m édica regular que asegure a los niños 
un desarrollo norm al,  esencial para su futuro. 

175. En cuanto al cum plim iento de la disposición del art ículo 5.5 de la Convención, ha 
quedado establecido [. . .] que en diversas oportunidades algunos internos fueron 
t rasladados com o cast igo o por necesidad del I nst ituto a las penitenciarías de adultos y 
com part ían espacio físico con éstos, situación que exponía a los niños a circunstancias que 
son altam ente perjudiciales para su desarrollo y los hace vulnerables ante terceros que, 
por su calidad de adultos, pueden abusar de su superioridad. 

Corte  I DH. Caso Noguera y ot ra  Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 9  de m arzo de 2 0 2 0 . Serie  C No. 4 0 1  

67. Respecto de las personas baj o la custodia del Estado las cuales incluye tam bién a los 
m iem bros de las fuerzas arm adas en servicio act ivo acuartelado, esta Corte ha señalado 
que el Estado debe garant izar su derecho a la vida y a la integridad personal, en razón de 
que éste se encuent ra en posición especial de garante con respecto a dichas personas. 
Así, la Corte ha interpretado que, en relación con esas personas en especial situación de 
sujeción en el ám bito m ilitar, el Estado t iene el deber de:  i)  salvaguardar la integridad y 
el bienestar de los m ilitares en servicio act ivo;  ii)  garant izar que la m anera y el m étodo 
de ent renam iento no excedan el nivel inevitable de sufr im iento inherente a esa condición, 
y iii)  proveer una explicación sat isfactoria y convincente sobre las afectaciones a la 
integridad y a la vida que presenten las personas que se encuent ran en una especial 
situación de sujeción en el ám bito m ilitar,  sea que se encuent ran prestando servicio m ilitar  
de form a voluntaria u obligatoria, o que se hayan incorporado a las fuerzas arm adas en 
carácter de cadetes u ostentando un grado en la escala jerárquica m ilitar. En 
consecuencia, procede la presunción de considerar responsable al Estado por las 
afectaciones a la integridad personal y a la vida que sufre una persona que ha estado bajo 
autoridad y cont rol de funcionarios estatales, com o aquellos que part icipan en la 
inst rucción o escuela m ilitar.  

68. Por ot ra parte, cuando el Estado se encuent ra en presencia de niñas y niños que están 
bajo su custodia, com o ocurre en el presente caso, t iene, adem ás de las obligaciones 
señaladas para toda persona que se encuent ra en esa condición, una obligación adicional 
establecida en el art ículo 19 de la Convención Am ericana. Por una parte, debe asum ir su 
posición especial de garante con m ayor cuidado y responsabilidad, y debe tom ar m edidas 
especiales orientadas en el principio del interés superior del niño.  

69. Por últ im o, con relación a personas bajo custodia del estado en instalaciones m ilitares, 
la Corte ha afirm ado que los derechos a la vida y a la integridad personal se hallan directa 
e inm ediatam ente vinculados con la atención a la salud hum ana y que la falta de atención 
m édica adecuada puede conllevar la vulneración del art ículo 5.1 de la Convención. De ese 
m odo, la Corte est im a que, ent re las m edidas de seguridad que es preciso adoptar en el 
m arco de los procesos de form ación de las fuerzas m ilitares, se encuent ra la de contar 
con atención m édica adecuada y de calidad en el t ranscurso de los ent renam ientos 
m ilitares, ya sea dent ro de los cuarteles o en el exterior, incluyendo la asistencia m édica 
de em ergencia y especializada que se considere pert inente. 
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I ntegridad personal de los fam iliares 

Corte I DH. Caso “I nst ituto de Reeducación del Menor” Vs. Paraguay. Excepciones 
pre lim inares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia  de 2  de sept iem bre de 
2 0 0 4 . Serie  C No. 1 1 2  

191. En lo que se refiere a la alegada violación de la integridad personal de todos los 
fam iliares de los internos m uertos y heridos com o consecuencia de los hechos de este 
caso, la Corte considera que son víct im as de esta violación aquellos fam iliares cercanos, 
com o lo son los padres y herm anos, que se han ident ificado ante esta Corte, a saber [. . .].  
Esto dem uest ra una relación de afecto y cercanía de dichas personas con estos internos 
que perm ite al Tribunal presum ir  que las violaciones sufr idas por ellos originaron un fuerte 
sufr im iento, sent im ientos de angust ia e im potencia. 

Corte  I DH. Caso Goiburú y ot ros Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 2 2  de sept iem bre de 2 0 0 6 . Serie C No. 1 5 3  

96. La Corte ha señalado en reiteradas oportunidades que los fam iliares de las víct im as 
de violaciones de los derechos hum anos pueden ser, a su vez, víct im as. En esta línea, la 
Corte ha considerado violado el derecho a la integridad psíquica y m oral de los fam iliares 
de las víct im as con m ot ivo del sufr im iento adicional que éstos han padecido com o producto 
de las circunstancias part iculares de las violaciones perpet radas cont ra sus seres queridos 
y a causa de las posteriores actuaciones u om isiones de las autoridades estatales frente a 
los hechos. 

97. En el presente caso, la Corte recuerda su jur isprudencia en cuanto a que en casos que 
involucran la desaparición forzada de personas, es posible entender que la violación del 
derecho a la integridad psíquica y m oral de los fam iliares de la víct im a es una consecuencia 
directa, precisam ente, de ese fenóm eno, que les causa un severo sufr im iento por el hecho 
m ism o, que se acrecienta, ent re ot ros factores, por la constante negat iva de las 
autoridades estatales de proporcionar inform ación acerca del paradero de la víct im a o de 
iniciar una invest igación eficaz para lograr el esclarecim iento de lo sucedido. 

103. Los hechos del presente caso perm iten concluir que la violación de la integridad 
personal de los fam iliares de las víct im as, consecuencia de la desaparición forzada, se ha 
visto agravada por las situaciones y circunstancias analizadas, vividas por algunos de ellos, 
antes, durante y con posterioridad a dicha desaparición. Muchas de estas situaciones y 
sus efectos, com prendidas integralm ente ante la com plej idad de la desaparición forzada, 
subsisten m ient ras persistan algunos de los factores verificados. Los fam iliares presentan 
secuelas físicas y psicológicas ocasionadas por los referidos hechos, que cont inúan 
m anifestándose, y los hechos han im pactado sus relaciones sociales y laborales y alt erado 
la dinám ica de sus fam ilias [. . .].   

Corte  I DH. Caso Vargas Areco Vs. Paraguay. Sentencia. 2 6  de sept iem bre de 
2 0 0 6 . Serie  C No. 1 5 5  

95. Asim ism o, los fam iliares del niño Vargas Areco son víct im as de la violación a su 
derecho a la integridad personal por su propio sufr im iento. De los hechos del caso se 
desprende, y el Estado lo ha reconocido, que los fam iliares de Gerardo Vargas Areco 
sufr ieron un fuerte im pacto psicológico y padecieron un profundo dolor y angust ia,  tanto 
com o consecuencia directa de la m uerte del niño Vargas Areco com o por la falta de 



 

4 4    

4 0  JURISPRUDENCIA SOBRE PARAGUAY 

invest igación efect iva de esa m uerte y de las torturas que posiblem ente le fueron infligidas 
[. . .].  

96. En ot ros casos la Corte ha considerado violado el derecho a la integridad psíquica y 
m oral de los fam iliares de las víct im as con m ot ivo de las afectaciones que aquéllos 
padecieron en virtud de las circunstancias part iculares de las violaciones perpet radas 
cont ra sus seres queridos y a causa de las posteriores actuaciones u om isiones de las 
autoridades estatales con respecto a los hechos violatorios. En el presente caso, los 
fam iliares de Gerardo Vargas Areco han vivido durante años, y cont inúan viviendo, con 
sent im ientos de inseguridad, frust ración, angust ia e im potencia por la falta de 
invest igación de los hechos realizados en agravio de aquél [. . .].  Lo anterior ha causado 
una grave alteración en las condiciones de existencia de las víct im as y en sus relaciones 
fam iliares y sociales, con serio m enoscabo de la vida de la fam ilia en su conjunto y de 
cada uno de sus m iem bros individualm ente. Ya se ha descrito la apreciación que los 
fam iliares hicieron sobre la afectación que han sufr ido a raíz de los hechos m ateria del 
presente caso [. . .].  

97. La Corte considera que la falta de cum plim iento de la obligación de invest igar y 
sancionar dicha m uerte y la supuesta tortura afectó, con posterioridad al 26 de m arzo de 
1993, la integridad personal de los fam iliares del niño Vargas Areco a los que se refiere 
esta Sentencia. Ello const ituye una violación del derecho a la integridad personal 
reconocido en el art ículo 5.1 de la Convención Am ericana, en relación con el art ículo 1.1 
de la m ism a. 

 

VI I I . DERECHO A LA LI BERTAD PERSONAL  

Alcance del derecho a  la libertad personal 

Corte I DH. Caso “I nst ituto de Reeducación del Menor” Vs. Paraguay. Excepciones 
pre lim inares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia  de 2  de sept iem bre de 
2 0 0 4 . Serie  C No. 1 1 2  

223. El contenido esencial del art ículo 7 de la Convención es la protección de la libertad 
del individuo cont ra la interferencia arbit raria o ilegal del Estado y, a su vez, la garant ía 
del derecho de defensa del individuo detenido. Este Tribunal ha señalado que con la 
protección de la libertad se pueden salvaguardar tanto la libertad física de los individuos 
com o la seguridad personal, en un contexto en el que la ausencia de garant ías puede 
resultar en la subversión de la regla de derecho y en la privación a los detenidos de las 
form as m ínim as de protección legal.  

224. Los num erales 2 y 3 del art ículo 7 establecen lím ites al poder público y prohíben 
expresam ente tanto las detenciones ilegales com o las arbit rarias. En este sent ido, la Corte 
ha señalado lo siguiente:  

[ s] egún el prim ero de tales supuestos norm at ivos, nadie puede verse privado de la libertad sino 
por las causas, casos o circunstancias expresam ente t ipificadas en la ley (aspecto m aterial) , 
pero, adem ás, con est ricta sujeción a los procedim ientos objet ivam ente definidos en la m ism a 
(aspecto form al) . 
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Arbit rar iedad y libertad personal  

Corte I DH. Caso “I nst ituto de Reeducación del Menor” Vs. Paraguay. Excepciones 
pre lim inares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia  de 2  de sept iem bre de 
2 0 0 4 . Serie  C No. 1 1 2  

228. La Corte considera indispensable destacar que la prisión prevent iva es la m edida m ás 
severa que se le puede aplicar al im putado de un delito, m ot ivo por el cual su aplicación 
debe tener un carácter excepcional, en virtud de que se encuent ra lim itada por el derecho 
a la presunción de inocencia, así com o por los principios de necesidad y proporcionalidad, 
indispensables en una sociedad dem ocrát ica.  

229. Al respecto, este Tribunal observa que la prisión prevent iva debe ceñirse 
est r ictam ente a lo dispuesto en el art ículo 7.5 de la Convención Am ericana, en el sent ido 
de que no puede durar m ás allá de un plazo razonable, ni m ás allá de la persistencia de 
la causal que se invocó para just ificarla.  No cum plir con estos requisitos equivale a 
ant icipar una pena sin sentencia, lo cual cont radice principios generales del derecho 
universalm ente reconocidos.  

Estado com o garante de los derechos de las personas pr ivadas de libertad 

Corte I DH. Caso “I nst ituto de Reeducación del Menor” Vs. Paraguay. Excepciones 
pre lim inares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia  de 2  de sept iem bre de 
2 0 0 4 . Serie  C No. 1 1 2  

151. Este Tribunal ha establecido que quien sea detenido t iene derecho a vivir en 
condiciones de detención com pat ibles con su dignidad personal y el Estado debe 
garant izarle el derecho a la vida y a la integridad personal.  

152. Frente a las personas privadas de libertad, el Estado se encuent ra en una posición 
especial de garante, t oda vez que las autoridades penitenciarias ejercen un fuerte cont rol 
o dom inio sobre las personas que se encuent ran sujetas a su custodia. De este m odo, se 
produce una relación e interacción especial de sujeción ent re la persona privada de libertad 
y el Estado, caracterizada por la part icular  intensidad con que el Estado puede regular sus 
derechos y obligaciones y por las circunstancias propias del encierro, en donde al recluso 
se le im pide sat isfacer por cuenta propia una serie de necesidades básicas que son 
esenciales para el desarrollo de una vida digna. 

153. Ante esta relación e interacción especial de sujeción ent re el interno y el Estado, este 
últ im o debe asum ir una serie de responsabilidades part iculares y tom ar diversas iniciat ivas 
especiales para garant izar a los reclusos las condiciones necesarias para desarrollar  una 
vida digna y cont r ibuir al goce efect ivo de aquellos derechos que bajo ninguna 
circunstancia pueden rest r ingirse o de aquéllos cuya rest r icción no deriva necesariam ente 
de la privación de libertad y que, por tanto, no es perm isible. De no ser así, ello im plicaría 
que la privación de libertad despoja a la persona de su t itularidad respecto de todos los 
derechos hum anos, lo que no es posible aceptar. 

154. La privación de libertad t rae a m enudo, com o consecuencia ineludible, la afectación 
del goce de ot ros derechos hum anos adem ás del derecho a la libertad personal. Pueden, 
por ej em plo, verse rest r ingidos los derechos de privacidad y de int im idad fam iliar.  Esta 
rest r icción de derechos, consecuencia de la privación de libertad o efecto colateral de la 
m ism a, sin em bargo, debe lim itarse de m anera r igurosa, puesto que toda rest r icción a un 
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derecho hum ano sólo es just ificable ante el Derecho I nternacional cuando es necesaria en 
una sociedad dem ocrát ica. 

155. La rest r icción de ot ros derechos, por el cont rario – com o la v ida, la integridad 
personal,  la libertad religiosa y el debido proceso – no sólo no t iene just ificación fundada 
en la privación de libertad, sino que tam bién está prohibida por el derecho internacional. 
Dichos derechos deben ser efect ivam ente respetados y garant izados com o los de cualquier 
persona no som et ida a privación de libertad. 

Privación de libertad de niños, niñas y adolescentes en conflicto con la  ley penal  

Corte I DH. Caso “I nst ituto de Reeducación del Menor” Vs. Paraguay. Excepciones 
pre lim inares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia  de 2  de sept iem bre de 
2 0 0 4 . Serie  C No. 1 1 2  

225. El análisis del derecho a la libertad personal en el presente caso no debe realizarse 
sin tener en cuenta que se está m ayorm ente ante la presencia de niños. Es decir, el 
contenido del derecho a la libertad personal de los niños no puede deslindarse del interés 
superior del niño, razón por la cual requiere de la adopción de m edidas especiales para su 
protección, en atención a su condición de vulnerabilidad.  

230. En el caso de privación de libertad de niños, la regla de la prisión prevent iva se debe 
aplicar con m ayor r igurosidad, ya que la norm a debe ser la aplicación de m edidas 
sust itutorias de la prisión prevent iva. Dichas m edidas pueden ser, inter alia,  la supervisión 
est r icta, la custodia perm anente, la asignación a una fam ilia,  el t raslado a un hogar o a 
una inst itución educat iva, así com o el cuidado, las órdenes de orientación y supervisión, 
el asesoram iento, la libertad vigilada, los program as de enseñanza y form ación 
profesional, y ot ras posibilidades alt ernat ivas a la internación en inst ituciones. La 
aplicación de estas m edidas sust itutorias t iene la finalidad de asegurar que los niños sean 
t ratados de m anera adecuada y proporcional a sus circunstancias y a la infracción. Este 
precepto está regulado en diversos inst rum entos y reglas internacionales. 

231. Adem ás, cuando se est im e que la prisión prevent iva es procedente en el caso de 
niños, ésta debe aplicarse siem pre durante el plazo m ás breve posible, tal com o lo 
establece el art ículo 37.b)  de la Convención sobre los Derechos del Niño que dispone que 
los Estados Partes velarán porque:  

Ningún niño será pr ivado de su libertad ilegal o arbit rariam ente. La detención, el 
encarcelamiento o la pr isión de un niño se llevará a cabo de conform idad con la ley y se ut ilizará 
tan sólo com o m edida de últ imo recurso y durante el período m ás breve que proceda [ …] . 
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Libertad personal de las personas m igrantes 

Principio de no pr ivación de libertad de niñas, niños o adolescentes por  su 
situación m igrator ia  irregular  

Corte  I DH. Derechos y garant ías de niñas y niños en e l contexto de la  m igración 
y/ o en necesidad de protección internacional.  Opinión Consult iva  OC- 2 1 / 1 4  de 
1 9  de agosto de 2 0 1 4 . Serie  A No. 2 1   

145. A fin de abordar la presente tem át ica que t iene com o objeto cent ral la interpretación 
del derecho a la libertad personal reconocido en los art ículos 7 de la Convención Am ericana 
y XXV de la Declaración, resulta pert inente dejar sentado que la pregunta, al hacer 
referencia al t érm ino “detención” , lo em plea en un sent ido am plio equivalente al de 
privación de libertad. En esta m ism a línea, la Corte procederá a ut ilizar el concepto 
deprivación de libertad pues resulta m ás inclusivo. Al respecto, la Corte adopta un criterio 
am plio, de conform idad con el desarrollo del derecho internacional de los derechos 
hum anos y autónom o de lo establecido en las legislaciones nacionales, en el entendido 
que el com ponente part icular que perm ite individualizar a una m edida com o privat iva de 
libertad m ás allá de la denom inación específica que reciba a nivel local es el hecho de que 
la persona, en este caso la niña y/ o el niño, no pueden o no t ienen la posibilidad de salir  
o abandonar por su propia voluntad el recinto o establecim iento en el cual se encuent ra o 
ha sido alojado. De este m odo, cualquier situación o m edida que sea caracterizada bajo 
la anterior definición tornará aplicables todas las garant ías asociadas.  

146. Más específicam ente, el Alto Com isionado de las Naciones Unidas para los Refugiados 
ha entendido, en el ám bito de las personas en búsqueda de protección internacional,  que 
la detención equivale a “ la privación de la libertad o al confinam iento dent ro de un lugar 
cerrado donde al solicit ante de asilo no se le perm ite salir  a su voluntad, incluso, aunque 
sin lim itarse, prisiones o instalaciones de detención, cent ros de recepción cerrados, 
instalaciones o cent ros de retención” .  Asim ism o, ent iende que “ [ l] as dist inciones ent re la 
privación de la libertad (detención)  y rest r icciones m enores a la circulación son de ‘grado 
o intensidad y no de naturaleza o sustancia’” .  Por consiguiente, “ [ i] ndependientem ente 
del nom bre que se le dé a un determ inado lugar de detención, las cuest iones im portantes 
son si el solicitante de asilo está siendo privado de facto de su libertad y si esta privación 
es legal según el derecho internacional” .  Se otorga así,  pues, una precisión adicional al 
concepto de privación de libertad en supuestos en que se rest r inge la libertad am bulatoria 
pero que dicha rest r icción genera, en la situación concreta, una afectación de tal 
envergadura a los derechos de la persona, com o puede ser el derecho a solicitar y recibir  
asilo, que dicha rest r icción resulta asim ilable a una m edida privat iva de libertad por el 
“ t ipo, duración, efectos y form a de im plem entación” .  

147. En el contexto m igratorio, la privación de libertad puede afectar a solicitantes de 
asilo,  refugiados, apát r idas y m igrantes en situación ir regular. Sin em bargo, la Corte 
ent iende que el ám bito de consulta de esta pregunta se sitúa en aquellos casos relat ivos 
específicam ente a niñas o niños en situación m igratoria ir regular, producto de una ent rada 
o perm anencia en el país sin cum plir con los requisitos de la legislación interna, así com o 
a niñas o niños solicitantes de asilo que no obtuvieron el reconocim iento del estatuto de 
refugiado, por no contar con elem entos de inclusión o por razones de exclusión, que son 
som et idas a un procedim iento que puede finalizar ordenando la expulsión o deportación 
al país de origen, o bien perm it iendo la estancia. Por ot ra parte, quedan fuera del ám bito 
de la pregunta las m edidas privat ivas de libertad de carácter punit ivo o sancionatorio en 
la esfera del cont rol m igratorio pues, de conform idad con la j urisprudencia de este 
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Tribunal, habrán de reputarse arbit rarias y, por consiguiente, cont rarias a la Convención 
y Declaración Am ericana.  

149. En efecto, const ituye un principio del derecho internacional de los derechos hum anos 
cristalizado en la Convención sobre los Derechos del Niño y desarrollado por la 
j urisprudencia de esta Corte en el m arco del derecho a la libertad personal en casos 
relat ivos a jóvenes en conflicto con la ley penal,  que la privación de libertad, ya sea en su 
faceta cautelar  o en tanto sanción penal,  const ituye una m edida de últ im o recurso que 
debe ser aplicada, cuando proceda, por el m enor t iem po posible, dado el obj eto 
fundam entalm ente pedagógico del proceso penal relat ivo a personas m enores de edad. 
Es así que la privación de libertad en el contexto de la j ust icia penal j uvenil debe respetar 
los principios de legalidad, excepcionalidad y m áxim a brevedad. Asim ism o, la 
excepcionalidad de la prisión prevent iva opera con m ayor r igurosidad, ya que la regla debe 
ser la libertad y, en caso de que se verifique la necesidad de cautela, debe prim ar la 
aplicación de m edidas sust itutorias. 

150. En razón de que las infracciones relacionadas con el ingreso o perm anencia en un 
país no pueden, bajo ningún concepto, t ener consecuencias iguales o sim ilares a aquellas 
que derivan de la com isión de un delito y en atención a las diferentes finalidades 
procesales existentes ent re los procesos m igratorios y los penales, la Corte est im a que el 
principio de ult im a rat io de la privación de libertad de niñas y niños no const ituye un 
parám et ro operat ivo en el ám bito som et ido a consulta, esto es, a los procedim ientos 
m igratorios. 

Condiciones básicas de los espacios de alojam iento de niñas, niños y 
adolescentes m igrantes y las obligaciones estata les correspondientes a la  
custodia  por razones m igratorias  

Corte  I DH. Derechos y garant ías de niñas y niños en e l contexto de la  m igración 
y/ o en necesidad de protección internacional.  Opinión Consult iva  OC- 2 1 / 1 4  de 
1 9  de agosto de 2 0 1 4 . Serie  A No. 2 1   

173. De conform idad con los criterios desarrollados anteriorm ente [ …] , los Estados deben, 
en cum plim iento de sus com prom isos internacionales, priorizar las m edidas que 
propendan al cuidado de la niña o del niño con m iras a su protección integral, cuando se 
ve involucrado en procedim ientos m igratorios. En determ inadas circunstancias, com o por 
ejem plo cuando la niña o el niño se encuent ra junto a su fam ilia y se com prueba una 
necesidad excepcional, ineludible o im periosa de cautelar en form a preferente los fines 
del proceso m igratorio y no hay ot ra opción m enos lesiva que la inst itucionalización en un 
cent ro donde se perm ita la convivencia ent re la niña o el niño y su grupo fam iliar, o cuando 
la niña o el niño se encuent ra no acom pañado o separado de su fam ilia y no existe la 
posibilidad de otorgar una m edida basada en un entorno fam iliar  o com unitario de form a 
tal que es necesario acogerlo en un cent ro, es posible que los Estados recurran a m edidas 
tales com o el alojam iento o albergue de la niña o del niño, ya sea por un período breve o 
durante el t iem po que sea necesario para resolver la situación m igratoria. En este sent ido, 
la Corte recuerda que ya se ha pronunciado con respecto a la necesidad de separación de 
las personas m igrantes bajo custodia de las personas acusadas o condenadas por delitos 
penales, al establecer que los cent ros para aloj ar a las personas m igrantes deben estar 
dest inados específicam ente a tal fin.  

174. Tales cent ros de acogida pueden ser establecim ientos estatales o privados. No 
obstante, la delegación a la iniciat iva privada de proveer esos servicios, exige, com o 
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elem ento fundam ental y acorde en especial a lo previsto en el art ículo 1.1 de la 
Convención, la obligación del Estado de fiscalizar tales cent ros para garant izar una efect iva 
protección de los derechos hum anos de las personas bajo su jurisdicción y para que los 
servicios públicos sean provistos a la colect ividad sin ningún t ipo de discrim inación, y de 
la form a m ás efect iva posible. En el m ism o sent ido, la Corte considera que los Estados 
t ienen la obligación de adoptar las m edidas necesarias a efectos de regular y fiscalizar que 
los espacios de alojam iento cum plan criterios técnicos para su acreditación y habilitación 
en consonancia con las necesidades diferenciadas de las niñas y niños m igrantes y que, 
en consecuencia, el sistem a estatal prevea un m étodo de supervisión de dichos espacios 
de alojam iento.  

178. En sum a, al t ratarse de m igrantes m enores de edad el principio de separación 
adquiere, según el derecho internacional de los derechos hum anos, dos dim ensiones:  ( i)  
si se t rata de niñas o niños no acom pañados o separados, deben alojarse en sit ios dist intos 
al que corresponde a los adultos y ( ii)  si se t rata de niñas o niños acom pañados, deben 
alojarse con sus fam iliares, salvo que lo m ás conveniente sea la separación en aplicación 
del principio del interés superior  de la niña o del niño.  

179. Com o cuest ión adicional, la Corte considera que, en aplicación de las norm as 
internacionales pert inentes, se debe tom ar en cuenta la edad de las niñas y niños para su 
atención y cuidado en el cent ro de alojam iento, ya que es usualm ente un indicat ivo de 
m adurez que llega a determ inar el com portam iento com ún de grupos de niñas y de niños, 
si bien cada caso debe ser individualizado, en especial en consideración a sus necesidades. 
Por consiguiente, la Corte es de opinión que es una obligación internacional del Estado 
correspondiente establecer y garant izar que el espacio de alojam iento de niñas y niños no 
acom pañados o separados esté dividido según las necesidades específicas de grupos 
etarios y diferenciados de los cent ros para fam ilias, y así adecuar los recursos hum anos y 
m ateriales de form a acorde. 

Principio de legalidad en la pr ivación de libertad de personas m igrantes 

Corte  I DH. Derechos y garant ías de niñas y niños en e l contexto de la  m igración 
y/ o en necesidad de protección internacional.  Opinión Consult iva  OC- 2 1 / 1 4  de 
1 9  de agosto de 2 0 1 4 . Serie  A No. 2 1   

191. Con respecto a la garant ía específica consagrada en los art ículos 7.2 de la Convención 
y XXV de la Declaración, la Corte reitera que cualquier rest r icción o privación de la libertad 
debe respetar el principio de legalidad y, por consiguiente, ajustarse a las causas y a los 
procedim ientos establecidos de antem ano en la legislación interna. Así, este Tribunal 
hapreviam ente establecido que la lim itación de la libertad física, así sea por un período 
breve, inclusive aquellas con m eros fines de ident ificación, debe “ajustarse est r ictam ente 
a lo que la Convención Am ericana y la legislación interna establezcan al efecto, siem pre y 
cuando ésta sea com pat ible con la Convención” .  
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Principio de no arbit rar iedad en la pr ivación de libertad de m igrantes 

Corte  I DH. Derechos y garant ías de niñas y niños en e l contexto de la  m igración 
y/ o en necesidad de protección internacional.  Opinión Consult iva  OC- 2 1 / 1 4  de 
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153. Ahora bien, corresponde realizar un análisis de la com pat ibilidad de la privación de 
libertad de niñas y niños por razones de índole m igratoria con las disposiciones de la 
Convención y de la Declaración t raídas a consulta a la luz de los requisitos para proceder 
a una rest r icción legít im a del derecho a la libertad personal que se han explicitado en su 
jurisprudencia, teniendo en consideración las circunstancias específicas de la niña o del 
niño, es decir, su condición de persona en desarrollo y su interés superior. A tal fin y con 
base en el art ículo 30 de la Convención, la Corte evaluará:  ( i)  que la finalidad de las 
m edidas que priven o rest r injan la libertad sea com pat ible con la Convención;  ( ii)  que las 
m edidas adoptadas sean las idóneas para cum plir con el fin perseguido;  ( iii)  que sean 
necesarias, y ( iv)  que sean m edidas que resulten est r ictam ente proporcionales, de tal 
form a que el sacrificio inherente a la rest r icción del derecho a la libertad no resulte 
exagerado o desm edido frente a las ventajas que se obt ienen m ediante tal rest r icción y el 
cum plim iento de la finalidad perseguida. 

154. Entonces, la m edida de privación de libertad, si bien puede perseguir una finalidad 
legít im a y resultar idónea para alcanzarla, al conjugar los crit erios desarrollados y en 
virtud del principio de interés superior  de la niña o del niño, la Corte es de la opinión que 
la privación de libertad de niñas o de niños por razones exclusivas de índole m igratoria 
excede el requisito de necesidad, t oda vez que tal m edida no resulta absolutam ente 
indispensable a los fines de asegurar su com parecencia al proceso m igratorio o para 
garant izar la aplicación de una orden de deportación [ …] . Aunado a ello, la Corte es de la 
opinión que la privación de libertad de una niña o niño en este contexto de ninguna m anera 
podría ser entendida com o una m edida que responda a su interés superior . En este 
sent ido, la Corte considera que existen m edidas m enos gravosas [ …]  que podrían ser 
idóneas para alcanzar t al fin y,  al m ism o t iem po, responder al interés superior  de la niña 
o del niño. En sum a, la Corte es de la opinión que la privación de libertad de un niño o 
niña m igrante en situación irregular, decretada por esta única circunstancia, es arbit raria, 
y por ende, cont raria tanto a la Convención com o a la Declaración Am ericana. 

155. En consideración de la condición especial de vulnerabilidad de las niñas y los niños 
m igrantes en situación ir regular, los Estados t ienen la obligación, de acuerdo a los art ículos 
19 de la Convención Am ericana y VI I  de la Declaración, de optar por m edidas que 
propendan al cuidado y bienestar de la niña o del niño con m iras a su protección integral 
antes que a su privación de libertad [ …] . La Corte considera que el parám et ro de actuación 
estatal debe, por ende, tener com o objet ivo asegurar en la m ayor m edida posible la 
prevalencia del interés superior  de la niña o del niño m igrante y el principio rector de 
respeto al derecho a la vida, la supervivencia y a su desarrollo,  en los térm inos 
desarrollados en el capítulo siguiente, a t ravés de m edidas adecuadas a sus necesidades. 

156. Com o corolario de lo antedicho, la Corte ent iende que el alcance de la respuesta 
estatal a la luz del interés superior de la niña o del niño adquiere característ icas 
part iculares dependiendo de la situación concreta en la que se halle la niña o el niño, es 
decir , si se encuent ra junto a sus progenitores o si por el cont rario se t rata de una niña o 
un niño no acom pañado o separado de sus progenitores [ …] . Ello t eniendo en cuenta, por 
un lado, la especial vulnerabilidad en que se encuent ran las niñas y los niños no 
acom pañados o separados y, por el ot ro, que corresponde a los progenitores la obligación 
prim aria de la crianza y el desarrollo de la niña o del niño y, subsidiariam ente, al Estado 
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“asegurar [ a la niña o]  al niño la protección y el cuidado que sean necesarios para su 
bienestar,  teniendo en cuenta los derechos y deberes de sus padres, tutores u ot ras 
personas responsables de [ ella o]  él ante la ley” .  

157. De acuerdo con las consideraciones precedentes, la Corte considera que, a la luz del 
derecho internacional de los derechos hum anos, la privación de libertad resulta 
im procedente cuando las niñas y los niños se encuent ran no acom pañados o separados 
de su fam ilia, pues bajo esta ópt ica el Estado se encuent ra obligado a prom over en form a 
prioritaria las m edidas de protección especial orientadas en el principio del interés superior 
de la niña o del niño, asum iendo su posición de garante con m ayor cuidado y 
responsabilidad. En la m ism a línea, el Com ité de los Derechos del Niño ha sostenido:  

En aplicación del art ículo 37 de la Convención y del pr incipio del interés superior del m enor, no 
debe privarse de libertad, por regla general, a los m enores no acom pañados o separados de su 
fam ilia. La pr ivación de libertad no podrá just ificarse solam ente por que el m enor esté solo o 
separado de su fam ilia, ni por su condición de inmigrante o residente. [ …] . Por consiguiente, 
deber hacerse todo lo posible, incluso acelerar los procesos pert inentes, con objeto de que los 
m enores no acom pañados o separados de su fam ilia sean puestos en libertad y colocados en 
ot ras inst ituciones de alojam iento. 

158. Por ot ra parte, la Corte ha resaltado que “ [ e] l niño t iene derecho a vivir  con su 
fam ilia, llam ada a sat isfacer sus necesidades m ateriales, afect ivas y psicológicas” . De esta 
form a, cuando se t rata de niñas y/ o de niños que se encuent ran junto a sus progenitores, 
el m antenim iento de la unidad fam iliar en razón de su interés superior no const ituye razón 
suficiente para legit im ar o just ificar la procedencia excepcional de una privación de libertad 
de la niña o del niño junto con sus progenitores, dado el efecto perjudicial para su 
desarrollo em ocional y su bienestar físico. Por el cont rario,  cuando el interés superior  de 
la niña o del niño exige el m antenim iento de la unidad fam iliar, el im perat ivo de no 
privación de libertad se ext iende a sus progenitores y obliga a las autor idades a optar por 
m edidas alternat ivas a la detención para la fam ilia y que a su vez sean adecuadas a las 
necesidades de las niñas y los niños. Evidentem ente, esto conlleva un deber estatal 
correlat ivo de diseñar,  adoptar e im plem entar soluciones alternat ivas a los cent ros de 
detención en régim en cerrado a fin de preservar y m antener el vínculo fam iliar y propender 
a la protección de la fam ilia, sin im poner un sacrificio desm edido a los derechos de la niña 
o del niño a t ravés de la privación de libertad para toda o parte de la fam ilia. 

160. En cam bio y tam bién a crit erio de la Corte, los Estados no pueden recurrir a la 
privación de libertad de niñas o niños que se encuent ran junto a sus progenitores, así 
com o de aquellos que se encuent ran no acom pañados o separados de sus progenitores, 
para cautelar  los fines de un proceso m igratorio ni tam poco pueden fundam entar tal 
m edida en el incum plim iento de los requisitos para ingresar y perm anecer en un país, en 
el hecho de que la niña o el niño se encuent re solo o separado de su fam ilia,  o en la 
finalidad de asegurar la unidad fam iliar,  toda vez que pueden y deben disponer de 
alternat ivas m enos lesivas y, al m ism o t iem po, proteger de form a prioritaria e integral los 
derechos de la niña o del niño. 
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Obligación de br indar  inform ación com pleta y adecuada a  niñas, niños y 
adolescentes m igrantes en condiciones de privación de libertad 

Corte  I DH. Derechos y garant ías de niñas y niños en e l contexto de la  m igración 
y/ o en necesidad de protección internacional.  Opinión Consult iva  OC- 2 1 / 1 4  de 
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197. Al respecto, t ratándose de personas ext ranjeras, la Corte considera relevante 
establecer que el idiom a que se ut iliza debe ser uno que la persona com prenda. Del m ism o 
m odo, al t ratarse de niñas o niños debe ut ilizarse un lenguaje adecuado a su desarrollo y 
edad. Es necesario que la niña o el niño tenga a su disposición toda la inform ación 
necesaria y que sea com unicada de acuerdo a su edad y m adurez, en cuanto a sus 
derechos, servicios de los cuales dispone y procedim ientos de los cuales se puede hacer 
valer. Especialm ente, deberá inform ársele sobre su derecho a solicitar  asilo;  su derecho a 
contar con asistencia jur ídica;  su derecho a ser oído;  su derecho de acceso a la inform ación 
sobre la asistencia consular y, en su caso, su derecho a que se le designe un tutor.  Aunado 
a ello, los Estados deben garant izar que toda niña o niño sujeto a un proceso del que 
derive una eventual injerencia a su derecho a la libertad personal sea asist ido por un 
t raductor o intérprete, en el caso de que no com prendiera o no hablara el idiom a del país 
receptor.  

Obligación de poner  a  la persona pr ivada de libertad m igrante a  disposición de 
autoridad judicial com petente  

Corte  I DH. Derechos y garant ías de niñas y niños en e l contexto de la  m igración 
y/ o en necesidad de protección internacional.  Opinión Consult iva  OC- 2 1 / 1 4  de 
1 9  de agosto de 2 0 1 4 . Serie  A No. 2 1  

198. De conform idad con lo preceptuado en los art ículos 7.5 de la Convención Am ericana 
y XXV de la Declaración Am ericana, toda persona detenida o retenida debe ser llevada, 
sin dem ora, ante un juez u ot ro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones 
judiciales. Esta Corte ya ha interpretado que esta garant ía debe ser sat isfecha siem pre 
que exista una retención o una detención de una persona a causa de su situación 
m igratoria, conform e a los principios de cont rol j udicial e inm ediación procesal. Para que 
const ituya un verdadero m ecanism o de cont rol frente a detenciones ilegales o arbit rarias, 
la revisión judicial debe realizarse sin dem ora y en form a tal que garant ice el cum plim iento 
de la ley y el goce efect ivo de los derechos del detenido, t om ando en cuenta la especial 
vulnerabilidad de aquél. Asim ism o, esta Corte ya ha señalado que para sat isfacer la 
garant ía establecida en el art ículo 7.5 de la Convención en m ateria m igratoria, la 
legislación interna debe asegurar que el funcionario autorizado por la ley cum pla con las 
característ icas de im parcialidad e independencia que deben regir  a todo órgano encargado 
de determ inar derechos y obligaciones de las personas. Toda vez que en relación con esta 
garant ía corresponde al funcionario la tarea de prevenir  o hacer cesar las detenciones 
ilegales o arbit rarias, resulta im prescindible que dicho funcionario esté facultado para 
poner en libertad a la persona si su detención es ilegal o arbit raria.  
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Revisión judicia l de la  m edida de detención y recursos efect ivos 

Corte  I DH. Derechos y garant ías de niñas y niños en e l contexto de la  m igración 
y/ o en necesidad de protección internacional.  Opinión Consult iva OC- 2 1 / 1 4  de 
1 9  de agosto de 2 0 1 4 . Serie  A No. 2 1  

141. La Corte destaca que este derecho adquiere una relevancia especial en aquellos casos 
en los que la niña o el niño considera que no ha sido debidam ente escuchado o que sus 
opiniones no han sido tenidas en consideración. Por consiguiente, esta instancia de 
revisión debe perm it ir ,  ent re ot ras cuest iones, ident ificar si la decisión ha tenido 
debidam ente en consideración el principio del interés superior.  

142. En com plem ento con lo anterior, en aras de que el derecho a recurrir ante una 
autoridad judicial y a la protección judicial sea eficaz, es necesario que el recurso judicial 
m ediante el cual se im pugna una decisión en m ateria m igratoria tenga efectos 
suspensivos, de m anera que de t ratarse de una orden de deportación ésta debe ser 
suspendida hasta tanto no se haya proferido decisión judicial de la instancia ante la que 
se recurre. Sólo de esa form a se pueden proteger de m anera efect iva los derechos de las 
niñas y niños m igrantes. 

206. A su vez, tam bién es de aplicación la garant ía contenida en el art ículo 7.6 de la 
Convención Am ericana, el cual señala que “ toda persona privada de libertad t iene derecho 
a recurrir ante un juez o t r ibunal com petente, a fin de que éste decida, sin dem ora, sobre 
la legalidad de su arresto o detención y ordene su libertad si el arresto o la detención 
fueran ilegales” . Esta Corte ya ha señalado que “ los procedim ientos jurídicos consagrados 
en los art ículos 25.1 y 7.6 de la Convención Am ericana [ …]  no pueden ser suspendidos 
conform e al art ículo 27.2 de la m ism a, porque const ituyen garant ías judiciales 
indispensables para proteger derechos y libertades que tam poco pueden suspenderse 
según la m ism a disposición” . La Corte tam bién se ha pronunciado sobre dichos preceptos 
y ha determ inado que el art ículo 7.6 posee un contenido jurídico propio, al contem plar 
específicam ente el derecho de toda persona privada de libertad a recurrir  ante un juez o 
t r ibunal com petente para que decida sobre la legalidad de su arresto o detención, tam bién 
denom inado hábeas corpus, que consiste en tutelar  de m anera directa la libertad personal 
o física, por m edio del m andato judicial dir igido a las autoridades correspondientes a fin 
de que se lleve al detenido a la presencia del j uez para que éste pueda exam inar la 
legalidad de la privación y, en su caso, decretar su libertad. El art ículo 7.6 de la Convención 
es claro al disponer que la autoridad que debe decidir la legalidad del “arresto o detención”  
debe ser “un juez o t r ibunal”  independiente e im parcial. Al respecto, la j urisprudencia de 
este Tribunal ya ha referido que estos recursos no solo deben exist ir  form alm ente en la 
legislación sino que deben ser efect ivos, esto es, cum plir con el objet ivo de obtener sin 
dem ora una decisión sobre la legalidad del arresto o de la detención. En el caso de niñas 
o niños m igrantes, éste procedim iento debiera ostentar un carácter prioritario,  de tal 
form a que perm it iera una rápida decisión sobre la acción interpuesta. 
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I X. DERECHO A LAS GARANTÍ AS JUDI CI ALES  

Concepto y alcance del debido proceso legal  

Corte  I DH. Caso Noguera y ot ra  Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 9  de m arzo de 2 0 2 0 . Serie  C No. 4 0 1  

78. El art ículo 8.1 de la Convención reconoce el derecho de toda persona a ser oída con 
las debidas garant ías y dent ro de un plazo razonable por un juez o t r ibunal com petente, 
independiente e im parcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de 
cualquier acusación penal form ulada en su cont ra o para la determ inación de sus derechos, 
todo ello dent ro de la obligación general, a cargo de los m ism os Estados, de garant izar el 
libre y pleno ej ercicio de los derechos reconocidos por la Convención a toda persona que 
se encuent re bajo su jurisdicción (art ículo 1.1) .  

79. Este Tribunal ha señalado que el art ículo 25.1 de la Convención contem pla la obligación 
de los Estados Parte de garant izar, a t odas las personas bajo su jurisdicción, un recurso 
judicial sencillo, rápido, y efect ivo cont ra actos v iolatorios de sus derechos fundam entales. 
Teniendo en cuenta lo anterior,  es posible ident ificar dos obligaciones específicas del 
Estado. La prim era, consiste en reconocer norm at ivam ente y asegurar la debida aplicación 
de recursos efect ivos ante las autoridades com petentes, que am paren a todas las personas 
bajo su jurisdicción cont ra actos que violen sus derechos fundam entales o que conlleven 
la determ inación de los derechos y obligaciones de éstas. La segunda, garant izar los 
m edios para ejecutar las respect ivas decisiones y sentencias definit ivas em it idas por tales 
autoridades com petentes, de m anera que se protejan efect ivam ente los derechos 
declarados o reconocidos. 

Debido proceso legal y niñas, niños y adolescentes m igrantes  

Corte  I DH. Derechos y garant ías de niñas y niños en e l contexto de la  m igración 
y/ o en necesidad de protección internacional.  Opinión Consult iva  OC- 2 1 / 1 4  de 
1 9  de agosto de 2 0 1 4 . Serie  A No. 2 1   

109. La Corte ha señalado que el derecho al debido proceso se refiere al conjunto de 
requisitos que deben observarse en las instancias procesales a efectos de que las personas 
estén en condiciones de defender adecuadam ente sus derechos ante cualquier acto del 
Estado, adoptado por cualquier autoridad pública, sea adm inist rat iva, legislat iva o judicial, 
que pueda afectarlos. El debido proceso se encuent ra, a su vez, ínt im am ente ligado con 
la noción de just icia, que se refleja en:  ( i)  un acceso a la j ust icia no sólo form al, sino que 
reconozca y resuelva los factores de desigualdad real de los just iciables, ( ii)  el desarrollo 
de un juicio j usto y ( iii)  la resolución de las cont roversias de form a tal que la decisión 
adoptada se acerque al m ayor nivel de corrección del derecho, es decir que se asegure, 
en la m ayor m edida posible, su solución justa.  

110. Ahora bien, aunque en térm inos convencionales el debido proceso se t raduce 
cent ralm ente en las “garant ías judiciales”  reconocidas en el art ículo 8 de la Convención 
Am ericana, lo cierto es que diversas disposiciones de dicho inst rum ento internacional,  
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tales com o los art ículos 4, 5, 7, 9, 19, 25 y 27 de la Convención, t am bién cont ienen 
regulaciones que se corresponden m aterialm ente con los com ponentes sustant ivos y 
procesales del debido proceso. De igual form a, en la Declaración Am ericana el debido 
proceso se expresa en la regulación de los art ículos XVI I I  (Derecho de just icia) , XXV 
(Derecho de protección cont ra la detención arbit raria)  y XXVI  (Derecho a proceso regular) .  
En este capítulo, la Corte se va a concent rar principalm ente en las garant ías de debido 
proceso, interpretadas en conjunto con los art ículos 19 de la Convención y VI I  de la 
Declaración Am ericana, aplicables a los procesos m igratorios, en el entendido que a t ravés 
de los m ism os se definen cont roversias respecto al estatus m igratorio de una persona y 
pueden adem ás, en función de tal determ inación, redundar en una expulsión o 
deportación. Aunado a ello, las decisiones a adoptarse pueden tener repercusiones 
profundas sobre la vida y el desarrollo de las niñas y los niños m igrantes.  

111. En lo que concierne al art ículo 8 de la Convención, el Tribunal ya ha establecido que 
los requisitos establecidos en su inciso 1 no solo resultan aplicables a los procesos ante 
los órganos est r ictam ente jurisdiccionales –juez o t r ibunal- , sino que se hacen extensivas 
a las decisiones de órganos adm inist rat ivos a los cuales les corresponda la determ inación 
de los derechos de las personas o cuando ejerzan funciones de carácter m aterialm ente 
jurisdiccional,  com o ocurre en algunos países respecto de los procesos m igratorios.  

112. A su vez, el elenco de garant ías m ínim as del debido proceso legal es aplicable en lo 
que corresponda en la determ inación de derechos y obligaciones de orden “ civil,  laboral, 
fiscal o de cualquier ot ro carácter” . De este m odo, en procesos tales com o los que puedan 
desem bocar en la expulsión o deportación de ext ranjeros, el Estado no puede dictar actos 
adm inist rat ivos o adoptar decisiones judiciales sin respetar determ inadas garant ías 
m ínim as, cuyo contenido es sustancialm ente coincidente con las establecidas en el 
num eral 2 del art ículo 8 de la Convención.  

113. Asim ism o, las garant ías de debido proceso se aplican a cualquier persona 
independiente de su edad y condición de estancia en un país. En esta línea, la Corte ha 
precisado que el debido proceso legal es un derecho que debe ser garant izado a toda 
persona, independientem ente de su estatus m igratorio.  Esto im plica que el Estado debe 
garant izar que toda persona ext ranjera, aún cuando fuere un m igrante en situación 
irregular,  tenga la posibilidad de hacer valer sus derechos y defender sus intereses en 
form a efect iva y en condiciones de igualdad procesal con ot ros just iciables.  

114. Las garant ías reconocidas en el art ículo 8 de la Convención deben ser respetadas y 
aseguradas a todas las personas sin dist inción, y deben correlacionarse con los derechos 
específicos que estatuye, adem ás, el art ículo 19 de dicho t ratado, de tal form a que se 
reflejen en cualesquiera procesos adm inist rat ivos o judiciales en los que se encuent re en 
cont roversia algún derecho de una niña o niño. De esta form a, la protección especial 
derivada de los art ículos 19 de la Convención y VI I  de la Declaración im plica que la 
observancia por parte de los Estados de las garant ías de debido proceso se t raduce en 
algunas garant ías o com ponentes diferenciados en el caso de niñas y niños, que se fundan 
en el reconocim iento de que su part icipación en un proceso m igrator io no se da en las 
m ism as condiciones que un adulto. Por ello, el proceso t iene que estar adaptado a las 
niñas o niños y ser accesible para ellos.  

115. En definit iva, tal y com o lo ha sostenido anteriorm ente esta Corte, si bien el debido 
proceso y sus correlat ivas garant ías son aplicables a todas las personas, en el caso de las 
niñas y niños m igrantes, el ejercicio de aquéllos supone, por las condiciones especiales en 
las que se encuent ran, la adopción de ciertas m edidas específicas con el propósito de 
asegurar un acceso a la j ust icia en condiciones de igualdad, garant izar un efect ivo debido 
proceso y velar por que el interés superior  se erij a en una consideración prim ordial en 
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todas las decisiones adm inist rat ivas o judiciales que se adopten. Sobre estas 
consideraciones se deben form ular los procesos adm inist rat ivos o judiciales en los que se 
resuelva acerca de derechos de las niñas o niños m igrantes y, en su caso, de las personas 
bajo cuya potestad o tutela se hallan aquéllos [ …] , los cuales deben ajustarse a su 
condición, necesidades y derechos.  

116. Ahora bien, aún cuando la función jurisdiccional com pete em inentem ente al Poder  
Judicial, en algunos Estados ot ros órganos o autoridades públicas adoptan decisiones, 
com o sucede en los procesos m igratorios, que afectan derechos fundam entales. En estos 
casos, la actuación de la adm inist ración t iene lím ites infranqueables, ent re los que ocupa 
un prim erísim o lugar el respeto de los derechos hum anos, por lo que se torna necesario 
que su actuación se encuent re regulada. Teniendo com o base las anteriores 
consideraciones, la Corte se referirá a cont inuación a las garant ías que, conform e al 
derecho internacional de los derechos hum anos, deben regir en todo proceso m igratorio 
que involucre a niñas o niños, haciendo m ención especial, cuando corresponda, a aquellas 
que cobran relevancia cr ít ica en este t ipo de proceso. En consecuencia, la Corte se referirá 
a los siguientes aspectos:  ( i)  el derecho a ser not ificado de la existencia de un 
procedim iento y de la decisión que se adopte en el m arco del proceso m igratorio;  ( ii)  el 
derecho a que los procesos m igratorios sean llevados por un funcionario o juez 
especializado;  ( iii)  el derecho de la niña o niño a ser oído y a part icipar en las diferentes 
etapas procesales;  ( iv)  el derecho a ser asist ido gratuitam ente por un t raductor y/ o 
intérprete;  ( v)  el acceso efect ivo a la com unicación y asistencia consular;  ( vi)  el derecho 
a ser asist ido por un representante legal y a com unicarse librem ente con dicho 
representante;  ( vii)  el deber de designar a un tutor en caso de niñas o niños no 
acom pañados o separados;  (viii)  el derecho a que la decisión que se adopte evalúe el 
interés superior de la niña o del niño y sea debidam ente fundam entada;  ( ix)  el derecho a 
recurrir la decisión ante un juez o t r ibunal superior  con efectos suspensivos;  y (x)  el plazo 
razonable de duración del proceso. 

Garant ías generales asociadas a l art ículo 8 .1  CADH 

Debida diligencia  

Corte  I DH. Caso Noguera y ot ra  Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 9  de m arzo de 2 0 2 0 . Serie  C No. 4 0 1  

81. La Corte ha señalado de m anera consistente que el deber de invest igar es una 
obligación de m edios y no de resultados, que debe ser asum ida por el Estado com o un 
deber j urídico propio y no com o una sim ple form alidad condenada de antem ano a ser 
infructuosa, o com o una m era gest ión de intereses part iculares, que dependa de la 
iniciat iva procesal de las víct im as o de sus fam iliares o de la aportación privada de 
elem entos probatorios. Asim ism o, la debida diligencia exige que el órgano que invest iga 
lleve a cabo todas aquellas actuaciones y averiguaciones necesarias para procurar el 
resultado que se persigue. 

82. Adem ás, la Corte ha señalado de form a constante que, en el m arco de la invest igación, 
es crucial la im portancia que t ienen las prim eras etapas de la invest igación y el im pacto 
negat ivo que las om isiones e irregularidades en tales etapas puede tener en las 
perspect ivas reales y efect ivas de esclarecer el hecho. En ese sent ido, en aras de 
garant izar la efect ividad de la invest igación se debe evitar  om isiones en la recaudación de 
prueba y en el seguim iento de líneas lógicas de invest igación. 
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83. Asim ism o, la Corte ha considerado en su j urisprudencia constante que una dem ora 
prolongada en el proceso puede llegar a const ituir, por sí m ism a, una violación a las 
garant ías judiciales. El Tribunal ha establecido que la evaluación del plazo razonable se 
debe analizar en cada caso concreto, en relación con la duración total del proceso, lo cual 
podría tam bién incluir  la ejecución de la sentencia definit iva. De esta m anera, ha 
considerado cuat ro elem entos para analizar si se cum plió con la garant ía del plazo 
razonable, a saber:  ( i)  la com plej idad del asunto, ( ii)  la act ividad procesal del interesado, 
( iii)  la conducta de las autoridades judiciales, y ( iv)  la afectación generada en la situación 
jurídica de la presunta víct im a. La Corte recuerda que corresponde al Estado just ificar, 
con fundam ento en los criterios señalados, la razón por la cual ha requerido del t iem po 
t ranscurrido para t ratar los casos y, en la eventualidad de que éste no lo dem uest re, la 
Corte t iene am plias at r ibuciones para hacer su propia est im ación al respecto. La Corte, 
adem ás, reit era que se debe apreciar la duración total del proceso, desde el prim er acto 
procesal hasta que se dicte sentencia definit iva, incluyendo los recursos de instancia que 
pudieran eventualm ente presentarse. 

Derecho a  ser juzgado en un plazo razonable  

Corte  I DH. Caso Ricardo Canese Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 3 1  de agosto de 2 0 0 4 . Ser ie  C No. 1 1 1  

141. Con respecto al pr incipio del plazo razonable contem plado en el art ículo 8.1 de la 
Convención Am ericana, este Tribunal ha establecido que es preciso tom ar en cuenta t res 
elem entos para determ inar la razonabilidad del plazo en el que se desarrolla un proceso:  
a)  com plej idad del asunto, b)  act ividad procesal del interesado y c)  conducta de las 
autoridades judiciales.  

142. La Corte considera que, en ciertos casos, una dem ora prolongada puede llegar a 
const ituir por sí m ism a una violación de las garant ías judiciales. Corresponde al Estado 
exponer y probar la razón por la que se ha requerido m ás t iem po que el que en principio 
sería razonable para dictar sentencia definit iva en un caso part icular , de conform idad con 
los crit erios indicados. 

146. En el proceso penal seguido cont ra el señor Canese las autoridades judiciales no 
actuaron con la debida diligencia y celeridad, lo cual se ve reflejado, por ej em plo, en que:  
a)  el proceso tuvo una duración de ocho años y seis m eses hasta que quedó firm e la 
sentencia de segunda instancia;  b)  el período t ranscurrido ent re la interposición de la 
apelación cont ra la sentencia de prim era instancia y la em isión de la sentencia de segunda 
instancia fue de t res años y siete m eses;  y c)  el período t ranscurrido ent re la interposición 
del recurso de apelación cont ra la sentencia de segunda instancia interpuesto por el 
abogado de la parte querellante y su resolución final fue de aproxim adam ente t res años 
y cinco m eses. 

148. Con respecto a los referidos alegatos del Paraguay [ …] , la Corte reit era que, de 
conform idad con lo est ipulado en el art ículo 27 de la Convención de Viena sobre el Derecho 
de los Tratados, es un principio básico del Derecho I nternacional que “ [ u] na parte no 
podrá invocar las disposiciones de su derecho interno com o just ificación del 
incum plim iento de un t ratado” . En el derecho de gentes, una norm a consuetudinaria 
prescribe que un Estado que ha rat ificado un t ratado de derechos hum anos debe int roducir 
en su derecho interno las m odificaciones necesarias para asegurar el fiel cum plim iento de 
las obligaciones asum idas. Los Estados no pueden incum plir estas obligaciones 
convencionales alegando supuestas dificultades de orden interno. Por tales razones, la 
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regulación procesal penal del Paraguay aplicada en el proceso seguido cont ra el señor 
Canese no podía ser invocada por este Estado para incum plir  la garant ía de razonabilidad 
del plazo al j uzgar a la presunta víct im a, de conform idad con la obligación a su cargo 
contem plada en el art ículo 8.1 de la Convención Am ericana. 

Corte  I DH. Caso Vargas Areco Vs. Paraguay. Sentencia. 2 6  de sept iem bre de 
2 0 0 6 . Serie  C No. 1 5 5  

101. Esta Corte ha señalado reit eradam ente que el derecho de acceso a la j ust icia debe 
asegurar,  en un t iem po razonable, el derecho de las presuntas víct im as o sus fam iliares a 
que se haga todo lo necesario para conocer la verdad de lo sucedido y se sancione a los 
responsables. 

102. Con respecto al principio de plazo razonable contem plado en el art ículo 8.1 de la 
Convención Am ericana, este Tribunal ha establecido que es preciso tom ar en cuenta t res 
elem entos para determ inar la razonabilidad del plazo en el que se desarrolla un proceso:  
a)  com plej idad del asunto, b)  act ividad procesal del interesado, y c)  conducta de las 
autoridades judiciales. 

103. Teniendo en cuenta los criterios anteriorm ente señalados, la Corte considera que en 
este caso era fácilm ente determ inable la ident idad de la única presunta víct im a de 
violación del derecho a la vida y a la integridad, así com o la de los presuntos autores. De 
igual m anera, las circunstancias en las que supuestam ente ocurrieron los hechos, es decir,  
dent ro de un destacam ento m ilitar, con hechos conocidos por el Estado de m anera 
inm ediata, en dónde el cuerpo de la presunta víct im a fue encont rado a 100 m et ros de una 
enferm ería dent ro de dicho destacam ento, y teniendo el Estado libre acceso a la escena 
de los hechos, hacen presum ir  que el presente caso no presentara m ayor com plej idad. 
Asim ism o, las dem oras en el proceso penal no se han debido a la conducta de los fam iliares 
de Gerardo Vargas Areco, sino a la inact ividad de las autoridades judiciales. Sobre este 
punto, cabe recordar que la obligación de invest igar hechos com o los ocurridos en el 
presente caso debe ser cum plida de oficio por parte del Estado […].   

108. Aun cuando la Corte I nteram ericana no puede, ni lo pretende, sust ituir a la autoridad 
nacional en la individualización de las sanciones correspondientes a delitos previstos en el 
derecho interno, ni en la determ inación de los procedim ientos aplicables a determ inadas 
situaciones en el ám bito m ilitar,  la propia Corte observa con preocupación la falta de 
proporcionalidad que se advierte:  a)  ent re el m étodo ut ilizado frente a la fuga de un recluta 
de las fuerzas arm adas y la falta disciplinaria en la que dicho recluta habría incurrido;  y 
b)  ent re la respuesta del Estado a la conducta ilícita del agente y el bien jurídico 
supuestam ente afectado – el derecho a la vida de un niño. 

109. A la luz de estos criterios, la Corte considera que el Estado no cum plió, en el presente 
caso, con su obligación de llevar a cabo, dent ro de un plazo razonable, una invest igación 
efect iva y com pleta de la presunta tortura y ejecución ext rajudicial del niño Gerardo 
Vargas Areco. 

110. Por t odo lo anterior, este Tribunal est im a que los procedim ientos internos abiertos 
en el presente caso no han const ituido recursos efect ivos para garant izar un verdadero 
acceso a la j ust icia por parte de los fam iliares de Gerardo Vargas Areco, dent ro de un 
plazo razonable, que abarque el esclarecim iento de los hechos, la invest igación y sanción 
de los responsables y la reparación de las consecuencias de las presuntas torturas y la 
privación de la vida de Gerardo Vargas Areco. De ello se desprende la responsabilidad del 
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Estado por la violación de los art ículos 8.1 y 25 de la Convención, en relación con el art ículo 
1.1 de la m ism a, en per juicio de los fam iliares del Niño Vargas Areco. 

Garant ías generales y niñas, niños y adolescentes m igrantes 

Corte IDH. Derechos y garant ías de niñas y niños en el contexto de la  
m igración y/ o en necesidad de protección internacional. Opinión Consult iva 
OC- 2 1 / 1 4  de 1 9  de agosto de 2 0 1 4 . Serie A No. 2 1   

122. Resulta pert inente prim eram ente señalar que los Estados t ienen el deber de facilitar
la posibilidad de que la niña o niño part icipe en todas y cada una de las diferentes etapas
del proceso. A estos efectos, la niña o niño tendrá derecho a ser oído, con las debidas
garant ías y dent ro de un plazo razonable, por la autoridad com petente. Dicho derecho
debe ser interpretado a la luz del art ículo 12 de la Convención sobre los Derechos del
Niño, el cual cont iene adecuadas previsiones, con el objeto de que la part icipación de la
niña o niño se ajuste a su condición y no redunde en perjuicio de su interés genuino. La
Corte recuerda que las niñas y niños deben ser oídos con el objeto de poder resolver de
acuerdo a su m ejor interés, siendo que incluso las opiniones de sus padres o tutores no
pueden reem plazar la de las niñas o niños. En esta línea, es necesario que los Estados
tom en las previsiones pert inentes para considerar las form as no verbales de
com unicación, com o el j uego, la expresión corporal y facial y el dibujo y la pintura,
m ediante las cuales los infantes dem uest ran capacidad de com prender, elegir y t ener
preferencias. De igual form a, const ituye una obligación para los Estados adoptar las
m edidas pert inentes para garant izar este derecho a las niñas o niños con discapacidades
tales que conlleven dificultades para hacer oír  su opinión.

123. En el caso de las niñas y niños m igrantes, y part icularm ente, en el caso de aquellos
no acom pañados o separados de sus fam ilias, el derecho a ser oído cobra una especial
relevancia. Asim ism o, cualquier declaración de una niña o niño debe sujetarse a las
m edidas de protección procesal que corresponden a éste, ent re ellos, la posibilidad de no
declarar,  la asistencia del representante legal y la em isión de aquélla ante la autoridad
legalm ente facultada para recibir la. En este orden de cosas, a fin de asegurar
efect ivam ente el derecho a ser oído, los Estados deben garant izar que el proceso se
desarrolle en un entorno que no sea int im idatorio,  host il,  insensible o inadecuado a la
edad de la niña o niño y que el personal encargado de recibir  el relato esté debidam ente
capacitado, de m odo que la niña o el niño se sienta respetado y seguro al m om ento de
expresar su opinión en un entorno físico, psíquico y em ocional adecuado.

282. En esta línea, la Corte est im a esencial que, al realizar tal evaluación, los Estados
aseguren el derecho de las niñas y niños de tener la oportunidad de ser oídos en función
de su edad y m adurez y que su opinión sea debidam ente tenida en cuenta en aquellos
procedim ientos adm inist rat ivos o judiciales en los cuales se pueda adoptar una decisión
que im plique la expulsión de sus progenitores. En el caso en que la niña o el niño es
nacional del país receptor, pero uno o ninguno de sus padres lo es, escuchar a la niña o
al niño es necesario para entender el im pacto que una m edida de expulsión del progenitor
podría generar sobre la m ism a o el m ism o. A su vez, otorgarle a la niña o al niño el derecho
a ser oído es fundam ental para determ inar si hay una alternat iva m ás apropiada a su
interés superior .
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Derecho a que los procesos m igratorios de niñas, niños y 
adolescentes sean llevados por un funcionar io o juez especializado 

Corte  I DH. Derechos y garant ías de niñas y niños en e l contexto de la  m igración 
y/ o en necesidad de protección internacional.  Opinión Consult iva  OC- 2 1 / 1 4  de 
1 9  de agosto de 2 0 1 4 . Serie  A No. 2 1   

120. En m ateria m igratoria,  si el proceso se encuent ra a cargo de un j uez o t r ibunal, éste
evidentem ente debe cum plir con las característ icas de im parcialidad e independencia. Si
se t rata de un funcionario adm inist rat ivo que tom e estas determ inaciones debe ser
responsable ante la ley, ante sus superiores jerárquicos y, en su caso, ante organism os
de cont rol, por la legalidad de las m ism as.

121. Ahora bien, al t ratarse de procesos en los que se ven involucrados m igrantes m enores
de edad, las decisiones en m ateria m igratoria no pueden ser delegadas a funcionarios no
especializados. En consecuencia, en lo que concierne a procedim ientos que involucren a
niñas y niños, los Estados deben garant izar que las personas que intervengan en los
m ism os se encuent ren debidam ente capacitadas, de form a que puedan ident ificar las
necesidades especiales de protección de la niña o niño, de conform idad con el interés
superior .

Derecho a que la decisión que se adopte  evalúe el interés super ior 
de la  niña, niño o adolescente  y que sea debidam ente m ot ivada  

Corte  I DH. Derechos y garant ías de niñas y niños en e l contexto de la  m igración 
y/ o en necesidad de protección internacional.  Opinión Consult iva  OC- 2 1 / 1 4  de 
1 9  de agosto de 2 0 1 4 . Serie  A No. 2 1   

137. Por ot ro lado, resulta esencial que todas las decisiones adoptadas en el m arco de un
proceso m igratorio que involucre a niñas o niños estén debidam ente m ot ivadas, es decir,
posean la exteriorización de la j ust ificación razonada que perm ita llegar a una conclusión.
El deber de m ot ivación es una de las debidas garant ías para salvaguardar el derecho a un
debido proceso. La Corte recuerda que el deber de m ot ivar las resoluciones es una
garant ía vinculada con la correcta adm inist ración de just icia, que protege el derecho de
las personas a ser j uzgadas por las razones que el derecho sum inist ra, y otorga
credibilidad a las decisiones jurídicas en el m arco de una sociedad dem ocrát ica. Por ello,
las decisiones que adopten los órganos internos que puedan afectar derechos hum anos
deben estar debidam ente fundam entadas, pues de lo cont rario serían decisiones
arbit rarias.

138. En este sent ido, la argum entación de un fallo y de ciertos actos adm inist rat ivos debe
perm it ir  conocer cuáles fueron los hechos, m ot ivos y norm as en que se basó la autoridad
para tom ar su decisión, a fin de descartar cualquier indicio de arbit rariedad. Adem ás, debe
m ost rar que han sido debidam ente tom ados en cuenta los alegatos de las partes y que el
conjunto de pruebas ha sido analizado.

139. En consonancia con lo anterior, y part icularm ente en el caso de niñas y niños, la
resolución deberá dar cuenta m ot ivadam ente de la form a en que se tuvieron en cuenta
las opiniones expresadas por la niña o niño, com o tam bién, la form a en que se ha evaluado
su interés superior.  Al respecto, el Com ité de los Derechos del Niño ha resaltado la ínt im a
relación existente ent re el interés superior  de la niña o del niño y el derecho a ser oído, al
afirm ar que “no es posible una aplicación correcta del art ículo 3 [ ( interés superior) ]  si no
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se respetan los com ponentes del art ículo 12 [ (derecho a part icipar y que su opinión sea 
tenida en cuenta) ] ” . Del m ism o m odo, “ el art ículo 3 refuerza la funcionalidad del art ículo 
12 al facilitar  el papel esencial de los niños en todas las decisiones que afecten su vida” .  

Garant ías relat ivas al proceso penal  

Presunción de inocencia   

Corte  I DH. Caso Ricardo Canese Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 3 1  de agosto de 2 0 0 4 . Ser ie  C No. 1 1 1  

153. La Corte ha señalado que el art ículo 8.2 de la Convención exige que una persona no 
pueda ser condenada m ient ras no exista prueba plena de su responsabilidad penal.  Si 
obra cont ra ella prueba incom pleta o insuficiente, no es procedente condenarla, sino 
absolverla. En este sent ido, la Corte ha afirm ado que en el principio de presunción de 

inocencia subyace el propósito de las garant ías judiciales, al afirm ar la idea de que una 
persona es inocente hasta que su culpabilidad sea dem ost rada. 

154. La Corte considera que el derecho a la presunción de inocencia es un elem ento 
esencial para la realización efect iva del derecho a la defensa y acom paña al acusado 
durante toda la t ram itación del proceso hasta que una sentencia condenatoria que 
determ ine su culpabilidad quede firm e. Este derecho im plica que el acusado no debe 
dem ost rar que no ha com et ido el delito que se le at r ibuye, ya que el onus probandi 

corresponde a quien acusa. 

Derecho de defensa 

Corte  I DH. Caso Ricardo Canese Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 3 1  de agosto de 2 0 0 4 . Ser ie  C No. 1 1 1  

164. En el presente caso se encuent ra dem ost rado que en el proceso penal seguido en 
cont ra del señor Canese no se le perm it ió obtener la com parecencia, com o test igos o 
peritos, de ot ras personas que pudieran “arrojar luz sobre los hechos” . En cuanto a la 
prim era instancia, el j uez de la causa, después de haber em it ido una resolución citando a 
audiencias a los test igos propuestos por el señor Canese, revocó tal decisión y ordenó el 
cierre del período probatorio, por lo cual no se r indió ninguna prueba test im onial, 
coartando por una negligencia judicial la posibilidad de presentar m edios probatorios en 
su defensa que pudieran “arrojar luz sobre los hechos” . Adem ás, ante el Tribunal de 
Apelación en lo Crim inal, Tercera Sala, tam poco se produjo prueba test im onial alguna. 

165. La defensa del señor Canese consist ió en repet ir  ante los t r ibunales que sus 
declaraciones no iban dir igidas a los querellantes, sino que se referían al señor Wasm osy, 
en el m arco de la cam paña electoral a la Presidencia de la República. Los t r ibunales 
consideraron que la rat ificación de sus declaraciones en la declaración indagatoria y en la 
conciliación const ituía una “ ` confesión sim ple’ del delit o” .  

166. Con base en lo señalado, la Corte considera que el Estado violó, en perjuicio del 
señor Ricardo Canese, el art ículo 8.2.f)  de la Convención Am ericana. 
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Derecho a  tener un procedim iento especia lizado  

Corte I DH. Caso “I nst ituto de Reeducación del Menor” Vs. Paraguay. Excepciones 
pre lim inares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia  de 2  de sept iem bre de 
2 0 0 4 . Serie  C No. 1 1 2  

209. Esta Corte ha señalado que las garant ías consagradas en el art ículo 8 de la 
Convención se reconocen a todas las personas por igual, y deben correlacionarse con los 
derechos específicos que estatuye, adem ás, el art ículo 19 de dicho t ratado, de tal form a 
que se reflej en en cualesquiera procesos adm inist rat ivos o judiciales en los que se discuta 
algún derecho de un niño. Si bien los derechos procesales y sus correlat ivas garant ías son 
aplicables a todas las personas, en el caso de los niños el ejercicio de aquéllos supone, 
por las condiciones especiales en las que se encuent ran los niños, la adopción de ciertas 
m edidas específicas con el propósito de que gocen efect ivam ente de dichos derechos y 
garant ías.  

210. Este Tribunal ha sostenido que una consecuencia evidente de la pert inencia de 
atender en form a diferenciada y específica las cuest iones referentes a los niños, y 
part icularm ente, las relacionadas con la conducta ilícita, es el establecim iento de órganos 
jurisdiccionales especializados para el conocim iento de conductas penalm ente t ípicas 
at r ibuidas a aquéllos y un procedim iento especial por el cual se conozcan estas 
infracciones a la ley penal. En el m ism o sent ido la Convención sobre los Derechos del Niño 
contem pla el “ establecim iento de leyes, procedim ientos, autoridades e inst ituciones 
específicos para los niños de quienes se alegue que han infr ingido las leyes penales o a 
quienes se acuse o declare culpables de haber infr ingido esas leyes” .  

 211. A la luz de las norm as internacionales pert inentes en la m ateria, la referida 
jurisdicción especial para niños en conflicto con la ley en el Paraguay, así com o sus leyes 
y procedim ientos correspondientes, deben caracterizarse, inter alia,  por los siguientes 
elem entos:  1)  en prim er lugar, la posibilidad de adoptar m edidas para t ratar a esos niños 
sin recurrir a procedim ientos judiciales;  2)  en el caso de que un proceso judicial sea 
necesario, este Tribunal dispondrá de diversas m edidas, tales com o asesoram iento 
psicológico para el niño durante el procedim iento, cont rol respecto de la m anera de tom ar 
el test im onio del niño y regulación de la publicidad del proceso;  3)  dispondrá tam bién de 
un m argen suficiente para el ejercicio de facultades discrecionales en las diferentes etapas 
de los juicios y en las dist intas fases de la adm inist ración de just icia de niños;  y 4)  los que 
ejerzan dichas facultades deberán estar especialm ente preparados y capacitados en los 
derechos hum anos del niño y la psicología infant il para evitar cualquier abuso de la 
discrecionalidad y para asegurar que las m edidas ordenadas en cada caso sean idóneas y 
proporcionales.  

212. Dichos elem entos, los cuales procuran reconocer el estado general de vulnerabilidad 
del niño ante los procedim ientos judiciales, así com o el im pacto m ayor que genera al niño 
el ser som et ido a un j uicio penal, no se encont raban en la legislación pert inente del 
Paraguay hasta, por lo m enos, el año 2001. 
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Garant ías específicas asociadas a l art ículo 8 .2  en el contexto de niñas, niños y 
adolescentes m igrantes 

Derecho a ser asist ido gratuitam ente por un t raductor y/ o 
intérprete 8 .2 .a

Corte IDH. Derechos y garant ías de niñas y niños en el contexto de la  
m igración y/ o en necesidad de protección internacional. Opinión Consult iva 
OC- 2 1 / 1 4  de 1 9  de agosto de 2 0 1 4 . Serie A No. 2 1   

124. Con el objeto de poder garant izar el derecho a ser oído, los Estados deben garant izar
que toda niña o niño sea asist ido por un t raductor o intérprete en el caso de que no
com prendiera o no hablara el idiom a del ente decisor.  En este orden de ideas, la asistencia
de un t raductor o intérprete se considera una garant ía procesal m ínim a y esencial para
que se cum pla el derecho de la niña o del niño a ser oído y para que su interés superior
sea una consideración prim ordial. De lo cont rario, la part icipación efect iva de la niña o del
niño en el procedim iento se tornaría ilusoria.

125. Esta garant ía debe ser part icularm ente respetada en el caso de niñas o niños
pertenecientes a com unidades indígenas a fin de respetar su ident idad cultural y
garant izar un efect ivo acceso a la j ust icia.  Al respecto, la Corte ha interpretado
previam ente que para garant izar el acceso a la j ust icia de los m iem bros de com unidades
indígenas, “ es indispensable que los Estados otorguen una protección efect iva que tom e
en cuenta sus part icularidades propias, sus característ icas económ icas y sociales, así com o
su situación de especial vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y
costum bres” .

Derecho a  ser  not if icado de la ex istencia  de un procedim iento y de 
la  decisión que se adopte en el m arco del proceso m igrator io 8 .2 .b 

Corte  I DH. Derechos y garant ías de niñas y niños en e l contexto de la  m igración 
y/ o en necesidad de protección internacional.  Opinión Consult iva  OC- 2 1 / 1 4  de 
1 9  de agosto de 2 0 1 4 . Serie  A No. 2 1   

117. Todo m igrante t iene derecho a que se le not ifique la existencia de un proceso en su
cont ra, pues, de lo cont rario, m al podría garant izarse su derecho a la defensa. En el caso
de niñas y niños m igrantes, ello se ext iende a todo t ipo de procedim iento que lo involucre.
Es por ello que la existencia de personal capacitado para com unicarle a la niña o niño, de
acuerdo al desarrollo de sus capacidades cognit ivas, que su situación está siendo som et ida
a consideración adm inist rat iva o judicial garant izará que el derecho a la defensa pueda
ser ejercido por la niña o niño, en el sent ido de entender lo que está sucediendo y poder
dar su opinión en lo que est im e pert inente.

Acceso efect ivo a  la com unicación y asistencia consular  

Corte  I DH. Derechos y garant ías de niñas y niños en e l contexto de la  m igración 
y/ o en necesidad de protección internacional.  Opinión Consult iva  OC- 2 1 / 1 4  de 
1 9  de agosto de 2 0 1 4 . Serie  A No. 2 1   

126. La Corte ha entendido previam ente que “ la Convención de Viena sobre Relaciones
Consulares reconoce, com o una función prim ordial del funcionario consular,  el
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otorgam iento de asistencia al nacional del Estado que envía en la defensa de sus derechos 
ante las autoridades del Estado receptor” , de m odo tal que correlat ivam ente el nacional 
del Estado que envía t iene derecho a acceder al funcionario consular con el fin de procurar 
dicha asistencia. El acceso efect ivo a la com unicación consular debe darse sin dilación, de 
m anera que puedan disponer de una defensa eficaz, para lo cual t odos los ext ranjeros 
deben ser inform ados de este derecho.  

127. En el caso de niñas o niños, el art ículo 5, incisos e)  y h) , de dicho inst rum ento 
internacional,  leídos a la luz de la Convención sobre los Derechos del Niño, im ponen la 
obligación al funcionario consular de velar por los intereses de la niña o del niño, en el 
sent ido de que las decisiones adm inist rat ivas o judiciales que se adopten en el país 
receptor hayan evaluado y tom ado en consideración su interés superior.  

128. Debido a la especial vulnerabilidad de las niñas o niños que se encuent ran fuera de 
su país de origen y, en especial, de aquellos no acom pañados o separados, el acceso a la 
com unicación y asistencia consular se convierte en un derecho que cobra una especial 
relevancia y que debe ser garant izado y t ratado de m anera prioritaria por t odos los 
Estados, en especial por las im plicancias que puede tener en el proceso de recabar 
inform ación y docum entación en el país de origen, así com o para velar por que la 
repat r iación voluntaria únicam ente sea dispuesta si así lo recom ienda el resultado de un 
procedim iento de determ inación del interés superior  de la niña o del niño, de conform idad 
con las debidas garant ías, y una vez que se haya verificado que la m ism a puede realizarse 
en condiciones seguras, de m odo tal que la niña o niño recibirá atención y cuidado a su 
regreso. 

Derecho a  ser  asist ido por  un representante legal y a  com unicarse 
librem ente con dicho representante  8 .2 .d  

Corte  I DH. Derechos y garant ías de niñas y niños en e l contexto de la  m igración 
y/ o en necesidad de protección internacional.  Opinión Consult iva  OC- 2 1 / 1 4  de 
1 9  de agosto de 2 0 1 4 . Serie  A No. 2 1   

129. La Corte ha precisado que “ las circunstancias de un procedim iento part icular,  su 
significación, su carácter y su contexto en un sistem a legal part icular , son factores que 
fundam entan la determ inación de si la representación legal es o no necesaria para el 
debido proceso” .  

130. El Tribunal considera que los Estados t ienen la obligación de garant izar a t oda niña 
o niño involucrado en un proceso m igratorio la asistencia jurídica a t ravés del ofrecim iento 
de servicios estatales gratuitos de representación legal.  

131. Asim ism o, este t ipo de asistencia jurídica debe estar especializada, tanto en los 
derechos que asisten al m igrante, com o en atención específica en relación con la edad, de 
form a tal que perm ita garant izar un efect ivo acceso a la j ust icia a la niña o niño m igrante 
y velar por que su interés superior sea una consideración prim ordial en toda decisión que 
lo afecte.  
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Deber de designar a  un tutor  en caso de niñas, niños y adolescentes 
no acom pañados o separados  

Corte  I DH. Derechos y garant ías de niñas y niños en e l contexto de la  m igración 
y/ o en necesidad de protección internacional.  Opinión Consult iva  OC- 2 1 / 1 4  de 
1 9  de agosto de 2 0 1 4 . Serie  A No. 2 1   

132. Adicionalm ente, en casos de niñas o niños no acom pañados o separados de su 
fam ilia, el Com ité de los Derechos del Niño ha afirm ado que el nom bram iento de un tutor 
com petente lo antes posible const ituye una garant ía procesal im portant ísim a en aras de 
garant izar el interés superior  de los m ism os. La Corte est im a necesario recalcar que los 
procesos adm inist rat ivos o judiciales, que involucren a niñas o niños no acom pañados o 
separados de sus fam ilias, no podrán ser iniciados hasta tanto no haya sido nom brado un 
tutor. Específicam ente, a fin de garant izar eficazm ente el derecho a la libertad personal,  
el acceso rápido y gratuito a la asistencia jurídica y de ot ra índole, así com o defender sus 
intereses y asegurar su bienestar.  

133. En efecto, los Estados t ienen el deber de nom brar a un tutor para las niñas y niños 
que son ident ificados com o no acom pañados o separados de su fam ilia, aún en las zonas 
de frontera, tan pronto com o sea posible y m antenerlo bajo su tutela hasta que llegue a 
la m ayoría de edad, por lo general a los 18 años de edad;  hasta que abandone 
perm anentem ente el terr itorio o la j urisdicción del Estado;  o, en su caso, hasta que 
desaparezca la causa por la cual fue nom brado el tutor . El tutor deberá conocer 
suficientem ente los intereses y situación de la niña o niño, y estar autorizado a asist ir  a 
todos los procedim ientos de planificación y adopción de decisiones, incluidas las 
com parecencias ante los servicios de inm igración y órganos de recurso, los encam inados 
a definir  la atención de la niña o niño y a buscar una solución duradera. 

134. Deberá, adem ás, poseer los conocim ientos necesarios especializados en atención de 
la infancia con el fin de garant izar que se vele por el interés superior  de la niña o del niño. 
Por ot ra parte, el tutor  debe funcionar com o un vínculo ent re la niña o el niño y los 
organism os pert inentes con el fin de asegurar que las necesidades de la niña o niño en 
m ateria j urídica, social, educat iva, sanitaria,  psicológica y m aterial sean sat isfechas.  

135. Cuando se t rata de niñas o niños no acom pañados, no podrán ejercer la función de 
tutor los organism os o individuos cuyos intereses puedan ent rar en conflicto con los de la 
niña o niño. En el caso de una niña o niño separado de su fam ilia, “ norm alm ente se 
nom brará tutor al fam iliar adulto que lo acom pañe o quien le dispense cuidados sin ser 
fam iliar directo, salvo que haya indicios de que ese arreglo no va a beneficiar al m enor, 
por ejem plo, cuando éste haya sido m alt ratado por el adulto acom pañante” .  

136. Com o corolario de lo anterior, resulta necesario que los Estados creen m ecanism os 
que perm itan evaluar el ejercicio de la tutoría, a fin de que el interés superior de la niña 
o del niño esté debidam ente representado durante todo el proceso de adopción de 
decisiones y, en part icular, se prevengan los m alos t ratos. 
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Derecho a recurrir  la  decisión ante un juez o t r ibunal super ior con 
efectos suspensivos 8 .2 .h  

Corte  I DH. Derechos y garant ías de niñas y niños en e l contexto de la  m igración 
y/ o en necesidad de protección internacional.  Opinión Consult iva  OC- 2 1 / 1 4  de 
1 9  de agosto de 2 0 1 4 . Serie  A No. 2 1   

140. Esta Corte reafirm a el derecho de toda persona a recurrir t odas aquellas decisiones 
finales que se adopten en el m arco de procesos m igratorios, sean de carácter 
adm inist rat ivo o judicial, especialm ente aquellas que ordenen la expulsión o deportación 
de un país o denieguen un perm iso de ingreso o perm anencia. Esto es, en caso de decisión 
desfavorable, la persona debe tener derecho a som eter su caso a revisión ante la autoridad 
judicial com petente y presentarse ante ella para tal fin. En caso de que la decisión fuera 
adoptada por la autoridad adm inist rat iva, la revisión por parte de un juez o t r ibunal es un 
requisito fundam ental para garant izar un adecuado cont rol y escrut inio de los actos de la 
adm inist ración que afectan los derechos fundam entales.  

141. La Corte destaca que este derecho adquiere una relevancia especial en aquellos casos 
en los que la niña o el niño considera que no ha sido debidam ente escuchado o que sus 
opiniones no han sido tenidas en consideración. Por consiguiente, esta instancia de 
revisión debe perm it ir ,  ent re ot ras cuest iones, ident ificar si la decisión ha tenido 
debidam ente en consideración el principio del interés superior.  

142. En com plem ento con lo anterior, en aras de que el derecho a recurrir ante una 
autoridad judicial y a la protección judicial sea eficaz, es necesario que el recurso judicial 
m ediante el cual se im pugna una decisión en m ateria m igratoria tenga efectos 
suspensivos, de m anera que de t ratarse de una orden de deportación ésta debe ser 
suspendida hasta tanto no se haya proferido decisión judicial de la instancia ante la que 
se recurre. Sólo de esa form a se pueden proteger de m anera efect iva los derechos de las 
niñas y niños m igrantes. 

Derecho a l recurso y plazo razonable  de duración del proceso  

Corte  I DH. Derechos y garant ías de niñas y niños en e l contexto de la  m igración 
y/ o en necesidad de protección internacional.  Opinión Consult iva  OC- 2 1 / 1 4  de 
1 9  de agosto de 2 0 1 4 . Serie  A No. 2 1   

143. Finalm ente, y debido al part icular grado de afectación que podría suponer este t ipo 
procesos en una niña o niño, es part icularm ente im portante hacer hincapié en que la 
duración del proceso hasta la adopción de la decisión final debe respetar un plazo 
razonable, lo que im plica que los procesos adm inist rat ivos o judiciales que conciernen a 
la protección de derechos hum anos de niñas y niños “deben ser m anejados con una 
diligencia y celeridad excepcional por parte de las autoridades” . Lo anterior no solo revela 
una necesidad de cautelar y de proteger el interés superior  de la niña o del niño, sino que 
cont r ibuye asim ism o a m antener la situación de incert idum bre por el m enor t iem po posible 
generando el m enor im pacto a la integridad física, psíquica y em ocional de la niña o niño. 
Sin em bargo, la duración debe extenderse lo suficiente com o para garant izar que la niña 
o el niño sea adecuadam ente oído. En este sent ido, no se puede afectar el derecho de la 
niña o niño con base en just ificaciones de m era celeridad del proceso.  

257. La decisión que adopte la autoridad com petente respecto a la solicitud, en cuanto a 
reconocer o no la condición de refugiado al solicitante en base a las determ inaciones de 
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hecho y de derecho, debe estar debida y expresam ente fundam entada, a fin de posibilitar 
en su caso el ej ercicio del derecho al recurso. Asim ism o, dicha decisión debe ser 
com unicada a la niña o niño en un lenguaje y m odo adecuado a la edad y en presencia de 
su tutor, representante legal y/ o de ot ra persona de apoyo. En caso de reconocerse la 
condición de refugiado, la autoridad com petente debe otorgar un docum ento que lo 
cert ifique.  

258. Por ot ra parte, la Corte ya ha indicado que si no se reconoce al solicitante la condición 
de refugiado, se le debe brindar la inform ación sobre cóm o recurrir  la decisión y 
concedérsele un plazo razonable para ello,  a fin de que se reconsidere form alm ente la 
decisión adoptada. En el caso de niñas y niños se deberá procurar, en tal eventualidad, 
evitar  o reducir  cualquier posibilidad de est rés o daño psicológico. De igual form a, la Corte 
ha señalado que el recurso de revisión o apelación debe tener efectos suspensivos y debe 
perm it irse al solicitante que perm anezca en el país hasta que la autoridad com petente 
adopte la decisión del caso, e inclusive m ient ras esté pendiente el m edio de im pugnación.  

260. A tal fin, la Corte señala que la em isión de un docum ento que dem uest re el estatus 
m igratorio del solicitante const ituye una salvaguarda cont ra la expulsión arbit raria o la 
devolución. Este docum ento debe ser em it ido durante la t ram itación del procedim iento de 
asilo o de determ inación de la condición de refugiado y debe perm it ir  el acceso a servicios 
sin que est igm at ice al solicitante.  

261. En sum a, para garant izar de form a efect iva el derecho com prendido en los art ículos 
22.7 de la Convención Am ericana y XXVI I  de la Declaración Am ericana, los Estados deben 
adecuar los procedim ientos de asilo o de determ inación de la condición de refugiado para 
brindar a las niñas y niños un acceso efect ivo a los m ism os que perm ita considerar su 
situación específica. La Corte considera que dicha obligación conlleva:  no obstaculizar el 
ingreso al país;  si se ident ifican r iesgos y necesidades dar a la persona acceso a la ent idad 
estatal encargada de otorgar el asilo o el reconocim iento de la condición de refugiado o a 
ot ros procedim ientos que sean idóneos para la protección y atención específica según las 
circunstancias de cada caso;  t ram itar de form a prioritaria las solicitudes de asilo de niñas 
y niños com o solicitante principal;  contar con personal de recepción en la ent idad que 
pueda exam inar a la niña o niño para determ inar su estado de salud;  realizar un regist ro 
y ent revista procurando no causar m ayor t raum a o re-vict im ización;  disponer de un lugar 
para la estadía de la persona solicitante, si no lo t iene ya;  em it ir  un docum ento de 
ident idad para evitar  la devolución;  estudiar el caso con consideración de flexibilidad en 
cuanto a la prueba;  asignarle un tutor independiente y capacitado en caso de niñas o niños 
no acom pañados o separados;  en caso de reconocerse la condición de refugiado, proceder 
a t rám ites de reunificación fam iliar, si fuere necesario de conform idad con el interés 
superior , y finalm ente, buscar com o solución duradera la repat r iación voluntaria, el 
reasentam iento o la integración social, de acuerdo a la determ inación del interés superior 
de la niña o del niño.  

262. Ahora bien, es cierto que en la determ inación de la condición de refugiado los Estados 
generalm ente evalúan los casos de form a individual. Sin em bargo, en situaciones de 
afluencia m asiva de personas, en que la determ inación individual de la condición de 
refugiado por lo general no resulta viable, pero existe una aprem iante necesidad de 
brindar protección y asistencia, part icularm ente cuando se t rata de niñas o niños, los 
Estados deben garant izar el acceso “a la protección, la no devolución y un t rato 
hum anitario m ínim o” , pudiendo recurrir al reconocim iento grupal, colect ivo o prim a facie.  
Bajo este precepto, es necesario reconocer la figura de la responsabilidad com part ida que 
im plica, por un lado, que el Estado de acogida t iene la obligación de adm it ir  a las personas 
que buscan asilo dent ro del terr itorio sin discr im inación y respetar los principios de no 
devolución y no rechazo en frontera, así com o otorgar la protección internacional que 
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corresponda, y por el ot ro, el Estado de origen debe propender a resolver y elim inar las 
causas del desplazam iento para poder garant izar una solución duradera y, en part icular,  
la repat r iación voluntaria.  

 

X. PRI NCI PI O DE LEGALI DAD Y DE RETROACTI VI DAD  

Corte  I DH. Caso Ricardo Canese Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 3 1  de agosto de 2 0 0 4 . Ser ie  C No. 1 1 1  

173. Para analizar la alegada violación al art ículo 9 de la Convención en este caso, es 
preciso hacer referencia a los principios de legalidad, de ir ret roact ividad de la norm a 
desfavorable y de ret roact ividad de la norm a penal m ás favorable, este últ im o alegado 
com o violado en el presente caso. 

174. Con respecto al principio de legalidad en el ám bito penal,  la Corte ha señalado que 
la elaboración de los t ipos penales supone una clara definición de la conducta incrim inada, 
que fij e sus elem entos, y perm ita deslindarla de com portam ientos no punibles o conductas 
ilícitas sancionables con m edidas no penales. La am bigüedad en la form ulación de los t ipos 
penales genera dudas y abre el cam po al arbit r io de la autoridad, part icularm ente 
indeseable cuando se t rata de establecer la responsabilidad penal de los individuos y 
sancionarla con penas que afectan severam ente bienes fundam entales, com o la vida o la 
libertad. 

175. De conform idad con el principio de irret roact ividad de la ley penal desfavorable, el 
Estado se encuent ra im pedido de ejercer su poder punit ivo en el sent ido de aplicar de 
m odo ret roact ivo leyes penales que aum enten las penas, establezcan circunstancias 
agravantes o creen figuras agravadas de delito. Asim ism o, t iene el sent ido de im pedir  que 
una persona sea penada por un hecho que cuando fue com et ido no era delito o no era 
punible o perseguible.  

176. Asim ism o, este Tribunal ha interpretado que los principios de legalidad y de 
irret roact ividad de la norm a desfavorable son aplicables no sólo al ám bito penal, sino que, 
adem ás, su alcance se ext iende a la m ateria sancionatoria adm inist rat iva. 

177. En un Estado de Derecho, los principios de legalidad e ir ret roact ividad presiden la 
actuación de todos los órganos del Estado, en sus respect ivas com petencias, 
part icularm ente cuando viene al caso el ej ercicio de su poder punit ivo. 

178. Por su parte, el principio de la ret roact ividad de la ley penal m ás favorable se 
encuent ra contem plado en el art ículo 9 in fine de la Convención, al indicar que si con 
posterioridad a la com isión del delito la ley dispone la im posición de una pena m ás leve, 
el condenado se beneficiará de ello. Dicha norm a debe interpretarse de buena fe, conform e 
al sent ido corriente que haya de at r ibuirse a los térm inos del t ratado en el contexto de 
éstos y teniendo en cuenta el obj eto y fin de la Convención Am ericana, cual es la eficaz 
protección de la persona hum ana, así com o m ediante una interpretación evolut iva de los 
inst rum entos internacionales de protección de derechos hum anos. 

179. En este sent ido, debe interpretarse com o ley penal m ás favorable tanto a aquella 
que establece una pena m enor respecto de los delitos, com o a la que com prende a las 
leyes que desincrim inan una conducta anteriorm ente considerada com o delito,  crean una 
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nueva causa de just ificación, de inculpabilidad, y de im pedim ento a la operat ividad de una 
penalidad, ent re ot ras. Dichos supuestos no const ituyen una enum eración taxat iva de los 
casos que m erecen la aplicación del principio de ret roact ividad de la ley penal m ás 
favorable. Cabe destacar que el principio de ret roact ividad se aplica respecto de las leyes 
que se hubieren sancionado antes de la em isión de la sentencia, así com o durante la 
ejecución de la m ism a, ya que la Convención no establece un lím ite en este sent ido. 

180. De conform idad con el art ículo 29.b)  de la Convención, si alguna ley del Estado Parte 
u ot ro t ratado internacional del cual sea Parte dicho Estado otorga una m ayor protección 
o regula con m ayor am plitud el goce y ejercicio de algún derecho o libertad, éste deberá 
aplicar la norm a m ás favorable para la tutela de los derechos hum anos. 

181. Es preciso recordar que la Corte en diversas ocasiones ha aplicado el principio de la 
norm a m ás favorable para interpretar la Convención Am ericana, de m anera que siem pre 
se elij a la alternat iva m ás favorable para la tutela de los derechos protegidos por dicho 
t ratado. Según lo ha establecido este Tribunal, si a una situación son aplicables dos 
norm as dist intas, “debe prevalecer la norm a m ás favorable a la persona hum ana” .  

186. Com o ha quedado probado, durante un período de aproxim adam ente cuat ro años en 
el cual estuvo en vigencia un nuevo Código Penal que contenía norm as m ás favorables 
que las aplicadas en las sentencias condenatorias al señor Canese, dicha norm at iva m ás 
favorable no fue tom ada en cuenta por la Sala Penal de la Corte Suprem a de Just icia del 
Paraguay, a pesar de los recursos planteados por el señor Canese solicitando, inter alia,  
la revisión de su condena, así com o tam poco fue considerada de oficio por el j uez 
com petente. La Corte considera que de conform idad con el principio de ret roact ividad de 
la norm a penal m ás favorable dichos t r ibunales debían com parar los aspectos m ás 
favorables de la m ism a aplicables al caso concreto y determ inar si se debía reducir las 
penas im puestas al señor Canese o si se debía aplicar solam ente la pena de m ulta, ya que 
esta últ im a había dejado de ser accesoria a la pena de privación de libertad para el delito 
de difam ación y se había convert ido en alternat iva autónom a. 

187. Por t odo lo expuesto, la Corte concluye que el Estado no aplicó en su debida 
oportunidad el principio de ret roact ividad de la norm a penal m ás favorable en el caso del 
señor Canese durante un período de aproxim adam ente cuat ro años, con lo cual violó, en 
su perjuicio, el art ículo 9 de la Convención, en relación con el art ículo 1.1 de la m ism a. 
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XI . LI BERTAD DE PENSAMI ENTO Y DE EXPRESI ÓN  

Doble  dim ensión de la libertad de pensam iento y de expresión 

Corte  I DH. Caso Ricardo Canese Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 3 1  de agosto de 2 0 0 4 . Ser ie  C No. 1 1 1  

77. La Corte ha señalado anteriorm ente, con respecto al contenido del derecho a la libertad 
de pensam iento y de expresión, que quienes están bajo la protección de la Convención 
t ienen no sólo el derecho y la libertad de expresar su propio pensam iento, sino tam bién 
el derecho y la libertad de buscar, recibir  y  difundir inform aciones e ideas de toda índole. 
Es por ello que la libertad de expresión t iene una dim ensión individual y una dim ensión 
social, a saber:  

ésta requiere, por un lado, que nadie sea arbit rar iam ente m enoscabado o im pedido de 
m anifestar su propio pensam iento y representa, por tanto, un derecho de cada individuo;  pero 
im plica tam bién, por ot ro lado, un derecho colect ivo a recibir  cualquier inform ación y a conocer 
la expresión del pensamiento ajeno. 

78. Al respecto, la Corte ha indicado que la prim era dim ensión de la libertad de expresión 
“no se agota en el reconocim iento teórico del derecho a hablar o escribir , sino que 
com prende adem ás, inseparablem ente, el derecho a ut ilizar cualquier m edio apropiado 
para difundir el pensam iento y hacerlo llegar al m ayor núm ero de dest inatarios” . En este 
sent ido, la expresión y la difusión de pensam ientos e ideas son indivisibles, de m odo que 
una rest r icción de las posibilidades de divulgación representa directam ente, y en la m ism a 
m edida, un lím ite al derecho de expresarse librem ente. 

79. Con respecto a la segunda dim ensión del derecho a la libertad de expresión esto es, 
la social, es m enester señalar que la libertad de expresión es un m edio para el intercam bio 
de ideas e inform aciones ent re las personas;  com prende su derecho a t ratar de com unicar 
a ot ras sus puntos de vista, pero im plica tam bién el derecho de todos a conocer opiniones, 
relatos y not icias vert idas por terceros. Para el ciudadano com ún t iene tanta im portancia 
el conocim iento de la opinión ajena o de la inform ación de que disponen ot ros com o el 
derecho a difundir la propia. 

80. Este Tribunal ha afirm ado que am bas dim ensiones poseen igual im portancia y deben 
ser garant izadas plenam ente en form a sim ultánea para dar efect ividad total al derecho a 
la libertad de pensam iento y de expresión en los térm inos previstos por el art ículo 13 de 
la Convención. 

La libertad de pensam iento y de expresión en una sociedad dem ocrát ica 

Corte  I DH. Caso Ricardo Canese Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 3 1  de agosto de 2 0 0 4 . Ser ie  C No. 1 1 1  

82. La Corte I nteram ericana en su Opinión Consult iva OC-5/ 85 hizo referencia a la 
est recha relación existente ent re dem ocracia y libertad de expresión, al establecer que 
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[ …]  la libertad de expresión es un elem ento fundam ental sobre el cual se basa la existencia de 
una sociedad dem ocrát ica. Es indispensable para la form ación de la opinión pública. Es tam bién 
condit io sine qua non para que los part idos polít icos, los sindicatos, las sociedades cient íficas y 
culturales, y en general, quienes deseen influir  sobre la colect ividad puedan desarrollarse 
plenam ente. Es, en fin, condición para que la com unidad, a la hora de ejercer sus opciones esté 
suficientem ente inform ada. Por ende, es posible afirm ar que una sociedad que no está bien 
inform ada no es plenam ente libre. 

83. En iguales térm inos a los indicados por la Corte I nteram ericana, la Corte Europea de 
Derechos Hum anos se ha m anifestado sobre la im portancia que reviste en la sociedad 
dem ocrát ica la libertad de expresión, al señalar que 

[ …]  la libertad de expresión const ituye uno de los pilares esenciales de una sociedad dem ocrát ica 
y una condición fundam ental para su progreso y para el desarrollo personal de cada individuo. 
Dicha libertad no sólo debe garant izarse en lo que respecta a la difusión de inform ación o ideas 
que son recibidas favorablem ente o consideradas com o inofensivas o indiferentes, sino tam bién 
en lo que toca a las que ofenden, resultan ingratas o perturban al Estado o a cualquier sector 
de la población. Tales son las dem andas del pluralism o, la tolerancia y el espír itu de apertura, 
sin las cuales no existe una sociedad democrát ica. [ …]  Esto significa que [ …]  toda form alidad, 
condición, rest ricción o sanción impuesta en la m ateria debe ser proporcionada al fin legít im o 
que se persigue. 

85. Al respecto, valga resaltar  que los Jefes de Estado y de Gobierno de las Am éricas 
aprobaron el 11 de sept iem bre de 2001 la Carta Dem ocrát ica I nteram ericana, en la cual, 
inter alia,  señalaron que 

[ s] on com ponentes fundam entales del ejercicio de la dem ocracia la t ransparencia de las 
act ividades gubernamentales, la probidad, la responsabilidad de los gobiernos en la gest ión 
pública, el respeto por los derechos sociales y la libertad de expresión y de prensa. 

86. Existe entonces una coincidencia ent re los diferentes sistem as regionales de 
protección a los derechos hum anos y el universal, en cuanto al papel esencial que juega 
la libertad de expresión en la consolidación y dinám ica de una sociedad dem ocrát ica. Sin 
una efect iva libertad de expresión, m aterializada en todos sus térm inos, la dem ocracia se 
desvanece, el pluralism o y la t olerancia em piezan a quebrantarse, los m ecanism os de 
cont rol y denuncia ciudadana se com ienzan a tornar inoperantes y, en definit iva, se crea 
el cam po fért il para que sistem as autoritarios se arraiguen en la sociedad. 

87. La Corte observa que las declaraciones por las que el señor Canese fue querellado se 
dieron durante el debate de la cont ienda electoral a la Presidencia de la República, en un 
contexto de t ransición a la dem ocracia, ya que durante 35 años y hasta 1989 el país 
estuvo bajo una dictadura. Es decir, las elecciones presidenciales en las que part icipó el 
señor Canese, en el m arco de las cuales realizó sus declaraciones, form aban parte de un 
im portante proceso de dem ocrat ización en el Paraguay. 

88. La Corte considera im portante resaltar  que, en el m arco de una cam paña electoral, la 
libertad de pensam iento y de expresión en sus dos dim ensiones const ituye un bast ión 
fundam ental para el debate durante el proceso electoral, debido a que se t ransform a en 
una herram ienta esencial para la form ación de la opinión pública de los electores, fortalece 
la cont ienda polít ica ent re los dist intos candidatos y part idos que part icipan en los com icios 
y se t ransform a en un autént ico inst rum ento de análisis de las plataform as polít icas 
planteadas por los dist intos candidatos, lo cual perm ite una m ayor t ransparencia y 
fiscalización de las futuras autoridades y de su gest ión. 

90. El Tribunal considera indispensable que se proteja y garant ice el ej ercicio de la libertad 
de expresión en el debate polít ico que precede a las elecciones de las autoridades estatales 
que gobernarán un Estado. La form ación de la voluntad colect iva m ediante el ejercicio del 
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sufragio individual se nut re de las diferentes opciones que presentan los part idos polít icos 
a t ravés de los candidatos que los representan. El debate dem ocrát ico im plica que se 
perm ita la circulación libre de ideas e inform ación respecto de los candidatos y sus part idos 
polít icos por parte de los m edios de com unicación, de los propios candidatos y de cualquier 
persona que desee expresar su opinión o brindar inform ación. Es preciso que todos puedan 
cuest ionar e indagar sobre la capacidad e idoneidad de los candidatos, así com o disent ir  
y confrontar sus propuestas, ideas y opiniones de m anera que los electores puedan form ar 
su crit erio para votar. En este sent ido, el ejercicio de los derechos polít icos y la libertad 
de pensam iento y de expresión se encuent ran ínt im am ente ligados y se fortalecen ent re 
sí. Al respecto, la Corte Europea ha establecido que:  

Las elecciones libres y la libertad de expresión, part icularm ente la libertad de debate polít ico, 
form an juntas el cim iento de cualquier sistem a dem ocrát ico [ …] . Los dos derechos están 
interrelacionados y se refuerzan el uno al ot ro:  por ejem plo, como ha indicado la Corte en el 
pasado, la libertad de expresión es 

una de las “condiciones”  necesarias para “asegurar la libre expresión de opinión del pueblo en 
la elección del cuerpo legislat ivo”  [ …] . Por esta razón[ ,]  es part icularm ente im portante que las 
opiniones y la inform ación de toda clase puedan circular libremente en el período que antecede 
a las elecciones. 

94. En el presente caso, al em it ir  las declaraciones por las que fue querellado y condenado, 
el señor Canese estaba ejercitando su derecho a la libertad de pensam iento y de expresión 
en el m arco de una cont ienda electoral, en relación con una figura pública com o es un 
candidato presidencial,  sobre asuntos de interés público, al cuest ionar la capacidad e 
idoneidad de un candidato para asum ir  la Presidencia de la República. Durante la cam paña 
electoral, el señor Canese fue ent revistado sobre la candidatura del señor Wasm osy por  
periodistas de dos diarios nacionales, en su carácter de candidato presidencial. Al publicar 
las declaraciones del señor Canese, los diarios “ABC Color”  y “Not icias”  j ugaron un papel 
esencial com o vehículos para el ej ercicio de la dim ensión social de la libertad de 
pensam iento y de expresión, pues recogieron y t ransm it ieron a los electores la opinión de 
uno de los candidatos presidenciales respecto de ot ro de ellos, lo cual cont r ibuye a que el 
electorado cuente con m ayor inform ación y diferentes criterios previo a la tom a de 
decisiones. 

Los lím ites al derecho a  la libertad de expresión 

Corte  I DH. Caso Ricardo Canese Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 3 1  de agosto de 2 0 0 4 . Ser ie  C No. 1 1 1  

95. La Corte considera im portante destacar, com o en casos anteriores, que el derecho a 
la libertad de expresión no es un derecho absoluto, sino que puede ser objeto de 
rest r icciones, tal com o lo señalan el art ículo 13 de la Convención en sus incisos 4 y 5 y el 
art ículo 30 de la m ism a. Asim ism o, la Convención Am ericana, en el inciso 2 del referido 
art ículo 13 de la Convención, prevé la posibilidad de establecer rest r icciones a la libertad 
de expresión, que se m anifiestan a t ravés de la aplicación de responsabilidades ulteriores 
por el ej ercicio abusivo de este derecho, las cuales no deben de m odo alguno lim itar, m ás 
allá de lo est r ictam ente necesario, el alcance pleno de la libertad de expresión y 
convert irse en un m ecanism o directo o indirecto de censura previa. 

96. Debido a las circunstancias del presente caso, la Corte est im a necesario analizar 
detalladam ente si para aplicar la responsabilidad ulterior al señor Canese por sus 
declaraciones, se cum plió con el requisito de necesidad en una sociedad dem ocrát ica. El 
Tribunal ha señalado que la “necesidad”  y, por ende, la legalidad de las rest r icciones a la 
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libertad de expresión fundadas en el art ículo 13.2 de la Convención Am ericana, dependerá 
de que estén orientadas a sat isfacer un interés público im perat ivo. Ent re varias opciones 
para alcanzar ese obj et ivo, debe escogerse aquélla que rest r inja en m enor escala el 
derecho protegido. Dado este estándar, no es suficiente que se dem uest re, por ejem plo, 
que la ley cum ple un propósito út il u oportuno;  para que sean com pat ibles con la 
Convención las rest r icciones deben just ificarse según objet ivos colect ivos que, por su 
im portancia, preponderen claram ente sobre la necesidad social del pleno goce del derecho 
que el art ículo 13 garant iza y no lim iten m ás de lo est r ictam ente necesario el derecho 
proclam ado en dicho art ículo. Es decir,  la rest r icción debe ser proporcional al interés que 
la j ust ifica y ajustarse est recham ente al logro de ese legít im o objet ivo, interfir iendo en la 
m enor m edida posible en el efect ivo ej ercicio del derecho a la libertad de expresión. 

97. El cont rol dem ocrát ico, por parte de la sociedad a t ravés de la opinión pública, fom enta 
la t ransparencia de las act ividades estatales y prom ueve la responsabilidad de los 
funcionarios sobre su gest ión pública, razón por la cual debe exist ir  un m ayor m argen de 
tolerancia frente a afirm aciones y apreciaciones vert idas en el curso de los debates 
polít icos o sobre cuest iones de interés público.  

98. El Tribunal ha establecido que es lógico y apropiado que las expresiones concernientes 
a funcionarios públicos o a ot ras personas que ej ercen funciones de una naturaleza pública 
deben gozar, en los térm inos del art ículo 13.2 de la Convención, de un m argen de apertura 
a un debate am plio respecto de asuntos de interés público, el cual es esencial para el 
funcionam iento de un sistem a verdaderam ente dem ocrát ico. Este m ism o criterio se aplica 
respecto de las opiniones o declaraciones de interés público que se viertan en relación con 
una persona que se postula com o candidato a la Presidencia de la República, la cual se 
som ete voluntariam ente al escrut inio público, así com o respecto de asuntos de interés 
público en los cuales la sociedad t iene un legít im o interés de m antenerse inform ada, de 
conocer lo que incide sobre el funcionam iento del Estado, afecta intereses o derechos 
generales, o le acarrea consecuencias im portantes. Com o ha quedado establecido, no hay 
duda de que las declaraciones que hiciera el señor Canese en relación con la em presa 
CONEMPA atañen a asuntos de interés público [ …] . 

100. Las anteriores consideraciones no significan, de m odo alguno, que el honor de los 
funcionarios públicos o de las personas públicas no deba ser j urídicam ente protegido, sino 
que éste debe serlo de m anera acorde con los principios del pluralism o dem ocrát ico. 
Asim ism o, la protección de la reputación de part iculares que se encuent ran inm iscuidos 
en act ividades de interés público tam bién se deberá realizar de conform idad con los 
principios del pluralism o dem ocrát ico. 

101. El art ículo 11 de la Convención establece que toda persona t iene derecho al respeto 
de su honra y al reconocim iento de su dignidad, por lo que este derecho im plica un lím ite 
a la expresión, ataques o injerencias de los part iculares y del Estado. Por ello, es legít im o 
que quien se sienta afectado en su honor recurra a los m ecanism os judiciales que el Estado 
disponga para su protección. 

103. Es así que t ratándose de funcionarios públicos, de personas que ejercen funciones 
de una naturaleza pública y de polít icos, se debe aplicar un um bral diferente de protección, 
el cual no se asienta en la calidad del sujeto, sino en el carácter de interés público que 
conllevan las act ividades o actuaciones de una persona determ inada. Aquellas personas 
que influyen en cuest iones de interés público se han expuesto voluntariam ente a un 
escrut inio público m ás exigente y, consecuentem ente, en ese ám bito se ven som et idos a 
un m ayor r iesgo de sufr ir  crít icas, ya que sus act ividades salen del dom inio de la esfera 
privada para insertarse en la esfera del debate público. En este sent ido, en el m arco del 
debate público, el m argen de aceptación y t olerancia a las crít icas por parte del propio 
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Estado, de los funcionarios públicos, de los polít icos e inclusive de los part iculares que 
desarrollan act ividades som et idas al escrut inio público debe ser m ucho m ayor que el de 
los part iculares. En esta hipótesis se encuent ran los direct ivos de la em presa CONEMPA, 
consorcio al cual le fue encargada la ej ecución de gran parte de las obras de const rucción 
de la cent ral hidroeléct r ica de I taipú. 

104. Con base en las anteriores consideraciones, corresponde al Tribunal determ inar si, 
en este caso, la aplicación de responsabilidades penales ulteriores respecto del supuesto 
ejercicio abusivo del derecho a la libertad de pensam iento y de expresión a t ravés de 
declaraciones relat ivas a asuntos de interés público, puede considerarse que cum ple con 
el requisito de necesariedad en una sociedad dem ocrát ica. Al respecto, es preciso recordar 
que el Derecho Penal es el m edio m ás rest r ict ivo y severo para establecer 
responsabilidades respecto de una conducta ilícita. 

105. El Tribunal est im a que en el proceso seguido cont ra el señor Canese los órganos 
judiciales debieron tom ar en consideración que aquel r indió sus declaraciones en el 
contexto de una cam paña electoral a la Presidencia de la República y respecto de asuntos 
de interés público, circunstancia en la cual las opiniones y crít icas se em iten de una m anera 
m ás abierta, intensa y dinám ica acorde con los principios del pluralism o dem ocrát ico. En 
el presente caso, el j uzgador debía ponderar el respeto a los derechos o a la reputación 
de los dem ás con el valor que t iene en una sociedad dem ocrát ica el debate abierto sobre 
tem as de interés o preocupación pública. 

106. El proceso penal, la consecuente condena im puesta al señor Canese durante m ás de 
ocho años y la rest r icción para salir  del país aplicada durante ocho años y casi cuat ro 
m eses, hechos que sustentan el presente caso, const ituyeron una sanción innecesaria y 
excesiva por las declaraciones que em it ió la presunta víct im a en el m arco de la cam paña 
electoral, respecto de ot ro candidato a la Presidencia de la República y sobre asuntos de 
interés público;  así com o tam bién lim itaron el debate abierto sobre tem as de interés o 
preocupación pública y rest r ingieron el ejercicio de la libertad de pensam iento y de 
expresión del señor Canese de em it ir  sus opiniones durante el resto de la cam paña 
electoral. De acuerdo con las circunstancias del presente caso, no exist ía un interés social 
im perat ivo que just ificara la sanción penal,  pues se lim itó desproporcionadam ente la 
libertad de pensam iento y de expresión de la presunta víct im a sin tom ar en consideración 
que sus declaraciones se referían a cuest iones de interés público. Lo anterior const ituyó 
una rest r icción o lim itación excesiva en una sociedad dem ocrát ica al derecho a la libertad 
de pensam iento y de expresión del señor Ricardo Canese, incom pat ible con el art ículo 13 
de la Convención Am ericana. 

107. Asim ism o, el Tribunal considera que, en este caso, el proceso penal, la consecuente 
condena im puesta al señor Canese durante m ás de ocho años y las rest r icciones para salir  
del país durante ocho años y casi cuat ro m eses const ituyeron m edios indirectos de 
rest r icción a la libertad de pensam iento y de expresión del señor Canese. Al respecto, 
después de ser condenado penalm ente, el señor Canese fue despedido del m edio de 
com unicación en el cual t rabajaba y durante un período no publicó sus art ículos en ningún 
ot ro diario.  

108. Por todo lo expuesto, la Corte considera que el Estado violó el derecho a la libertad 
de pensam iento y de expresión consagrado en el art ículo 13 de la Convención Am ericana, 
en relación con el art ículo 1.1 de dicho t ratado, en perjuicio del señor Ricardo Canese, 
dado que las rest r icciones al ej ercicio de este derecho im puestas a éste durante 
aproxim adam ente ocho años excedieron el m arco contenido en dicho art ículo.  
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XI I . DERECHO A LA PROTECCI ÓN A LA FAMI LI A  

Corte  I DH. Derechos y garant ías de niñas y niños en e l contexto de la  m igración 
y/ o en necesidad de protección internacional.  Opinión Consult iva  OC- 2 1 / 1 4  de 
1 9  de agosto de 2 0 1 4 . Serie  A No. 2 1   

264. El art ículo 17 de la Convención Am ericana, así com o el art ículo VI  de la Declaración 
Am ericana, art iculan el derecho de protección a la fam ilia, reconociendo que la fam ilia es 
el elem ento fundam ental de la sociedad y que debe ser protegida. La Corte ya ha señalado 
que este derecho im plica no sólo disponer y ej ecutar directam ente m edidas de protección 
de los niños, sino tam bién favorecer,  de la m anera m ás am plia, el desarrollo y la fortaleza 
del núcleo fam iliar, t oda vez que el disfrute m utuo de la convivencia ent re padres e hij os 
const ituye un elem ento fundam ental en la vida de fam ilia.  

265. La Corte tam bién ha precisado que el art ículo 11.2 de la Convención Am ericana, el 
cual reconoce el derecho de toda persona a recibir protección cont ra injerencias arbit rarias 
o abusivas en la vida de fam ilia - tam bién denom inada “vida fam iliar”  en lo sucesivo-  form a 
parte, im plícitam ente, del derecho a la protección de la fam ilia. En esta línea, el Tribunal 
considera que para dar respuesta a la consulta planteada es necesario analizar 
conjuntam ente los art ículos 17.1 y 11.2 de la Convención, así com o el art ículo VI  de la 
Declaración, pues corresponde a la Corte interpretar el alcance del referido derecho en el 
m arco de un supuesto específico, que es en los casos de un procedim iento de expulsión o 
deportación de uno o am bos progenitores, com o consecuencia de su condición m igratoria, 
lo cual puede configurar una injerencia en el disfrute de la vida fam iliar al separar a la 
niña o al niño de uno o am bos progenitores. En part icular,  corresponde determ inar los 
parám et ros bajo los cuáles tal interferencia no resulte arbit raria ni abusiva y, por ende, la 
rest r icción a la vida fam iliar sea legít im a. 

272. Adem ás, es pert inente recordar que la fam ilia a la que toda niña y niño t iene derecho 
es, principalm ente, a su fam ilia biológica, incluyendo a los fam iliares m ás cercanos, la cual 
debe brindar la protección a la niña y al niño y, a su vez, debe ser objeto prim ordial de 
m edidas de protección por parte del Estado. No obstante, la Corte recuerda que no existe 
un m odelo único de fam ilia. Por ello, la definición de fam ilia no debe rest r ingirse por la 
noción t radicional de una pareja y sus hij os, pues tam bién pueden ser t itulares del derecho 
a la vida fam iliar ot ros parientes, com o los t íos, prim os y abuelos, para enum erar sólo 
algunos m iem bros posibles de la fam ilia extensa, siem pre que tengan lazos cercanos 
personales. Adem ás, en m uchas fam ilias la(s)  persona(s)  a cargo de la atención, el 
cuidado y el desarrollo de una niña o niño en form a legal o habitual no son los padres 
biológicos. Más aún, en el contexto m igratorio, los “ lazos fam iliares”  pueden haberse 
const ituido ent re personas que no necesariam ente sean jurídicam ente parientes, m áxim e 
cuando, en lo que respecta a niñas y niños, no han contado o convivido con sus padres en 
tales procesos. Es por ello que el Estado t iene la obligación de determ inar en cada caso la 
const itución del núcleo fam iliar de la niña o del niño. Por consiguiente, en el desarrollo de 
la presente consulta en el m arco de la situación de las personas m igrantes, la Corte 
ut ilizará en un sent ido am plio el t érm ino “progenitores”  de la niña o del niño em pleado en 
la consulta form ulada a la Corte, com prendiendo en él a quienes efect ivam ente 
const ituyen parte de la fam ilia de la niña o del niño y, por lo tanto, son t itulares de la 
protección a la fam ilia acordada en los art ículos 17 de la Convención y VI  de la Declaración 
Am ericana. En igual sent ido, el Com ité de los Derechos del Niño ha sostenido que “el 
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térm ino ‘fam ilia’ debe interpretarse en un sent ido am plio que incluya a los padres 
biológicos, adopt ivos o de acogida o, en su caso, a los m iem bros de la fam ilia am pliada o 
la com unidad, según establezca la costum bre local” ,  de conform idad con el art ículo 5 de 
la Convención sobre los Derechos del Niño, y que las previsiones del art ículo 9 relat ivo a 
la separación de las niñas y los niños de los progenitores, es aplicable “a cualquier persona 
que tenga el derecho de custodia, los tutores legales o habituales, los padres adopt ivos y 
las personas con las que el niño tenga una relación personal est recha” . 

273. Habiendo sentado y delim itado el objeto de la presente pregunta, es pert inente 
recordar que los Estados receptores t ienen derecho a elaborar y ej ecutar sus propias 
polít icas m igratorias, incluyendo el cont rol del ingreso, residencia y expulsión de 
ext ranjeros. A su vez, cuando un Estado adopta una decisión que involucra alguna 
lim itación al ejercicio de cualquier derecho de una niña o un niño, debe tom ar en cuenta 
su interés superior y aj ustarse r igurosam ente a las disposiciones que r igen esta m ateria. 
Al respecto, la Corte ha establecido que “ [ c] ualquier decisión relat iva a la separación del 
niño de su fam ilia debe estar j ust ificada por el interés del niño” . Específicam ente, ha 
entendido que la niña o “el niño debe perm anecer en su núcleo fam iliar ,  salvo que existan 
razones determ inantes, en función del interés superior de aquél, para optar por separarlo 
de su fam ilia” .  Por ende, las separaciones legales de la niña o del niño de su fam ilia solo 
pueden proceder si están debidam ente just ificadas en su interés superior, son 
excepcionales y, en lo posible, t em porales. En esta línea, la Convención sobre los Derechos 
del Niño prevé, com o parte del régim en de protección integral, la obligación de prevenir  
la separación fam iliar y preservar la unidad fam iliar, incluyendo a m odo ejem plificat ivo 
dos situaciones part iculares en que la separación es necesaria en el interés superior de la 
niña o del niño, a saber:  en los casos en que la niña o el niño sea objeto de m alt rato o 
descuido por parte de sus padres o cuando éstos viven separados y debe adoptarse una 
decisión acerca del lugar de residencia de la niña o del niño. 

274. Bajo las consideraciones precedentes, el derecho de la niña o del niño a la protección 
de la fam ilia, y en part icular al disfrute de la vida de fam ilia m anteniendo la unidad fam iliar 
en la m ayor m edida posible, siem pre prevalecería excepto en aquellos casos en los cuales 
la separación de la niña o del niño de uno o am bos progenitores sería necesaria en función 
de su interés superior . No obstante, el derecho a la vida fam iliar de la niña o del niño per 

se no supera la facultad de los Estados de im plem entar sus propias polít icas m igratorias 
en consonancia con los derechos hum anos, en el m arco de los procedim ientos relat ivos a 
una expulsión de uno o am bos progenitores. Lo cierto es que la propia Convención sobre 
los Derechos del Niño tam bién contem pla la posibilidad de separación fam iliar a raíz de la 
deportación de uno o am bos progenitores. 

275. Por consiguiente, es posible ident ificar que surgen dos intereses conflict ivos en los 
casos en que debe adoptarse una decisión respecto a la eventual expulsión de uno o 
am bos progenitores:  (a)  la facultad del Estado im plicado de im plem entar su propia polít ica 
m igratoria para alcanzar fines legít im os que procuren el bienestar general y la vigencia de 
los derechos hum anos, y (b)  el derecho de la niña o del niño a la protección de la fam ilia 
y, en part icular, al disfrute de la vida de fam ilia m anteniendo la unidad fam iliar en la 
m ayor m edida posible. No obstante, las exigencias del bienestar general no debe en form a 
alguna ser interpretada de m anera tal que habilite cualquier viso de arbit rariedad en 
det r im ento de los derechos. A fin de sopesar los intereses en conflicto, es necesario 
evaluar que la m edida:  esté prevista en ley y cum pla con los requisitos de (a)  idoneidad, 
(b)  necesidad y (c)  proporcionalidad, es decir, debe ser necesaria en una sociedad 
dem ocrát ica. 

276. En cuanto al requisito de idoneidad, la m edida debe perseguir un fin legít im o, es 
decir , una finalidad acorde con la Convención Am ericana. No obstante, debido a la 
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naturaleza de los derechos que pueden resultar afectados, no puede atender cualquier 
finalidad sino que debe sat isfacer un interés público im perat ivo. 

277. La m edida debe ser necesaria en el sent ido que, dent ro del universo de m edidas 
posibles, no exista ot ra que sea igualm ente efect iva y que resulte m enos gravosa respecto 
del derecho de la niña o del niño a la protección de la fam ilia y,  en part icular,  al 
m antenim iento de la unidad fam iliar. Para ello,  evidentem ente, los Estados deben 
contem plar m edidas alternat ivas a la expulsión que faciliten la unidad fam iliar y la 
regularización m igratoria.  

278. Finalm ente, la m edida debe ser proporcionada en sent ido est r icto, por lo tanto debe 
ser la que rest r inge en m enor grado el derecho protegido y se ajuste est recham ente al 
logro del objet ivo legít im o. En efecto, para evaluar los intereses en conflicto, es preciso 
tener en cuenta que una expulsión puede tener efectos perjudiciales sobre la vida, 
bienestar y desarrollo de la niña o del niño, por lo que el interés superior debe ser una 
consideración prim ordial. De este m odo, dado que en abst racto la expulsión de uno o 
am bos progenitores práct icam ente en ninguna circunstancia redundaría en el interés 
superior de la niña o del niño sino que lo afectaría, se im pone al correspondiente Estado 
la obligación de realizar una adecuada y r igurosa o est r icta ponderación ent re la protección 
de la unidad fam iliar y los intereses estatales legít im os, correspondiendo determ inar, en 
el contexto de cada caso concreto, que la expulsión de uno o am bos progenitores, no 
conlleve una injerencia abusiva o arbit raria en la vida fam iliar  de la niña o del niño. 

279. A tal fin, el Estado tendrá subsiguientem ente que evaluar las circunstancias 
part iculares de las personas concernidas, ent re las cuales destaca:  (a)  la historia 
inm igratoria, el lapso tem poral de la estadía y la extensión de los lazos del progenitor y/ o 
de su fam ilia con el país receptor;  (b)  la consideración sobre la nacionalidad, guarda y 
residencia de los hij os de la persona que se pretende expulsar;  ( c)  el alcance de la 
afectación que genera la ruptura fam iliar debido a la expulsión, incluyendo las personas 
con quiénes vive la niña o el niño, así com o el t iem po que ha perm anecido en esta unidad 
fam iliar,  y (d)  el alcance de la perturbación en la vida diaria de la niña o del niño si 
cam biara su situación fam iliar debido a una m edida de expulsión de una persona a cargo 
de la niña o del niño, de form a tal de ponderar est r ictam ente dichas circunstancias a la 
luz del interés superior  de la niña o del niño en relación con el interés público im perat ivo 
que se busca proteger.  

280. En aquellos supuestos en que la niña o el niño t iene derecho a la nacionalidad — 
originaria, por naturalización o por cualquier ot ra causa establecida en la legislación 
interna— del país del cual uno o am bos progenitores pueden ser expulsados a raíz de una 
situación m igratoria ir regular, o bien cum ple con las condiciones legales para residir 
perm anentem ente allí,  resulta axiom át ico que la niña o el niño conserva el derecho a 
seguir disfrutando de su vida fam iliar en el referido país y, com o com ponente de ello, el 
disfrute m utuo de la convivencia ent re padres e hijos. La Corte encuent ra, en aplicación 
de los criterios sentados, que la ruptura de la unidad fam iliar a t ravés de la expulsión de 
uno o am bos progenitores por infracciones m igratorias relacionadas con el ingreso o 
perm anencia resulta desproporcionada en estos supuestos, pues el sacrificio inherente a 
la rest r icción del derecho a la vida fam iliar  que puede t raer aparejado repercusiones en la 
vida y el desarrollo de la niña o del niño aparece com o irrazonable o desm edido frente a 
las ventajas que se obt ienen al forzar al progenitor a abandonar el terr itorio por causa de 
una infracción de carácter adm inist rat ivo.  

281. En definit iva, la Corte es de la opinión que cualquier órgano adm inist rat ivo o judicial 
que deba decidir  acerca de la separación fam iliar por expulsión m ot ivada por la condición 
m igratoria de uno o am bos progenitores debe, al em plear el análisis de ponderación, 
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contem plar las circunstancias part iculares del caso concreto y garant izar, del m ism o 
m odo, una decisión individual, de acuerdo a los parám et ros desarrollados en los párrafos 
precedentes, evaluando y determ inando el interés superior de la niña o del niño. 

282. En esta línea, la Corte est im a esencial que, al realizar tal evaluación, los Estados 
aseguren el derecho de las niñas y niños de tener la oportunidad de ser oídos en función 
de su edad y m adurez y que su opinión sea debidam ente tenida en cuenta en aquellos 
procedim ientos adm inist rat ivos o judiciales en los cuales se pueda adoptar una decisión 
que im plique la expulsión de sus progenitores. En el caso en que la niña o el niño es 
nacional del país receptor, pero uno o ninguno de sus padres lo es, escuchar a la niña o 
al niño es necesario para entender el im pacto que una m edida de expulsión del progenitor  
podría generar sobre la m ism a o el m ism o. A su vez, otorgarle a la niña o al niño el derecho 
a ser oído es fundam ental para determ inar si hay una alternat iva m ás apropiada a su 
interés superior .  

 

XI I I . DERECHOS DE NI ÑAS, N I ÑOS Y ADOLESCENTES  

Contenido y a lcance. Sujeto de protección 

Corte  I DH. Derechos y garant ías de niñas y niños en e l contexto de la  m igración 
y/ o en necesidad de protección internacional.  Opinión Consult iva  OC- 2 1 / 1 4  de 
1 9  de agosto de 2 0 1 4 . Serie  A No. 2 1   

56. Aunado a lo anterior, es preciso considerar que la presente Opinión Consult iva t iene 
com o foco de atención los derechos y garant ías de las niñas y los niños en las diferentes 
etapas del proceso m igratorio.  La Corte estableció en su Opinión Consult iva OC-17/ 02 
que, por niña o niño, debe entenderse “a toda persona que no ha cum plido 18 años de 
edad, salvo que hubiese alcanzado antes la m ayoría de edad por m andato de ley” . Las 
niñas y los niños son t itulares de los derechos hum anos que corresponden a todos los 
seres hum anos y gozan, adem ás, de derechos especiales derivados de su condición, a los 
que corresponden deberes específicos de la fam ilia, la sociedad y el Estado.  

57. [ …]  la Corte ha recalcado reit eradam ente la existencia de un “m uy com prensivo corpus 

iuris de derecho internacional de protección de los derechos de los niños” , que debe ser 
ut ilizado com o fuente de derecho por el Tribunal para establecer “ el contenido y los 
alcances”  de las obligaciones que han asum ido los Estados a t ravés del art ículo 19 de la 
Convención Am ericana respecto a las niñas y niños, en part icular al precisar las “m edidas 
de protección”  a las que se hace referencia en el m encionado precepto. Específicam ente, 
la Corte ya ha resaltado que la Convención sobre los Derechos del Niño es el t ratado 
internacional que posee m ayor vocación de universalidad, lo cual “pone de m anifiesto un 
am plio consenso internacional (opinio iuris com unis)  favorable a los principios e 
inst ituciones acogidos por dicho inst rum ento, que refleja el desarrollo actual de esta 
m ateria” , habiendo sido rat ificada adem ás por casi t odos los Estados Miem bros de la 
Organización de los Estados Am ericanos. En el m arco de la presente Opinión Consult iva, 
la Corte desea subrayar que, aunque no corresponde que em ita una interpretación directa 
de la Convención sobre los Derechos del Niño pues sus disposiciones no han sido objeto 
de la consulta, indudablem ente los principios y derechos allí reconocidos cont r ibuyen en 
form a decisiva a fij ar el alcance de la Convención Am ericana, cuando el t itular de derechos 
es una niña o un niño. A este respecto, el propio Com ité de los Derechos del Niño ha 
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aclarado que “el disfrute de los derechos est ipulados en la Convención [ sobre los Derechos 
del Niño]  no está lim itado a los m enores que sean nacionales del Estado Parte, de m odo 
que, salvo est ipulación expresa en cont rario en la Convención, serán tam bién aplicables a 
todos los m enores -sin excluir  a los solicitantes de asilo,  los refugiados y los niños 
m igrantes-  con independencia de su nacionalidad o apat ridia, y situación en térm inos de 
inm igración” .   

58. En virtud de la m ateria som et ida a consulta, que concierne cent ralm ente a niñas y 
niños que se encuent ran fuera de su país de or igen, bajo la j urisdicción de un Estado del 
cual no son nacional o, en su caso, que no corresponde a su residencia habitual, es que 
la Corte tendrá en consideración, com o fuentes de derecho internacional adicionales, ot ras 
convenciones relevantes en que sean parte los Estados am ericanos a fin de efectuar una 
interpretación arm ónica de las obligaciones internacionales en los térm inos de la 
disposición citada. En part icular , la Corte considerará los t ratados aplicables y la 
j urisprudencia y decisiones al respecto, así com o las resoluciones, pronunciam ientos y 
declaraciones referentes al tem a adoptados a nivel internacional.  

59. Por consiguiente, al t ratarse de un tem a en el cual convergen los derechos de niñas y 
niños con los derechos de las personas en el contexto de las diversas situaciones que 
rodean la m igración, en la presente Opinión Consult iva este Tribunal interpretará y dará 
contenido a los derechos reconocidos en la Convención, de acuerdo con la evolución del 
corpus iuris internacional existente en relación con los derechos hum anos de las niñas y 
los niños, así com o de las personas m igrantes y lo relat ivo a la protección internacional 
debida por los Estados, en específico el derecho internacional de refugiados, tom ando en 
cuenta que la com unidad internacional ha reconocido la necesidad de adoptar m edidas 
especiales para garant izar la protección de los derechos hum anos de estos grupos en 
situación de vulnerabilidad.  

60. En sum a, al dar respuesta a la presente consulta, la Corte actúa en su condición de 
t r ibunal de derechos hum anos, guiada por las norm as que gobiernan su com petencia 
consult iva y procede al análisis est r ictam ente j urídico de las cuest iones planteadas ante 
ella, conform e al derecho internacional de los derechos hum anos teniendo en cuenta las 
fuentes de derecho internacional relevantes. Al respecto, corresponde precisar que el 
corpus iuris del derecho internacional de los derechos hum anos se com pone de una serie 
de reglas expresam ente establecidas en t ratados internacionales o recogidas en el derecho 
internacional consuetudinario com o prueba de una práct ica generalm ente aceptada com o 
derecho, así com o de los principios generales de derecho y de un conjunto de norm as de 
carácter general o de soft  law ,  que sirven com o guía de interpretación de las prim eras, 
pues dotan de m ayor precisión a los contenidos m ínim os fij ados convencionalm ente. 
Asim ism o, la Corte se basará en su propia jurisprudencia ya sentada, tanto en m ateria de 
niñez com o de derechos de las personas m igrantes, solicitantes de asilo y refugiados. 

Alcance del art ículo 1 9  de la CADH. Obligación del Estado de protección especia l 
al t ratarse de niños, niñas y adolescentes 

Corte I DH. Caso “I nst ituto de Reeducación del Menor” Vs. Paraguay. Excepciones 
pre lim inares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia  de 2  de sept iem bre de 
2 0 0 4 . Serie  C No. 1 1 2  

147. La Corte llam a la atención que en el presente caso un significat ivo núm ero de las 
violaciones alegadas t ienen com o presuntas víct im as a niños, quienes, al igual que los 
adultos, “poseen los derechos hum anos que corresponden a todos los seres hum anos [ …]  
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y t ienen adem ás derechos especiales derivados de su condición, a los que corresponden 
deberes específicos de la fam ilia, la sociedad y el Estado” . Así lo establece, por lo dem ás, 
el art ículo 19 de la Convención Am ericana que dispone que “ [ t ] odo niño t iene derecho a 
las m edidas de protección que su condición de m enor requieren por parte de su fam ilia, 
de la sociedad y del Estado” . Esta disposición debe entenderse com o un derecho adicional,  
com plem entario, que el t ratado establece para seres que por su desarrollo físico y 
em ocional necesitan de protección especial.  

148. Esta Corte analizará el presente caso teniendo este hecho en part icular consideración, 
y decidirá sobre las violaciones alegadas respecto de ot ros derechos de la Convención 
Am ericana, a la luz de las obligaciones adicionales que el art ículo 19 de la m ism a im pone 
al Estado. Para fij ar el contenido y alcances de este art ículo, t om ará en consideración las 
disposiciones pert inentes de la Convención sobre los Derechos del Niño, rat ificada por el 
Paraguay el 25 de sept iem bre de 1990 y que ent ró en vigor el 2 de sept iem bre de 1990, 
y del Protocolo Adicional a la Convención Am ericana sobre Derechos Hum anos en m ateria 
de Derechos Económ icos, Sociales y Culturales (Protocolo de San Salvador) ,  rat ificado por 
el Paraguay el 3 de junio de 1997 y que ent ró en vigor el 16 de noviem bre de 1999,  ya 
que estos inst rum entos y la Convención Am ericana form an parte de un m uy com prensivo 
corpus juris internacional de protección de los niños que la Corte debe respetar.   

150. De este m odo, la Corte no se pronunciará en este caso sobre la violación aislada del 
art ículo 19 de la Convención Am ericana, sino que incluirá su decisión al respecto en los 
capítulos correspondientes a los dem ás derechos cuya violación ha sido alegada.  

Corte  I DH. Caso Com unidad I ndígena Yakye Axa Vs. Paraguay. Fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia  de 1 7  de junio de 2 0 0 5 . Serie  C No. 1 2 5  

172. La Corte no puede dejar de señalar la especial gravedad que reviste la situación de 
los niños y los ancianos de la Com unidad Yakye Axa. En ot ras oportunidades, este Tribunal 
ha establecido que en m ateria de derecho a la vida de los niños, el Estado t iene, adem ás 
de las obligaciones señaladas para toda persona, la obligación adicional de prom over las 
m edidas de protección a las que se refiere el art ículo 19 de la Convención Am ericana. Por 
una parte, debe asum ir su posición especial de garante con m ayor cuidado y 
responsabilidad, y debe tom ar m edidas especiales orientadas en el principio del interés 
superior del niño. En el presente caso, el Estado t iene la obligación, inter alia,  de proveer 
a los niños de la Com unidad de las condiciones básicas orientadas a asegurar que la 
situación de vulnerabilidad en que se encuent ra su Com unidad por la falta de terr itorio, 
no lim itará su desarrollo o dest ruirá sus proyectos de vida. 

Corte I DH. Com unidad I ndígena Xákm ok Kásek. Vs. Paraguay. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 4  de agosto de 2 0 1 0 . Ser ie C No. 2 1 4  

257. El Tribunal recuerda que los niños poseen los derechos que corresponden a todos los 
seres hum anos y t ienen, adem ás, derechos especiales derivados de su condición, a los 
que corresponden deberes específicos de la fam ilia, la sociedad y el Estado. La prevalencia 
del interés superior del niño debe ser entendida com o la necesidad de sat isfacción de 
todos los derechos de los niños, que obliga al Estado e irradia efectos en la interpretación 
de todos los dem ás derechos de la Convención cuando el caso se refiera a m enores de 
edad. Asim ism o, el Estado debe prestar especial atención a las necesidades y a los 
derechos de los niños, en consideración a su condición part icular  de vulnerabilidad. 

258. Esta Corte ha establecido que la educación y el cuidado de la salud de los niños 
suponen diversas m edidas de protección y const ituyen los pilares fundam entales para 
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garant izar el disfrute de una vida digna por parte de los niños, que en virtud de su 
condición se hallan a m enudo desprovistos de los m edios adecuados para la defensa eficaz 
de sus derechos.  

259. En el presente caso, el Tribunal reitera sus consideraciones anteriores con respecto 
al acceso al agua, la alim entación, salud y acceso a la educación de los m iem bros de la 
Com unidad […].  Asim ism o, observa que las probadas condiciones de ext rem a 
vulnerabilidad afectaron en form a part icular  a los niños y niñas. Com o se m encionó 
previam ente, la falta de una alim entación adecuada ha afectado el desarrollo y crecim iento 
de los niños, ha aum entado los índices norm ales de at rofia en su crecim iento y ha 
ocasionado alt os índices de desnut rición ent re ellos […].  Asim ism o, de la prueba aportada 
se desprende que para el 2007 los niños y niñas de la Com unidad “o no recibieron todas 
las vacunas, o no fueron vacunados según el estándar internacional, o no poseían 
cert ificación alguna referent [ e]  a las vacunas recibidas” .  

260. I gualm ente, resulta preocupante que 11 de los 13 m iem bros de la Com unidad cuya 
m uerte es im putable al Estado […],  eran niños o niñas. Más aún, la Corte nota que las 
causas de dichos fallecim ientos se hubieran podido prevenir  con una adecuada atención 
m édica o asistencia por parte del Estado. Por ello, difícilm ente se podría decir  que el Estado 
ha adoptado las m edidas especiales de protección que debía a los niños y niñas de la 
Com unidad. 

Corte  I DH. Derechos y garant ías de niñas y niños en e l contexto de la  m igración 
y/ o en necesidad de protección internacional.  Opinión Consult iva  OC- 2 1 / 1 4  de 
1 9  de agosto de 2 0 1 4 . Serie  A No. 2 1   

66. La tercera disposición que, en térm inos generales, inspira a esta Opinión Consult iva 
es el art ículo 19 de la Convención, que al igual que el art ículo VI I  de la Declaración, se 
refiere a la obligación de adoptar m edidas de protección a favor de toda niña o niño en 
virtud de su condición de tal,  la cual ir radia sus efectos en la interpretación de todos los 
dem ás derechos cuando el caso se refiera a m enores de edad. El Tribunal ent iende que la 
debida protección de los derechos de las niñas y niños, en su calidad de sujetos de 
derechos, debe tom ar en consideración sus característ icas propias y la necesidad de 
propiciar su desarrollo, ofreciéndoles las condiciones necesarias para que vivan y 
desarrollen sus apt itudes con pleno aprovecham iento de sus potencialidades. Sobre el 
part icular, es procedente por de pronto resaltar  que dichas norm as son de las pocas que 
se contem plan sobre la base o en consideración de la condición part icular o peculiar del 
beneficiario. En este sent ido, las niñas y niños ejercen por sí m ism os sus derechos de 
m anera progresiva, a m edida que desarrollan un m ayor nivel de autonom ía personal. Por 
tal m ot ivo, entonces, dispone que las pert inentes m edidas de protección a favor de las 
niñas o niños sean especiales o m ás específicas que las que se decretan para el resto de 
las personas, es decir, los adultos. Téngase presente a este respecto, que la Corte ha 
señalado que las niñas y niños gozan de los m ism os derechos que los adultos y, adem ás, 
poseen derechos adicionales y que, por tanto, el art ículo 19 “debe entenderse com o un 
derecho adicional, com plem entario, que el t ratado establece para seres que por su 
desarrollo físico y em ocional necesitan de protección especial” . En tal orden de ideas, la 
Convención y la Declaración consagran un t rato preferente a las niñas o niños en razón 
precisam ente de su peculiar vulnerabilidad y, de esa form a, procuran proporcionarles el 
inst rum ento adecuado para que se logre la efect iva igualdad ante la ley de que gozan los 
adultos por su condición de tales. 

67. Pero, adem ás, la indicada norm a es tam bién práct icam ente la única que, en la 
Convención, consagra una obligación no solo para el Estado, sino tam bién para la sociedad 
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y la fam ilia. Obviam ente, es en cuanto a estas últ im as que el Estado t iene el deber de 
hacer que ellas adopten las m edidas de protección que toda niña y niño requiera de su 
parte. En este sent ido, el derecho de las niñas o niños a que se adopten las citadas 
m edidas de protección es contem plado en térm inos m ás am plios que los ot ros derechos 
reconocidos en la Convención, puesto que en este caso no se t rata únicam ente que el 
Estado, adoptando las m edidas pert inentes, respete un derecho hum ano o que lo haga 
respetar en su terr itorio y por todas las personas sujetas a su jurisdicción, sino que 
tam bién las correspondientes fam ilia y sociedad, por su parte, las adopten. Así, las 
m edidas de protección que la niña o el niño requiera por su condición de tal y sean 
adoptadas por el Estado, pueden ser,  por sí solas, insuficientes y deban, en consecuencia, 
ser com plem entarias a las que deban adoptar la sociedad y la fam ilia. En esa perspect iva, 
el estatuto de la niña o del niño no se lim ita al ám bito de su relación con el Estado sino 
que se ext iende a la que tenga o deba tener con su fam ilia y la sociedad toda, relaciones 
estas últ im as que el Estado debe, por su parte, posibilitar y garant izar y, en el caso de la 
niña o niño m igrante, asegurarse de que los adultos no lo ut ilicen para sus propios fines 
m igratorios y que, si ello, pese a todo, aconteciere, en definit iva no resulte perjudicado. 

68. Por todo lo expuesto, la Corte es de la opinión que, al diseñar,  adoptar e im plem entar 
sus polít icas m igratorias relat ivas a personas m enores de 18 años de edad, los Estados 
deben priorizar el enfoque de los derechos hum anos desde una perspect iva que tenga en 
cuenta en form a t ransversal los derechos de niñas y niños y, en part icular, su protección 
y desarrollo integral, los cuales deben prim ar por sobre cualquier consideración de la 
nacionalidad o el estatus m igratorio, a fin de asegurar la plena vigencia de sus derechos, 
en los térm inos de los art ículos 1.1, 2 y 19 de la Convención Am ericana y VI I  de la 
Declaración Am ericana.  

69. Cuando se t rata de la protección de los derechos de niñas y niños y de la adopción de 
m edidas para lograr dicha protección, los siguientes cuat ro principios rectores de la 
Convención sobre los Derechos del Niño deben inspirar de form a t ransversal e 
im plem entarse en todo sistem a de protección integral:  el principio de no discrim inación, 
el principio del interés superior de la niña o del niño, el principio de respeto al derecho a 
la vida, la supervivencia y el desarrollo, y el principio de respeto a la opinión de la niña o 
del niño en todo procedim iento que lo afecte, de m odo que se garant ice su part icipación. 
Al interpretar las disposiciones t raídas a consulta, la Corte tam bién dará aplicación 
concreta a estos principios rectores en lo que resulte pert inente para responder cada 
pregunta e ident ificar las m edidas especiales que son requeridas para dotar de efect ividad 
a los derechos de niñas y niños. 

70. Por de pronto, es necesario recordar que el principio de interés superior im plica, com o 
criterio rector,  tanto su consideración prim ordial en el diseño de las polít icas públicas y en 
la elaboración de norm at iva concerniente a la infancia, com o su aplicación en todos los 
órdenes relat ivos a la vida de la niña o del niño. En el contexto de la m igración, cualquier 
polít ica m igratoria respetuosa de los derechos hum anos, así com o toda decisión 
adm inist rat iva o judicial relat iva tanto a la ent rada, perm anencia o expulsión de una niña 
o de un niño, com o a la detención, expulsión o deportación de sus progenitores asociada 
a su propia situación m igratoria, debe evaluar,  determ inar,  considerar y proteger de form a 
prim ordial el interés superior  de la niña o del niño afectado. En est recha conexión con lo 
anterior,  destaca la obligación de respetar plenam ente el derecho de la niña o del niño a 
ser oído sobre todos los aspectos relat ivos a los procedim ientos de m igración y asilo y que 
sus opiniones sean debidam ente tenidas en cuenta.  

71. Ahora bien, la Corte considera que es preciso evaluar no sólo el requerim iento de 
m edidas especiales en los térm inos expuestos anteriorm ente, sino tam bién ponderar 
factores personales, com o por ejem plo el hecho de pertenecer a un grupo étnico 
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m inoritario,  ser una persona con discapacidad o vivir  con el VI H/ SI DA, así com o las 
característ icas part iculares de la situación en la que se halla la niña o el niño, tales com o 
ser víct im a de t rata, encont rarse separado o no acom pañado, para determ inar la 
necesidad de m edidas posit ivas adicionales y específicas. Por consiguiente, en aplicación 
del principio del efecto út il y de las necesidades de protección en casos de personas y 
grupos en situación de vulnerabilidad, la Corte tam bién pondrá especial énfasis en aquellas 
condiciones y circunstancias en que las niñas y los niños en el contexto de la m igración 
pueden encont rarse en una situación de vulnerabilidad adicional que conlleve un r iesgo 
agravado de vulneración de sus derechos, a fin de que los Estados adopten m edidas para 
prevenir y revert ir  este t ipo de situaciones en form a prioritaria, así com o para asegurar 
que todas las niñas y los niños, sin excepciones, puedan gozar y ejercer plenam ente sus 
derechos en condiciones de igualdad. 

Corte  I DH. Caso Noguera y ot ra  Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 9  de m arzo de 2 0 2 0 . Serie  C No. 4 0 1  

68. Por ot ra parte, cuando el Estado se encuent ra en presencia de niñas y niños que están 
bajo su custodia, com o ocurre en el presente caso, t iene, adem ás de las obligaciones 
señaladas para toda persona que se encuent ra en esa condición, una obligación adicional 
establecida en el art ículo 19 de la Convención Am ericana. Por una parte, debe asum ir su 
posición especial de garante con m ayor cuidado y responsabilidad, y debe tom ar m edidas 
especiales orientadas en el principio del interés superior del niño.  

Derecho a  la vida cultura l 

Corte I DH. Com unidad I ndígena Xákm ok Kásek. Vs. Paraguay. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 4  de agosto de 2 0 1 0 . Ser ie C No. 2 1 4  

261. Con respecto a la ident idad cultural de los niños y niñas de com unidades indígenas, 
el Tribunal advierte que el art ículo 30 de la Convención sobre los Derechos del Niño 
establece una obligación adicional y com plem entaria que dota de contenido al art ículo 19 
de la Convención Am ericana, y que consiste en la obligación de prom over y proteger el 
derecho de los niños indígenas a vivir de acuerdo con su propia cultura, su propia religión 
y su propio idiom a. 

262. Asim ism o, este Tribunal est im a que dent ro de la obligación general de los Estados 
de prom over y proteger la diversidad cultural se desprende la obligación especial de 
garant izar el derecho a la vida cultural de los niños indígenas. 

263. En ese sent ido, la Corte considera que la pérdida de práct icas t radicionales, com o los 
r itos de iniciación fem enina o m asculina y las lenguas de la Com unidad, y los perjuicios 
derivados de la falta de terr itorio,  afectan en form a part icular el desarrollo e ident idad 
cultural de los niños y niñas de la Com unidad, quienes no podrán siquiera desarrollar esa 
especial relación con su terr itorio t radicional y esa part icular form a de vida propia de su 
cultura si no se im plem entan las m edidas necesarias para garant izar el disfrute de estos 
derechos. 
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Corte  I DH. Derechos y garant ías de niñas y niños en e l contexto de la  m igración 
y/ o en necesidad de protección internacional.  Opinión Consult iva  OC- 2 1 / 1 4  de 
1 9  de agosto de 2 0 1 4 . Serie  A No. 2 1   

168. En lo que se refiere a niñas y niños pertenecientes a com unidades indígenas, la Corte 
ha señalado que “para el desarrollo pleno y arm onioso de su personalidad, los niños 
indígenas, de acuerdo con su cosm ovisión, preferiblem ente requieren form arse y crecer 
dent ro de su entorno natural y cultural, ya que poseen una ident idad dist int iva que los 
vincula con su t ierra, cultura, religión, e idiom a” . Por ende, cuando se han desplazado 
voluntaria o forzadam ente fuera de su terr itorio y com unidad, las m edidas de protección 
deben ser adoptadas e im plem entadas teniendo en consideración su contexto cultural.  

Niñas, niños y adolescentes en contexto de m igración y/ o en necesidad de 
protección internacional 

Corte  I DH. Derechos y garant ías de niñas y niños en e l contexto de la  m igración 
y/ o en necesidad de protección internacional.  Opinión Consult iva  OC- 2 1 / 1 4  de 
1 9  de agosto de 2 0 1 4 . Serie  A No. 2 1   

79. Adicionalm ente, la Corte nota que los desarrollos producidos en el derecho de 
refugiados en las últ im as décadas han generado práct icas estatales, consistentes en 
otorgar protección internacional com o refugiados a las personas que huyen de su país de 
origen debido a la violencia generalizada, la agresión ext ranjera, los conflictos internos, 
la violación m asiva de los derechos hum anos u ot ras circunstancias que hayan perturbado 
gravem ente el orden público. Atendiendo al desarrollo progresivo del derecho 
internacional,  la Corte considera que las obligaciones derivadas del derecho a buscar y 
recibir asilo resultan operat ivas respecto de aquellas personas que reúnan los 
com ponentes de la definición am pliada de la Declaración de Cartagena, la cual responde 
no sólo a las dinám icas de desplazam iento forzado que la originaron, sino que tam bién 
sat isface los desafíos de protección que derivan de ot ros pat rones de desplazam iento que 
suceden en la actualidad. Este criterio refleja una tendencia a consolidar en la región una 
definición m ás incluyente que debe ser tom ada en cuenta por los Estados a fin de otorgar 
la protección com o refugiado a personas cuya necesidad de protección internacional es 
evidente. 

80. Ahora bien, es necesario reconocer que los elem entos de la definición de refugiado 
fueron t radicionalm ente interpretados a part ir  de las experiencias de personas adultas o 
m ayores de 18 años. Por ende, dado que las niñas y los niños son t itulares del derecho a 
solicitar  y recibir  asilo y pueden, consecuentem ente, presentar solicitudes de 
reconocim iento de la condición de refugiados en calidad propia, se encuent ren 
acom pañados o no, debe darse a los elem entos de la definición una interpretación que 
tenga en cuenta las form as part iculares en que puede m anifestarse la persecución de 
niñas y niños, tales com o el reclutam iento, la t rata y la m ut ilación genital fem enina, así 
com o el m odo en que éstos pueden experim entar estas situaciones. En este sent ido, el 
Com ité de los Derechos del Niño ha resaltado la necesidad de que la definición de refugiado 
se interprete tam bién a la luz de la edad y del género. Por ot ra parte, j unto con las 
referidas causas t radicionales de refugio, resulta pert inente alertar sobre los nuevos 
factores que llevan a las personas y, en part icular a las niñas y niños, a desplazarse 
forzadam ente de sus países de origen, ent re los cuales destaca el cr im en organizado 
t ransnacional y la violencia asociada a la actuación de grupos no estatales.  



 

8 5  

4 0  CUADERNILLOS DE JURISPRUDENCIA DE LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 

    

98. En caso de ident ificarse necesidad de protección internacional, al constatarse los 
elem entos de inclusión para la determ inación de la condición de refugiado, es obligación 
del Estado explicar en un lenguaje com prensible a la niña o niño su derecho a solicitar y 
recibir asilo conform e el art ículo 22.7 de la Convención Am ericana y XXVI I  de la 
Declaración Am ericana y referir lo a la ent idad encargada del m ism o, sea una ent idad 
estatal o un organism o internacional com o el ACNUR. Al respecto, la Corte ha interpretado 
previam ente que el derecho de buscar y recibir asilo, leído en conjunto con los art ículos 8 
y 25 de la Convención Am ericana, garant iza el acceso efect ivo a un procedim iento justo y 
eficiente para determ inar la condición de refugiado, de m odo tal que la persona solicitante 
del estatuto de refugiado sea oída por el Estado al que se solicita,  con las debidas garant ías 
m ediante el procedim iento respect ivo [ …] . 

99. La Corte reconoce que tam bién pueden exist ir  casos de afluencia m asiva. En este 
supuesto, los Estados podrán proceder a realizar una evaluación inicial con base en el 
relato de una de las personas del grupo y, en caso de determ inar que del m ism o surgen 
factores que reflejan necesidad de protección internacional, otorgar la m ism a con base en 
el reconocim iento grupal, colect ivo o prim a facie [ …] .  

100. Los Estados tam bién se encuent ran en la obligación de realizar una ident ificación 
tem prana de niñas y niños que huyen por t em or al reclutam iento forzoso, ya sea por las 
partes en un conflicto arm ado o por est ructuras del crim en organizado, para así poder 
esclarecer si su caso am erita la solicitud de asilo o requiere de protección com plem entaria.  

101. Ahora bien, la Corte reconoce que no todos los casos de niñas y niños m igrantes 
llegan al nivel de requerir protección internacional en los térm inos de los párrafos 
anteriores. Sin em bargo, pueden presentarse situaciones de afectación de derechos de 
niñas y niños, que se encuent ran protegidos internacionalm ente, las cuales provocan el 
desplazam iento del país de origen. Es por ello que se hace necesario recabar inform ación 
sobre factores personales, tales com o la historia personal y su condición de salud, física y 
psicológica, así com o el entorno am biental en que se desarrolló la m igración, para 
determ inar la situación concreta de r iesgo de vulneración de derechos en su país de 
origen, de t ránsito o en el receptor que am erit e una protección com plem entaria o 
evidencie ot ras necesidades de protección o asistencia hum anitaria, com o las que 
provienen de la t ortura, la violencia, la t rata o experiencias t raum át icas. 

102. Al evaluar las necesidades de protección internacional es necesario recordar que, “ si 
bien tanto las niñas com o los niños hacen frente a m uchos de los m ism os riesgos que 
requieren protección, tam bién pueden verse expuestos a problem as de protección propios 
de su género” ,  por lo que la inform ación debe ser recabada y analizada tom ando en cuenta 
la perspect iva de género. En este sent ido, es necesario ident ificar los r iesgos específicos 
de sufr ir  violaciones a sus derechos enfrentados por las niñas a raíz de su género, su 
posición cultural y socioeconóm ica y su condición jurídica. 

Niñas, niños y adolescentes víct im as de t rata  

Corte  I DH. Derechos y garant ías de niñas y niños en e l contexto de la  m igración 
y/ o en necesidad de protección internacional.  Opinión Consult iva  OC- 2 1 / 1 4  de 
1 9  de agosto de 2 0 1 4 . Serie  A No. 2 1   

91. En part icular , las niñas o niños no acom pañados o separados de su fam ilia que se 
encuent ran fuera de su país de origen son part icularm ente vulnerables a la t rata infant il,  
a la explotación y los m alos t ratos. La Corte reconoce que las niñas pueden ser aún m ás 
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vulnerables a ser víct im as de t rata, en especial para la explotación sexual y laboral. Por 
esta razón, resulta esencial que los Estados adopten todas aquellas m edidas necesarias 
para prevenir  y com bat ir la t rata de personas, ent re las que destacan todas aquellas 
m edidas de invest igación, protección para las víct im as y cam pañas de inform ación y 
difusión.  

92. Específicam ente, los Estados t ienen la obligación de adoptar determ inadas m edidas 
de cont rol de frontera con el objeto de prevenir, detectar y perseguir cualquier t ipo de 
t rata de seres hum anos. Para ello, deben disponer de funcionarios especializados 
encargados de ident ificar a t odas aquellas víct im as de la t rata de seres hum anos, 
prestando especial atención a las que sean m ujeres, niñas o niños. A tal fin, resulta 
esencial que se tom e la declaración de la víct im a con el objeto de establecer su ident idad 
y de determ inar las causas que le obligaron a salir  de su país de origen, t om ando en 
cuenta que las víct im as o víct im as potenciales de t rata de personas pueden ser refugiadas 
en caso de reunir los elem entos para ello. Para asegurar un t rato adecuado a las víct im as 
o víct im as potenciales de t rata infant il,  los Estados deben otorgar las debidas 
capacitaciones a los funcionarios que actúan en frontera, sobre todo en m ateria de t rata 
infant il,  con el obj eto de poder brindar a la niña o al niño un asesoram iento eficaz y una 
asistencia integral.   

106. En cuanto a las niñas y niños víct im as o víct im as potenciales de t rata, quienes se 
encuent ran en una situación de ext rem a vulnerabilidad, los Estados t iene el deber de 
protegerles cont ra un nuevo r iesgo de vict im ización y prestarles asistencia jurídica y 
m édica, intentando, en la m edida de lo posible, proteger la privacidad e ident idad de la 
víct im a. Asim ism o, los Estados, en la m edida de lo posible, deben considerar la posibilidad 
de cum plir con los anteriores propósitos a t ravés del sum inist ro de:  a)  un alojam iento 
adecuado;  b)  asesoram iento e inform ación, en part icular con respecto a sus derechos 
jurídicos, en un idiom a que las víct im as de la t rata de personas puedan com prender;  c)  
asistencia m édica, psicológica y m aterial;  y d)  oportunidades de educación y/ o 
capacitación. Adicionalm ente, debido a la especial situación de vulnerabilidad de las 
víct im as de este delito,  los Estados deben cuando proceda facilitar la obtención de un 
perm iso para perm anecer en su terr itorio, sobre todo en aquellos casos en los que su 
interés superior así lo aconseja o a los efectos de cont inuar con la invest igación penal del 
perpet rador del delito.  

Niños, niñas y adolescentes en conflictos arm ados 

Corte I DH. Caso Vargas Areco Vs. Paraguay. Sentencia de 2 6  de sept iem bre de 
2 0 0 6 . Serie  C No. 1 5 5  

112. El derecho internacional contem pla norm as especiales para la protección de la 
integridad física y psicológica de niños cuando estos se encuent ran involucrados en 
act ividades m ilitares, ya sea en t iem pos de paz com o durante el t ranscurso de los 
conflictos arm ados. 

113. En cuanto al derecho internacional hum anitario, los Protocolos adicionales a los 
Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949 relat ivos a la protección de las víct im as 
de los conflictos arm ados internacionales (Protocolo I )  o internos (Protocolo I I )  determ inan 
la necesidad de una protección especial para los niños. El Protocolo I  determ ina que las 
“Partes en conflicto t om arán todas las m edidas posibles para que los niños m enores de 
quince años no part icipen directam ente en las host ilidades, especialm ente absteniéndose 
de reclutarlos para sus fuerzas arm adas. Al reclutar personas de m ás de quince años pero 
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m enores de dieciocho años, las Partes en conflicto procurarán alistar  en prim er lugar a los 
de m ás edad” . El Protocolo I I  afirm a en su art ículo 4 referente a Garant ías Fundam entales 
que se “proporcionarán a los niños los cuidados y la ayuda que necesiten y, en part icular 
[ …]  los niños m enores de quince años no serán reclutados en las fuerzas o grupos arm ados 
y no se perm it irá que part icipen en las host ilidades” .  

114. Asim ism o, el derecho internacional de los derechos hum anos exige la im posición de 
rest r icciones al reclutam iento de niños en las fuerzas arm adas. En este sent ido, el art ículo 
38, párrafo tercero, de la Convención sobre los Derechos del Niño de las Naciones Unidas 
establece que los “Estados Partes se abstendrán de reclutar en las fuerzas arm adas a las 
personas que no hayan cum plido los 15 años de edad. Si reclutan personas que hayan 
cum plido 15 años de edad, pero sean m enores de 18, los Estados Partes procuraran dar 
prioridad a los de m ás edad” . 

116. El 25 de m ayo de 2000 se aprobó el Protocolo Facultat ivo de la Convención sobre los 
Derechos del Niño relat ivo a la part icipación de niños en los conflictos arm ados. Dicho 
Protocolo fue rat ificado por Paraguay el 27 de sept iem bre de 2002 m ediante la ley núm ero 
1897 de 22 de m ayo de 2002. 

117. El art ículo 2 de este Protocolo prohíbe el reclutam iento obligatorio de m enores de 18 
años de edad en las fuerzas arm adas. Para los casos excepcionales de reclutam iento de 
niños ent re 15 y 18 años de edad, el art ículo 3 del Protocolo establece que:  

1. Los Estados Partes elevarán la edad m ínim a, contada en años, para el reclutamiento 
voluntario de personas en sus fuerzas arm adas nacionales por encim a de la fij ada en el párrafo 
3 del art ículo 38 de la Convención sobre los Derechos del Niño, teniendo en cuenta los principios 
form ulados en dicho art ículo, y reconociendo que en vir tud de esa Convención los m enores de 
18 años t ienen derecho a una protección especial. 

2. Cada Estado Parte depositará, al rat ificar el [ …]  Protocolo o adherirse a él, una declaración 
vinculante en la que establezca la edad m ínim a en que perm it irá el reclutamiento voluntario en 
sus fuerzas arm adas nacionales y se ofrezca una descripción de las salvaguardias que haya 
adoptado para asegurarse de que no se realiza ese reclutamiento por la fuerza o por coacción. 

3. Los Estados Partes que perm itan el reclutam iento voluntario en sus fuerzas arm adas 
nacionales de m enores de 18 años establecerán m edidas de salvaguardia que garant icen, com o 
m ínimo, que:  

a. ese reclutamiento sea autént icam ente voluntario;  

b. ese reclutam iento se realice con el consent im iento inform ado de los padres o de quienes 
tengan la custodia legal;  

c. esos m enores estén plenam ente inform ados de los deberes que supone ese servicio m ilitar;  
y 

d. esos m enores presenten pruebas fiables de su edad antes de ser aceptados en el servicio 
m ilitar nacional. 

122. Lo anterior  indica que en el derecho internacional existe una tendencia a evitar que 
se incorpore a personas m enores de 18 años de edad en las Fuerzas Arm adas, y a 
asegurar, en todo caso, que los m enores de 18 años de edad no part icipen directam ente 
en host ilidades. 

129. No obstante las norm as del derecho internacional anteriorm ente m encionadas, a 
veces se efectúa el reclutam iento de niños de m anera forzada, por m edio de coacción 
sobre ellos o sus fam ilias. Se ha señalado que en ocasiones se recurre a la falsificación de 
regist ros de edad de los niños enlistados. Una vez que han sido reclutados, generalm ente 
reciben t rato sim ilar al de los adultos, lo cual acarrea severas consecuencias físicas y 
psicológicas. 
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134. A propósito de esta m ateria,  la Corte considera que la reciente declaración em it ida 
el 14 de m arzo de 2006 por el Presidente del Paraguay, con respecto al Protocolo 
Facultat ivo de la Convención sobre los Derechos del Niño relat ivo a la part icipación de 
niños en los conflictos arm ados, declaración en la que se establece que sólo prestarán 
servicio m ilitar quienes hayan cum plido 18 años, const ituye un paso posit ivo para evitar 
que se repitan hechos com o los que ocurrieron en el presente caso. 

 

XI V. DERECHO A LA PROPI EDAD PRI VADA  

Derecho a  la propiedad com unal. Alcances generales 

Corte  I DH. Caso Com unidad I ndígena Yakye Axa Vs. Paraguay. Fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia  de 1 7  de junio de 2 0 0 5 . Serie  C No. 1 2 5  

124. Al analizar el contenido y alcance del art ículo 21 de la Convención en el presente 
caso, la Corte tom ará en cuenta, a la luz de las reglas generales de interpretación 
establecidas en el art ículo 29 de la m ism a y com o lo ha hecho anteriorm ente, la 
significación especial de la propiedad com unal de las t ierras ancest rales para los pueblos 
indígenas, inclusive para preservar su ident idad cultural y t rasm it ir la a las generaciones 
futuras, así com o las gest iones que ha realizado el Estado para hacer plenam ente efect ivo 
este derecho [ …] .  

125. En ot ras oportunidades, tanto este Tribunal com o la Corte Europea de Derechos 
Hum anos han señalado que los t ratados de derechos hum anos son inst rum entos vivos, 
cuya interpretación t iene que acom pañar la evolución de los t iem pos y las condiciones de 
vida actuales. Tal interpretación evolut iva es consecuente con las reglas generales de 
interpretación consagradas en el art ículo 29 de la Convención Am ericana, así com o las 
establecidas por la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados. 

126. En este sent ido, esta Corte ha afirm ado que al dar interpretación a un t ratado no 
sólo se tom an en cuenta los acuerdos e inst rum entos form alm ente relacionados con éste 
( inciso segundo del art ículo 31 de la Convención de Viena) , sino tam bién el sistem a dent ro 
del cual se inscribe ( inciso tercero del art ículo 31 de dicha Convención) . 

127. En el presente caso, al analizar los alcances del citado art ículo 21 de la Convención, 
el Tribunal considera út il y apropiado ut ilizar ot ros t ratados internacionales dist int itos a la 
Convención Am ericana, tales com o el Convenio No. 169 de la OI T, para interpretar sus 
disposiciones de acuerdo a la evolución del sistem a interam ericano, habida consideración 
del desarrollo experim entado en esta m ateria en el Derecho I nternacional de los Derechos 
Hum anos.  

129. Debe tenerse en cuenta, adem ás, que en virtud del art ículo 29.b)  de la Convención 
ninguna disposición de ésta puede ser interpretada en el sent ido de “ lim itar el goce y 
ejercicio de cualquier derecho o libertad que pueda estar reconocido de acuerdo con las 
leyes de cualquiera de los Estados partes o de acuerdo con ot ra convención en que sea 
parte uno de dichos Estados.  

130. El Convenio No. 169 de la OI T cont iene diversas disposiciones que guardan relación 
con el derecho a la propiedad com unal de las com unidades indígenas que se exam ina en 
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este caso, disposiciones que pueden ilust rar  sobre el contenido y alcance del art ículo 21 
de la Convención Am ericana. El Estado rat ificó e incorporó el referido Convenio No. 169 a 
su derecho interno m ediante la Ley No. 234/ 93. 

131. Haciendo uso de los criterios señalados, este Tribunal ha resaltado que la est recha 
relación que los indígenas m ant ienen con la t ierra debe de ser reconocida y com prendida 
com o la base fundam ental de su cultura, v ida espir itual, integridad, supervivencia 
económ ica y su preservación y t ransm isión a las generaciones futuras. 

135. La cultura de los m iem bros de las com unidades indígenas corresponde a una form a 
de vida part icular de ser, ver y actuar en el m undo, const ituido a part ir  de su est recha 
relación con sus terr itorios t radicionales y los recursos que allí se encuent ran, no sólo por 
ser estos su principal m edio de subsistencia, sino adem ás porque const ituyen un elem ento 
integrante de su cosm ovisión, religiosidad y, por ende, de su ident idad cultural. 

136. Lo anterior  guarda relación con lo expresado en el art ículo 13 del Convenio No. 169 
de la OI T, en el sent ido de que los Estados deberán respetar “ la im portancia especial que 
para las culturas y valores espir ituales de los pueblos interesados reviste su relación con 
las t ierras o terr it orios, o con am bos, según los casos, que ocupan o ut ilizan de alguna 
ot ra m anera, y en part icular los aspectos colect ivos de esa relación.”  ( En sim ilar sent ido, 
ver entre otros: Caso Com unidad I ndígena Saw hoyam axa Vs. Paraguay . Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 9  de m arzo de 2 0 0 6 , párr. 1 1 9 ) .  

137. En consecuencia, la est recha vinculación de los pueblos indígenas sobre sus 
terr itorios t radicionales y los recursos naturales ligados a su cultura que ahí se encuent ren, 
así com o los elem entos incorporales que se desprendan de ellos, deben ser 
salvaguardados por el art ículo 21 de la Convención Am ericana. Al respecto, en ot ras 
oportunidades, este Tribunal ha considerado que el t érm ino “bienes”  ut ilizado en dicho 
art ículo 21, contem pla “aquellas cosas m ateriales apropiables, así com o todo derecho que 
pueda form ar parte del pat r im onio de una persona;  dicho concepto com prende todos los 
m uebles e inm uebles, los elem entos corporales e incorporales y cualquier ot ro obj eto 
inm aterial suscept ible de tener un valor” . ( En sim ilar sent ido, ver entre otros: Caso 

Com unidad I ndígena Saw hoyam axa Vs. Paraguay . Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 2 9  de m arzo de 2 0 0 6 , párr. 1 2 1 ) .  

138. La Const itución paraguaya reconoce la ident idad cultural de los pueblos indígenas y 
la liga al respect ivo hábitat  de cada uno de ellos, otorgándoles, adem ás, una serie de 
derechos específicos, que sirven de base para que este Tribunal defina el alcance del 
art ículo 21 de la Convención […].   

Corte  I DH. Com unidad I ndígena Saw hoyam axa Vs. Paraguay. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 9  de m arzo de 2 0 0 6 . Serie C No. 1 4 6  

120. Asim ism o, este Tribunal considera que los conceptos de propiedad y posesión en las 
com unidades indígenas pueden tener una significación colect iva, en el sent ido de que la 
pertenencia de ésta “no se cent ra en un individuo sino en el grupo y su com unidad” . Esta 
noción del dom inio y de la posesión sobre las t ierras no necesariam ente corresponde a la 
concepción clásica de propiedad, pero m erecen igual protección del art ículo 21 de la 
Convención Am ericana. Desconocer las versiones específicas del derecho al uso y goce de 
los bienes, dadas por la cultura, usos, costum bres y creencias de cada pueblo, equivaldría 
a sostener que sólo existe una form a de usar y disponer de los bienes, lo que a su vez 
significaría hacer ilusoria la protección del art ículo 21 de la Convención para m illones de 
personas. 
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122. La Const itución paraguaya reconoce la existencia de los pueblos indígenas com o 
grupos anteriores a la form ación del Estado, así com o la ident idad cultural de estos 
pueblos, la relación que t ienen con su respect ivo hábitat  y las característ icas com unales 
de su dom inio sobre sus t ierras, otorgándoles, adem ás, una serie de derechos específicos, 
que sirven de base para que este Tribunal defina el alcance del art ículo 21 de la 
Convención. 

127. En ejercicio de su com petencia contenciosa, la Corte ha tenido la posibilidad de 
pronunciarse sobre la posesión de t ierras indígenas en t res situaciones dist intas. Por un 
lado, en el Caso de la Com unidad Mayagna (Sum o)  Awas Tingni, el Tribunal señaló que la 
posesión de la t ierra debería bastar para que los m iem bros de las com unidades indígenas 
obtengan el reconocim iento oficial de dicha propiedad y el consiguiente regist ro. Por ot ro 
lado, en el Caso de la Com unidad Moiwana, la Corte consideró que los m iem bros del pueblo 
N’djuka eran “ los dueños legít im os de sus t ierras t radicionales”  aunque no tenían la 
posesión de las m ism as, porque salieron de ellas a consecuencia de los actos de violencia 
que se produjo en su cont ra. En este caso las t ierras t radicionales no fueron ocupadas por 
terceros. Finalm ente, en el Caso Com unidad I ndígena Yakye Axa, el Tribunal consideró 
que los m iem bros de la Com unidad estaban facultados, incluso por derecho interno, a 
presentar solicitudes de reivindicación de t ierras t radicionales, y ordenó com o m edida de 
reparación que el Estado ident ifique esas t ierras y las ent regue de m anera gratuita. 

128. De lo anterior  se concluye que:  1)  la posesión t radicional de los indígenas sobre sus 
t ierras t iene efectos equivalentes al t ítulo de pleno dom inio que otorga el Estado;  2)  la 
posesión t radicional otorga a los indígenas el derecho a exigir  el reconocim iento oficial de 
propiedad y su regist ro;  3)  los m iem bros de los pueblos indígenas que por causas ajenas 
a su voluntad han salido o perdido la posesión de sus t ierras t radicionales m ant ienen el 
derecho de propiedad sobre las m ism as, aún a falta de t ítulo legal, salvo cuando las t ierras 
hayan sido legít im am ente t rasladas a terceros de buena fe;  y 4)  los m iem bros de los 
pueblos indígenas que involuntariam ente han perdido la posesión de sus t ierras, y éstas 
han sido t rasladas legít im am ente a terceros inocentes, t ienen el derecho de recuperarlas 
o a obtener ot ras t ierras de igual extensión y calidad. Consecuentem ente, la posesión no 
es un requisito que condicione la existencia del derecho a la recuperación de las t ierras 
indígenas. El presente caso se encuadra dent ro del últ im o supuesto. 

130. Consecuentem ente, conform e a la propia legislación paraguaya, los m iem bros de la 
Com unidad Sawhoyam axa t iene el derecho a solicitar  que se les devuelva sus t ierras 
t radicionales, aún cuando éstas se encuent ren en m anos privadas y no tengan plena 
posesión de las m ism as. 

131. El segundo punto de análisis se refiere a si el derecho de recuperación de t ierras 
t radicionales perm anece indefinidam ente en el t iem po. Para dilucidar este asunto, la Corte 
tom a en cuenta que la base espir itual y m aterial de la ident idad de los pueblos indígenas 
se sustenta principalm ente en su relación única con sus t ierras t radicionales. Mient ras esa 
relación exista, el derecho a la reivindicación perm anecerá vigente, caso cont rario, se 
ext inguirá. Dicha relación puede expresarse de dist intas m aneras, según el pueblo 
indígena del que se t rate y las circunstancias concretas en que se encuent re, y puede 
incluir el uso o presencia t radicional, ya sea a t ravés de lazos espir ituales o cerem oniales;  
asentam ientos o cult ivos esporádicos;  caza, pesca o recolección estacional o nóm ada;  uso 
de recursos naturales ligados a sus costum bres;  y cualquier ot ro elem ento característ ico 
de su cultura. 

132. Debe considerase, adem ás, que la relación con la t ierra debe ser posible. Por ej em plo, 
en casos com o el presente, que la relación con la t ierra se m anifiesta inter alia en las 
act ividades t radicionales de caza, pesca y recolección, si los indígenas realizan pocas o 
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ninguna de esas act ividades t radicionales dent ro de las t ierras que han perdido, porque 
se han visto im pedidos de hacerlo por causas ajenas a su voluntad que im pliquen un 
obstáculo real de m antener dicha relación, com o violencias o am enazas en su cont ra, se 
entenderá que el derecho a la recuperación persiste hasta que tales im pedim entos 
desaparezcan. 

Corte I DH. Com unidad I ndígena Xákm ok Kásek. Vs. Paraguay. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 4  de agosto de 2 0 1 0 . Ser ie C No. 2 1 4  

85. Este Tribunal ha considerado que la est recha vinculación de los pueblos indígenas con 
sus t ierras t radicionales y los recursos naturales ligados a su cultura que ahí se 
encuent ren, así com o los elem entos incorporales que se desprendan de ellos, deben ser 
salvaguardados por el art ículo 21 de la Convención Am ericana. 

86. Adem ás, la Corte ha tenido en cuenta que ent re los indígenas  

existe una t radición com unitar ia sobre una form a com unal de la propiedad colect iva de la t ierra, 
en el sent ido de que la pertenencia de ésta no se cent ra en un individuo sino en el grupo y su 
com unidad. Los indígenas por el hecho de su propia existencia t ienen derecho a vivir  librem ente 
en sus propios territor ios;  la est recha relación que los indígenas m ant ienen con la t ierra debe 
de ser reconocida y com prendida com o la base fundam ental de sus culturas, su vida espir itual,  
su integridad y su supervivencia económica. Para las com unidades indígenas la relación con la 
t ierra no es m eram ente una cuest ión de posesión y producción sino un elemento m aterial y 
espir itual del que deben gozar plenamente, inclusive para preservar su legado cultural y 
t ransm it ir lo a las generaciones futuras. 

87. Asim ism o, la Corte ha señalado que los conceptos de propiedad y posesión en las 
com unidades indígenas pueden tener una significación colect iva, en el sent ido de que la 
pertenencia de ésta “no se cent ra en un individuo sino en el grupo y su com unidad” . Esta 
noción del dom inio y de la posesión sobre las t ierras no necesariam ente corresponde a la 
concepción clásica de propiedad, pero m erece igual protección del art ículo 21 de la 
Convención. Desconocer las versiones específicas del derecho al uso y goce de los bienes, 
dadas por la cultura, usos, costum bres y creencias de cada pueblo, equivaldría a sostener 
que sólo existe una form a de usar y disponer de los bienes, lo que a su vez significaría 
hacer ilusoria la protección del art ículo 21 de la Convención para m illones de personas. 

109. El Tribunal recuerda su jurisprudencia respecto a la propiedad com unitaria de las 
t ierras indígenas, según la cual:  1)  la posesión t radicional de los indígenas sobre sus 
t ierras t iene efectos equivalentes al t ítulo de pleno dom inio que otorga el Estado;  2)  la 
posesión t radicional otorga a los indígenas el derecho a exigir  el reconocim iento oficial de 
propiedad y su regist ro;  3)  el Estado debe delim itar, dem arcar y otorgar t ítulo colect ivo 
de las t ierras a los m iem bros de las com unidades indígenas;  4)  los m iem bros de los 
pueblos indígenas que por causas aj enas a su voluntad han salido o perdido la posesión 
de sus t ierras t radicionales m ant ienen el derecho de propiedad sobre las m ism as, aún a 
falta de t ítulo legal, salvo cuando las t ierras hayan sido legít im am ente t rasladadas a 
terceros de buena fe, y 5)  los m iem bros de los pueblos indígenas que involuntariam ente 
han perdido la posesión de sus t ierras, y éstas han sido t rasladadas legít im am ente a 
terceros inocentes, t ienen el derecho de recuperarlas o a obtener ot ras t ierras de igual 
extensión y calidad. 

111. En este caso, si bien los m iem bros de la Com unidad no t ienen la posesión de las 
t ierras reclam adas, conform e a la j urisprudencia de esta Corte y al derecho interno 
paraguayo t ienen el derecho de recuperarlas. 
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112. Con respecto a la posibilidad de recuperar las t ierras t radicionales, en anteriores 
oportunidades la Corte ha establecido que la base espir itual y m aterial de la ident idad de 
los pueblos indígenas se sustenta principalm ente en su relación única con sus t ierras 
t radicionales, por lo que m ient ras esa relación exista, el derecho a la reivindicación de 
dichas t ierras perm anecerá vigente. Si esta relación hubiera dejado de exist ir , tam bién se 
ext inguiría ese derecho. 

113. Para determ inar la existencia de la relación de los indígenas con sus t ierras 
t radicionales, la Corte ha establecido que:  i)  ella puede expresarse de dist intas m aneras 
según el pueblo indígena del que se t rate y las circunstancias concretas en que se 
encuent re, y ii)  la relación con las t ierras debe ser posible. Algunas form as de expresión 
de esta relación podrían incluir el uso o presencia t radicional, a t ravés de lazos espir ituales 
o cerem oniales;  asentam ientos o cult ivos esporádicos;  caza, pesca o recolección 
estacional o nóm ada;  uso de recursos naturales ligados a sus costum bres, y cualquier ot ro 
elem ento característ ico de su cultura. El segundo elem ento im plica que los m iem bros de 
la Com unidad no se vean im pedidos, por causas ajenas a su voluntad, a realizar aquellas 
act ividades que revelan la persistencia de la relación con sus t ierras t radicionales.  

Deber de delim itar  t ierras indígenas 

Corte  I DH. Caso Com unidad I ndígena Yakye Axa Vs. Paraguay. Fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia  de 1 7  de junio de 2 0 0 5 . Serie  C No. 1 2 5  

143. La Corte concuerda con el Estado en el sent ido de que tanto la propiedad privada de 
los part iculares com o la propiedad com unitaria de los m iem bros de las com unidades 
indígenas t ienen la protección convencional que les otorga el art ículo 21 de la Convención 
Am ericana. No obstante, el reconocim iento m eram ente abst racto o jurídico de las t ierras, 
terr itorios o recursos indígenas carece práct icam ente de sent ido si no se ha establecido y 
delim itado físicam ente la propiedad. 

154. La garant ía del derecho a la propiedad com unitaria de los pueblos indígenas debe 
tom ar en cuenta que la t ierra está est recham ente relacionada con sus t radiciones y 
expresiones orales, sus costum bres y lenguas, sus artes y r ituales, sus conocim ientos y 
usos relacionados con la naturaleza, sus artes culinarias, el derecho consuetudinario, su 
vest im enta, filosofía y valores. En función de su entorno, su integración con la naturaleza 
y su historia,  los m iem bros de las com unidades indígenas t ransm iten de generación en 
generación este pat r im onio cultural inm aterial,  que es recreado constantem ente por los 
m iem bros de las com unidades y grupos indígenas. 

155. Si bien el Paraguay reconoce el derecho a la propiedad com unitaria en su propio 
ordenam iento, no ha adoptado las m edidas adecuadas de derecho interno necesarias para 
garant izar el uso y goce efect ivo por parte de los m iem bros de la Com unidad Yakye Axa 
de sus t ierras t radicionales y con ello ha am enazado el libre desarrollo y t ransm isión de 
su cultura y práct icas t radicionales, en los térm inos señalados en el párrafo anterior.  

156. Por todo lo expuesto, la Corte concluye que el Estado violó el art ículo 21 de la 
Convención Am ericana, en perjuicio de los m iem bros de la Com unidad Yakye Axa, en 
relación con los art ículos 1.1 y 2 de la m ism a. 
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Restr icciones al derecho a la  propiedad com unal 

Corte  I DH. Caso Com unidad I ndígena Yakye Axa Vs. Paraguay. Fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia  de 1 7  de junio de 2 0 0 5 . Serie  C No. 1 2 5  

144. Ahora bien, cuando la propiedad com unal indígena y la propiedad privada part icular 
ent ran en cont radicciones reales o aparentes, la propia Convención Am ericana y la 
j urisprudencia del Tribunal proveen las pautas para definir  las rest r icciones adm isibles al 
goce y ejercicio de estos derechos, a saber:  a)  deben estar establecidas por ley;  b)  deben 
ser necesarias;  c)  deben ser proporcionales, y d)  deben hacerse con el fin de lograr un 
objet ivo legít im o en una sociedad dem ocrát ica. 

145. El art ículo 21.1 de la Convención dispone que “ [ l] a ley puede subordinar [ el]  uso y 
goce [ de los bienes]  al interés social.”  La necesidad de las rest r icciones legalm ente 
contem pladas dependerá de que estén orientadas a sat isfacer un interés público 
im perat ivo, siendo insuficiente que se dem uest re, por ejem plo, que la ley cum ple un 
propósito út il u oportuno. La proporcionalidad radica en que la rest r icción debe ajustarse 
est recham ente al logro de un legít im o obj et ivo, inter fir iendo en la m enor m edida posible 
en el efect ivo ej ercicio del derecho rest r ingido. Finalm ente, para que sean com pat ibles 
con la Convención las rest r icciones deben just if icarse según objet ivos colect ivos que, por 
su im portancia, preponderen claram ente sobre la necesidad del pleno goce del derecho 
rest r ingido. 

146. Al aplicar estos estándares a los conflictos que se presentan ent re la propiedad 
privada y los reclam os de reivindicación de propiedad ancest ral de los m iem bros de 
com unidades indígenas, los Estados deben valorar caso por caso las rest r icciones que 
resultarían del reconocim iento de un derecho por sobre el ot ro. Así, por ejem plo, los 
Estados deben tener en cuenta que los derechos terr itoriales indígenas abarcan un 
concepto m ás am plio y diferente que está relacionado con el derecho colect ivo a la 
supervivencia com o pueblo organizado, con el cont rol de su hábitat  com o una condición 
necesaria para la reproducción de su cultura, para su propio desarrollo y para llevar a 
cabo sus planes de vida. La propiedad sobre la t ierra garant iza que los m iem bros de las 
com unidades indígenas conserven su pat r im onio cultural.  

147. Al desconocerse el derecho ancest ral de los m iem bros de las com unidades indígenas 
sobre sus terr it orios, se podría estar afectando ot ros derechos básicos, com o el derecho 
a la ident idad cultural y la supervivencia m ism a de las com unidades indígenas y sus 
m iem bros. 

148. Por el cont rario, la rest r icción que se haga al derecho a la propiedad privada de 
part iculares pudiera ser necesaria para lograr el obj et ivo colect ivo de preservar las 
ident idades culturales en una sociedad dem ocrát ica y pluralista en el sent ido de la 
Convención Am ericana;  y proporcional, si se hace el pago de una justa indem nización a 
los perjudicados, de conform idad con el art ículo 21.2 de la Convención. 

149. Esto no significa que siem pre que estén en conflicto los intereses terr itoriales 
part iculares o estatales y los intereses terr itoriales de los m iem bros de las com unidades 
indígenas, prevalezcan los últ im os por sobre los prim eros. Cuando los Estados se vean 
im posibilitados, por razones concretas y j ust ificadas, de adoptar m edidas para devolver el 
terr itorio t radicional y los recursos com unales de las poblaciones indígenas, la 
com pensación que se otorgue debe tener com o orientación principal el significado que 
t iene la t ierra para éstas [ …] . 
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151. La elección y ent rega de t ierras alternat ivas, el pago de una justa indem nización o 
am bos no quedan sujetas a criterios m eram ente discrecionales del Estado, deben ser, 
conform e a una interpretación integral del Convenio No. 169 de la OI T y de la Convención 
Am ericana, consensuadas con los pueblos interesados, conform e a sus propios 
procedim ientos de consulta, valores, usos y derecho consuetudinario.  

Corte  I DH. Com unidad I ndígena Saw hoyam axa Vs. Paraguay. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 9  de m arzo de 2 0 0 6 . Serie C No. 1 4 6  

135. Una vez que se ha dem ost rado que el derecho de recuperación de las t ierras 
t radicionales perdidas está vigente, corresponde al Estado realizar las acciones necesarias 
para devolverlas a los m iem bros del pueblo indígena que las reclam a. No obstante, 
conform e lo ha señalado la Corte, cuando el Estado se vea im posibilit ado, por m ot ivos 
objet ivos y fundam entados, de adoptar m edidas para devolver las t ierras t radicionales y 
los recursos com unales a las poblaciones indígenas, deberá ent regarles t ierras alt ernat ivas 
de igual extensión y calidad, que serán escogidas de m anera consensuada con los 
m iem bros de los pueblos indígenas, conform e a sus propias form as de consulta y decisión. 

136. Ahora bien, la Corte no puede decidir que el derecho a la propiedad t radicional de 
los m iem bros de la Com unidad Sawhoyam axa está por sobre el derecho a la propiedad 
privada de los actuales dueños o viceversa, por cuanto la Corte no es un t r ibunal de 
derecho interno que dir im e las cont roversias ent re part iculares. Esa tarea corresponde 
exclusivam ente al Estado paraguayo. No obstante, al Tribunal le com pete analizar si el 
Estado garant izó o no los derechos hum anos de los m iem bros de la Com unidad 
Sawhoyam axa. 

138. Respecto al prim er argum ento, la Corte considera que el m ero hecho de que las 
t ierras reclam adas estén en m anos privadas, no const ituye per se un m ot ivo “objet ivo y 
fundam entado”  suficiente para denegar prim a facie las solicitudes indígenas. En caso 
cont rario, el derecho a la devolución carecería de sent ido y no ofrecería una posibilidad 
real de recuperar las t ierras t radicionales, lim itándose únicam ente a esperar la voluntad 
de los tenedores actuales, y forzando a los indígenas a aceptar t ierras alternat ivas o 
indem nizaciones pecuniarias. Sobre el part icular, la Corte ha señalado que cuando existan 
conflictos de intereses en las reivindicaciones indígenas, habrá de valorarse caso por caso 
la legalidad, necesidad, proporcionalidad y el logro de un objet ivo legít im o en una sociedad 
dem ocrát ica (ut ilidad pública e interés social) ,  para rest r ingir  el derecho de propiedad 
privada, por un lado, o el derecho a las t ierras t radicionales, por el ot ro. El contenido de 
cada uno de estos parám et ros ya fue definido por el Tribunal en el Caso Com unidad 

I ndígena Yakye Axa,  por lo que hace rem isión expresa a lo ya resuelto. 

139. El m ism o análisis se aplica al segundo argum ento del Estado respecto a la 
product ividad de las t ierras. Bajo este argum ento subyace la idea de que los indígenas no 
pueden, bajo ninguna circunstancia, reclam ar sus t ierras t radicionales cuando éstas se 
encuent ren explotadas y en plena product ividad, m irándose la cuest ión indígena 
exclusivam ente a t ravés de la product ividad de la t ierra y del régim en agrario, lo que 
resulta insuficiente a las peculiaridades propias de dichos pueblos. 

140. Finalm ente, en lo que respecta al tercer argum ento estatal, la Corte no cuenta con 
el m encionado t ratado firm ado ent re Alem ania y Paraguay, pero según lo dicho por el 
propio Estado, el referido t ratado perm ite la expropiación o nacionalización de las 
inversiones de capital de una de las partes cont ratantes “por causa de ut ilidad o interés 
público” , lo cual podría just ificar la devolución de t ierras a los indígenas. Asim ism o, la 
Corte considera que la aplicación de acuerdos com erciales bilaterales no just ifica el 
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incum plim iento de las obligaciones estatales em anadas de la Convención Am ericana;  por 
el cont rario, su aplicación debe ser siem pre com pat ible con la Convención Am ericana, 
t ratado m ult ilateral de derechos hum anos dotado de especificidad propia, que genera 
derechos a favor de individuos y no depende enteram ente de la reciprocidad de los 
Estados. 

 

XV. DERECHO DE CI RCULACI ÓN Y DE RESI DENCI A  

Alcances generales 

Corte  I DH. Caso Ricardo Canese Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 3 1  de agosto de 2 0 0 4 . Ser ie  C No. 1 1 1  

114. El art ículo 22 de la Convención protege el derecho de circulación y de residencia, el 
cual contem pla el derecho a salir  librem ente de cualquier país, inclusive del propio, 
habiéndose alegado que este últ im o aspecto ha sido violado en el presente caso. 

115. La Corte coincide con lo indicado por el Com ité de Derechos Hum anos en su 
Com entario General No. 27, en el sent ido de que el derecho de circulación se t rata del 
derecho de toda persona a t rasladarse librem ente de un lugar a ot ro y a establecerse 
librem ente en el lugar de su elección. El disfrute de este derecho no debe depender de 
ningún objet ivo o m ot ivo en part icular de la persona que desea circular o perm anecer en 
un lugar. Se t rata de una condición indispensable para el libre desarrollo de la persona. 

116. Adem ás, el Com ité de Derechos Hum anos se ha referido al derecho a salir librem ente 
de cualquier país, respecto del cual señaló que:  

La libertad de salir  del territor io de un Estado no puede hacerse depender de ningún fin concreto 
o del plazo que el individuo decida perm anecer fuera del país. En consecuencia, dicha libertad 
incluye el viaje tem poral al ext ranjero y la part ida en caso de emigración perm anente. 
I gualm ente, el derecho de la persona a determ inar el Estado de dest ino es parte de la garant ía 
jurídica. 

Restr icciones al derecho a la  circulación 

Corte  I DH. Caso Ricardo Canese Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 3 1  de agosto de 2 0 0 4 . Ser ie  C No. 1 1 1  

117. El derecho de circulación y de residencia, incluido el derecho a salir  del país,  pueden 
ser objeto de rest r icciones, de conform idad con lo dispuesto en los art ículos 22.3 y 30 de 
la Convención. Sin em bargo, es necesario que dichas rest r icciones se encuent ren 
expresam ente fij adas por ley, y que estén dest inadas a prevenir infracciones penales o a 
proteger la seguridad nacional, la seguridad o el orden públicos, la m oral o la salud 
públicas o los derechos y libertades de los dem ás, en la m edida indispensable en una 
sociedad dem ocrát ica. 

123. Debido a las circunstancias en las que se dieron los hechos del presente caso, la 
Corte est im a necesario analizar detalladam ente si al establecer rest r icciones al derecho a 
salir  del país del señor Canese, el Estado cum plió con los requisitos de legalidad, necesidad 



 

9 6    

4 0  JURISPRUDENCIA SOBRE PARAGUAY 

y proporcionalidad de las rest r icciones en la m edida indispensable en una sociedad 
dem ocrát ica, los cuales se infieren del art ículo 22 de la Convención Am ericana. 

124. En relación con el requisito de legalidad de las rest r icciones a los derechos de 
circulación, de residencia y de salir  del país, el Com ité de Derechos Hum anos señaló que 
las condiciones en que pueden lim itarse esos derechos deben estar determ inadas por ley, 
por lo que las rest r icciones no previstas en la ley o que no se ajusten a los requisitos 
establecidos en el art ículo 12.3 del Pacto I nternacional de Derechos Civiles y Polít icos, 
serían violatorias de los referidos derechos. Asim ism o, el Com ité indicó que al aprobar 
leyes que prevean las rest r icciones perm it idas, los Estados deben guiarse siem pre por el 
principio de que las rest r icciones no deben com prom eter la esencia del derecho;  así com o, 
tam bién, deben ut ilizar criterios precisos y no conferir  una discrecionalidad sin t rabas a 
los encargados de su aplicación. 

125. En prim er térm ino, la Corte destaca la im portancia de la vigencia del principio de 
legalidad en el establecim iento de una rest r icción al derecho de salir  del país en una 
sociedad dem ocrát ica, dada la alta incidencia que dicha rest r icción t iene en el ej ercicio de 
la libertad personal. Por ello, es necesario que el Estado defina de m anera precisa y clara 
m ediante una ley los supuestos excepcionales en los que puede proceder una m edida 
com o la rest r icción de salir  del país. La falta de regulación legal im pide la aplicación de 
tales rest r icciones, puesto que no se encont rará definido su propósito y los supuestos 
específicos en los cuales se hace indispensable aplicar la rest r icción para cum plir  con 
alguno de los fines indicados en el art ículo 22.3 de la Convención, así com o tam bién im pide 
al procesado presentar los alegatos que est im e pert inentes sobre la im posición de tal 
m edida. No obstante, cuando la rest r icción se encuent re contem plada por ley, su 
regulación debe carecer de am bigüedad de tal form a que no genere dudas en los 
encargados de aplicar la rest r icción perm it iendo que actúen de m anera arbit raria y 
discrecional realizando interpretaciones extensivas de la rest r icción, part icularm ente 
indeseable cuando se t rata de m edidas que afectan severam ente bienes fundam entales, 
com o la libertad. 

128. A part ir  de las anteriores consideraciones, este Tribunal concluye que al señor Canese 
se le aplicó una rest r icción a salir  del país com o una m edida cautelar que le fue im puesta 
con respecto al proceso penal seguido en su cont ra, la cual,  por no encont rarse regulada 
m ediante una ley, incum plió con el requisit o de legalidad necesario para que la rest r icción 
fuera com pat ible con el art ículo 22.3 de la Convención. 

129. Después de haber analizado la legalidad de la rest r icción, la Corte considera 
indispensable destacar que las m edidas cautelares que afectan la libertad personal y el 
derecho de circulación del procesado t ienen un carácter excepcional,  ya que se encuent ran 
lim itadas por el derecho a la presunción de inocencia y los principios de necesidad y 
proporcionalidad, indispensables en una sociedad dem ocrát ica. La jurisprudencia 
internacional y la norm at iva penal com parada coinciden en que para aplicar tales m edidas 
cautelares en el proceso penal deben exist ir  indicios suficientes que perm itan suponer 
razonablem ente la culpabilidad del im putado y que se presente alguna de las siguientes 
circunstancias:  peligro de fuga del im putado;  peligro de que el im putado obstaculice la 
invest igación;  y peligro de que el im putado com eta un delito,  siendo esta últ im a 
cuest ionada en la actualidad. Asim ism o, dichas m edidas cautelares no pueden const ituirse 
en un sust ituto de la pena privat iva de libertad ni cum plir  los fines de la m ism a, lo cual 
puede suceder si se cont inúa aplicando cuando ha dejado de cum plir  con las funciones 
arr iba m encionadas. De lo cont rario, la aplicación de una m edida cautelar que afecte la 
libertad personal y el derecho de circulación del procesado sería lo m ism o que ant icipar 
una pena a la sentencia, lo cual cont radice principios generales del derecho 
universalm ente reconocidos. 
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131. Es preciso analizar si la rest r icción de salir  del país im puesta al señor Canese fue 
necesaria para asegurar que éste no evadiera el proceso y su eventual responsabilidad 
penal. Con respecto a los elem entos que podrían haber incidido en la posibilidad de que 
el señor Canese se diera a la fuga, la Corte observa que:  a)  en lo que respecta a la 
gravedad del delito y la severidad de la pena, el señor Canese fue condenado en segunda 
instancia por el delito de difam ación a una pena de dos m eses de penitenciaría y a una 
m ulta de dos m illones novecientos nueve m il noventa guaraníes;  b)  se encuent ra probado 
que la presunta víct im a ofreció caución personal y caución real y com probó su arraigo en 
el Paraguay;  y c)  inclusive el Presidente y el Secretario General de la Com isión Bicam eral 
de I nvest igación de I lícitos del Congreso Nacional rem it ieron una com unicación al j uez de 
la causa solicitándole que, al resolver uno de los pedidos de autorización de salir  del país 
del señor Canese, tuviera en cuenta que la Com isión Bicam eral consideraba conveniente 
que aquel acom pañara a la delegación de la Com isión que viajaría al Brasil en junio de 
1994 e indicó que el señor Canese regresaría al Paraguay conjuntam ente con la delegación 
de la Com isión Bicam eral, “debiendo descartarse cualquier hipótesis que el m ism o desee 
ausentarse definit ivam ente del país con el fin de eludir el j uicio al cual está siendo 
som et ido”  [ …] ;  sin em bargo, dicho perm iso no fue concedido por el j uez de la causa. Por 
ot ra parte, la Corte est im a que la referida rest r icción devino con el t iem po innecesaria ya 
que, durante los ocho años y casi cuat ro m eses en que fue aplicada, en reit eradas 
ocasiones a part ir  de m ayo de 1997 le fueron otorgados perm isos de salir  del país al señor 
Canese y éste siem pre regresó al Paraguay e incluso presentó escritos a las autoridades 
judiciales com unicándoles de su regreso [ …] , lo cual denota que éste no eludiría su 
responsabilidad penal en caso de ej ecutarse la condena. Con base en las anteriores 
consideraciones, la Corte concluye que la rest r icción de salida del país im puesta al señor 
Canese durante ocho años y casi cuat ro m eses no cum plió con el requisito de necesidad 
en una sociedad dem ocrát ica, en cont ravención a lo dispuesto en el art ículo 22.3 de la 
Convención. 

132. En cuanto al requisito de proporcionalidad en una sociedad dem ocrát ica, el Com ité 
de Derechos Hum anos m anifestó en su Observación general No. 27 que:  

14. [ …]  Las m edidas rest rict ivas deben ajustarse al pr incipio de proporcionalidad;  deben ser 
adecuadas para desem peñar su función protectora;  deben ser el inst rumento m enos perturbador 
de los que permitan conseguir el resultado deseado, y deben guardar proporción con el interés 
que debe protegerse. 

15. [ ...]  El pr incipio de proporcionalidad debe respetarse no sólo en la ley que defina las 
rest r icciones sino tam bién por las autoridades adm inist rat ivas y judiciales que la apliquen. Los 
Estados deben garant izar que todo procedim iento relat ivo al ejercicio o rest r icción de esos 
derechos se lleve a cabo con celer idad y que se expliquen las razones de la aplicación de m edidas 
rest r ict ivas. 

133. La Corte considera que la rest r icción al derecho a salir  del país que se im ponga en 
un proceso penal m ediante una m edida cautelar  debe guardar proporcionalidad con el fin 
legít im o perseguido, de m anera que se aplique solam ente si no existe ot ro m edio m enos 
rest r ict ivo y durante el t iem po est r ictam ente necesario para cum plir con su función, en 
este caso la de evitar la fuga del señor Canese [ …] . 

134. Según ha quedado dem ost rado [ …] , y com o se señaló al analizar el requisito de la 
necesidad [ …] , al señor Canese se le rest r ingió el derecho a salir  librem ente del Paraguay 
durante un período de ocho años y casi cuat ro m eses. De acuerdo al Código Penal de 1914 
la pena m áxim a que se le habría podido im poner al señor Canese habría sido de 22 m eses 
de penitenciaría y m ulta hasta de dos m il pesos. Si se hubiere ejecutado la condena del 
señor Canese, lo cual no sucedió pues éste presentó varios recursos de revisión y fue 
absuelto el 11 de diciem bre de 2002 [ …] , la pena privat iva de libertad que habría tenido 
que cum plir habría sido de dos m eses de penitenciaría. En cuanto a la pena de pago de 
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una m ulta, el señor Canese ofreció caución personal y caución real y com probó su arraigo 
en el Paraguay. El Tribunal encuent ra que la rest r icción al derecho a salir  del país im puesta 
al señor Canese y el t iem po durante el cual le fue aplicada fueron desproporcionados al 
fin que se perseguía, ya que exist ían ot ros m edios m enos gravosos que podían garant izar 
el cum plim iento de las penas. Por las anteriores consideraciones, la rest r icción al derecho 
a salir  librem ente del país im puesta al señor Canese no cum plió con el requisito de 
proporcionalidad en una sociedad dem ocrát ica que debe caracterizar a la m edida cautelar,  
en cont ravención del art ículo 22.3 de la Convención Am ericana. 

Movilidad hum ana y protección internacional  

Corte  I DH. Derechos y garant ías de niñas y niños en e l contexto de la  m igración 
y/ o en necesidad de protección internacional.  Opinión Consult iva  OC- 2 1 / 1 4  de 
1 9  de agosto de 2 0 1 4 . Serie  A No. 2 1  

34. Al año 2013, exist ían a nivel m undial 231.522.215 personas m igrantes, de las cuales 
61.617.229 correspondían a las Am éricas. A su vez, del total de personas m igrantes en 
nuest ro cont inente, 6.817.466 eran m enores de 19 años. Según datos de finales de 2013, 
en el cont inente am ericano había alrededor de 806.000 personas refugiadas y personas 
en situación sim ilar a la de los refugiados. En ese año, se presentaron m ás de 25.300 
solicitudes de asilo individuales de niñas y niños no acom pañados o separados en 77 países 
alrededor del m undo.  

35. Las niñas y los niños se m ovilizan internacionalm ente por m uy variadas razones:  en 
busca de oportunidades, ya sea por consideraciones económ icas o educacionales;  con 
fines de reunificación fam iliar, a fin de reagruparse con fam iliares que ya m igraron;  por 
cam bios repent inos o progresivos del m edio am biente que afectan adversam ente su vida 
o sus condiciones de vida;  por afectaciones derivadas del crim en organizado, desast res 
naturales, abuso fam iliar o ext rem a pobreza;  para ser t ransportados en el contexto de 
una situación de explotación, incluida la t rata infant il;  para huir de su país, ya sea por 
tem or fundado a ser perseguidos por determ inados m ot ivos o porque su vida, seguridad 
o libertad han sido am enazadas por la violencia generalizada, la agresión ext ranjera, los 
conflictos internos, la violación m asiva de los derechos hum anos u ot ras circunstancias 
que hayan perturbado gravem ente el orden público. Si bien las niñas y los niños 
generalm ente se t rasladan junto a sus padres, m iem bros de la fam ilia am pliada u ot ros 
adultos, en la actualidad un núm ero creciente y significat ivo m igra en form a independiente 
y sin com pañía. 

36. La m igración internacional es un fenóm eno com plejo que puede involucrar a dos o 
m ás Estados, ent re países de origen, de t ránsit o y de dest ino, tanto de m igrantes com o 
de solicitantes de asilo y refugiados. En este contexto y, en part icular, de los flujos 
m igratorios m ixtos que im plican m ovim ientos poblacionales de carácter diverso, las 
causas y característ icas del t raslado que em prenden niñas y niños por aire, m ar o t ierra 
hacia países dist intos a los de su nacionalidad o residencia habitual pueden abarcar tanto 
personas que requieren de una protección internacional, com o ot ras que se m ovilizan en 
busca de m ejores oportunidades por m ot ivos de índole diversa, los cuales pueden 
alterarse en el propio t ranscurso del proceso m igratorio.  Esto hace que las necesidades y 
requerim ientos de protección puedan variar am pliam ente. 

37. Por protección internacional se ent iende aquella que ofrece un Estado a una persona 
ext ranjera debido a que sus derechos hum anos se ven am enazados o vulnerados en su 
país de nacionalidad o residencia habitual, y en el cual no pudo obtener la protección 
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debida por no ser accesible, disponible y/ o efect iva. Si bien la protección internacional del 
Estado de acogida se encuent ra ligada inicialm ente a la condición o estatuto de refugiado, 
las diversas fuentes del derecho internacional - y en part icular del derecho de los 
refugiados, del derecho internacional de los derechos hum anos y del derecho internacional 
hum anitario- , revelan que esta noción abarca tam bién ot ro t ipo de m arcos norm at ivos de 
protección. De este m odo, la expresión protección internacional com prende:  (a)  la 
protección recibida por las personas solicitantes de asilo y refugiadas con fundam ento en 
los convenios internacionales o las legislaciones internas;  (b)  la protección recibida por 
las personas solicitantes de asilo y refugiadas con fundam ento en la definición am pliada 
de la Declaración de Cartagena;  (c)  la protección recibida por cualquier ext ranjero con 
base en las obligaciones internacionales de derechos hum anos y, en part icular, el principio 
de no devolución y la denom inada protección com plem entaria u ot ras form as de protección 
hum anitaria, y (d)  la protección recibida por las personas apát ridas de conform idad con 
los inst rum entos internacionales sobre la m ateria. 

38. Sólo es posible asegurar la protección internacional,  de conform idad con los 
com prom isos internacionales derivados del derecho internacional de los derechos 
hum anos, del derecho internacional hum anitario y del derecho de los refugiados, 
adm it iendo a un potencial solicitante de asilo en un país seguro, garant izando el derecho 
a buscar y recibir asilo y el respeto del principio de no devolución, ent re ot ros derechos, 
hasta lograr una solución duradera. 

39. Bajo este panoram a, este Tribunal ha insist ido en su jurisprudencia consult iva y 
contenciosa en el hecho de que, en el ej ercicio de su facultad de fij ar polít icas m igratorias, 
los Estados pueden establecer m ecanism os de cont rol de ingreso a su terr itorio y salida 
de él con respecto a personas que no sean nacionales suyas, siem pre que dichas polít icas 
sean com pat ibles con las norm as de protección de los derechos hum anos establecidas en 
la Convención Am ericana. En efecto, si bien los Estados guardan un ám bito de 
discrecionalidad al determ inar sus polít icas m igratorias, los objet ivos perseguidos por las 
m ism as deben respetar los derechos hum anos de las personas m igrantes. Esto no significa 
que no se pueda iniciar  acción alguna cont ra las personas m igrantes que no cum plan con 
el ordenam iento jurídico estatal, sino que al adoptar las m edidas que correspondan, los 
Estados deben respetar sus derechos hum anos y garant izar su ejercicio y goce a toda 
persona que se encuent re baj o su jurisdicción, sin discrim inación alguna. Adem ás, los 
Estados deben respetar las obligaciones internacionales conexas resultantes de los 
inst rum entos internacionales del derecho hum anitario y del derecho de los refugiados. 

40. En esta línea, los Estados se han com prom et ido a “ [ p] rom over el fortalecim iento de 
los derechos hum anos com o un com ponente cent ral de las polít icas y práct icas m igratorias 
de los países de origen, de t ránsit o y de dest ino, asegurando la protección de los derechos 
hum anos de los m igrantes en el m arco del ordenam iento jurídico de cada Estado, 
independientem ente de su condición m igratoria, y cualquiera que sea su nacionalidad, 
origen étnico, género o edad” .  Asim ism o, han reiterado su com prom iso con las personas 
que t ienen el derecho a la protección internacional de los refugiados en Am érica Lat ina. 

41. Lo anterior com porta la necesidad im periosa de adoptar un enfoque de derechos 
hum anos con relación a las polít icas m igratorias y respecto a las necesidades de protección 
internacional, asum iendo la interrelación y convergencia ent re estas diferentes ram as del 
derecho internacional.  Pero, m ás aún, por t ratarse de niñas y niños debe prevalecer un 
enfoque encam inado a la protección y garant ía de sus derechos en form a integral.   

42. Bajo esta ópt ica, la Corte considera pert inente, prim eram ente, establecer la 
m etodología de la interpretación que ut ilizará para responder a la consulta planteada, así 
com o desarrollar las obligaciones generales y los principios rectores que se aplican de 
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form a t ransversal a todas y cada una de las cuest iones que serán abordadas. En este 
sent ido, la Corte advierte que las diversas preguntas presentadas en la consulta som et ida 
por los Estados solicitantes abarcan una serie de etapas del proceso m igratorio, iniciando 
con la m ovilización t ransfronteriza de la niña o del niño y su contacto inicial con las 
autoridades del Estado receptor hasta la consecución de una solución duradera. 

Derecho a  buscar y recibir  asilo, y condición de persona refugiada 

Corte  I DH. Derechos y garant ías de niñas y niños en e l contexto de la  m igración 
y/ o en necesidad de protección internacional.  Opinión Consult iva  OC- 2 1 / 1 4  de 
1 9  de agosto de 2 0 1 4 . Serie  C No. 2 1   

73. La Corte ha reconocido previam ente que, tanto la Convención Am ericana sobre 
Derechos Hum anos en su art ículo 22.7 com o la Declaración Am ericana de los Derechos y 
Deberes del Hom bre en su art ículo XXVI I ,  han cristalizado el derecho subjet ivo de todas 
las personas, incluidas las niñas y los niños, a buscar y recibir asilo superando el 
entendim iento histórico de esta inst itución com o una “m era prerrogat iva estatal”  bajo las 
diversas convenciones interam ericanas sobre asilo.  

74. En esta línea, es pert inente recordar que el propio texto de los art ículos 22.7 de la 
Convención y XXVI I  de la Declaración prescribe dos criterios para la determ inación de las 
personas t itulares del derecho, por un lado, “ la legislación de cada país” , esto es, del país 
en el que se procura el asilo;  y por el ot ro, “ los convenios internacionales” . Es decir,  es a 
t ravés de los convenios internacionales o de la legislación interna que se regula los 
supuestos en los cuales la persona puede ejercer el derecho a buscar y recibir  asilo y 
acceder a la protección internacional. Es, entonces que debe tenerse presente que, si bien 
la noción de asilo se encont raba inicialm ente anclada en la llam ada t radición 
lat inoam ericana del asilo, que com prendía el asilo diplom át ico y t err itor ial así com o la no 
ext radición por m ot ivos o delitos polít icos, lo cierto es que a part ir  de la adopción de la 
Convención de 1951 sobre el Estatuto de los Refugiados (en adelante “Convención de 
1951” )  y su Protocolo de 1967, la inst itución del asilo asum ió una específica form a y 
m odalidad a nivel universal:  la del estatuto del refugiado.  

75. Conform e la Convención de 1951 y su Protocolo de 1967, los elem entos de inclusión 
para el reconocim iento de la condición de refugiado son:  a)  estar fuera del país de origen, 
esto es el país de nacionalidad o, en caso de las personas apát ridas, de residencia habitual;  
b)  tener un tem or fundado;  c)  de persecución o am enaza de la m ism a;  d)  que el m ot ivo 
de ésta haya sido la raza, religión, nacionalidad, pertenencia a determ inado grupo social 
u opiniones polít icas, y e)  que no se pueda o, a causa de tem ores, no se quiera acoger a 
la protección interna del país de origen. La definición de refugiado es integral,  lo cual 
significa que se debe cum plir con todos y cada uno de los elem entos m encionados para 
obtener el reconocim iento. 

76. Adem ás, con la adopción hace 30 años, esto es en 1984, de la Declaración de 
Cartagena, la cual, si bien no es un acuerdo ent re Estados, ha sido respaldada por la OEA 
desde 1985 al recom endar a sus Estados Miem bros que apliquen su contenido en el 
t ratam iento de los refugiados que se encuent ren en su terr itorio, se ha am pliado la 
definición de refugiado en los siguientes térm inos:  Tercera. Reiterar que, en vista de la 
experiencia recogida con m ot ivo de la afluencia m asiva de refugiados en el área 
cent roam ericana, se hace necesario encarar la extensión del concepto de refugiado, 
teniendo en cuenta, en lo pert inente, y dent ro de las característ icas de la situación 
existente en la región, el precedente de la Convención de la OUA (art ículo 1, párrafo 2)  y 
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la doct r ina ut ilizada en los inform es de la Com isión I nteram ericana de Derechos Hum anos. 
De este m odo, la definición o concepto de refugiado recom endable para su ut ilización en 
la región es aquella que adem ás de contener los elem entos de la Convención de 1951 y 
el Protocolo de 1967, considere tam bién com o refugiados a las personas que han huido 
de sus países porque su vida, seguridad o libertad han sido am enazadas por la violencia 
generalizada, la agresión ext ranjera, los conflictos internos, la violación m asiva de los 
derechos hum anos u ot ras circunstancias que hayan perturbado gravem ente el orden 
público.  

77. En concordancia, diversos Estados Miem bros de la OEA han incorporado en su 
norm at iva interna lo prescrito en los inst rum entos internacionales en m ateria de 
refugiados, inclusive con sustento en lineam ientos establecidos por ACNUR, y adoptado la 
definición am pliada de refugiado para abarcar, adem ás de los elem entos de la Convención 
de 1951 y del Protocolo de 1967, “a las personas que han huido de sus países porque su 
vida, seguridad o libertad han sido am enazadas por la violencia generalizada, la agresión 
ext ranjera, los conflictos internos, la violación m asiva de derechos hum anos u ot ras 
circunstancias que hayan perturbado gravem ente el orden público” .   

78. En sum a, a t ravés de una interpretación arm ónica de la norm at iva interna e 
internacional que inform a de form a convergente y com plem entaria el contenido del 
derecho previsto en los art ículos 22.7 de la Convención y XXVI I  de la Declaración y 
tom ando en cuenta las pautas específicas de interpretación contenidas en el art ículo 29 
de la Convención Am ericana [ …] , la Corte es de la opinión que el derecho a buscar y recibir 
asilo en el m arco del sistem a interam ericano se encuent ra configurado com o un derecho 
hum ano individual a buscar y recibir  protección internacional en terr itorio ext ranjero, 
incluyendo con esta expresión el estatuto de refugiado según los inst rum entos pert inentes 
de las Naciones Unidas o las correspondientes leyes nacionales, y el asilo conform e a las 
diversas convenciones interam ericanas sobre la m ateria.  

79. Adicionalm ente, la Corte nota que los desarrollos producidos en el derecho de 
refugiados en las últ im as décadas han generado práct icas estatales, consistentes en 
otorgar protección internacional com o refugiados a las personas que huyen de su país de 
origen debido a la violencia generalizada, la agresión ext ranjera, los conflictos internos, 
la violación m asiva de los derechos hum anos u ot ras circunstancias que hayan perturbado 
gravem ente el orden público. Atendiendo al desarrollo progresivo del derecho 
internacional,  la Corte considera que las obligaciones derivadas del derecho a buscar y 
recibir asilo resultan operat ivas respecto de aquellas personas que reúnan los 
com ponentes de la definición am pliada de la Declaración de Cartagena, la cual responde 
no sólo a las dinám icas de desplazam iento forzado que la originaron, sino que tam bién 
sat isface los desafíos de protección que derivan de ot ros pat rones de desplazam iento que 
suceden en la actualidad. Este criterio refleja una tendencia a consolidar en la región una 
definición m ás incluyente que debe ser tom ada en cuenta por los Estados a fin de otorgar 
la protección com o refugiado a personas cuya necesidad de protección internacional es 
evidente. 

80. Ahora bien, es necesario reconocer que los elem entos de la definición de refugiado 
fueron t radicionalm ente interpretados a part ir  de las experiencias de personas adultas o 
m ayores de 18 años. Por ende, dado que las niñas y los niños son t itulares del derecho a 
solicitar  y recibir  asilo y pueden, consecuentem ente, presentar solicitudes de 
reconocim iento de la condición de refugiados en calidad propia, se encuent ren 
acom pañados o no, debe darse a los elem entos de la definición una interpretación que 
tenga en cuenta las form as part iculares en que puede m anifestarse la persecución de 
niñas y niños, tales com o el reclutam iento, la t rata y la m ut ilación genital fem enina, así 
com o el m odo en que éstos pueden experim entar estas situaciones. En este sent ido, el 
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Com ité de los Derechos del Niño ha resaltado la necesidad de que la definición de refugiado 
se interprete tam bién a la luz de la edad y del género. Por ot ra parte, j unto con las 
referidas causas t radicionales de refugio, resulta pert inente alertar sobre los nuevos 
factores que llevan a las personas y, en part icular a las niñas y niños, a desplazarse 
forzadam ente de sus países de origen, ent re los cuales destaca el cr im en organizado 
t ransnacional y la violencia asociada a la actuación de grupos no estatales.  

81. Este derecho a buscar y recibir asilo com porta, en los térm inos de los art ículos 1.1 y 
2 de la Convención Am ericana, determ inados deberes específicos por parte del Estado 
receptor, los cuales incluyen:  ( i)  perm it ir  que la niña o el niño pueda pet icionar el asilo o 
el estatuto de refugiado, razón por la cual no pueden ser rechazados en la frontera sin un 
análisis adecuado e individualizado de sus pet iciones con las debidas garant ías m ediante 
el procedim iento respect ivo;  ( ii)  no devolver a la niña o al niño a un país en el cual puede 
sufr ir  r iesgo de ser afectada su vida, libertad, seguridad o integridad, o a un tercer país 
desde el cual pueda ulteriorm ente ser devuelto al Estado donde sufre dicho r iesgo;  y ( iii)  
otorgar la protección internacional cuando la niña o el niño califique para ello y beneficiar 
con ese reconocim iento a ot ros m iem bros de la fam ilia, en atención al pr incipio de unidad 
fam iliar. Todo lo anterior  conlleva, tal com o ha resaltado previam ente este Tribunal, el 
correspondiente derecho de los solicitantes de asilo a que se asegure una correcta 
evaluación por las autor idades nacionales de las solicitudes y del r iesgo que pueda sufr ir  
en caso de devolución al país de origen. 

Procedim iento de evaluación inicial de  niñas, niños y adolescentes m igrantes 

Corte  I DH. Derechos y garant ías de niñas y niños en e l contexto de la  m igración 
y/ o en necesidad de protección internacional.  Opinión Consult iva  OC- 2 1 / 1 4  de 
1 9  de agosto de 2 0 1 4 . Serie  C No. 2 1   

82. Por consiguiente, a raíz del abanico de situaciones que pueden llevar a que una niña 
o un niño se desplace de su país de origen [ …] , resulta relevante diferenciar ent re aquellos 
que m igran en búsqueda de oportunidades para m ejorar su nivel de vida, de quienes 
requieren de algún t ipo de protección internacional, incluyendo pero no lim itada a la 
protección de refugiados y solicitantes de asilo [ …] . Es por ello que, para cum plir  con los 
com prom isos internacionales, los Estados se encuent ran obligados a ident ificar a las niñas 
y niños ext ranjeros que requieren de protección internacional dent ro de sus jurisdicciones, 
ya sea com o refugiado o de algún ot ro t ipo, a t ravés de una evaluación inicial con garant ías 
de seguridad y privacidad, con el fin de proporcionarles el t ratam iento adecuado e 
individualizado que sea necesario m ediante la adopción de m edidas de protección especial.  
La Corte considera que el establecim iento de procedim ientos de ident ificación de 
necesidades de protección es una obligación posit iva de los Estados y el no inst ituir los 
const ituiría una falta de debida diligencia.  

83. La Corte considera que, en virtud de las norm as internacionales invocadas, incluyendo 
en especial los art ículos 19 de la Convención y VI I  de la Declaración, las autoridades 
fronterizas no deben im pedir  el ingreso de niñas y niños ext ranjeros al terr itorio nacional, 
aún cuando se encuent ren solos, no deben exigir les docum entación que no pueden tener  
y deben proceder a dir igir los de inm ediato a personal que pueda evaluar sus necesidades 
de protección, desde un enfoque en el cual prevalezca su condición de niñas y niños. En 
esta línea, resulta indispensable que los Estados perm itan el acceso de la niña o niño al 
terr itorio com o condición previa para llevar a cabo el procedim iento de evaluación inicial. 
Asim ism o, la Corte es de la opinión que la creación de una base de datos con el regist ro 
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de las niñas y los niños que ingresen al país es necesaria para una protección adecuada 
de sus derechos.  

84. La Corte considera que el procedim iento de evaluación inicial debería contar con 
m ecanism os efect ivos, cuyo objet ivo sea obtener inform ación t ras la llegada de la niña o 
niño al lugar,  puesto o puerto de ent rada o tan pronto com o las autoridades tom en 
conocim iento de su presencia en el país, para determ inar su ident idad, y de ser posible, 
la de sus padres y herm anos, a fin de t ransm it ir la a las ent idades estatales encargadas 
de evaluar y brindar las m edidas de protección, de conform idad con el principio del interés 
superior  de la niña o del niño. En esta línea, el Com ité de los Derechos del Niño ha 
especificado que “ [ l] a determ inación del interés superior  del niño exige una evaluación 
clara y a fondo de la ident idad de éste y, en part icular, de su nacionalidad, crianza, 
antecedentes étnicos, culturales y lingüíst icos, así com o las vulnerabilidades y necesidades 
especiales de protección” . La obtención de dicha inform ación se debe realizar m ediante 
un procedim iento que tom e en cuenta la diferenciación de niñas y niños con adultos y el 
t ratam iento sea acorde a la situación.  

85. Este procedim iento de evaluación inicial debe efectuarse en un am biente am igable y 
que otorgue garant ías de seguridad y privacidad, así com o encont rarse a cargo de 
profesionales com petentes form ados en técnicas de ent revistas que tengan en cuenta la 
edad y el género. Adem ás, los Estados deben tom ar en cuenta las garant ías 
procedim entales m ínim as acordes a los principios de interés superior  de la niña o del niño 
y su protección integral,  los cuales incluyen, pero no están lim itadas a las siguientes:  que 
la ent revista se realice en un idiom a que la niña o el niño pueda com prender;  que sea 
cent rado en las niñas y niños, sensible al género, y asegure su part icipación;  que el análisis 
tom e en cuenta la seguridad y la posible reunif icación fam iliar;  que reconozca la cultura 
de la niña o niño y considere su rechazo a pronunciarse en presencia de adultos o 
fam iliares;  que provea de un intérprete en caso de ser necesario;  que cuente con personal 
altam ente calificado para t ratar con niñas y niños y facilidades adecuadas;  que provea 
asesoría legal en caso de ser requerida;  que brinde inform ación clara y entendible sobre 
los derechos y obligaciones que t iene la niña o el niño y sobre la cont inuación del 
procedim iento.  

86. Al ser una etapa inicial de ident ificación y evaluación, la Corte considera que el 
m ecanism o procedim ental que los Estados adopten, aparte de ofrecer ciertas garant ías 
m ínim as, debe tener com o m eta, acorde a la práct ica generalm ente seguida, los siguientes 
objet ivos prioritarios básicos:  ( i)  t ratam iento acorde a su condición de niña o niño y, en 
caso de duda sobre la edad, evaluación y determ inación de la m ism a;  ( ii)  determ inación 
de si se t rata de una niña o un niño no acom pañado o separado;  ( iii)  determ inación de la 
nacionalidad de la niña o del niño o, en su caso, de su condición de apát rida;  ( iv)  obtención 
de inform ación sobre los m ot ivos de su salida del país de origen, de su separación fam iliar  
si es el caso, de sus vulnerabilidades y cualquier ot ro elem ento que evidencie o niegue su 
necesidad de algún t ipo de protección internacional;  y (v)  adopción, en caso de ser 
necesario y pert inente de acuerdo con el interés superior de la niña o del niño, de m edidas 
de protección especial.  Estos datos deberían recabarse en la ent revista inicial y regist rarse 
adecuadam ente, de m odo tal que se asegure la confidencialidad de la inform ación.  

87. A cont inuación, la Corte desarrollará los com ponentes específicos de dichos objet ivos 
prioritarios básicos a sat isfacer durante el procedim iento de evaluación inicial, sin que ello 
im plique que las cuest iones a abordar deban indefect iblem ente lim itarse a las indicadas 
por la Corte, es decir , que tengan un carácter taxat ivo, o que sean etapas necesariam ente 
sucesivas. 
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Determ inación de la edad  

Corte  I DH. Derechos y garant ías de niñas y niños en e l contexto de la  m igración 
y/ o en necesidad de protección internacional.  Opinión Consult iva  OC- 2 1 / 1 4  de 
1 9  de agosto de 2 0 1 4 . Serie  C No. 2 1   

88. La verificación de la edad de una persona es una cuest ión crucial, toda vez que la 
determ inación de que se t rata de una persona m enor de 18 años exige que el t ratam iento 
otorgado por el Estado deba ser prioritario,  diferenciado y de form a excluyente acorde a 
dicha condición. En caso de que haya dudas acerca de la edad, se procederá a determ inar 
la m ism a con base no sólo en la apariencia física, sino tam bién en la m adurez psicológica 
del individuo y, en su caso, deberá realizarse una evaluación con crit er ios cient íficos, de 
form a segura, respetando la dignidad hum ana, que sea culturalm ente apropiada y con 
consideraciones de género. Cuando no sea posible llegar a una determ inación certera de 
la edad, debe considerarse que se t rata de una niña o niño y brindarle un t ratam iento 
acorde, esto es, el Estado debe otorgar “al individuo el beneficio de la duda, de m anera 
que, en la hipótesis de que se t rate de un m enor, se lo t rate com o tal” . 

Determ inación de si se t rata de una niña, un niño o adolescente no 
acom pañado  

Corte  I DH. Derechos y garant ías de niñas y niños en e l contexto de la  m igración 
y/ o en necesidad de protección internacional.  Opinión Consult iva  OC- 2 1 / 1 4  de 
1 9  de agosto de 2 0 1 4 . Serie  C No. 2 1   

89. La determ inación tem prana de la situación de una niña o un niño no acom pañado o 
separado de su fam ilia [ …]  debe realizarse con carácter preferente, dada su especial 
vulnerabilidad bajo dichas circunstancias, lo que t iene com o consecuencia que el Estado 
deba actuar con un m ayor escrut inio y r ij an algunas garant ías diferenciadas, com o será 
desarrollado en los capítulos subsiguientes. De igual form a, resulta pert inente que consten 
las razones por las que se encuent ra separado de su fam ilia o no acom pañado.  

90. En este sent ido, la Corte resalta que la sit uación de niña o niño no acom pañado o 
separado los expone a “diversos r iesgos que afectan a la vida, supervivencia y desarrollo,  
[ com o]  por ejem plo, la t rata dir igida a la explotación sexual o de ot ra índole o la 
part icipación en act ividades delict ivas de las que puede resultar perjuicio para el m enor 
o, en casos ext rem os, la m uerte” , especialm ente en aquellos países o regiones con 
presencia del crim en organizado.  

91. En part icular , las niñas o niños no acom pañados o separados de su fam ilia que se 
encuent ran fuera de su país de origen son part icularm ente vulnerables a la t rata infant il,  
a la explotación y los m alos t ratos. La Corte reconoce que las niñas pueden ser aún m ás 
vulnerables a ser víct im as de t rata, en especial para la explotación sexual y laboral. Por 
esta razón, resulta esencial que los Estados adopten todas aquellas m edidas necesarias 
para prevenir  y com bat ir la t rata de personas, ent re las que destacan todas aquellas 
m edidas de invest igación, protección para las víct im as y cam pañas de inform ación y 
difusión.  

92. Específicam ente, los Estados t ienen la obligación de adoptar determ inadas m edidas 
de cont rol de frontera con el objeto de prevenir, detectar y perseguir cualquier t ipo de 
t rata de seres hum anos. Para ello, deben disponer de funcionarios especializados 
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encargados de ident ificar a t odas aquellas víct im as de la t rata de seres hum anos, 
prestando especial atención a las que sean m ujeres, niñas o niños. A tal fin, resulta 
esencial que se tom e la declaración de la víct im a con el objeto de establecer su ident idad 
y de determ inar las causas que le obligaron a salir  de su país de origen, t om ando en 
cuenta que las víct im as o víct im as potenciales de t rata de personas pueden ser refugiadas 
en caso de reunir los elem entos para ello. Para asegurar un t rato adecuado a las víct im as 
o víct im as potenciales de t rata infant il,  los Estados deben otorgar las debidas 
capacitaciones a los funcionarios que actúan en frontera, sobre todo en m ateria de t rata 
infant il,  con el obj eto de poder brindar a la niña o al niño un asesoram iento eficaz y una 
asistencia integral.   

93. En los casos de niñas y niños que se encuent ren acom pañados de adultos, la autoridad 
fronteriza u ot ra debe asegurarse que aquellos conozcan a sus acom pañantes para evitar 
casos de t rata y explotación. Esto no conlleva, de m odo alguno, a que todo caso en que 
una niña o niño se haya m ovilizado en form a independiente y se encuent re acom pañado 
de un adulto que no sea fam iliar deba autom át icam ente ser considerado un caso de t rata 
por las autoridades correspondientes y devuelto a su país de origen. Al respecto, se exige 
la m ás est r icta diligencia por parte de las autoridades fronterizas para ident ificar las 
diferentes situaciones que requieren de una actuación oportuna, adecuada y justa. 

Determ inación de la nacionalidad o de su condición de apát r ida  

Corte  I DH. Derechos y garant ías de niñas y niños en e l contexto de la  m igración 
y/ o en necesidad de protección internacional.  Opinión Consult iva  OC- 2 1 / 1 4  de 
1 9  de agosto de 2 0 1 4 . Serie  C No. 2 1   

94. Un apát rida es “ t oda persona que no sea considerada com o nacional suyo por ningún 
Estado, conform e a su legislación” . Esta condición podría originarse por varias razones, 
ent re las cuales destaca la pérdida de la nacionalidad;  la privación de la nacionalidad;  la 
interpretación o aplicación de legislaciones relat ivas a la adquisición de la nacionalidad, y 
la sucesión de Estados. Sobre esta base, la Corte ent iende que la prueba de la condición 
de apát r ida viene de considerar un relato com binado con inform ación del país de origen. 
La Corte reitera que la apat r idia ocasiona una condición de ext rem a vulnerabilidad y los 
Estados t ienen el deber de ident ificar, prevenir  y reducir la apat r idia, así com o proteger a 
la persona apát rida. Ent re ot ras, los Estados t ienen la obligación de no adoptar práct icas 
o legislación, respecto al otorgam iento de la nacionalidad, cuya aplicación favorezca el 
increm ento del núm ero de personas apát r idas y conceder su nacionalidad a la persona 
nacida en su terr itorio, que de ot ro m odo quedaría en condición de ser apát r ida.  

95. La determ inación de la nacionalidad o, en su caso, de la condición de apát r ida resulta 
relevante en situaciones variadas, tales com o las siguientes:  ( i)  cuando se cuest iona el 
derecho de una persona de perm anecer en un país en los procedim ientos de expulsión;  
( ii)  en la ident ificación del país o países en relación con los cuales la persona alega poseer 
un tem or fundado de ser perseguida, en el sent ido de la definición de refugiado;  o ( iii)  
cuando una persona busca la aplicación de las garant ías establecidas en la Convención 
para Reducir los Casos de Apat ridia de 1961.  

96. En el contexto m igratorio, const ituye una obligación del Estado receptor determ inar si 
la niña o el niño es apát r ida, sea refugiado o no, a fin de asegurar su protección com o tal 
y, dependiendo de los m ot ivos de salida del país de residencia habitual, referir lo a un 
procedim iento de determ inación de la condición de refugiado y/ o de apát rida, o a un 
m ecanism o com plem entario de protección. 
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Obtención de inform ación que evidencie o niegue la necesidad de la niña, e l 
niño o adolescente  de a lgún t ipo de protección internacional  

Corte  I DH. Derechos y garant ías de niñas y niños en e l contexto de la  m igración 
y/ o en necesidad de protección internacional.  Opinión Consult iva  OC- 2 1 / 1 4  de 
1 9  de agosto de 2 0 1 4 . Serie  C No. 2 1  

97. A fin de atender a la situación concreta de la niña o del niño, es necesario recabar 
inform ación adicional que perm ita determ inar la posible existencia de necesidades de 
protección internacional, en razón de su edad, ya sea com o refugiado o bajo ot ras form as, 
y una vez ident ificada la necesidad de protección específica o la potencial necesidad de 
protección de la persona, asegurar la rem isión de su caso a las ent idades com petentes. 

Niñas, niños y adolescentes que requieren m edidas de protección internacional  

Corte  I DH. Derechos y garant ías de niñas y niños en e l contexto de la  m igración 
y/ o en necesidad de protección internacional.  Opinión Consult iva  OC- 2 1 / 1 4  de 
1 9  de agosto de 2 0 1 4 . Serie  C No. 2 1   

98. En caso de ident ificarse necesidad de protección internacional, al constatarse los 
elem entos de inclusión para la determ inación de la condición de refugiado, es obligación 
del Estado explicar en un lenguaje com prensible a la niña o niño su derecho a solicitar y 
recibir asilo conform e el art ículo 22.7 de la Convención Am ericana y XXVI I  de la 
Declaración Am ericana y referir lo a la ent idad encargada del m ism o, sea una ent idad 
estatal o un organism o internacional com o el ACNUR. Al respecto, la Corte ha interpretado 
previam ente que el derecho de buscar y recibir asilo, leído en conjunto con los art ículos 8 
y 25 de la Convención Am ericana, garant iza el acceso efect ivo a un procedim iento justo y 
eficiente para determ inar la condición de refugiado, de m odo tal que la persona solicitante 
del estatuto de refugiado sea oída por el Estado al que se solicita,  con las debidas garant ías 
m ediante el procedim iento respect ivo.  

99. La Corte reconoce que tam bién pueden exist ir  casos de afluencia m asiva. En este 
supuesto, los Estados podrán proceder a realizar una evaluación inicial con base en el 
relato de una de las personas del grupo y, en caso de determ inar que del m ism o surgen 
factores que reflejan necesidad de protección internacional, otorgar la m ism a con base en 
el reconocim iento grupal, colect ivo o prim a facie.   

100. Los Estados tam bién se encuent ran en la obligación de realizar una ident ificación 
tem prana de niñas y niños que huyen por t em or al reclutam iento forzoso, ya sea por las 
partes en un conflicto arm ado o por est ructuras del crim en organizado, para así poder 
esclarecer si su caso am erita la solicitud de asilo o requiere de protección com plem entaria. 

101. Ahora bien, la Corte reconoce que no todos los casos de niñas y niños m igrantes 
llegan al nivel de requerir protección internacional en los térm inos de los párrafos 
anteriores. Sin em bargo, pueden presentarse situaciones de afectación de derechos de 
niñas y niños, que se encuent ran protegidos internacionalm ente, las cuales provocan el 
desplazam iento del país de origen. Es por ello que se hace necesario recabar inform ación 
sobre factores personales, tales com o la historia personal y su condición de salud, física y 
psicológica, así com o el entorno am biental en que se desarrolló la m igración, para 
determ inar la situación concreta de r iesgo de vulneración de derechos en su país de 
origen, de t ránsito o en el receptor que am erit e una protección com plem entaria o 
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evidencie ot ras necesidades de protección o asistencia hum anitaria, com o las que 
provienen de la t ortura, la violencia, la t rata o experiencias t raum át icas.  

102. Al evaluar las necesidades de protección internacional es necesario recordar que, “ si 
bien tanto las niñas com o los niños hacen frente a m uchos de los m ism os riesgos que 
requieren protección, tam bién pueden verse expuestos a problem as de protección propios 
de su género” ,  por lo que la inform ación debe ser recabada y analizada tom ando en cuenta 
la perspect iva de género. En este sent ido, es necesario ident ificar los r iesgos específicos 
de sufr ir  violaciones a sus derechos enfrentados por las niñas a raíz de su género, su 
posición cultural y socioeconóm ica y su condición jurídica.  

103. Una vez recabada la inform ación sobre los diferentes factores que pueden hacer que 
las niñas o niños se encuent ren en una situación concreta de vulnerabilidad, corresponde 
al Estado determ inar,  en los térm inos de los art ículos 19 de la Convención y VI I  de la 
Declaración y de conform idad con una evaluación del interés superior de la niña o del niño, 
las m edidas de protección especial que se requieren para asegurar su v ida, supervivencia 
y desarrollo. En este sent ido, el Com ité de los Derechos del Niño ha afirm ado que se 
requiere tam bién la “ [ e] valuación de aspectos part iculares de vulnerabilidad, en especial 
relat ivos a la salud, y de índole física, psicosocial y m aterial, y  de ot ras necesidades de 
protección com o las derivadas de la violencia en el hogar,  la t rata o el t raum a” .  

104. En esta línea, resulta necesario que el Estado receptor de la niña o del niño evalúe, 
a t ravés de procedim ientos adecuados que perm itan determ inar de form a individualizada 
su interés superior  en cada caso concreto, la necesidad y pert inencia de adoptar m edidas 
de protección integral,  incluyendo aquellas que propendan al acceso a la atención en salud,  
tanto física com o psicosocial, que sea culturalm ente adecuada y con consideración de las 
cuest iones de género;  que brinden un nivel de vida acorde con su desarrollo físico, m ental, 
espir itual y m oral a t ravés de la asistencia m ater ial y program as de apoyo, part icularm ente 
con respecto a la nut r ición, el vestuario y la vivienda;  y aseguren un pleno acceso a la 
educación en condiciones de igualdad. Y, cier tam ente, ésta y las dem ás obligaciones 
señaladas precedentem ente, adquieren part icular relevancia t ratándose de niñas o niños 
m igrantes afectados por alguna discapacidad física o m ental que, consecuentem ente, el 
Estado que los recibe debe prestarle part icular atención y proceder a su respecto con la 
m áxim a diligencia.  

105. En lo que se refiere a las niñas o niños en situación de no acom pañados o separados 
de su fam ilia,  resulta indispensable que los Estados procuren la localización de los 
m iem bros de su fam ilia,  no sin antes verificar que estas m edidas correspondan al interés 
superior de la niña o del niño y, si resulta posible y sat isface el interés superior de la niña 
o del niño, procedan a su reunificación o reagrupación lo antes posible.  

106. En cuanto a las niñas y niños víct im as o víct im as potenciales de t rata, quienes se 
encuent ran en una situación de ext rem a vulnerabilidad, los Estados t iene el deber de 
protegerles cont ra un nuevo r iesgo de vict im ización y prestarles asistencia jurídica y 
m édica, intentando, en la m edida de lo posible, proteger la privacidad e ident idad de la 
víct im a. Asim ism o, los Estados, en la m edida de lo posible, deben considerar la posibilidad 
de cum plir con los anteriores propósitos a t ravés del sum inist ro de:  a)  un alojam iento 
adecuado;  b)  asesoram iento e inform ación, en part icular con respecto a sus derechos 
jurídicos, en un idiom a que las víct im as de la t rata de personas puedan com prender;  c)  
asistencia m édica, psicológica y m aterial;  y d)  oportunidades de educación y/ o 
capacitación. Adicionalm ente, debido a la especial situación de vulnerabilidad de las 
víct im as de este delito,  los Estados deben cuando proceda facilitar la obtención de un 
perm iso para perm anecer en su terr itorio, sobre todo en aquellos casos en los que su 
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interés superior así lo aconseja o a los efectos de cont inuar con la invest igación penal del 
perpet rador del delito.   

107. Finalm ente, la Corte considera crucial que los Estados definan de form a clara y dent ro 
de su diseño inst itucional, la correspondiente asignación de funciones en el m arco de las 
com petencias que incum ben a cada órgano estatal y, en caso que fuese necesario, 
adopten las m edidas pert inentes para lograr una eficaz coordinación interinst itucional en 
la determ inación y adopción de las m edidas de protección especial que correspondan, 
dotando a las ent idades com petentes de recursos presupuestales adecuados y brindando 
la capacitación especializada a su personal.  

Procedim ientos para garant izar e l derecho de las niñas, los niños y adolescentes 
a buscar  y recibir  asilo  

Corte  I DH. Derechos y garant ías de niñas y niños en e l contexto de la  m igración 
y/ o en necesidad de protección internacional.  Opinión Consult iva  OC- 2 1 / 1 4  de 
1 9  de agosto de 2 0 1 4 . Serie  C No. 2 1   

244. A fin de otorgarle efecto út il al derecho a buscar y recibir asilo previsto en los art ículos 
22.7 de la Convención y XXVI I  de la Declaración Am ericana y garant izar su ej ercicio en 
condiciones de igualdad y sin discrim inación, la Corte ha resaltado la necesidad prim ordial 
de que los Estados diseñen y hagan operat ivos procedim ientos justos y eficientes 
dest inados a determ inar si la persona solicitante reúne los criterios para ejercer dicho 
derecho y solicitar el estatuto de refugiado, tom ando en cuenta que las definiciones 
cont ienen elem entos subjet ivos y objet ivos que sólo pueden conocerse por m edio de 
procedim ientos individualizados y que, a su vez, perm itan un correcto exam en de la 
solicitud de asilo y prevengan devoluciones cont rarias al derecho internacional.  

245. Los t ratados aplicables del derecho internacional de refugiados, y en part icular la 
Convención de 1951 y su Protocolo de 1967, no cont ienen referencias explícitas sobre los 
procedim ientos a seguir para la determ inación de la condición de refugiado y las garant ías 
procesales, por lo que correspondería a los propios Estados determ inar dichos 
procedim ientos y las autoridades com petentes para hacer efect ivo ese derecho. Sin 
em bargo, el Tribunal ha resaltado que todo procedim iento relat ivo a la determ inación de 
la condición de refugiado de una persona im plica una valoración y decisión sobre el posible 
r iesgo de afectación a sus derechos m ás básicos, com o la vida, la integridad y la libertad 
personal.  En razón de “ la naturaleza de los derechos que podrían verse afectados por una 
determ inación errónea del r iesgo o una respuesta desfavorable, las garant ías de debido 
proceso resultan aplicables, en lo que corresponda, a este t ipo de procedim ientos” . Por 
ello,  esta Corte ha considerado que, en aplicación de los principios de no discrim inación y 
debido proceso, se hacen necesarios procedim ientos previsibles que aseguren a la persona 
solicitante, incluyendo las niñas y los niños, su derecho a ser oído con las debidas garant ías 
de conform idad con los art ículos 8 y 25 de la Convención Am ericana, así com o coherencia 
y objet ividad en la tom a de decisiones en cada etapa del procedim iento para evitar 
decisiones arbit rarias.  

246. Ahora bien, en vir tud de la protección especial derivada de los art ículos 19 de la 
Convención y VI I  de la Declaración, la Corte ent iende que la obligación estatal de 
establecer y seguir procedim ientos justos y eficientes para poder ident ificar a los 
potenciales solicitantes de asilo, y determ inar la condición de refugiado a quienes 
sat isfagan los requisit os para obtener la protección internacional, debe incorporar tam bién 
los com ponentes y las garant ías específicas desarrolladas a la luz de la protección integral 
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debida a todas las niñas y niños. De este m odo, los principios contenidos en la Convención 
sobre los Derechos del Niño deben orientar tanto los aspectos sustant ivos com o 
procedim entales de la determ inación de la solicitud de la condición de refugiado de la niña 
o del niño. Así, cuando son solicitantes, las niñas y los niños deben gozar, adem ás de las 
garant ías generales en los térm inos de los art ículos 8 y 25 la Convención Am ericana, de 
garant ías procedim entales específicas y probatorias para garant izar su acceso a dicho 
procedim iento y que decisiones justas sean tom adas en la determ inación de sus solicitudes 
para la condición de refugiado, lo cual requiere de un desarrollo e integración de 
procedim ientos apropiados y seguros para las niñas y los niños, y un am biente que les 
genere confianza en todas las etapas del proceso de asilo.  

247. Para cerciorarse que los procedim ientos para atender solicitudes de asilo o de 
reconocim iento de la condición de refugiado sean adecuados, los Estados deben aplicar a 
cabalidad los principios rectores [ …] . En especial,  lo referente al interés superior de la niña 
o del niño, com o consideración prim ordial en todas las acciones que los afecten, y a su 
part icipación, que involucra el derecho de las niñas y los niños solicitantes de asilo y 
refugiados de gozar de la oportunidad de ser escuchados en todo procedim iento 
adm inist rat ivo o judicial que los afecte. Sobre la relación significat iva ent re estos dos 
principios, la Corte ya ha resaltado que la m ism a “ facilita el papel esencial de los niños en 
todas las decisiones que afecten su vida” , incluyendo los procedim ientos de asilo o para 
la determ inación de la condición de refugiado. Adem ás, es relevante referirse al contenido 
del art ículo 22 de la Convención sobre los Derechos del Niño, el cual reconoce el derecho 
a que los Estados aseguren que el niño que intente obtener el estatuto de refugiado, o 
que sea considerado refugiado de conform idad con el derecho y los procedim ientos 
internacionales o internos aplicables, reciba la protección y asistencia necesaria para 
salvaguardar sus derechos.  

248. Específicam ente, el Com ité Ejecut ivo del ACNUR ha hecho hincapié en que la 
adaptación de dichos procedim ientos a las necesidades específicas de la infancia incluya 
“ los requisitos de prueba pert inentes, prioridad en la t ram itación de las solicitudes de asilo 
de niños no acom pañados o separados de su fam ilia, representación let rada cualificada y 
gratuita o representación de ot ra índole para los niños no acom pañados o separados de 
su fam ilias, y [ …]  la posibilidad de aplicar la Convención de 1951 teniendo en cuenta la 
edad y el género y reconociendo, a esos efectos, las m anifestaciones y form as de 
persecución específicam ente dir igidas cont ra los niños” .   

249. De este m odo, es posible considerar que los art ículos 19, 22.7 y 22.8 de la 
Convención Am ericana, VI I  y XXVI I  de la Declaración Am ericana, 22 de la Convención 
sobre los Derechos del Niño, así com o la Convención de 1951, su Protocolo de 1967 y la 
definición regional de la Declaración de Cartagena, conform an el corpus iuris internacional 
para la protección de los derechos hum anos de las niñas y los niños solicitantes de asilo y 
refugiados en el cont inente am ericano. Baj o el m arco desarrollado, la Corte procederá a 
cont inuación a exponer los com ponentes esenciales que se derivan de la obligación estatal 
de establecer y seguir  procedim ientos justos y eficientes para poder ident ificar a los 
potenciales solicitantes de asilo y,  en su caso, determ inar la condición de refugiado a 
quienes sat isfagan los requisit os para obtener este t ipo de protección internacional 
teniendo en cuenta las form as part iculares que puede adquir ir  la persecución de niñas y 
niños [ …] , así com o aquellos específicos que se requieren para asegurar un procedim iento 
accesible y adecuado para las niñas y niños.  

250. En este sent ido, cuando se ident ifica a una niña o un niño m igrante com o un potencial 
solicitante de asilo o de reconocim iento de la condición de refugiado, ésta o éste debe 
recibir  la orientación necesaria en cuanto al procedim iento que ha de seguirse, en un 
lenguaje y m odo que pueda com prender y, en su caso, se le debe dar la oportunidad de 
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ponerse en contacto con un representante de ACNUR o la ent idad que haga sus funciones 
en caso de no encont rarse en el país.  

251. Del m ism o m odo, la Corte ha previam ente señalado que integra la referida obligación 
el otorgam iento al solicitante de asilo de las facilidades necesarias, incluyendo los servicios 
de un intérprete com petente, así com o, en su caso, el acceso a asesoría y representación 
legal, tanto para som eter su solicitud ante las autoridades com o durante el t rám ite de la 
m ism a. En el caso de niñas y niños, la representación legal debe ser gratuita y contar con 
capacitación especializada. Al igual que en los procedim ientos m igratorios [ …] , en caso 
que se t rate de una niña o niño no acom pañado o separado, deviene una obligación 
ineludible el nom bram iento de un tutor que vele por el bienestar e interés superior de la 
niña o del niño.  

252. Una vez que la niña o el niño es referido a la autoridad com petente, la cual debe 
estar claram ente ident ificada en el m arco del procedim iento establecido, corresponde que 
la m ism a realice el exam en de la solicitud con objet ividad. A este efecto, const ituye un 
requisito ineludible la realización de una ent revista personal a fin de que el solicitante 
exponga su caso, de m odo tal que se garant ice su derecho a ser oído. El derecho de las 
niñas y los niños a expresar sus opiniones y part icipar de una m anera significat iva es 
tam bién im portante en el contexto de los procedim ientos de asilo o para la determ inación 
de la condición de refugiado, cuyos alcances pueden depender de si la niña o el niño es 
solicitante o no, independientem ente de que sea acom pañado, no acom pañado o separado 
de sus padres o de las personas encargadas de su cuidado. En los supuestos en que las 
niñas o los niños no pudieran dar una ent revista, corresponde atender a los m étodos de 
com unicación no verbales que resulten m ás idóneos en cada caso concreto para dar 
cum plim iento al principio de part icipación.  

253. Asim ism o, la Corte considera que se cum ple con lo dispuesto en los citados art ículos 
19 de la Convención y VI I  de la Declaración, cuando se sigue la práct ica de otorgar una 
atención prioritaria para la ent revista a niñas y niños no acom pañados, luego a los 
separados, después de estos a los acom pañados de un solo progenitor y, finalm ente, a 
los que vienen com o parte de una fam ilia, a fin de atender oportunam ente y determ inar 
la urgencia de la necesidad de protección.  

254. La ent revista debe ser realizada en un lugar adecuado a las necesidades y seguridad 
de las niñas y niños, lo cual significa un espacio que no resulte am enazante, y por un 
profesional que cuente con una capacitación especializada. Al inicio de la ent revista la 
autoridad debe inform ar a la niña o niño lo que sucederá, procurando en todo m om ento 
evitar  la incom odidad y resaltando que se t rata de una ent revista confidencial. Al respecto, 
la Corte ya ha determ inado que, con la finalidad de proteger los derechos de los 
solicitantes que puedan estar en r iesgo, el procedim iento debe respetar en todas sus 
etapas la protección de los datos del solicitante y de la solicitud, así com o el principio de 
confidencialidad. 

255. La Corte est im a que la ent revista no sólo const ituye una form a de recabar 
inform ación sobre la situación actual de la niña o niño solicitante y de obtener y com probar 
todos los elem entos de prueba accesibles, sino tam bién perm ite ident ificar necesidades 
inm ediatas de asistencia com o ropa, com ida e higiene, ent re ot ras.  

256. La Corte recuerda que los procedim ientos adm inist rat ivos y j udiciales que conciernen 
la protección de los derechos hum anos de niñas y niños deben ser m anejados con una 
diligencia y celeridad excepcional por parte de las autoridades. Por tal m ot ivo, debe exist ir  
la m enor dem ora posible en el reconocim iento de la condición de refugiado a las niñas y 
niños. La Corte considera que el Estado es responsable de brindar protección y cuidado a 
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la niña o niño solicitante de m anera especial durante el t iem po que dure la t om a de 
decisión. Esto significa asegurar vivienda y com ida, así com o acceso a la salud, atención 
psicosocial y educación. 

Principio de no devolución de personas refugiadas, m igrantes y solicit antes de 
ese estatuto 

Corte  I DH. Derechos y garant ías de niñas y niños en e l contexto de la  m igración 
y/ o en necesidad de protección internacional.  Opinión Consult iva  OC- 2 1 / 1 4  de 
1 9  de agosto de 2 0 1 4 . Serie  A No. 2 1   

222. En cuanto al r iesgo de violación a los derechos de la niña o del niño, la Corte considera 
que éstos deben ser entendidos y analizados con un enfoque de edad y de género, así 
com o dent ro de la lógica establecida por la propia Convención sobre los Derechos del Niño, 
que contem pla la garant ía efect iva e interdependiente de los derechos civiles y polít icos y 
la progresiva plena efect ividad de los derechos económ icos, sociales y culturales, y en el 
m arco del cual el derecho a la vida incorpora tam bién el com ponente de desarrollo 
adecuado y supervivencia. En este sent ido, los art ículos 6 y 27 de la Convención sobre los 
Derechos del Niño incluyen en el derecho a la v ida la obligación del Estado de garant izar 
“en la m áxim a m edida posible la supervivencia y el desarrollo del niño” . El Com ité de los 
Derechos del Niño ha interpretado la palabra “desarrollo”  de una m anera am plia y 
holíst ica, que abarca lo físico, m ental, espir itual,  m oral,  psicológico y social. Estas m edidas 
adquieren fundam ental im portancia debido a que las niñas y los niños se encuent ran en 
una etapa crucial de su desarrollo físico, m ental, espir itual, m oral, psicológico y social que 
im pactará de una u ot ra form a su proyecto de vida. En esta línea, el Com ité listó una serie 
de circunstancias a evaluar, que incluyen:  a)  la seguridad personal y pública y ot ras 
condiciones, en part icular socioeconóm icas, que encont rará el niño a su regreso, 
efectuando, en su caso, las organizaciones sociales un estudio sobre las condiciones en el 
país;  b)  la existencia de m ecanism os para la atención individual del niño;  c)  las opiniones 
del niño m anifestadas al am paro de su derecho en virtud del art ículo 12, así com o las de 
las personas que le at ienden;  d)  el nivel de integración del niño en el país de acogida y el 
período de ausencia de su país de origen;  e)  el derecho del niño a “preservar su ident idad, 
incluidos la nacionalidad, el nom bre y las relaciones fam iliares”  (art . 8) ;  f)  la “conveniencia 
de que haya cont inuidad en la educación del niño”  y se preste atención “a su origen étnico, 
religioso, cultural y lingüíst ico”  (art . 20) ;  g)  si los padres o m iem bros del círculo fam iliar 
am pliado no estuvieran en condiciones de atender al niño, el retorno al país de origen no 
se efectuará, en principio, sin tom ar previam ente disposiciones seguras y concretas de 
atención y custodia al regreso.  

223. Habiendo sentado la interpretación que otorga esta Corte al ar t ículo 22.8 de la 
Convención, resulta necesario abordar las ot ras disposiciones t raídas a consulta, en 
part icular aquellas que se refieren a la prohibición de la t ortura. En efecto, los t ratados 
internacionales generales, com o la Convención Am ericana, cont ienen disposiciones que 
recogen el m andato norm at ivo que prohíbe los actos de tortura y ot ros t ratos o penas 
crueles, inhum anos o degradantes.  

224. La Convención Am ericana reconoce expresam ente el derecho a la integridad personal 
en su art ículo 5, bien jurídico cuya protección encierra la finalidad principal de la 
prohibición absoluta e im perat iva de derecho internacional consuetudinario de la t ortura 
y penas o t ratos crueles, inhum anos o degradantes. Este Tribunal ha considerado de form a 
constante en su jurisprudencia que dicha prohibición pertenece hoy día al dom inio del ius 

cogens. De esta form a, se ha conform ado un régim en jurídico internacional de prohibición 
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absoluta de todas las form as de tortura, tanto física com o psicológica, y respecto a esta 
últ im a, se ha reconocido que las am enazas y el peligro real de som eter a una persona a 
graves lesiones físicas produce, en determ inadas circunstancias, una angust ia m oral de 
tal grado que puede ser considerada “ tortura psicológica” .  

225. Desde sus prim eras sentencias, la Corte se ha pronunciado acerca de la int rínseca 
conexión existente ent re las obligaciones generales de respeto y garant ía señaladas en el 
art ículo 1.1 de la Convención y los derechos específicos protegidos por este inst rum ento 
que im pone, respecto de cada uno de los derechos y libertades reconocidos, deberes 
concretos que deben ser determ inados caso por caso y según el derecho o libertad de que 
se t rate. Una de las obligaciones internacionales asociadas con la prohibición de la t ortura 
es el principio de no devolución o non- refoulem ent . Dicho principio busca, de m anera 
prim ordial, asegurar la efect ividad de la prohibición de la tortura en toda circunstancia y 
respecto de toda persona, sin discrim inación alguna. Siendo una obligación derivada de la 
prohibición de tortura, el principio de no devolución en este ám bito es absoluto y adquiere 
tam bién el carácter de norm a im perat iva de derecho internacional consuetudinario,  es 
decir , de ius cogens.   

226. Es así que a part ir  del art ículo 5 de la Convención Am ericana, leído en conjunto con 
las obligaciones erga om nes de respetar y hacer respetar las norm as de protección de los 
derechos hum anos, se desprende el deber del Estado de no deportar, devolver, expulsar,  
ext raditar o rem over de ot ro m odo a una persona que esté sujeta a su jurisdicción a ot ro 
Estado, o a un tercer Estado que no sea seguro, cuando exista presunción fundada para 
creer que estaría en peligro de ser som et ida a tortura, t ratos crueles, inhum anos o 
degradantes.  

227. A su vez, los Estados han acordado, tanto a nivel universal com o interam ericano, 
t ratados internacionales específicos sobre la tem át ica, que desarrollan las obligaciones 
que surgen de las norm as sobre prohibición de la tortura, al precisar determ inadas 
m edidas que los Estados deben im plem entar a nivel interno, toda vez que se consideran 
eficaces para atender el objet ivo y fin últ im o de dichos convenios cual es la prevención y 
sanción de la t ortura y asegurar su no repet ición. El sistem a interam ericano cuenta con 
un t ratado específico, la Convención I nteram ericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, 
que obliga a los Estados Parte a adoptar m edidas efect ivas para prevenir y sancionar la 
tortura y ot ros t ratos crueles, inhum anos o degradantes en el ám bito de su jurisdicción. 
Una de las m edidas ident ificadas es justam ente el principio de no devolución, recogido en 
el cuarto párrafo de su art ículo 13, relacionado con las personas requer idas por casos de 
tortura, de la siguiente form a:  “ [ n] o se concederá la ext radición ni se procederá a la 
devolución de la persona requerida cuando haya presunción fundada de que corre peligro 
su vida, de que será som et ido a tortura, t ratos crueles, inhum anos o degradantes o de 
que será juzgada por t r ibunales de excepción o ad hoc en el Estado requirente” . Por ot ra 
parte, el principio, tal com o se encuent ra regulado, está asociado tam bién a la protección 
del derecho a la vida y de determ inadas garant ías judiciales, de m odo tal que no se lim ita 
únicam ente a la protección cont ra la t ortura. 

229. En esta línea, esta Corte ya ha resaltado la vinculación directa e inm ediata que existe 
ent re los derechos a la vida y a la integridad personal con la atención a la salud hum ana. 
Así, la expulsión o devolución de una persona podría considerarse violatoria de las 
obligaciones internacionales, dependiendo de las circunstancias concretas de la persona 
en part icular , en casos en que dicha m edida redunde en la afectación o el deterioro grave 
de la salud de la m ism a o, incluso, cuando pueda derivar en su m uerte. A efectos de 
evaluar una posible vulneración de la Convención o de la Declaración habrá de tenerse en 
cuenta el estado de salud o el t ipo de dolencia que padece la persona, así com o la atención 
en salud disponible en el país de origen y la accesibilidad física y económ ica a la m ism a, 
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ent re ot ros aspectos. Así lo ha entendido tam bién el Tribunal Europeo de Derechos 
Hum anos, el Com ité de Derechos Hum anos y la Com isión I nteram ericana de Derechos 
Hum anos.  

231. Es m ás, en lo que se refiere a niñas y niños, el Com ité de los Derechos del Niño ha 
concluido que la obligación de no devolver no se lim ita al peligro real que pueda exist ir  
para la niña o el niño de daño irreparable a sus derechos contenidos en los art ículos 6 y 
37 de la Convención sobre los Derechos del Niño, sino que tam bién aplica a ot ras 
violaciones de los derechos garant izados por dicho inst rum ento consideradas graves, 
com o por ejem plo “ la insuficiencia de servicios alim entarios o sanitarios” , “ sean 
im putables a actores no estatales o de que las v iolaciones en cuest ión sean directam ente 
prem editadas o sean consecuencia indirecta de la acción o inacción” .  La Corte concuerda 
con el Com ité de los Derechos del Niño en cuanto a que “ [ e] l retorno al país de origen sólo 
podrá contem plarse en principio si redunda en el interés superior”  por lo que se encuent ra 
prohibido cuando “produce un ‘r iesgo razonable’ de t raducirse en la violación de los 
derechos hum anos fundam entales del [ niño o niña]  y, en part icular,  si es aplicable el 
principio de no devolución” .  

232. Por consiguiente, considerando la norm a general en orden a que cuando un 
ext ranjero alegue ante un Estado un r iesgo en caso de devolución, las autoridades 
com petentes de ese Estado deberán, al m enos, ent revistar a la persona, dándole la debida 
oportunidad de exponer las razones que lo asistan en cont ra de la devolución, y realizar 
una evaluación previa o prelim inar a efectos de determ inar si existe o no ese r iesgo y, de 
constatarse, no debería ser devuelto a su país de origen o donde exista el r iesgo, en el 
caso de niñas y niños se im pone tam bién determ inar su interés superior en los térm inos 
previam ente expuestos.  

233. De este m odo, la prohibición de devolver,  expulsar,  deportar, retornar, rechazar en 
frontera o no adm it ir ,  o de cualquier m anera t ransferir  o rem over a una niña o niño a un 
Estado cuando su vida, seguridad y/ o libertad estén en r iesgo de violación a causa de 
persecución o am enaza de la m ism a, violencia generalizada o violaciones m asivas a los 
derechos hum anos, ent re ot ros, así com o donde corra el r iesgo de ser som et ido a tortura 
u ot ros t ratos crueles, inhum anos o degradantes, o a un tercer Estado desde el cual pueda 
ser enviado a uno en el cual pueda correr dichos r iesgos, encuent ra en ot ras norm as de 
derechos hum anos una protección adicional que se ext iende a ot ro t ipo de graves 
violaciones a sus derechos hum anos, entendidos y analizados con un enfoque de edad y 
de género, así com o dent ro de la lógica establecida por la propia Convención sobre los 
Derechos del Niño, que hace de la determ inación del interés superior  rodeada de las 
debidas garant ías un aspecto cent ral al adoptar cualquier decisión que concierne a la niña 
o al niño y, especialm ente, si el principio de no devolución se ve involucrado. 
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XVI . PROTECCI ÓN JUDI CI AL  

Consideraciones generales 

Corte I DH. Caso “I nst ituto de Reeducación del Menor” Vs. Paraguay. Excepciones 
pre lim inares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia  de 2  de sept iem bre de 
2 0 0 4 . Serie  C No. 1 1 2  

239. Este Tribunal ha sostenido que la salvaguarda de la persona frente al ej ercicio 
arbit rario del poder público es el objet ivo prim ordial de la protección internacional de los 
derechos hum anos. 

245. La Corte ha sostenido en su Opinión Consult iva OC-9/ 87 que, para que un recurso 
sea efect ivo “se requiere que sea realm ente idóneo para establecer si se ha incurrido en 
una violación a los derechos hum anos y proveer lo necesario para rem ediarla” . Es claro 
que el recurso no será realm ente eficaz si no se resuelve dent ro de un plazo que perm ita 
am parar la violación de la que se reclam a. 

247. Ha quedado establecido […] que el 12 de noviem bre de 1993 se interpuso un recurso 
de hábeas corpus genér ico con el propósito de reclam ar las condiciones de reclusión en 
que vivían los internos en el I nst ituto en ese entonces y de ubicarlos en lugares adecuados. 
Asim ism o, ha quedado dem ost rado […] que el Juez de Prim era I nstancia en lo Civil y 
Com ercial de Noveno Turno dio lugar a dicho recurso el 31 de julio de 1998, es decir,  casi 
cinco años después de haber sido interpuesto. Dado esto, cualquiera que sea el parám et ro 
que se ut ilice para determ inar si un recurso interno fue rápido, la Corte no puede sino 
concluir  que la t ram itación del recurso de hábeas corpus excedió todo lím ite perm isible. 
Adem ás, la tardanza en resolverlo hace pensar que, con toda certeza, algunas de las 
personas a cuyo favor se interpuso ya no se encont raban en el I nst ituto cuando se dio 
lugar al referido recurso, por lo cual éste no fue efect ivo para aquéllos que intentaba 
proteger, lo que const ituye una violación del ar t ículo 25.1 de la Convención.  

248. El art ículo 25.2.c)  de la Convención establece la obligación del Estado de garant izar 
“el cum plim iento, por las autoridades com petentes, de toda decisión en que se haya 
est im ado procedente el recurso” .  

250. Dichos puntos resolut ivos establecían claram ente que debían adoptarse “de 
inm ediato” , por parte de las autoridades pert inentes, todas aquellas m edidas necesarias 
para “ lograr la rect ificación de las circunstancias ilegít im as”  en el I nst ituto a favor de los 
que estaban internos en ese m om ento. Probablem ente ya no eran los m ism os internos de 
la fecha en que el recurso se había interpuesto. Sin em bargo, con posterioridad a la 
referida sentencia, los internos am parados por el recurso siguieron sufr iendo las m ism as 
condiciones insalubres y de hacinam iento, sin atención adecuada de salud, m al 
alim entados, bajo la am enaza de ser cast igados, en un clim a de tensión, violencia, 
vulneración, y sin el goce efect ivo de varios de sus derechos hum anos. Tanto es así que 
con posterioridad a haber sido resuelto el habeas corpus genérico se produjeron los t res 
incendios de que se ha hablado anteriorm ente [ …] . En ot ras palabras, el incum plim iento 
de la decisión del m encionado recurso, ya violatoriam ente tardía, no condujo al cam bio 
de las condiciones de detención degradantes e infrahum anas en que se encont raban los 
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internos. El propio Estado ha reconocido esa sit uación y ha señalado que no se t rasladó a 
los internos del I nst ituto por “ la falta de un lugar adecuado” .  

251. Por todas las razones anteriorm ente expuestas, la Corte concluye que el Estado no 
brindó un recurso rápido a los internos del I nst ituto al m om ento de la interposición del 
hábeas corpus genérico, ni tam poco brindó un recurso efect ivo a 239 internos en el 
I nst ituto al m om ento de la em isión de la sentencia en que se dio lugar al m ism o, por lo 
cual violó el art ículo 25 de la Convención Am ericana, en relación con el art ículo 1.1 de la 
m ism a. Dicha violación se vio agravada, a su vez, por el incum plim iento por parte del 
Estado de sum inist rar  a los internos m edidas especiales de protección por su condición de 
niños. La lista de dichos internos se adjunta a la presente Sentencia y form a parte de ella.  

Corte  I DH. Caso Com unidad I ndígena Yakye Axa Vs. Paraguay. Fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia  de 1 7  de junio de 2 0 0 5 . Serie  C No. 1 2 5  

61. La Corte ha señalado, en relación con el art ículo 25 de la Convención, que 

la inexistencia de un recurso efect ivo cont ra las violaciones a los derechos reconocidos por la 
Convención const ituye una t ransgresión de la m ism a por el Estado Parte en el cual sem ejante 
situación tenga lugar. En ese sent ido debe subrayarse que, para que tal recurso exista, no basta 
con que esté previsto por la Const itución o la ley o con que sea form alm ente adm isible, sino que 
se requiere que sea realmente idóneo para establecer si se ha incurr ido en una violación a los 
derechos hum anos y proveer lo necesario para rem ediarla. 

62. Los recursos efect ivos que los Estados deben ofrecer conform e al art ículo 25 de la 
Convención Am ericana, deben ser sustanciados de conform idad con las reglas del debido 
proceso legal (art ículo 8 de la Convención) ,  todo ello dent ro de la obligación general a 
cargo de los m ism os Estados de garant izar el libre y pleno ejercicio de los derechos 
reconocidos por la Convención a toda persona que se encuent re bajo su jurisdicción. En 
este sent ido, la Corte ha considerado que el debido proceso legal debe respetarse en el 
procedim iento adm inist rat ivo y en cualquier ot ro procedim iento cuya decisión pueda 
afectar los derechos de las personas. ( En sim ilar sent ido, ver, entre otros: Caso Goiburú 

y otros Vs. Paraguay . Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 2  de sept iem bre de 
2 0 0 6 . Serie C No. 1 5 3 , párr. 1 1 0 ) .  

63. En lo que respecta a pueblos indígenas, es indispensable que los Estados otorguen 
una protección efect iva que tom e en cuenta sus part icularidades propias, sus 
característ icas económ icas y sociales, así com o su situación de especial vulnerabilidad, su 
derecho consuetudinario, valores, usos y costum bres [ …] . ( En sent ido sim ilar, ver entre 
otros: Com unidad I ndígena Saw hoyam axa Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 2 9  de m arzo de 2 0 0 6 . Serie C No. 1 4 6 , párr. 8 3 ) .  

Corte I DH. Com unidad I ndígena Xákm ok Kásek. Vs. Paraguay. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 4  de agosto de 2 0 1 0 . Ser ie C No. 2 1 4  

139. El art ículo 25.1 de la Convención contem pla la obligación de los Estados Partes de 
garant izar, a t odas las personas bajo su jurisdicción, un recurso judicial efect ivo cont ra 
actos violatorios de sus derechos fundam entales. La existencia de esta garant ía 
“const ituye uno de los pilares básicos, no sólo de la Convención Am ericana, sino del propio 
Estado de Derecho en una sociedad dem ocrát ica” .  Lo cont rario, es decir,  la inexistencia 
de tales recursos efect ivos, coloca a una persona en estado de indefensión. 

140. Para que el Estado cum pla lo dispuesto en el art ículo 25 de la Convención no basta 
con que los recursos existan form alm ente, sino que es preciso que tengan efect ividad en 
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los térm inos de aquel precepto. Dicha efect ividad supone que, adem ás de la existencia 
form al de los recursos, éstos den resultados o respuestas a las violaciones de derechos 
reconocidos, ya sea en la Convención, la Const it ución o la ley. El Tribunal ha reit erado que 
dicha obligación im plica que el recurso sea idóneo para com bat ir la violación y que sea 
efect iva su aplicación por la autoridad com petente. En ese sent ido, no pueden 
considerarse efect ivos aquellos recursos que, por las condiciones generales del país o 
incluso por las circunstancias part iculares de un caso dado, resulten ilusorios. 

141. Adicionalm ente, el art ículo 25 de la Convención se encuent ra ínt im am ente ligado con 
las obligaciones generales contenidas en los art ículos 1.1 y 2 de la m ism a, las cuales 
at r ibuyen funciones de protección al derecho interno de los Estados Partes, de lo cual se 
desprende que el Estado t iene la responsabilidad de diseñar y consagrar norm at ivam ente 
un recurso eficaz, así com o la de asegurar la debida aplicación de dicho recurso por parte 
de sus autoridades judiciales. En ese sent ido, en los térm inos del art ículo 25 de la 
Convención, la norm at iva interna debe asegurar la debida aplicación de recursos efect ivos 
ante las autoridades com petentes con el propósito de am parar a t odas las personas baj o 
su jurisdicción cont ra actos que violen sus derechos fundam entales o que conlleven a la 
determ inación de los derechos y obligaciones de éstas. 

142. En lo que respecta a pueblos indígenas, el Tribunal ha sostenido que para garant izar 
el derecho de sus m iem bros a la propiedad com unitaria los Estados deben establecer “un 
recurso efect ivo con las garant ías de debido proceso [ …]  que les perm ita reivindicar sus 
t ierras t radicionales” .  

144. La Corte recuerda que, en los casos de las com unidades indígenas de Yakye Axa y 
Sawhoyam axa, consideró que el procedim iento adm inist rat ivo interno para la 
reivindicación de t ierras t radicionales era inefect ivo, por cuanto no ofrecía la posibilidad 
real de que los m iem bros de las com unidades indígenas recuperaran sus t ierras 
t radicionales si éstas se encont raban bajo dom inio privado. 

145. En virtud de que en el presente caso se t rata del m ism o recurso, ya que el Estado 
no ha m odificado su legislación ni su práct ica al respecto, el Tribunal reit era su 
jurisprudencia en relación a que el procedim iento adm inist rat ivo bajo estudio presenta los 
siguientes problem as est ructurales, que im piden que el m ism o pueda convidarse efect ivo:  
a)  rest r icción en las facultades de expropiación;  b)  som et im iento del procedim iento 
adm inist rat ivo a la existencia de un acuerdo de voluntad ent re las partes, y c)  ausencia 
de diligencias técnico-cient íficas tendientes a encont rar una solución definit iva del 
problem a. 

149. La Corte reit era nuevam ente que ante t ierras explotadas y product ivas es 
responsabilidad del Estado, a t ravés de los órganos nacionales com petentes, determ inar 
y tener en cuenta la especial relación de los m iem bros de la com unidad indígena 
reclam ante con dicha t ierra, al m om ento de decidir ent re am bos derechos. De lo cont rario,  
el derecho de reivindicación carecería de sent ido y no ofrecería una posibilidad real de 
recuperar las t ierras t radicionales. Lim itar  de esta form a la realización efect iva del derecho 
a la propiedad de los m iem bros de las com unidades indígenas no sólo viola las obligaciones 
del Estado derivadas de las disposiciones de la Convención relat ivas al derecho a la 
propiedad, sino que tam bién com prom ete la responsabilidad del Estado en relación a la 
garant ía de un recurso efect ivo y const ituye un t rato discrim inatorio que produce exclusión 
social.  
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Corte  I DH. Caso Noguera y ot ra  Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 9  de m arzo de 2 0 2 0 . Serie  C No. 4 0 1  

79. Este Tribunal ha señalado que el art ículo 25.1 de la Convención contem pla la obligación 
de los Estados Parte de garant izar, a t odas las personas bajo su jurisdicción, un recurso 
judicial sencillo, rápido, y efect ivo cont ra actos v iolatorios de sus derechos fundam entales. 
Teniendo en cuenta lo anterior,  es posible ident ificar dos obligaciones específicas del 
Estado. La prim era, consiste en reconocer norm at ivam ente y asegurar la debida aplicación 
de recursos efect ivos ante las autoridades com petentes, que am paren a todas las personas 
bajo su jurisdicción cont ra actos que violen sus derechos fundam entales o que conlleven 
la determ inación de los derechos y obligaciones de éstas. La segunda, garant izar los 
m edios para ejecutar las respect ivas decisiones y sentencias definit ivas em it idas por tales 
autoridades com petentes, de m anera que se protejan efect ivam ente los derechos 
declarados o reconocidos. 

Relación ent re el art ículo 2  y e l art ículo 2 5  de la Convención Am ericana 

Corte  I DH. Caso Com unidad I ndígena Yakye Axa Vs. Paraguay. Fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia  de 1 7  de junio de 2 0 0 5 . Serie  C No. 1 2 5  

99. La Corte ha dicho que el art ículo 25 de la Convención se encuent ra ínt im am ente ligado 
con la obligación general del art ículo 1.1 de la m ism a, que at r ibuye funciones de protección 
al derecho interno de los Estados Partes, de lo cual se desprende que el Estado t iene la 
responsabilidad de diseñar y consagrar norm at ivam ente un recurso eficaz, así com o la de 
asegurar la debida aplicación de dicho recurso por parte de sus autoridades judiciales. 

100. El art ículo 2 de la Convención Am ericana obliga a los Estados Partes a adoptar, con 
arreglo a sus procedim ientos const itucionales y a las disposiciones de esta Convención, 
las m edidas legislat ivas o de ot ro carácter que fueren necesarias para hacer efect ivos los 
derechos y libertades protegidos por la m ism a Convención. Es necesario reafirm ar que la 
obligación de adaptar la legislación interna es, por su propia naturaleza, una de resultado. 

101. La Corte ha señalado en ot ras oportunidades que esta norm a im pone a los Estados 
Partes la obligación general de adecuar su derecho interno a las norm as de la propia 
Convención, para garant izar así los derechos consagrados en ésta. Las disposiciones de 
derecho interno que sirvan a este fin han de ser efect ivas (principio del effet  ut ile) , lo que 
significa que el Estado debe adoptar todas las m edidas necesarias para que lo establecido 
en la Convención sea realm ente cum plido.  ( En sent ido sim ilar, ver entre otros:  Com unidad 

I ndígena Saw hoyam axa Vs. Paraguay . Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 9  de 
m arzo de 2 0 0 6 . Serie C No. 1 4 6 , párr. 1 1 0 ) .  

103. En el presente caso, el Paraguay no ha adoptado las m edidas adecuadas de derecho 
interno necesarias para asegurar un procedim iento efect ivo que dé una solución definit iva 
a la reclam ación planteada por los m iem bros de la Com unidad Yakye Axa, en los térm inos 
del párrafo anterior  

Corte  I DH. Com unidad I ndígena Saw hoyam axa Vs. Paraguay. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 9  de m arzo de 2 0 0 6 . Serie C No. 1 4 6  

109. En lo que respecta a las alegadas violaciones a los art ículos 1.1 y 2 de la Convención, 
la Corte recuerda que el Estado está en la obligación de inst ituir procedim ientos adecuados 
en el m arco del sistem a jurídico nacional para procesar las reivindicaciones de t ierras de 
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los pueblos indígenas interesados. Para ello,  la obligación general de garant ía establecida 
en el art ículo 1.1 de dicho t ratado im pone a los Estados el deber de asegurar que los 
t rám ites de esos procedim ientos sean accesibles y sim ples y que los órganos a su cargo 
cuenten con las condiciones técnicas y m ateriales necesarias para dar oportuna respuesta 
a las solicitudes que se les hagan en el m arco de dichos procedim ientos. 

Corte I DH. Com unidad I ndígena Xákm ok Kásek. Vs. Paraguay. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 4  de agosto de 2 0 1 0 . Ser ie C No. 2 1 4  

154. La Corte reit era que el procedim iento adm inist rat ivo de reivindicación de t ierras ha 
sido inefect ivo y no ha m ost rado una posibilidad real para que los m iem bros de la 
Com unidad Xákm ok Kásek recuperen sus t ierras t radicionales. Adem ás, esta falta de un 
recurso efect ivo para la recuperación de t ierras indígenas representa un incum plim iento 
del deber estatal, establecido en el art ículo 2 de la Convención, de adecuar su derecho 
interno para garant izar en la práct ica el derecho a la propiedad com unitaria.  

Protección judicia l y obstáculos en e l derecho interno para invest igar graves 
violaciones a  los derechos hum anos 

Corte  I DH. Caso Goiburú y ot ros Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 2 2  de sept iem bre de 2 0 0 6 . Serie C No. 1 5 3  

112. En prim er lugar,  ciertam ente han t ranscurrido casi 32 años desde la detención de los 
señores Carlos José Mancuello Bareiro y los herm anos Rodolfo y Benjam ín Ram írez Villalba 
y casi 30 años desde su desaparición y la del señor Agust ín Goiburú Gim énez. Aunque no 
consta que hayan sido intentadas acciones de habeas corpus o de ot ra índole a favor de 
las víct im as al m om ento de su detención ilegal o secuest ro y posterior  desaparición, ha 
sido verificada la falta de efect ividad de ese t ipo de acciones en ese pr im er período [ …] . 
Com o una situación de hecho, en ese entonces no exist ía en Paraguay un recurso efect ivo 
para am parar la ilegalidad o arbit rariedad de las detenciones, pues una de las 
característ icas de la dictadura gobernante era la vigencia de un “perm anente estado de 
sit io” , renovado cada noventa días por el Poder Ejecut ivo [ …] . Los t r ibunales de just icia 
norm alm ente se negaban a recibir y t ram itar recursos de habeas corpus en relación con 
m edidas decretadas por el Poder Ejecut ivo bajo dicho estado de sit io, m edida que no 
funcionó com o un inst rum ento para afrontar situaciones excepcionales, sino com o una 
herram ienta al servicio de una dictadura. Es decir, la falta de invest igación de los hechos 
const ituía parte de la práct ica sistem át ica de violaciones a los derechos hum anos y 
cont r ibuía a la im punidad de los responsables, por lo que la protección judicial debida a 
las víct im as y sus fam iliares resultó ilusoria desde su detención hasta el final de la 
dictadura. 

118. La Corte observa que en el presente caso, si bien los procesos penales no pudieron 
ser incoados hasta después de la caída del régim en dictatorial, el Estado no ha dem ost rado 
diligencia en las acciones oficiales de invest igación, las que a pesar de la naturaleza de los 
hechos no fueron act ivadas de oficio sino por denuncia o querella interpuestas por los 
fam iliares de las víct im as. No constan, adem ás, acciones adoptadas en el m arco de los 
procesos penales, o a t ravés de ot ras instancias, para determ inar el paradero de las 
víct im as o buscar sus restos m ortales. 

119. Respecto de la efect ividad de esos procesos penales para la determ inación de la 
verdad y la persecución, captura, enjuiciam iento y cast igo de todos los responsables 
intelectuales y m ateriales de los hechos, la Corte reconoce que aquéllos han sido abiertos 
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cont ra los m ás altos m andos del gobierno dictatorial, desde el entonces Jefe de Estado 
hasta los m ás altos rangos del Ministerio del I nterior,  los servicios de I nteligencia Militar 
y de la Policía de la Capital y su Departam ento de I nvest igaciones, adem ás de varios ex 
oficiales de la Policía de la Capital que ocupaban m andos m edios y de inferior  j erarquía. 
Sin em bargo, tal com o fue señalado, por diversas razones los resultados del proceso son 
bastante parciales en lo que se refiere a las cinco personas efect ivam ente condenadas y, 
de éstas, las que han cum plido la pena im puesta, pues varios de los encausados han 
m uerto en el t ranscurso de los procesos. La falta de debida diligencia del Estado ha 
resultado en que ninguno de los t res procesos penales haya culm inado y determ inado las 
correspondientes responsabilidades penales. La ausencia de dos de los principales 
procesados, el ex dictador Alfredo St roessner Mat iauda y el ex Minist ro del I nterior Sabino 
Augusto Montanaro, asilados en Brasil y  Honduras, respect ivam ente, declarados “ rebeldes 
a los m andatos de la j ust icia” , sum ada a la falta de concreción de una solicitud de 
ext radición respecto del prim ero de aquéllos determ inan en parte im portante la im punidad 
de los hechos. Este últ im o aspecto, por su relevancia, será analizado en profundidad m ás 
adelante [ …] . 

128. Según fue señalado anteriorm ente [ …] , los hechos del presente caso han infr ingido 
norm as inderogables de derecho internacional ( j us cogens) , en part icular las prohibiciones 
de la t ortura y de las desapariciones forzadas de personas. Estas prohibiciones son 
contem pladas en la definición de conductas que se considera afectan valores o bienes 
t rascendentales de la com unidad internacional,  y hacen necesaria la act ivación de m edios, 
inst rum entos y m ecanism os nacionales e internacionales para la persecución efect iva de 
tales conductas y la sanción de sus autores, con el fin de prevenir las y evitar que queden 
en la im punidad. Es así com o, ante la gravedad de determ inados delit os, las norm as de 
derecho internacional consuetudinario y convencional establecen el deber de juzgar a sus 
responsables. En casos com o el presente, esto adquiere especial relevancia pues los 
hechos se dieron en un contexto de vulneración sistem át ica de derechos hum anos —
const ituyendo am bos cr ím enes cont ra la hum anidad— lo que genera para los Estados la 
obligación de asegurar que estas conductas sean perseguidas penalm ente y sancionados 
sus autores. 

130. La plena realización de la j ust icia en este t ipo de casos se im ponía para el Paraguay 
com o un deber inexcusable de haber solicitado, con la debida diligencia y oportunidad, la 
ext radición de los procesados. Por ende, según la obligación general de garant ía 
establecida en el art ículo 1.1 de la Convención Am ericana, el Paraguay debe adoptar t odas 
las m edidas necesarias, de carácter j udicial y  diplom át ico, para juzgar y sancionar a todos 
los responsables de las violaciones com et idas, inclusive im pulsando por todos los m edios 
a su alcance las solicitudes de ext radición que correspondan. La inexistencia de t ratados 
de ext radición no const ituye una base o just ificación suficiente para dejar de im pulsar una 
solicitud en ese sent ido. 

131. De m anera consecuente con lo anterior , ante la naturaleza y gravedad de los hechos, 
m ás aún t ratándose de un contexto de violación sistem át ica de derechos hum anos, la 
necesidad de erradicar la im punidad se presenta ante la com unidad internacional com o un 
deber de cooperación inter-estatal para estos efectos. La im punidad no será erradicada 
sin la consecuente determ inación de las responsabilidades generales –del Estado-  y 
part iculares –penales de sus agentes o part iculares- , com plem entarias ent re sí.  El acceso 
a la j ust icia const ituye una norm a im perat iva de Derecho I nternacional y,  com o tal, genera 
obligaciones erga om nes para los Estados de adoptar las m edidas que sean necesarias 
para no dejar en la im punidad esas violaciones, ya sea ejerciendo su jurisdicción para 
aplicar su derecho interno y el derecho internacional para juzgar y, en su caso, sancionar 
a los responsables, o colaborando con ot ros Estados que lo hagan o procuren hacerlo. 
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132. En tales térm inos, la ext radición se presenta com o un im portante inst rum ento para 
estos fines por lo que la Corte considera pert inente declarar que los Estados Partes en la 
Convención deben colaborar ent re sí para erradicar la im punidad de las violaciones 
com et idas en este caso, m ediante el j uzgam iento y, en su caso, sanción de sus 
responsables. Adem ás, en virtud de los principios m encionados, un Estado no puede 
otorgar protección directa o indirecta a los procesados por crím enes cont ra los derechos 
hum anos m ediante la aplicación indebida de figuras legales que atenten cont ra las 
obligaciones internacionales pert inentes. En consecuencia, el m ecanism o de garant ía 
colect iva establecido bajo la Convención Am ericana en conjunto con las obligaciones 
internacionales regionales y universales en la m ateria, vinculan a los Estados de la región 
a colaborar de buena fe en ese sent ido, ya sea m ediante la ext radición o el j uzgam iento 
en su terr itorio de los responsables de los hechos del presente caso. 

Deber de garant izar e l cum plim iento de las decisiones judicia les 

Corte I DH. Caso Ríos Avalos y ot ro Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 1 9  de agosto de 2 0 2 1 . Ser ie  C No. 4 2 9  

145. Esta Corte ha señalado que las garant ías judiciales com prendidas en el art ículo 8.1 
de la Convención están ínt im am ente vinculadas al debido proceso legal,  el cual abarca las 
condiciones que deben cum plirse para asegurar la adecuada defensa de aquellos cuyos 
derechos u obligaciones están bajo consideración judicial” . Por ot ro lado, el art ículo 25 de 
la Convención establece la obligación de los Estados Partes de garant izar, a t odas las 
personas baj o su jurisdicción, un recurso judicial sencillo, rápido y efect ivo ante juez o 
t r ibunal com petente, cont ra actos violatorios de sus derechos fundam entales. Así, los 
art ículos 8, 25 y 1 de la Convención se encuent ran interrelacionados en la m edida que 
“ [ l] os [ …]  recursos judiciales efect ivos [ …]  deben ser sustanciados de conform idad con las 
reglas del debido proceso legal, [ …]  dent ro de la obligación general a cargo de los [ …]  
Estados, de garant izar el libre y pleno ejercicio de los derechos reconocidos por la 
Convención a toda persona que se encuent re bajo su jurisdicción (art . 1.1) ” .  

146. Tam bién el Tribunal ha considerado que la efect ividad de los recursos debe evaluarse 
en el caso part icular,  teniendo en cuenta si “ exist ieron vías internas que garant izaran un 
verdadero acceso a la j ust icia para reclam ar la reparación de la violación” .  

148. La jurisprudencia constante de esta Corte ha señalado que, en los térm inos del 
art ículo 25 de la Convención, es posible ident ificar dos obligaciones específicas que recaen 
en los Estados. Así,  la prim era obligación consiste en consagrar norm at ivam ente y 
asegurar la debida aplicación de recursos efect ivos ante las autoridades com petentes que 
am paren a todas las personas bajo su jurisdicción cont ra actos que violen sus derechos 
fundam entales o que conlleven la determ inación de los derechos y obligaciones de estas. 
La segunda, garant izar los m edios para ej ecutar las respect ivas decisiones y sentencias 
definit ivas em it idas por tales autoridades com petentes, de m anera que se protejan 
efect ivam ente los derechos declarados o reconocidos.  

149. En lo que se refiere específicam ente a la efect ividad del recurso, la Corte ha 
establecido que el sent ido de la protección que garant iza el art ículo 25 es la posibilidad 
real de acceder a un recurso judicial para que una autoridad com petente y capaz de em it ir  
una decisión vinculante, determ ine si ha habido o no una violación a algún derecho que la 
persona que reclam a est im a tener y que, en caso de ser encont rada una violación, el 
recurso sea út il para rest ituir al interesado en el goce de su derecho y repararlo.  
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157. En cuanto a ello,  esta Corte ha considerado que un proceso debe tender a la 
m aterialización de la protección del derecho reconocido en el pronunciam iento judicial, 
m ediante la aplicación idónea de dicho pronunciam iento. Por tanto, la efect ividad de las 
sentencias depende de su ejecución. En tal sent ido, una sentencia con carácter de cosa 
juzgada otorga certeza sobre el derecho o cont roversia discut ida en el caso concreto y, 
por ende, t iene com o uno de sus efectos la obligatoriedad o necesidad de cum plim iento. 
Lo cont rario supone la negación m ism a del derecho involucrado.  

158. Asim ism o, el Tribunal ha afirm ado que no pueden considerarse efect ivos aquellos 
recursos que, por las condiciones generales del país o incluso por las circunstancias 
part iculares de un caso dado, resulten ilusorios. Ello puede ocurrir , por ejem plo, cuando 
su inut ilidad haya quedado dem ost rada por la práct ica, porque el Poder Judicial carezca 
de la independencia necesaria para decidir con im parcialidad, porque falten los m edios 
para ej ecutar sus decisiones o por cualquier ot ra situación que configure denegación de 
just icia. De esa cuenta, en virtud del art ículo 25.2 c)  de la Convención, la responsabilidad 
estatal no term ina cuando las autoridades com petentes em iten una decisión o sentencia, 
sino que requiere adem ás que el Estado garant ice los m edios para ej ecutar las decisiones 
definit ivas, de m anera que se protejan efect ivam ente los derechos declarados. En 
específico, la Corte ha señalado que la ej ecución de las sentencias debe ser regida por 
aquellos estándares específicos que perm itan hacer efect ivos los principios, inter  alia,  de 
tutela j udicial, debido proceso, seguridad jurídica, independencia judicial y Estado de 
derecho.  

159. Por consiguiente, la negat iva del Poder Legislat ivo y de la Corte Suprem a de Just icia 
a reconocer la validez y los efectos de las sentencias dictadas por la Sala Const itucional, 
y la consecuente falta de ej ecución de lo ordenado por esta [ …] , determ inó que los 
recursos judiciales instados por las presuntas víct im as para reclam ar la protección de sus 
derechos no fueran efect ivos.  

160. En ese sent ido, la Corte I nteram ericana no puede dejar de resaltar la grave injerencia 
en la función de las autoridades judiciales que advierte de la actuación del Poder 
Legislat ivo en el caso concreto. En efecto, el contenido de la Resolución No. 1, adem ás de 
cuest ionar frontalm ente el cr it erio j urídico que habría determ inado el sent ido de los 
Acuerdos y las Sentencias No. 951 y 952, incluyó una advertencia expresa, con serias 
consecuencias para im pedir  el ej ercicio independiente de la función jurisdiccional, lo que 
de ningún m odo puede com paginar con un régim en dem ocrát ico de separación de 
poderes.  

161. Al respecto, la Corte recuerda que el art ículo 3 de la Carta Dem ocrát ica 
I nteram ericana incluye, com o uno de los “ elem entos esenciales de la dem ocracia 
representat iva [ …]  la separación e independencia de los poderes públicos” .  En tal sent ido, 
com o recientem ente fue indicado en la Opinión Consult iva OC-28/ 21, la separación de 
poderes “guarda est recha relación con el propósito de preservar la libertad” , en tanto, al 
lim itar el alcance de las funciones de cada órgano estatal,  evita la concent ración del poder.  
De esa cuenta, la separación de poderes, si bien supone la existencia de un sistem a de 
cont rol y de fiscalizaciones (de “ frenos y cont rapesos” ) ,  se dir ige a asegurar un adecuado 
balance o “ equilibrio ent re los poderes públicos” , sin que pueda ser tolerada, en un 
régim en dem ocrát ico, la injerencia arbit raria de cualquiera de los órganos estatales en las 
tareas correspondientes a ot ro.  

162. A la post re, el resuelto y am enazante pronunciam iento del Congreso Nacional 
determ inó una actuación ciertam ente cuest ionable desde diversos análisis, incluido el 
procedim ental, por parte de los integrantes de la Corte Suprem a de Just icia, cuya 
intervención cont r ibuyó a consum ar la ineficacia de los recursos judiciales prom ovidos y, 
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en definit iva, im posibilitó la tutela de los derechos de las presuntas víct im as en el plano 
nacional.  

163. Para fundam entar lo anterior, basta señalar que a efecto de dictar una Resolución 
que invalidó las referidas sentencias judiciales, la Corte Suprem a de Just icia estuvo 
integrada por m inist ros que previam ente, en las actuaciones procesales correspondientes, 
habían expresado estar inhibidos para conocer de las acciones prom ovidas por las 
presuntas víct im as [ …] .  

164. Esta Corte no considera que le incum ba adent rarse en la discusión acerca de la 
validez o no de la Resolución No. 2382 de la Corte Suprem a de Just icia,  ni tam poco en lo 
que concierne a los efectos que esta podría haber conllevado, j urídica y procesalm ente 
hablando, respecto de los Acuerdos y las Sentencias No. 951 y 952. Sin em bargo, los 
discordantes pronunciam ientos de la Sala Const itucional y de la Corte Suprem a perm iten 
reit erar la ineficacia de las acciones procesales prom ovidas y, con ello,  la falta de fuerza 
vinculante de las decisiones judiciales, reflejada en su inej ecutabilidad, sin dejar de lado 
el contexto de notable afectación a la independencia judicial.  

165. Por consiguiente, la Corte concluye que la ineficacia de los recursos judiciales 
prom ovidos por las presuntas víct im as, en un m arco de inobservancia de las garant ías 
cont ra presiones externas que am paran la función de jueces y j uezas, determ inó una 
violación al derecho a la protección judicial en los térm inos del art ículo 25.2 c) , en relación 
con la independencia judicial que consagra el ar t ículo 8.1 y las obligaciones de respetar y 
garant izar los derechos que prevé el art ículo 1.1, todos de la Convención Am ericana.  

 

XVI I . DESAPARI CI ÓN FORZADA 

Desaparición forzada com o violación plur iofensiva y cont inuada de derechos 
hum anos 

Corte  I DH. Caso Goiburú y ot ros Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 2 2  de sept iem bre de 2 0 0 6 . Serie C No. 1 5 3  

81. La Corte aprecia la buena fe del Estado al efectuar su allanam iento. Adem ás de 
cont r ibuir  a la definición de su propia m em oria histórica, el Estado im pulsa así a la 
consolidación de una perspect iva de la com unidad internacional,  y  en part icular  del 
sistem a interam ericano, com prensiva de la gravedad y el carácter cont inuado o 
perm anente y autónom o del delit o de desaparición forzada de personas. La necesidad de 
t ratar integralm ente la desaparición forzada com o una form a com plej a de violación de 
derechos hum anos, llevan a este Tribunal a analizar en form a conjunta los art ículos 4, 5 
y 7 de la Convención, en relación con el art ículo 1.1 de la m ism a, en el presente capítulo. 

82. Al respecto, en su jurisprudencia constante sobre casos de desaparición forzada de 
personas, la Corte ha reit erado que ésta const ituye un hecho ilícito que genera una 
violación m últ iple y cont inuada de varios derechos protegidos por la Convención 
Am ericana y coloca a la víct im a en un estado de com pleta indefensión, acarreando ot ros 
delitos conexos. La responsabilidad internacional del Estado se ve agravada cuando la 
desaparición form a parte de un pat rón sistem át ico o práct ica aplicada o tolerada por el 
Estado. Se t rata, en sum a, de un delit o de lesa hum anidad que im plica un craso abandono 
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de los principios esenciales en que se fundam enta el sistem a interam ericano. Si bien la 
com unidad internacional adoptó la prim era declaración y el prim er t ratado em pleando la 
calificación de desaparición forzada de personas recién en 1992 y 1994, respect ivam ente, 
ya en la década de los setenta el t em a era analizado com o tal en el Derecho I nternacional 
de los Derechos Hum anos y fue desarrollado a part ir  de la década de los ochenta en el 
m arco del sistem a de Naciones Unidas. Por su parte,  en el sistem a regional interam ericano 
se había ut ilizado frecuentem ente dicha calificación para referirse a ese conjunto de 
hechos y violaciones com o un delito cont ra la hum anidad. I ncluso es caracterizado com o 
tal por el art ículo 7(1) ( i)  del Estatuto de la Corte Penal I nternacional de 1998, cuando sea 
com et ido com o parte de una práct ica generalizada o sistem át ica cont ra los m iem bros de 
una población civil.  Esta caracterización del delito de referencia ha sido reit erada en el 
texto de los art ículos 5 y 8(1) (b)  de la Convención I nternacional de Naciones Unidas sobre 
la Protección de Todas las Personas cont ra las Desapariciones Forzadas, aprobada en junio 
de 2006 por el recién creado Consejo de Derechos Hum anos de Naciones Unidas. 

83. La necesidad de considerar integralm ente el delito de desaparición forzada en form a 
autónom a y con carácter cont inuado o perm anente, con sus m últ iples elem entos 
com plejam ente interconectados y hechos delict ivos conexos, se desprende no sólo de la 
propia t ipificación del referido art ículo I I I  en la Convención I nteram ericana sobre 
Desaparición Forzada de Personas, los t ravaux préparatoires à ésta, su preám bulo y 
norm at iva, sino tam bién del art ículo 17.1 de la Declaración de Naciones Unidas sobre la 
Protección de Todas las Personas cont ra las Desapariciones Forzadas de 1992, que incluso 
agrega un elem ento m ás, ligado al deber de invest igación, al señalar que el delito de 
referencia debe ser considerado “perm anente m ient ras sus autores cont inúen ocultando 
la suerte y el paradero de la persona desaparecida y m ient ras no se hayan esclarecido los 
hechos” . La jurisprudencia internacional refleja tam bién este entendim iento y en sim ilares 
térm inos se refieren los art ículos 4 y 8(1) (b)  de la señalada Convención I nternacional de 
Naciones Unidas en la m ateria.  

84. En definit iva, la Corte est im a que, tal com o se desprende del preám bulo de la 
Convención I nteram ericana señalada, ante la part icular gravedad de estos delit os y la 
naturaleza de los derechos lesionados, la prohibición de la desaparición forzada de 
personas y el correlat ivo deber de invest igar las y sancionar a sus responsables han 
alcanzado carácter de j us cogens.  

85. Las anteriores consideraciones del delit o de desaparición forzada de personas 
obedecen, en definit iva, a las necesidades de prevención y protección cont ra este t ipo de 
actos. De tal m anera, el t ratam iento en esta Sentencia de los hechos del presente caso 
com o un conjunto de factores que integran la desaparición forzada de las víct im as, si bien 
calificados com o violaciones a los derechos a la vida, la integridad personal y libertad 
personal,  es consecuente con el carácter cont inuado o perm anente de aquel fenóm eno y 
con la necesidad de considerar el contexto en que ocurrieron, analizar sus efectos 
prolongados en el t iem po y enfocar integralm ente sus consecuencias. 

Deber de invest igar de oficio casos de desapar ición forzada 

Corte  I DH. Caso Goiburú y ot ros Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 2 2  de sept iem bre de 2 0 0 6 . Serie C No. 1 5 3  

88. Adem ás, fue verificada una situación generalizada de im punidad de las graves 
violaciones a los derechos hum anos existente en ese entonces […],  que condicionaba la 
protección de los derechos en cuest ión. En este sent ido, la Corte ha entendido que de la 
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obligación general de garant izar los derechos hum anos consagrados en la Convención, 
contenida en el art ículo 1.1 de la m ism a, deriva la obligación de invest igar los casos de 
violaciones del derecho sustant ivo que debe ser am parado, protegido o garant izado. Así,  
en casos de ejecuciones ext rajudiciales, desapariciones forzadas y ot ras graves violaciones 
a los derechos hum anos, el Tribunal ha considerado que la realización de una invest igación 
ex officio,  sin dilación, seria, im parcial y  efect iva, es un elem ento fundam ental y 
condicionante para la protección de ciertos derechos que se ven afectados o anulados por 
esas situaciones, com o los derechos a la libertad personal,  integridad personal y vida. 

89. No fue sino después de 1989, al caer el régim en dictatorial de St roessner, que fueron 
iniciadas las invest igaciones por los hechos del presente caso. Sin em bargo, las 
condiciones del país, sin im portar qué tan difíciles sean, no liberan a un Estado Parte en 
la Convención Am ericana de sus obligaciones establecidas en ese t ratado. Adem ás, la 
desaparición forzada supone el desconocim iento del deber de organizar el aparato del 
Estado para garant izar los derechos reconocidos en la Convención y reproduce las 
condiciones de im punidad para que este t ipo de hechos vuelvan a repet irse;  de ahí la 
im portancia de que aquél adopte todas las m edidas necesarias para evitar dichos hechos, 
invest igue y sancione a los responsables y, adem ás, inform e a los fam iliares sobre el 
paradero del desaparecido y los indem nice en su caso. 

90. En este caso, la falta de invest igación de este t ipo de hechos const ituía un factor 
determ inante de la práct ica sistem át ica de violaciones a los derechos hum anos y propicia 
la im punidad de los responsables. Si bien la evaluación acerca de la obligación de proteger 
los derechos a la vida, a la integridad personal y a la libertad personal por la vía de una 
invest igación seria,  com pleta y efect iva de lo ocurrido, se hace a la luz de lo dispuesto en 
los art ículos 8 y 25 de la Convención Am ericana en el próxim o capítulo de esta Sentencia, 
es relevante destacar aquí ot ros aspectos de la obligación de garant ía a estos derechos, 
aparte de la m anera en que deben ser invest igados. 

93. Ciertam ente en esta Sentencia se está determ inando la responsabilidad internacional 
del Paraguay, que es el Estado dem andado ante la Corte por los hechos del presente caso, 
y a esto se lim ita el Tribunal. No puede, sin em bargo, dejar de señalar se que la t ortura y 
desaparición forzada de las presuntas víct im as, cuya prohibición t iene carácter de norm as 
inderogables de derecho internacional o j us cogens […],  fueron perpet radas con la 
colaboración de autoridades de ot ros Estados del cont inente y se encuent ran parcialm ente 
en la im punidad ante las faltas a la obligación de invest igarlas. La gravedad de los hechos 
no puede desvincularse del contexto en que ocurrieron y es deber de esta Corte 
destacarlo, en atención a la preservación de la m em oria histórica y a la im perante 
necesidad de que hechos sim ilares no vuelvan a repet irse. 

Deber de adecuar el derecho interno  

Corte  I DH. Caso Goiburú y ot ros Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 2 2  de sept iem bre de 2 0 0 6 . Serie C No. 1 5 3  

91. Según fue establecido […],  a nivel interno los procesos penales fueron inst ruidos, y en 
algunos casos los im putados condenados en instancia, bajo t ipos penales tales com o 
secuest ro, privación ilegít im a de libertad, abuso de autoridad, asociación o concierto para 
delinquir, lesiones, coacción o am enazas y hom icidio, contenidos en el Código Penal del 
año 1914 o en el actualm ente vigente de 1998 cuando esto resultare m ás beneficioso al 
im putado. Ciertam ente no exist ían t ipos penales de tortura o desaparición forzada de 
personas en el derecho paraguayo al m om ento en que ocurrieron los hechos ni en que 
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iniciaron los procesos. La Const itución de la República del Paraguay de 1992 hace 
referencia a estos delitos y el Estado rat ificó la Convención I nteram ericana para Prevenir  
y Sancionar la Tortura el 9 de m arzo de 1990 y la Convención I nteram ericana sobre 
Desaparición Forzada de Personas el 26 de noviem bre de 1996. Sin em bargo, no es sino 
hasta la ent rada en vigor en 1998 del actual Código Penal paraguayo que fue t ipificada de 
alguna form a la tortura y la desaparición de personas. Al valorar posit ivam ente los 
esfuerzos realizados por el Paraguay para la t ipif icación de esas conductas, es de destacar 
que en este proceso internacional los hechos del caso han sido calificados com o 
desaparición forzada y tortura, tanto por el Estado com o por este Tribunal. 

92. La disparidad en la calificación de los hechos a nivel interno e internacional se ha visto 
reflejada en los m ism os procesos penales. No obstante, la Corte reconoce que la detención 
ilegal y arbit raria, t ortura y desaparición forzada de las víct im as no ha quedado en la t otal 
im punidad m ediante la aplicación de ot ras figuras penales. Por ot ro lado, en relación con 
la obligación general establecida en el art ículo 2 de la Convención y las específicas 
obligaciones contenidas en las Convenciones I nteram ericanas sobre la m ateria señaladas, 
el Estado se obligó a t ipificar las conductas de tortura y desaparición forzada de personas 
de m anera consonante con las definiciones allí contenidas. No obstante, el Tribunal 
considera que si bien los t ipos penales vigentes en el Código Penal paraguayo sobre tortura 
y “desaparición forzosa”  perm it ir ían la penalización de ciertas conductas que const ituyen 
actos de esa naturaleza, un análisis de los m ism os perm ite observar que el Estado las 
t ipificó de m anera m enos com prehensiva que la norm at iva internacional aplicable. El 
Derecho I nternacional establece un estándar m ínim o acerca de una correcta t ipificación 
de esta clase de conductas y los elem entos m ínim os que la m ism a debe observar, en el 
entendido de que la persecución penal es una vía fundam ental para prevenir futuras 
violaciones de derechos hum anos. Es decir, que los Estados pueden adoptar una m ayor 
severidad en el t ipo específico para efectos de una m ejor persecución penal de esos 
delitos, en función de lo que consideren una m ayor o m ejor tutela de los bienes jurídicos 
protegidos, a condición de que al hacerlo no vulneren esas ot ras norm as a las que están 
obligados. Adem ás, la sust racción de elem entos que se consideran irreduct ibles en la 
fórm ula persecutoria establecida a nivel internacional,  así com o la int roducción de 
m odalidades que le resten sent ido o eficacia, pueden llevar a la im punidad de conductas 
que los Estados están obligados bajo el Derecho I nternacional a prevenir, erradicar y 
sancionar.  

Corte I DH. Caso Arrom  Suhurt  y ot ros Vs. Paraguay. Fondo. Sentencia de 1 3  de 
m ayo de 2 0 1 9 . Ser ie  C No. 3 7 7  

136. La obligación de invest igar violaciones de derechos hum anos es una de las m edidas 
posit ivas que deben adoptar los Estados para garant izar los derechos reconocidos en la 
Convención. Así, desde su prim era sentencia esta Corte ha destacado la im portancia del 
deber estatal de invest igar y sancionar las violaciones de derechos hum anos, el cual 
adquiere part icular im portancia ante la gravedad de los delitos com et idos y la naturaleza 
de los derechos lesionados. Dicha obligación tam bién se desprende de ot ros inst rum entos 
interam ericanos. Así, en casos de desapariciones forzadas, la obligación de invest igar se 
ve reforzada por el ar t ículo I .b de la Convención I nteram ericana sobre Desaparición 
Forzada de Personas, y en casos de tortura se ve reforzada por los art ículos 1, 6 y 8 de la 
Convención I nteram ericana para Prevenir y Sancionar la Tortura.  

138. Toda vez que haya m ot ivos razonables para sospechar que una persona ha sido 
som et ida a desaparición forzada debe iniciarse una invest igación ex officio,  sin dilación, y 
de una m anera seria,  im parcial y  efect iva. Esta obligación es independiente a la 
presentación de una denuncia, pues en casos de desaparición forzada el derecho 
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internacional y el deber general de garant ía, im ponen la obligación de invest igar el caso 
ex officio,  sin dilación, y de una m anera seria,  im parcial y  efect iva, de m odo tal que no 
dependa de la iniciat iva procesal de la víct im a o de sus fam iliares o de la aportación 
privada de elem entos probatorios. En el m ism o sent ido, el art ículo 8 de la Convención 
I nteram ericana para Prevenir y Sancionar la Tortura establece que los Estados partes 
garant izarán:  

a toda persona que denuncie haber sido somet ida a tortura en el ámbito de su jur isdicción el 
derecho a que el caso sea exam inado im parcialm ente. Asim ism o, cuando exista denuncia o 
razón fundada para creer que se ha com et ido un acto de tortura en el ám bito de su jur isdicción, 
los Estados partes garant izarán que sus respect ivas autoridades procederán de oficio y de 
inm ediato a realizar una invest igación sobre el caso y a iniciar, cuando corresponda, el respect ivo 
proceso penal. 

 

XVI I . REPARACI ONES 

Consideraciones generales 

Corte  I DH. Caso Ricardo Canese Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 3 1  de agosto de 2 0 0 4 . Ser ie  C No. 1 1 1  

192. De acuerdo con lo expuesto en los capítulos anteriores, la Corte decidió que el Estado 
es responsable por la violación de los art ículos 13, 22.2, 22.3, 8.1, 8.2, 8.2.f)  y 9 de la 
Convención, todos en conexión con el art ículo 1.1 de la m ism a, en perjuicio del señor 
Ricardo Canese. En su jurisprudencia constante, este Tribunal ha establecido que es un 
principio de Derecho I nternacional que toda violación de una obligación internacional que 
haya producido un daño com porta el deber de repararlo adecuadam ente. A tales efectos, 
la Corte se ha basado en el art ículo 63.1 de la Convención Am ericana, según el cual,  

[ c] uando decida que hubo violación de un derecho o libertad protegidos en esta Convención, la 
Corte dispondrá que se garant ice al lesionado en el goce de su derecho o libertad conculcados. 
Dispondrá asim ismo, si ello fuera procedente, que se reparen las consecuencias de la m edida o 
situación que ha configurado la vulneración de esos derechos y el pago de una justa 
indem nización a la parte lesionada.  

Por consiguiente, el Tribunal pasa a considerar las m edidas necesarias para reparar los 
daños causados al señor Ricardo Canese por dichas violaciones a la Convención. 

193. Tal com o ha indicado la Corte, el art ículo 63.1 de la Convención Am ericana refleja 
una norm a consuetudinaria que const ituye uno de los principios fundam entales del 
derecho internacional contem poráneo sobre la responsabilidad de los Estados. De esta 
m anera, al producirse un hecho ilícito im putable a un Estado surge de inm ediato la 
responsabilidad internacional de éste por la violación de una norm a internacional, con el 
consecuente deber de reparación y de hacer cesar las consecuencias de la violación. ( En 
sim ilar sent ido, ver entre otros: Caso “I nst ituto de Reeducación del Menor” Vs. Paraguay .  
Excepciones prelim inares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 2  de sept iem bre de 
2 0 0 4 . Serie C No. 1 1 2 , párr. 2 5 8 ; Caso Com unidad I ndígena Yakye Axa Vs. Paraguay . 
Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 1 7  de junio de 2 0 0 5 . Serie  C No. 1 2 5 , párr. 
1 8 0 ; Com unidad I ndígena Saw hoyam axa Vs. Paraguay . Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 2 9  de m arzo de 2 0 0 6 . Serie C No. 1 4 6 , párr. 1 9 6 ; Caso Goiburú y otros Vs. 
Paraguay . Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 2  de sept iem bre de 2 0 0 6 . Serie C 
No. 1 5 3 , párr. 1 4 1 ; Caso Vargas Areco Vs. Paraguay . Sentencia. 2 6  de sept iem bre de 2 0 0 6 . 
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Serie C No. 1 5 5 , párr. 1 4 0 ; Com unidad I ndígena Xákm ok Kásek. Vs. Paraguay . Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 4  de agosto de 2 0 1 0 . Serie C No. 2 1 4 , párr. 2 7 6 ; 
Caso Noguera y otra Vs. Paraguay . Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 9  de m arzo 
de 2 0 2 0 . Serie C No. 4 0 1 , párr. 8 8 , y Caso Ríos Avalos y otros vs. Paraguay . Fondo, 
reparación y costas. Sentencia de 1 9  de agosto de 2 0 2 1 , párr. 1 7 8 ) .  

194. La reparación del daño ocasionado por la infracción de una obligación internacional 
requiere, siem pre que sea posible, la plena rest itución ( rest itut io in  integrum ) , la cual 
consiste en el restablecim iento de la situación anterior. De no ser esto posible, com o en 
el presente caso, cabe al t r ibunal internacional determ inar una serie de m edidas para, 
adem ás de garant izar los derechos conculcados, reparar las consecuencias que las 
infracciones produjeron, así com o establecer el pago de una indem nización com o 
com pensación por los daños ocasionados. La obligación de reparar que se regula, en todos 
los aspectos (alcance, naturaleza, m odalidades y determ inación de los beneficiarios)  por 
el derecho internacional, no puede ser m odificada o incum plida por el Estado obligado 
invocando para ello disposiciones de su derecho interno. ( En sim ilar sent ido, ver entre 
otros: Caso “I nst ituto de Reeducación del Menor” Vs. Paraguay . Excepciones 
prelim inares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 2  de sept iem bre de 2 0 0 4 . Serie 
C No. 1 1 2 , párr. 2 5 9 , y Caso Com unidad I ndígena Yakye Axa Vs. Paraguay . Fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia de 1 7  de junio de 2 0 0 5 . Serie C No. 1 2 5 , párr. 1 8 1 ) .  

195. Es preciso tom ar en consideración que en m uchos casos de violaciones a derechos 
hum anos, com o el presente, no es posible la rest itut io in integrum ,  por lo que, teniendo 
en cuenta la naturaleza del bien afectado, la reparación se realiza, inter alia,  según la 
j urisprudencia internacional, m ediante una justa indem nización o com pensación 
pecuniaria. Es necesario añadir las m edidas de carácter posit ivo que el Estado debe 
adoptar para asegurar que no se repitan hechos lesivos com o los ocurridos en el presente 
caso. 

196. Las reparaciones, com o el t érm ino lo indica, consisten en las m edidas que t ienden a 
hacer desaparecer los efectos de las violaciones com et idas. Su naturaleza y su m onto 
dependen del daño ocasionado en los planos tanto m aterial com o inm aterial. Las 
reparaciones no pueden im plicar ni enriquecim iento ni em pobrecim iento para la víct im a o 
sus sucesores. En este sent ido, las reparaciones que se establezcan deben guardar 
relación con las violaciones declaradas en los capítulos anteriores en esta Sentencia. 

Reparaciones en casos que involucren víct im as pertenecientes a  una com unidad 
indígena 

Corte  I DH. Caso Com unidad I ndígena Yakye Axa Vs. Paraguay. Fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia  de 1 7  de junio de 2 0 0 5 . Serie  C No. 1 2 5  

188. En el presente caso, la Corte com parte el cr iterio de la Com isión y los representantes 
en el sent ido de que las reparaciones adquieren una especial significación colect iva. Al 
respecto, este Tribunal consideró en un caso que involucraba pueblos indígenas que “ la 
reparación individual t iene com o un com ponente im portante las reparaciones que esta 
Corte otorga m ás adelante a los m iem bros de las com unidades en su conjunto” . 

189. Sin perjuicio de ello, la Corte considera que los beneficiarios de las reparaciones que 
se ordenan en la presente Sentencia son los m iem bros de la Com unidad indígena Yakye 
Axa, detallados en la lista obrante en el anexo A de esta Sentencia. 



 

1 2 8    

4 0  JURISPRUDENCIA SOBRE PARAGUAY 

Corte  I DH. Com unidad I ndígena Saw hoyam axa Vs. Paraguay. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 9  de m arzo de 2 0 0 6 . Serie C No. 1 4 6  

204. El Tribunal considera com o parte lesionada a los m iem bros de la Com unidad indígena 
Sawhoyam axa, en su carácter de víct im as de las violaciones señaladas anteriorm ente […].  
Adjunto a la presente Sentencia com o anexo A)  figura la lista de los m iem bros de esta 
Com unidad indígena, de acuerdo con el censo realizado en el m es de febrero del año 2006 
[…]. 

205. La Corte ha podido verificar a t ravés de los dist intos censos de la Com unidad que 
han sido presentados, t al y com o fue advert ido por la Com isión y los representantes, que 
el núm ero de personas y fam ilias que integran esta Com unidad indígena ha variado. Por 
ejem plo, el censo realizado a la Com unidad en el año 2004 regist ró a 376 personas 
integradas en 80 fam ilias, m ient ras que el censo realizado el m es de febrero de 2006 
regist ró 407 personas agrupadas en 83 fam ilias. La Corte observa que todas estas 
variaciones son com unes a la com posición de estos grupos. 

206. Esto es aplicable a la situación de las fam ilias de Luis Chávez y Victorina Álvarez (No. 
51)  y sus hij os Karen Fabiola, Eliseo y César Daniel y la fam ilia de Faust ino Chávez y 
Liliana González (No. 40)  y sus hij os, Sandra, Fausto, Ram ón, Just ina, Gerardo y ot ro 
niño. Si bien es cierto que estas fam ilias figuraron com o m iem bros de la Com unidad Yakye 
Axa y por lo tanto com o víct im as de las violaciones a los derechos hum anos declaradas 
por la Corte I nteram ericana en su sentencia sobre ese caso, a part ir  del censo realizado 
el m es de diciem bre del año 2004 figuran com o m iem bros de la Com unidad 
Sawhoyam axa. La decisión de estas fam ilias de separarse de la Com unidad Yakye Axa 
para integrar la Com unidad Sawhoyam axa, am bas com unidades indígenas del pueblo 
Enxet -Lengua, así com o la decisión de los m iem bros de la Com unidad Sawhoyam axa de 
aceptarlos com o parte de su com unidad, no puede m ás que ser respetada por este 
Tribunal. 

207. La indem nización que el Tribunal fij e a favor del conjunto de los m iem bros de la 
Com unidad Sawhoyam axa será puesta a disposición de los líderes de la Com unidad, en 
su representación. 

208. Adem ás, este Tribunal considera com o “parte lesionada”  a los 19 m iem bros de esta 
Com unidad indígena que fallecieron com o consecuencia de los hechos […]. 

209. La cant idad que se fij e a favor de estas personas deberá ser ent regada a sus 
fam iliares conform e a los usos, costum bres y derecho consuetudinario de la Com unidad. 

Medidas de rest itución 

Corte I DH. Caso Ríos Avalos y ot ro Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 1 9  de agosto de 2 0 2 1 . Ser ie  C No. 4 2 9  

212. En tal sent ido, es pert inente ordenar al Estado que, en cum plim iento de las decisiones 
de la referida Sala, proceda a la regularización del régim en de jubilaciones de las dos 
víct im as desde el m om ento de su dest itución com o m inist ros de la Corte Suprem a, 
conform e al régim en salarial y prestacional que correspondería a tales cargos en el 
t ranscurso de los años, hasta la fecha de fallecim iento del señor Fernández Gadea y, en 
el caso del señor Ríos Avalos, hasta la fecha de not ificación de esta Sentencia. Dicha 
regularización deberá incluir el m onto de las aportaciones que habrían correspondido tanto 
al Estado com o a cada uno de los exm inist ros en los periodos m encionados, así com o la 
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proyección de los nuevos beneficios jubilatorios resultantes para el caso de cada una de 
las víct im as. Tales m ontos y proyecciones deberán ser inform ados, respect ivam ente, al 
señor Bonifacio Ríos Avalos y a la señora María Concepción Villalba Quevedo, quien cobra 
la pensión correspondiente a su esposo, para los efectos de que conozcan las sum as de 
las respect ivas aportaciones que tendrían que hacer efect ivas, y, si así lo consideran, que 
cada quien las realice y j untam ente con los aportes estatales se verifique el nuevo cálculo 
de los beneficios jubilatorios. El Estado deberá proceder conform e a lo aquí indicado, 
incluido el depósito de sus respect ivas aportaciones, si fuera el caso, en el plazo de un 
año contado a part ir  de la not ificación de esta Sentencia. 

Entrega de los terr itorios t radicionales a  las com unidades indígenas  

Corte  I DH. Caso Com unidad I ndígena Yakye Axa Vs. Paraguay. Fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia  de 1 7  de junio de 2 0 0 5 . Serie  C No. 1 2 5  

211. Las violaciones a los derechos hum anos ocasionadas a los m iem bros de la Com unidad 
Yakye Axa declaradas en la presente Sentencia t ienen com o base com ún prim ordialm ente 
la falta de m aterialización de los derechos terr itoriales ancest rales de los m iem bros de la 
Com unidad, cuya existencia no ha sido discut ida por el Estado. Adem ás, el Estado ha 
m anifestado a lo largo del presente t rám ite ante la Corte su disposición de ent regar t ierras 
a los m iem bros de la Com unidad […]. 

215. A la Corte no le com pete determ inar cuál es el terr itorio t radicional de la Com unidad 
indígena Yakye Axa, pero sí establecer si el Estado ha respetado y garant izado el derecho 
a la propiedad com unal de sus m iem bros, com o en efecto lo ha hecho en la presente 
Sentencia […].  Por la razón anterior , corresponde al Estado delim itar, dem arcar, t itular y  
ent regar las t ierras […].  

216. Para ello,  es necesario considerar que las víct im as del presente caso poseen hasta 
hoy conciencia de una historia exclusiva com ún;  son la expresión sedentarizada de una 
de las bandas del pueblo indígena de los Chanawatsan, de la fam ilia lingüíst ica de los 
Lengua-Maskoy, que tenían un m odo de ocupación t radicional de cazadores- recolectores 
[…].  La posesión de su terr itorio t radicional está m arcada de form a indeleble en su 
m em oria histórica y la relación que m ant ienen con la t ierra es de una calidad tal que su 
desvinculación de la m ism a im plica r iesgo cierto de una pérdida étnica y cultural 
irreparable, con la consecuente vacante para la diversidad que tal hecho acarrearía. 
Dent ro del proceso de sedentarización, la Com unidad Yakye Axa adoptó una ident idad 
propia relacionada con un espacio geográfico determ inado física y culturalm ente, que 
corresponde a una parte específica de lo que fue el vasto terr itorio Chanawatsan. 

217. Por lo expuesto, el Estado deberá ident ificar ese terr itorio t radicional y ent regarlo de 
m anera gratuita a la Com unidad Yakye Axa, en un plazo m áxim o de t res años contados a 
part ir  de la not ificación de la presente Sentencia. En caso de que el terr itorio t radicional 
se encuent re en m anos privadas, el Estado deberá valorar la legalidad, necesidad y 
proporcionalidad de la expropiación o no de esas t ierras con el fin de lograr un objet ivo 
legít im o en una sociedad dem ocrát ica, […].  Para ello, deberá tom ar en cuenta las 
part icularidades propias de la Com unidad indígena Yakye Axa, así com o sus valores, usos, 
costum bres y derecho consuetudinario. Si por m ot ivos objet ivos y fundam entados, la 
reivindicación del t err itorio ancest ral de los m iem bros de la Com unidad Yakye Axa no fuera 
posible, el Estado deberá ent regarle t ierras alternat ivas, que serán electas de m odo 
consensuado con la Com unidad, conform e a sus propias form as de consulta y decisión, 
valores, usos y costum bres. En uno u ot ro caso, la extensión de las t ierras deberá ser la 
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suficiente para garant izar el m antenim iento y desarrollo de la propia form a de vida de la 
Com unidad. 

218. A efectos de dar cum plim iento a lo señalado en el párrafo anterior ,  el Estado, de ser 
necesario, deberá crear un fondo dest inado exclusivam ente a la adquisición de las t ierras 
a ent regarse a la Com unidad Yakye Axa, en un plazo m áxim o de un año contado a part ir  
de la not ificación de la presente Sentencia, fondo que será dest inado bien sea para la 
com pra de la t ierra a propietarios part iculares o para el pago de una justa indem nización 
a los perjudicados en caso de expropiación, según corresponda. 

Corte  I DH. Com unidad I ndígena Saw hoyam axa Vs. Paraguay. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 9  de m arzo de 2 0 0 6 . Serie C No. 1 4 6  

210. A la luz de sus conclusiones en el capítulo relat ivo al art ículo 21 de la Convención 
Am ericana […],  la Corte considera que la devolución de las t ierras t radicionales a los 
m iem bros de la Com unidad Sawhoyam axa es la m edida de reparación que m ás se acerca 
a la rest itut io in integrum , por lo que dispone que el Estado debe adoptar todas las 
m edidas legislat ivas, adm inist rat ivas y de cualquier ot ra índole necesarias para asegurar 
a los m iem bros de la Com unidad el derecho de propiedad sobre sus t ierras t radicionales 
y, por lo tanto, su uso y goce. 

211. Según ha sido probado, las t ierras reclam adas en el fuero interno por los m iem bros 
de la Com unidad form an parte de su hábitat  t radicional […] y son adecuadas para su final 
asentam iento […].  Sin em bargo, la rest itución de estas t ierras a la Com unidad se ve 
im pedida, ya que están en la actualidad bajo el dom inio privado. 

212. En tal sent ido, conform e a la j urisprudencia del Tribunal, el Estado deberá valorar la 
posibilidad de com pra o la legalidad, necesidad y proporcionalidad de la expropiación de 
esas t ierras con el fin de lograr un objet ivo legít im o en una sociedad dem ocrát ica, […].  Si 
por m ot ivos objet ivos y fundam entados, la devolución de las t ierras ancest rales a los 
m iem bros de la Com unidad Sawhoyam axa no fuera posible, el Estado deberá ent regarles 
t ierras alt ernat ivas, electas de m odo consensuado con la com unidad indígena en cuest ión, 
conform e a sus propias form as de consulta y decisión, valores, usos y costum bres. En uno 
u ot ro caso, la extensión y calidad de las t ierras deberán ser las suficientes para garant izar 
el m antenim iento y desarrollo de la propia form a de vida de la Com unidad. 

213. En el presente caso, la Corte tom a nota de lo m anifestado por el Estado en cuanto a 
que “está en la disposición de ent regar a t ítulo gratuito a la Com unidad Sawhoyam axa, 
tal com o lo dispone la Const itución y la legislación vigente, una cant idad de t ierra según 
el núm ero estable y perm anente de m iem bros de la Com unidad, a favor de la m ism a, 
dent ro de sus t ierras delim itadas en el Chaco paraguayo, asiento t radicional del pueblo 
Enxet -Lengua, siem pre dent ro de lo que la legislación nacional perm ite y sin afectar 
derechos de terceros que just ifiquen derechos de propiedad y racional explotación, ya sea 
por la adquisición consensuada con los propietarios de tales t ierras o expropiación según 
las leyes de la República” .  

214. Al respecto, debe tenerse en cuenta que, […],  el hecho de que las t ierras t radicionales 
de la Com unidad se encuent re en m anos privadas, o el hecho de que tales t ierras estén 
racionalm ente explotadas, no son per ser m ot ivos “obj et ivos y fundam entados”  que 
im pidan su devolución. 

215. El Estado cuenta con un plazo de t res años, contado a part ir  de la not ificación de la 
presente Sentencia, para ent regar las t ierras física y form alm ente a las víct im as, sea que 
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se adquieran por m edio de com pra, expropiación o elección de t ierras alternat ivas. Para 
ello,  deberá asegurar todos los fondos necesarios. 

Sum inist ro de bienes y servicios básicos 

Corte  I DH. Caso Com unidad I ndígena Yakye Axa Vs. Paraguay. Fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia  de 1 7  de junio de 2 0 0 5 . Serie  C No. 1 2 5  

221. En vista de lo anterior, el Tribunal dispone que, m ient ras la Com unidad se encuent re 
sin t ierras, dado su especial estado de vulnerabilidad y su im posibilidad de acceder a sus 
m ecanism os t radicionales de subsistencia, el Estado deberá sum inist rar , de m anera 
inm ediata y periódica, agua potable suficiente para el consum o y aseo personal de los 
m iem bros de la Com unidad;  brindar atención m édica periódica y m edicinas adecuadas 
para conservar la salud de todas las personas, especialm ente los niños, niñas, ancianos y 
m ujeres em barazadas, incluyendo m edicinas y t ratam iento adecuado para la 
desparasitación de todos los m iem bros de la Com unidad;  ent regar alim entos en cant idad, 
variedad y calidad suficientes para que los m iem bros de la Com unidad tengan las 
condiciones m ínim as de una vida digna;  facilitar let r inas o cualquier t ipo de servicio 
sanitario adecuado a fin de que se m aneje efect iva y salubrem ente los desechos biológicos 
de la Com unidad;  y dotar a la escuela ubicada en el asentam iento actual de la Com unidad, 
con m ateriales bilingu ̈es suficientes para la debida educación de sus alum nos. 

Corte I DH. Com unidad I ndígena Xákm ok Kásek. Vs. Paraguay. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 4  de agosto de 2 0 1 0 . Ser ie C No. 2 1 4  

281. A la luz de sus conclusiones en el capítulo VI  relat ivo a los art ículos 21.1, 8.1 y 25.1 
de la Convención, la Corte considera que la devolución de las t ierras t radicionales a los 
m iem bros de la Com unidad Xákm ok Kásek es la m edida de reparación que m ás se acerca 
a la rest itut io in integrum ,  por lo que dispone que el Estado debe adoptar todas las 
m edidas legislat ivas, adm inist rat ivas y de cualquier ot ra índole necesarias para asegurar 
a los m iem bros de la Com unidad el derecho de propiedad sobre sus t ierras t radicionales 
y, por lo tanto, su uso y goce. 

282. El vínculo de los m iem bros de la Com unidad con dichos terr itorios es fundam ental e 
inescindible para su supervivencia alim entaria y cultural,  por ello la im portancia de su 
devolución. Cont rario a lo que señala el Estado, las t ierras a ent regarse a los m iem bros 
de la Com unidad no es cualquier inm ueble “dent ro del terr itorio histórico de los Enxet  
Lengua” , sino el t err itorio que los m iem bros de la Com unidad han dem ost rado en este 
caso que es su terr itorio t radicional específico y m ás apto para el asentam iento indígena 
[…]. 

283. Consecuentem ente, el Estado está en la obligación de devolver a los m iem bros de la 
Com unidad las 10.700 hectáreas reclam adas por ésta e ident ificadas com o Mom pey 
Sensap (hoy Ret iro Prim ero)  y Makha Mom pena (hoy Ret iro Kuñataí) . La ident ificación 
específica de dicho terr itorio y sus lím ites deberá ser realizada por el Estado, en el plazo 
de un año a part ir  de la not ificación de esta Sentencia, a t ravés de los m edios técnicos 
especializados para tal fin, con la part icipación de los líderes de la Com unidad y sus 
representantes librem ente elegidos. 

284. Una vez ident ificado plenam ente el terr itorio t radicional de los m iem bros de la 
Com unidad, de la form a y en el plazo señalados en el párrafo anterior, de encont rarse 
éste en m anos de part iculares, sean éstos personas naturales o jurídicas, el Estado 
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deberá, a t ravés de sus autoridades com petentes, decidir  si procede la expropiación del 
terr itorio a favor de los indígenas. Para resolver esta cuest ión, las autoridades estatales 
deben seguir los estándares establecidos en esta Sentencia […], t eniendo m uy en cuenta 
la especial relación que los indígenas t ienen con sus t ierras para la preservación de su 
cultura y su supervivencia. En ningún caso la decisión de las autoridades internas deberá 
basarse exclusivam ente en que dichas t ierras estén en m anos privadas o que estén 
racionalm ente explotadas, por las consideraciones expuestas en el párrafo 149 de esta 
Sentencia. Hacerlo sería desconocer la presente decisión y una violación a los 
com prom isos adquir idos soberanam ente por el Paraguay. 

285. El Estado cuenta con un plazo de t res años a part ir  de la not ificación de la presente 
Sentencia para la devolución de las t ierras t radicionales a los m iem bros de la Com unidad, 
para lo cual deberá resolver sobre la procedencia de la expropiación y, de ser el caso, 
llevarla a cabo. El Estado deberá realizar dent ro de ese térm ino las diligencias necesarias 
para tal fin.  Asim ism o, dent ro de ese plazo, el Estado podrá im pulsar, de ser el caso, las 
m edidas de negociación para la com pra de las t ierras correspondientes. 

286. Si por m ot ivos objetivos y fundamentados −entre los cuales, se reitera, no podrán 
argüirse exclusivam ente el hecho que las t ierras estén en m anos privadas o estén 
racionalmente explotadas− las autoridades paraguayas resuelven dar prioridad al derecho 
a la propiedad de los part iculares por sobre el derecho a la propiedad de los m iem bros de 
la Com unidad, deberá ent regar a éstos t ierras alternat ivas, dent ro del terr itorio t radicional 
de sus ancest ros. La elección de estas t ierras deberá ser consensuada con los m iem bros 
de la Com unidad, de conform idad con sus propias form as de tom a de decisiones. Se reitera 
que el ofrecim iento de t ierras alt ernat ivas únicam ente será procedente una vez que se 
haya valorado adecuadam ente, conform e a lo indicado en esta Sentencia, que no es 
procedente la expropiación y que no se hayan concretado las negociaciones para la com pra 
de las t ierras. 

287. Ante solicitud fundada del Estado el Tribunal podrá otorgarle una prórroga de un año 
para cont inuar con los respect ivos procedim ientos internos instaurados para la devolución 
del terr it orio t radicional.  La solicitud de prórroga deberá presentarse a la Corte al m enos 
con t res m eses de ant icipación al vencim iento del plazo de t res años fij ado en el párrafo 
285 de esta Sentencia, según corresponda. Si el Estado no presenta su solicitud de 
prórroga con la antelación señalada, la Corte entenderá que ha desist ido de su facultad 
de solicitarla. El Tribunal rechazará cualquier solicitud que sea presentada 
extem poráneam ente. De presentarse la solicit ud de prórroga de m anera oportuna, la 
Corte la t rasladará a la Com isión y a los representantes de las víct im as, a efectos de que 
presenten las observaciones que est im en pert inentes. El Tribunal resolverá si concede o 
no la prórroga teniendo en cuenta las razones aducidas por el Estado en su solicitud, las 
observaciones de la Com isión y los representantes y las gest iones previam ente iniciadas 
por el Estado para cum plir con su deber de ent regar las t ierras a los m iem bros de la 
Com unidad. No concederá la prórroga si,  a su criterio, el Estado no ha realizado suficientes 
acciones y gest iones para cum plir con esta m edida de reparación. Por últ im o, el Estado 
deberá inform ar de m anera precisa y detallada cada seis m eses sobre las acciones que ha 
realizado para la devolución del terr it orio t radicional a las víct im as. 

288. Teniendo en cuenta lo anterior , la Corte dispone que si el plazo de t res años fij ado 
en esta Sentencia venciera, o en su caso, si la prórroga otorgada conform e al párrafo 287 
venciera o fuera denegada por el Tribunal, sin que el Estado haya ent regado las t ierras 
t radicionales, o en su caso las t ierras alternat ivas, […],  deberá pagar a los líderes de la 
Com unidad, en representación de sus m iem bros, una cant idad de US$10.000,00 (diez m il 
dólares de los Estados Unidos de Am érica)  por cada m es de ret raso. La Corte ent iende a 
esta reparación com o una indem nización para las víct im as por el incum plim iento de los 
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plazos fij ados en esta Sentencia y los correlat ivos daños m ateriales e inm ateriales que ello 
com portaría, por lo que no const ituye una indem nización sust itut iva de la devolución de 
las t ierras t radicionales, o en su caso, alt ernat ivas a los m iem bros de la Com unidad. 

289. La contabilización de los m eses que el Estado debe indem nizar a la Com unidad por 
su dem ora en cum plir  con esta Sentencia cesará cuando la ent rega del terr it orio 
t radicional, o en su caso, las t ierras alternat ivas, sea definit iva. 

290. La Corte dispondrá en el procedim iento de supervisión del cum plim iento de esta 
Sentencia las fechas en el que el Estado deberá hacer los respect ivos pagos a los líderes 
de la Com unidad por el ret raso en el cum plim iento de esta m edida de reparación. Tales 
pagos deberán hacerse conform e a los lineam ientos est ipulados en la sección “m odalidad 
de los pagos”  de esta Sentencia […].  Si el Estado incum ple con las fechas que la Corte fij e 
para la realización de estos pagos, deberá pagar un interés por m ora, […].  Las cant idades 
correspondientes serán ent regadas a los líderes debidam ente reconocidos de la 
Com unidad, quienes dispondrán del dinero conform e lo disponga la Com unidad según su 
propia form a de tom a de decisiones. 

Protección del t err itorio reclam ado 

Corte I DH. Com unidad I ndígena Xákm ok Kásek. Vs. Paraguay. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 4  de agosto de 2 0 1 0 . Ser ie C No. 2 1 4  

291. El Estado no deberá realizar ningún acto que dificulte aún m ás el resultado de la 
Sentencia. En este sent ido hasta que no se ent regue el t err itorio t radicional a los m iem bros 
de la Com unidad, el Estado deberá velar que tal terr itorio no se vea m enoscabado por 
acciones del propio Estado o de terceros part iculares. Así, deberá asegurar que no se 
deforeste la zona, no se dest ruyan los sit ios culturalm ente im portantes para la Com unidad, 
no se t ransfieran las t ierras y no se explote el t err itorio de tal form a que dañe 
irreparablem ente la zona o los recursos naturales que en ella existan. 

Titulación de t ierras 

Corte I DH. Com unidad I ndígena Xákm ok Kásek. Vs. Paraguay. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 4  de agosto de 2 0 1 0 . Ser ie C No. 2 1 4  

292. El Estado m anifestó que se encuent ra t ram itando la t itulación de las 1.500 hectáreas 
del lugar denom inado “25 de Febrero” , en donde se encuent ra actualm ente asentada la 
Com unidad. Sin em bargo, resaltó algunos inconvenientes para la t itulación e inscripción 
del t erreno debido a problem as form ales de representación y de inscripción de líderes 
com unitarios. 

293. Al respecto, el Tribunal est im a que todos esos obstáculos form ales para la t itulación 
de esta t ierra deben ser solucionados por el m ism o Estado, […]. Específicam ente, el Estado 
deberá, a t ravés de sus autoridades com petentes, garant izar la corrección de las 
inconsistencias respecto a la inscripción de los líderes de la Com unidad para los efectos 
legales que sean necesarios. Para ello cuenta con un plazo de seis m eses, a part ir  de la 
not ificación de esta Sentencia. 

294. Por ot ro parte, este Tribunal ordena que el Estado deberá t itular, dent ro del plazo de 
un año a part ir  de la not ificación de esta Sentencia, las 1.500 hectáreas cedidas por las 
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com unidades Angaité a favor de los m iem bros de la Com unidad Xákm ok Kásek […],  lo cual 
perm it irá a sus m iem bros asegurar un terr it orio y su supervivencia de m anera t ransit oria, 
m ient ras son dem arcadas y t ituladas las t ierras t radicionales de la Com unidad. Para este 
Tribunal es relevante destacar el sent ido de solidaridad y unidad que las com unidades 
Angaité han tenido con la Com unidad Xákm ok Kásek. 

295. El Tribunal resalta que la t itulación de las referidas 1.500 hectáreas en nada afecta 
o incide en la devolución del terr itorio t radicional al cual t ienen derecho los m iem bros de 
la Com unidad Xákm ok Kásek […].  

Medidas de rehabilitación  

Corte I DH. Caso “I nst ituto de Reeducación del Menor” Vs. Paraguay. Excepciones 
pre lim inares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia  de 2  de sept iem bre de 
2 0 0 4 . Serie  C No. 1 1 2   

318. Algunos de los ex internos heridos en los incendios, así com o algunos de los fam iliares 
de los internos fallecidos y heridos que han rendido test im onio ante el Tribunal o han 
brindado su declaración ante fedatario público (affidávit ) , han expresado padecer secuelas 
físicas y/ o problem as psicológicos com o consecuencia de los hechos de este caso. La Corte 
est im a que es preciso que se disponga una m edida que tenga el propósito de reducir los 
padecim ientos psicológicos de todos los ex internos del I nst ituto ent re el 14 de agosto de 
1996 y el 25 de julio de 2001, quienes figuran en la lista presentada por la Com isión el 19 
de noviem bre de 2002 […], los padecim ientos físicos y/ o psicológicos de los ex internos 
heridos en los incendios, así com o los padecim ientos psicológicos de los fam iliares de los 
fallecidos y de los heridos, derivados de la situación de las violaciones, si ello es necesario 
y si ellos así lo desean. 

319. Con el fin de cont r ibuir a la reparación de estos daños, el Tr ibunal dispone la 
obligación a cargo del Estado de brindar gratuitam ente, a t ravés de sus inst ituciones de 
salud especializadas, el t ratam iento psicológico que requieran las personas m encionadas 
en el párrafo anterior, así com o el t ratam iento m édico que requieran los ex internos 
heridos en los incendios incluyendo, inter alia, los m edicam entos y las operaciones 
quirúrgicas que puedan ser necesarias. Al proveer el t ratam iento psicológico se deben 
considerar las circunstancias part iculares de cada persona, las necesidades de cada uno 
de ellos, de m anera que se les brinden t ratam ientos colect ivos, fam iliares e individuales, 
según lo que se acuerde con cada uno de ellos y después de una evaluación individual. 
Para estos efectos, el Estado deberá crear un com ité que evalúe la condición física y 
psíquica, así com o las m edidas que respecto de cada una habría que tom ar. 

320. En este com ité deberá tener una part icipación act iva la Fundación Tekojojá, y  en el 
caso de que ésta no consienta o no se encuent re en condiciones de asum ir la tarea, el 
Estado deberá ident ificar ot ra organización no gubernam ental que pueda rem plazarla. El 
Estado deberá inform ar a esta Corte sobre la const itución de este com ité, en el plazo de 
seis m eses. Respecto del t ratam iento m édico y psicológico, éste se debe iniciar 
inm ediatam ente después de la const itución del com ité.  

Corte  I DH. Caso Goiburú y ot ros Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 2 2  de sept iem bre de 2 0 0 6 . Serie C No. 1 5 3  

176. La Corte est im a que es preciso disponer una m edida de reparación que busque 
reducir los padecim ientos físicos y psíquicos de los fam iliares de los señores Agust ín 
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Goiburú Gim énez, Carlos José Mancuello Bareiro y Rodolfo y Benjam ín Ram írez Villalba. 
Con tal fin, el Tribunal dispone la obligación a cargo del Estado de brindar, sin cargo alguno 
y por m edio de los serv icios nacionales de salud, el t ratam iento adecuado que requieran 
dichas personas, previa m anifestación de su consent im iento para estos efectos, a part ir  
de la not ificación de la presente Sentencia, y por el t iem po que sea necesario, incluida la 
provisión de m edicam entos. Al proveer el t ratam iento psicológico se deben considerar las 
circunstancias y necesidades part iculares de cada persona, de m anera que se les brinden 
t ratam ientos colect ivos, fam iliares e individuales, según lo que se acuerde con cada uno 
de ellos y después de una evaluación individual. 

Medidas de com pensación 

Aspectos generales 

Corte I DH. Caso “I nst ituto de Reeducación del Menor” Vs. Paraguay. Excepciones 
Prelim inares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia  de 2  de sept iem bre de 
2 0 0 4 . Serie  C No. 1 1 2  

337. Los m ontos asignados en la presente Sentencia bajo los conceptos de indem nización 
del daño m aterial, inm aterial y costas y gastos no podrán ser afectados, reducidos o 
condicionados por m ot ivos fiscales actuales o futuros. En consecuencia, deberán ser 
ent regados a los beneficiarios en form a íntegra conform e a lo establecido en la Sentencia. 
( En sent ido sim ilar, ver entre otros: Caso Com unidad I ndígena Yakye Axa Vs. Paraguay . 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 7  de junio de 2 0 0 5 . Serie C No. 1 2 5 , párr. 
2 3 9 ) .  

Corte  I DH. Caso Goiburú y ot ros Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 2 2  de sept iem bre de 2 0 0 6 . Serie C No. 1 5 3  

121. En ot ros casos la Corte ha tom ado en cuenta resultados alcanzados en 
procedim ientos adm inist rat ivos o de ot ra índole llevados a cabo a nivel interno, al evaluar 
la efect ividad de los recursos e incluso al m om ento de fij ar  las reparaciones por daños 
m ateriales e inm ateriales. Así, en el caso de la “Masacre de Mapir ipán”  la Corte est im ó 
que la reparación integral de una violación a un derecho protegido por la Convención no 
puede ser reducida al pago de com pensación a los fam iliares de la víct im a. De tal m anera, 
tom ó en cuenta algunos de los resultados alcanzados en los procesos contencioso 
adm inist rat ivos incoados por fam iliares de las víct im as en ese caso, por considerar que 
las indem nizaciones fij adas en esas instancias por daños pat r im oniales y m orales podían 
entenderse contenidas en los m ás am plios conceptos de reparaciones por daños 
m ateriales e inm ateriales. Así, el Tribunal señaló que esos resultados podían ser 
considerados al m om ento de fij ar  las reparaciones pert inentes, “a condición de que lo 
resuelto en esos procesos haya hecho t ránsito a cosa juzgada y que sea razonable en las 
circunstancias del caso” . 
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Daño m aterial 

Corte I DH. Caso " I nst ituto de Reeducación del Menor"  Vs. Paraguay. Excepciones 
Prelim inares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia  de 2  de sept iem bre de 
2 0 0 4 . Serie  C No. 1 1 2  

283. La Corte determ inará en este acápite lo correspondiente al daño m aterial, el cual 
supone la pérdida o det r im ento de los ingresos de las víct im as, los gastos efectuados con 
m ot ivo de los hechos y las consecuencias de carácter pecuniario que tengan un nexo 
causal con los hechos del caso sub judice,  para lo cual fij ará un m onto indem nizatorio que 
busque com pensar las consecuencias pat r im oniales de las violaciones que han sido 
declaradas en la presente Sentencia. Para ello, tendrá en cuenta las pruebas reunidas en 
este caso, la j urisprudencia del propio Tribunal y las pretensiones presentadas por la 
Com isión, las representantes y el Estado. 

Corte  I DH. Caso Com unidad I ndígena Yakye Axa Vs. Paraguay. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 7  de junio de 2 0 0 5 . Serie  C No. 1 2 5  

193. El daño m aterial supone la pérdida o det r im ento de los ingresos de las víct im as, los 
gastos efectuados con m ot ivo de los hechos y las consecuencias de carácter pecuniario 
que tengan un nexo causal con los hechos del caso sub judice,  para lo cual, la Corte, 
cuando corresponde, fij a un m onto indem nizatorio que busca com pensar las 
consecuencias pat r im oniales de las violaciones que han sido declaradas. En la presente 
Sentencia, para resolver las pretensiones sobre el daño m aterial, la Corte tendrá en cuenta 
el acervo probatorio de este caso, la j urisprudencia del propio Tribunal y los argum entos 
de las partes. ( En sent ido sim ilar, ver entre otros: Caso Com unidad I ndígena 

Saw hoyam axa Vs. Paraguay . Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 9  de m arzo de 
2 0 0 6 . Serie C No. 1 4 6 , párr. 2 1 6 ; Caso Goiburú y otros Vs. Paraguay .  Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 2 2  de sept iem bre de 2 0 0 6 . Serie C No. 1 5 3 , párr. 1 5 0 ; Caso Vargas 

Areco Vs. Paraguay . Sentencia de 2 6  de sept iem bre de 2 0 0 6 . Serie C No. 1 5 5 , párr . 1 4 6 ; 
Caso Com unidad I ndígena Xákm ok Kásek Vs. Paraguay . Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 2 4  de agosto de 2 0 1 0 . Serie C No. 2 1 4 , párr . 3 1 5 ) .  

194. El Tribunal considera que en el presente caso la indem nización por el daño m aterial 
debe com prender los gastos en que incurrieron los m iem bros de la Com unidad Yakye Axa 
en las diversas gest iones que realizaron con el fin de recobrar las t ierras que consideraban 
com o propias, tales com o m ovilizaciones y t raslados a dist intas dependencias estatales 
[ …] . La Corte est im a que el Estado debe otorgar una indem nización por dichos gastos, 
pues t ienen un nexo causal directo con los hechos violatorios de este caso y no se t rata 
de erogaciones realizadas por m ot ivo del acceso a la j ust icia [ …] . 

Corte I DH. Caso Vargas Areco Vs. Paraguay. Sentencia de 2 6  de sept iem bre de 
2 0 0 6 . Serie  C No. 1 5 5  

148. La Corte reconoce que los fam iliares de Gerardo Vargas Areco incurrieron en gastos 
para dar a Gerardo Vargas Areco una sepultura digna. Por tal m ot ivo, la Corte considera 
pert inente fij ar en equidad la cant idad de US$ 3.000 ( t res m il dólares de los Estados 
Unidos de Am érica)  o su equivalente en m oneda paraguaya, com o indem nización por ese 
concepto. Dicha cant idad deberá ser ent regada a los padres de Gerardo Vargas Areco por 
partes iguales. 
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Daño em ergente 

Corte  I DH. Caso Ricardo Canese Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 3 1  de agosto de 2 0 0 4 . Ser ie  C No. 1 1 1  

203. En relación con el daño em ergente alegado por los representantes, la Corte no fij ará 
indem nización alguna por este concepto, debido a que éstos no señalaron cuáles son los 
gastos en que incurrió el señor Canese que tuvieren un nexo causal con los hechos del 
caso, dist intos de los que hubiere asum ido respecto de la t ram itación ante los órganos 
judiciales internos […],  así com o tam poco establecieron con claridad cuáles ot ras pérdidas 
de carácter pecuniario tuvo la víct im a adem ás de los alegados ingresos dejados de 
percibir.  

Corte  I DH. Caso Com unidad I ndígena Xákm ok Kásek  Vs. Paraguay. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 4  de agosto de 2 0 1 0 . Ser ie C No. 2 1 4  

317. La Corte encuent ra que las acciones y gest iones realizadas por los m iem bros de la 
Com unidad generaron gastos que deben ser considerados com o daño em ergente, en 
part icular en lo referente a las acciones o diligencias realizadas para la reclam ación de su 
t ierra, por lo que sus líderes o m iem bros han tenido que desplazarse para efectuar dichas 
diligencias. Sin em bargo, el Tribunal observa que no fueron aportados docum entos o 
com probantes que den soporte a los gastos realizados.  

318. En consecuencia, la Corte fij a en equidad una com pensación de US$10.000.00 (diez 
m il dólares de los Estados Unidos de Am érica) , com o indem nización por los gastos 
relacionados con los t raslados o desplazam ientos. El m encionado m onto deberá ser 
ent regado a los líderes de la Com unidad, en el plazo de dos años a part ir  de la not ificación 
de la presente Sentencia, para que inviertan el dinero en lo que los m iem bros de la 
Com unidad decidan, conform e a sus propias form as de decisión. 

El lucro cesante  o pérdida de ingresos 

Corte I DH. Caso " I nst ituto de Reeducación del Menor"  Vs. Paraguay. Excepciones 
Prelim inares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia  de 2  de sept iem bre de 
2 0 0 4 . Serie  C No. 1 1 2  

290. En relación con la pérdida de ingresos de los ex internos heridos, todos ellos niños, 
esta Corte considera que es posible inferir que las heridas sufr idas por estas víct im as les 
han significado, al m enos, una im posibilidad tem poral de t rabajar. Considera tam bién que 
no hay prueba que perm ita establecer la act ividad o profesión que desarrollarían dichas 
víct im as en caso de no haber resultado heridos. Com o base para los efectos de la 
determ inación de la pérdida de ingresos, y en ausencia de ot ra prueba que pudiera haber 
sido proporcionada por las partes, la Corte ut ilizará para su cálculo el porcentaje de 
quem adura sufr ido por éstos y que consta en cert ificados m édicos, por considerar que es 
el criterio m ás objet ivo posible.  
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Corte I DH. Caso Ríos Avalos y ot ro Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 1 9  de agosto de 2 0 2 1 . Ser ie  C No. 4 2 9  

205. Esta Corte ha desarrollado en su jurisprudencia que el daño m aterial supone la 
pérdida o det r im ento de los ingresos de las víct im as, los gastos efectuados con m ot ivo de 
los hechos y las consecuencias de carácter pecuniario que tengan un nexo causal con los 
hechos del caso. Asim ism o, el Tribunal reitera y destaca el carácter ciertam ente 
com pensatorio de las indem nizaciones, cuya naturaleza y m onto dependen del daño 
ocasionado, por lo que no pueden significar ni enriquecim iento ni em pobrecim iento para 
las víct im as o sus sucesores.  

Daño inm ater ial 

Corte  I DH. Caso Ricardo Canese Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 3 1  de agosto de 2 0 0 4 . Ser ie  C No. 1 1 1  

204. El daño inm aterial puede com prender tanto los sufr im ientos y las aflicciones causados 
a la víct im a directa y a sus allegados, el m enoscabo de valores m uy significat ivos para las 
personas, así com o las alteraciones, de carácter no pecuniario, en las condiciones de 
existencia de la víct im a o su fam ilia. No siendo posible asignar al daño inm aterial un 
preciso equivalente m onetario, sólo puede ser objeto de com pensación, para los fines de 
la reparación integral a la víct im a, de dos m aneras. En prim er lugar, m ediante el pago de 
una cant idad de dinero o la ent rega de bienes o servicios apreciables en dinero, que el 
Tribunal determ ine en aplicación razonable del arbit r io j udicial y en térm inos de equidad. 
Y, en segundo lugar,  m ediante la realización de actos u obras de alcance o repercusión 
públicos, tales com o la t ransm isión de un m ensaje de reprobación oficial a las violaciones 
de los derechos hum anos de que se t rata y de com prom iso con los esfuerzos tendientes 
a que no vuelvan a ocurrir,  que tengan com o efecto el reconocim iento de la dignidad de 
la víct im a […].   

205. La jurisprudencia internacional ha establecido reiteradam ente que la sentencia 
const ituye, per se, una form a de reparación. No obstante, por las circunstancias del 
presente caso y las consecuencias de orden no m aterial o pecuniario que el proceso y la 
condena penal tuvieron en la vida profesional,  personal y fam iliar  de la víct im a, y en el 
ejercicio de sus derechos a la libertad de pensam iento y de expresión y a la libre 
circulación, la Corte est im a que el daño inm ater ial debe adem ás ser reparado, m ediante 
una indem nización com pensatoria, conform e a equidad. 

206. Para fij ar  una indem nización com pensatoria del daño inm aterial, el Tribunal tom a en 
cuenta que el proceso penal seguido en cont ra del señor Canese, la condena penal 
im puesta por los t r ibunales com petentes y la rest r icción a su derecho de salir  del país 
durante ocho años y casi cuat ro m eses afectaron sus act ividades laborales y le produjeron 
un efecto inhibidor en el ejercicio de su libertad de expresión. Es preciso recordar que las 
violaciones a los derechos del señor Canese declaradas en la presente Sentencia tuvieron 
su origen en la difusión de las declaraciones em it idas por éste com o candidato a la 
Presidencia de la República en el m arco de la cam paña electoral, en las cuales hizo 
referencia a asuntos de interés público relacionados con ot ro de los candidatos. 
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Corte I DH. Caso “I nst ituto de Reeducación del Menor” Vs. Paraguay. Excepciones 
pre lim inares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia  de 2  de sept iem bre de 
2 0 0 4 . Serie  C No. 1 1 2  

295. La Corte pasa a considerar aquellos efectos lesivos de los hechos del caso que no 
t ienen carácter económ ico o pat r im onial. El daño inm aterial puede com prender tanto los 
sufr im ientos y las aflicciones causados a las víct im as, el m enoscabo de valores m uy 
significat ivos para las personas, así com o las alteraciones en las condiciones de existencia 
de la víct im a o su fam ilia. No siendo posible asignar al daño inm aterial un preciso 
equivalente m onetario,  sólo puede ser obj eto de com pensación, para los fines de la 
reparación integral a las víct im as, de dos m aneras. En prim er lugar, m ediante el pago de 
una cant idad de dinero o la ent rega de bienes o servicios apreciables en dinero, que el 
Tribunal determ ine en aplicación razonable del arbit r io j udicial y en térm inos de equidad. 
Y, en segundo lugar, m ediante ot ros m edios cuyo objet ivo es com prom eter al Estado con 
los esfuerzos tendientes a que hechos sim ilares no vuelvan a ocurrir .  

299. La jurisprudencia internacional ha establecido reiteradam ente que la sentencia 
const ituye, per se, una form a de reparación. No obstante, por las circunstancias del caso 
sub judice, los sufr im ientos que los hechos causaron a las personas declaradas víct im as 
en este caso, el cam bio en las condiciones de existencia de los ex internos heridos y de 
los fam iliares de los internos fallecidos y heridos, así com o las dem ás consecuencias de 
orden no m aterial o no pecuniario que sufr ieron éstos, la Corte est im a pert inente el pago 
de una com pensación, conform e a la equidad, por concepto de daños inm ateriales.  

300. Tal com o lo ha señalado la Corte, el daño inm aterial infligido a las víct im as resulta 
evidente, pues es propio de la naturaleza hum ana que toda persona som et ida, inter alia,  
a t ratos cont rarios a la integridad personal y al derecho a una vida digna experim ente un 
profundo sufr im iento, angust ia m oral,  m iedo e inseguridad, por lo que este daño no 
requiere pruebas. 

301. En este sent ido, los internos en el I nst ituto sufrían condiciones inhum anas de 
detención, las cuales incluían, inter  alia,  sobrepoblación, violencia, hacinam iento, m ala 
alim entación, falta de atención m édica adecuada y tortura. Asim ism o, se encont raban 
recluidos en celdas insalubres con escasas instalaciones higiénicas y tenían m uy pocas 
oportunidades de realizar act ividades recreat ivas. En este contexto de condiciones 
inhum anas de detención en el I nst ituto, nueve internos fallecieron y 42 resultaron heridos 
a causa de los incendios y un niño fue m uerto a causa de una herida de bala. 
Posteriorm ente, dos niños que habían sido t rasladados del I nst ituto a la penitenciaría para 
adultos de Em boscada fallecieron en esta últ im a a causa de heridas de arm a blanca. 

303. Teniendo en cuenta las dist intas facetas del daño aducidas por la Com isión y las 
representantes, y aplicando las anteriores presunciones, la Corte fij a en equidad el valor 
de las com pensaciones por concepto de daño inm aterial, en los térm inos que se indican 
en el cuadro que se t ranscribe m ás adelante […],  de conform idad con los siguientes 
parám et ros:  

a)  para fij ar  las indem nizaciones por los daños inm ateriales sufr idos por los internos 
fallecidos la Corte ha tom ado en consideración que estas víct im as sufrían condiciones 
carcelarias inhum anas, que eran, en su m ayoría, niños y que m urieron de m anera 
violenta estando bajo custodia del Estado. Estas situaciones les generaron, inter  alia,  
m iedo, angust ia, desesperación e im potencia, ya que la situación en que se 
encont raban era cont inua y m uy probablem ente no tenían esperanzas de que cam biara 
en un corto t iem po. Asim ism o, esta Corte ha tom ado en consideración las 
circunstancias part icularm ente t raum át icas de su m uerte y el hecho de que la m ayoría 



 

1 4 0    

4 0  JURISPRUDENCIA SOBRE PARAGUAY 

de los fallecidos no m urió inm ediatam ente sino que agonizó en m edio de terr ibles 
dolores. En relación con los heridos, la Corte ha considerado, adem ás de las 
consideraciones carcelarias inhum anas en las cuales perm anecieron m ient ras se 
encont raban internos, la m agnitud de las lesiones que sufr ieron com o consecuencia de 
los incendios, y que significará para aquéllos con lesiones m ayores una alteración 
perm anente en los diversos aspectos de lavida norm al que podrían haber llevado;  y 

b)  en la determ inación de las indem nizaciones que corresponden a los fam iliares 
ident ificados de los fallecidos y los heridos, declarados víct im as por esta Corte, se debe 
tom ar en consideración los sufr im ientos que han padecido com o consecuencia directa 
de las heridas y/ o de la m uerte de estos internos. En este sent ido, dichos fam iliares 
han padecido un profundo sufr im iento y angust ia en det r im ento de su integridad 
psíquica y m oral. Adem ás, los hechos a que se vieron som et idos les generaron gran 
dolor, im potencia, inseguridad, t r isteza y frust ración, lo cual les ha causado una grave 
alteración en sus condiciones de existencia y en sus relaciones fam iliares y sociales,  
representado un serio m enoscabo en su form a de vida. 

Corte  I DH. Caso Com unidad I ndígena Yakye Axa Vs. Paraguay. Fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia  de 1 7  de junio de 2 0 0 5 . Serie  C No. 1 2 5  

202. Este Tribunal observa que la falta de concreción del derecho a la propiedad com unal 
de los m iem bros de la Com unidad Yakye Axa, así com o las graves condiciones de vida a 
las que se han visto som et idos com o consecuencia de la dem ora estatal en la efect ivización 
de sus derechos terr itoriales deben ser valoradas por la Corte al m om ento de fij ar el daño 
inm aterial.  

203. De igual form a, la Corte observa que la significación especial que la t ierra t iene para 
los pueblos indígenas en general, y  para la Com unidad Yakye Axa en part icular [ …] , im plica 
que toda denegación al goce o ejercicio de los derechos terr itoriales acarrea el m enoscabo 
de valores m uy representat ivos para los m iem bros de dichos pueblos, quienes corren el 
peligro de perder o sufr ir  daños ir reparables en su vida e ident idad cultural y en el 
pat r im onio cultural a t ransm it irse a las futuras generaciones. ( En sent ido sim ilar, ver entre 
otros: Caso Com unidad I ndígena Saw hoyam axa Vs. Paraguay . Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 2 9  de m arzo de 2 0 0 6 . Serie C No. 1 4 6 , párr. 2 2 2 ) .  

204. Asim ism o, la Corte tom a nota que el Estado se allanó parcialm ente a la pretensión 
de los representantes de las víct im as respecto de la garant ía de desarrollo progresivo de 
los derechos económ icos, sociales y culturales establecida en el art ículo 26 de la 
Convención Am ericana, pero con la salvedad de que ello se ve sensiblem ente afectado por 
las lim itaciones propias del Paraguay en su condición de país de m enor desarrollo relat ivo 
y por las inequidades del com ercio internacional. 

205. Teniendo en cuenta todo lo anterior,  así com o las dist intas facetas del daño aducidas 
por la Com isión y por los representantes, la Corte, conform e a la equidad y basándose en 
una apreciación prudente del daño inm aterial,  est im a pert inente que el Estado deberá 
crear un program a y un fondo de desarrollo com unitario que serán im plem entados en las 
t ierras que se ent reguen a los m iem bros de la Com unidad, [ …] . El program a com unitario 
consist irá en el sum inist ro de agua potable e infraest ructura sanitaria.  Adem ás del referido 
program a, el Estado deberá dest inar la cant idad de US $950.000,00 (novecientos 
cincuenta m il dólares de los Estados Unidos de Am érica) ,  para un fondo de desarrollo 
com unitario, el cual consist irá en la im plem entación de proyectos educacionales, 
habitacionales, agrícolas y de salud en beneficio de los m iem bros de la Com unidad. Los 
elem entos específicos de dichos proyectos deberán ser determ inados por un com ité de 
im plem entación, que se describe a cont inuación, y  deberán ser com pletados en un plazo 



 

1 4 1  

4 0  CUADERNILLOS DE JURISPRUDENCIA DE LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 

    

de dos años, contados a part ir  de la ent rega de las t ierras a los m iem bros de la Com unidad 
indígena.  ( En sent ido sim ilar, ver entre otros: Caso Com unidad I ndígena Saw hoyam axa 

Vs. Paraguay . Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 9  de m arzo de 2 0 0 6 . Serie C 
No. 1 4 6 , párr. 2 2 4 ) .  

206. El com ité al que se refiere el párrafo anterior estará encargado de determ inar las 
m odalidades de im plem entación del fondo de desarrollo,  y estará conform ado por t res 
m iem bros. El referido com ité deberá contar con un representante designado por las 
víct im as y ot ro por el Estado;  el tercer m iem bro de dicho com ité será designado de com ún 
acuerdo ent re las víct im as y el Estado. Si dent ro de los seis m eses a part ir  de la not ificación 
de la presente Sentencia el Estado y los representantes no hubieren llegado a un acuerdo 
respecto de la integración del com ité de im plem entación, la Corte los convocará a una 
reunión para decidir  sobre este asunto. 

Costas y gastos 

Corte  I DH. Caso Ricardo Canese Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 3 1  de agosto de 2 0 0 4 . Ser ie  C No. 1 1 1  

212. Com o ya lo ha señalado la Corte en oportunidades anteriores, las costas y gastos 
están com prendidos dent ro del concepto de reparación consagrado en el art ículo 63.1 de 
la Convención Am ericana, puesto que la act ividad desplegada por la víct im a con el fin de 
obtener j ust icia,  tanto a nivel nacional com o internacional, im plica erogaciones que deben 
ser com pensadas cuando la responsabilidad internacional del Estado es declarada 
m ediante una sentencia condenatoria. En cuanto a su reem bolso, corresponde al Tribunal 
apreciar prudentem ente su alcance, el cual com prende los gastos generados ante las 
autoridades de la j urisdicción interna, así com o los generados en el curso del proceso ante 
el sistem a interam ericano, t eniendo en cuenta las circunstancias del caso concreto y la 
naturaleza de la j urisdicción internacional de la protección de los derechos hum anos. Esta 
apreciación puede ser realizada con base en el principio de equidad y tom ando en cuenta 
los gastos señalados por la Com isión I nteram ericana y por los representantes, siem pre 
que su quantum  sea razonable. ( En sent ido sim ilar, ver entre otros: Caso " I nst ituto de 

Reeducación del Menor" Vs. Paraguay . Excepciones Prelim inares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 2  de sept iem bre de 2 0 0 4 . Serie C No. 1 1 2 ; Caso Com unidad I ndígena 
Yakye Axa Vs. Paraguay . Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 7  de junio de 2 0 0 5 . 
Serie C No. 1 2 5 , párr. 2 3 1 ; Caso Com unidad I ndígena Saw hoyam axa Vs. Paraguay . Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 9  de m arzo de 2 0 0 6 . Serie C No. 1 4 6 , párr. 2 3 7 ; 
Caso Goiburú y ot ros Vs. Paraguay . Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 2  de  
sept iem bre de 2 0 0 6 . Serie C No. 1 5 3 , párr. 1 8 0 ; Caso Vargas Areco Vs. Paraguay . 
Sentencia de 2 6  de sept iem bre de 2 0 0 6 . Serie C No. 1 5 5 , párr. 1 6 5 ; Caso Noguera y otra 
Vs. Paraguay . Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 9  de m arzo de 2 0 2 0 . Serie C 
No. 4 0 1 , párr. 1 1 8 ; Caso Ríos Avalos y otro Vs. Paraguay . Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 1 9  de agosto de 2 0 2 1 . Serie C No. 4 2 9 )  

213. En relación con el reconocim iento de las costas y gastos, la asistencia legal a la 
víct im a com ienza ante los órganos judiciales nacionales y cont inúa en las sucesivas 
instancias del sistem a interam ericano de tutela de los derechos hum anos, es decir, en los 
procedim ientos que se siguen ante la Com isión y ante la Corte. Por ende, en el concepto 
de costas, para los fines que ahora se exam inan, quedan com prendidas tanto las que 
corresponden a la etapa de acceso a la j ust icia a nivel nacional, com o las que se refieren 
a la j ust icia a nivel internacional ante dos instancias:  la Com isión y la Corte.  
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Corte I DH. Caso “I nst ituto de Reeducación del Menor” Vs. Paraguay. Excepciones 
pre lim inares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia  de 2  de sept iem bre de 
2 0 0 4 . Serie  C No. 1 1 2  

333. Los pagos correspondientes al reintegro de costas y gastos generados por las 
gest iones realizadas por los representantes, en el orden interno y en el proceso 
internacional ante el sistem a interam ericano de protección de los derechos hum anos, 
serán efectuados a favor de dichos representantes [ …] .  

Corte  I DH. Caso Com unidad I ndígena Yakye Axa Vs. Paraguay. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 7  de junio de 2 0 0 5 . Serie  C No. 1 2 5  

232. La Corte tom a en cuenta que los m iem bros de la Com unidad Yakye Axa actuaron a 
t ravés de representantes, tanto en el ám bito interno com o ante la Com isión y esta Corte. 
A tal efecto, el Tribunal est im a equitat ivo ordenar al Estado que pague la cant idad de US 
$15.000,00 (quince m il dólares de los Estados Unidos de Am érica)  o su equivalente en 
m oneda paraguaya, que deberá ser ent regada a los líderes de la Com unidad, por concepto 
de costas y gastos en el proceso interno y en el procedim iento seguido ante el sistem a 
interam ericano de protección de los derechos hum anos. ( En sent ido sim ilar, ver entre 
otros: Caso Com unidad I ndígena Saw hoyam axa Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 2 9  de m arzo de 2 0 0 6 . Serie C No. 1 4 6 , párr. 2 3 8 ) .  

Corte  I DH. Caso Goiburú y ot ros Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 2 2  de sept iem bre de 2 0 0 6 . Serie C No. 1 5 3  

182. Asim ism o, es necesario t om ar en cuenta que los representantes de los fam iliares de 
las víct im as no presentaron sus solicitudes, argum entos y pruebas en form a autónom a, a 
pesar de haber tenido la oportunidad de hacer lo. De tal m anera, su part icipación en el 
proceso ante la Corte se lim itó a cierta asistencia brindada a la Com isión para tom ar las 
declaraciones juradas requeridas y a la presentación del escrit o de alegatos finales. 
Adem ás, si bien los representantes hicieron solicitudes de reem bolso de las costas y 
gastos, no presentaron ante el Tribunal ningún docum ento de respaldo de los m ism os. 

Corte  I DH. Caso Vargas Areco Vs. Paraguay. Sentencia. 2 6  de sept iem bre de 
2 0 0 6 . Serie  C No. 1 5 5  

166. En el presente caso fue dem ost rado que los fam iliares del niño Vargas Areco, así 
com o SERPAJ PY y CEJI L, realizaron act ividades, tanto a nivel nacional com o internacional, 
con el fin de conocer la verdad sobre los hechos y obtener j ust icia.  La Corte est im a que el 
Estado debe otorgar una indem nización por las erogaciones directas de los padres y 
aquellas hechas por sus representantes que tengan un nexo causal directo con los hechos 
violatorios de este caso, en razón de la responsabilidad internacional del Estado por las 
violaciones declaradas en la presente Sentencia. 

Corte I DH. Com unidad I ndígena Xákm ok Kásek. Vs. Paraguay. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 4  de agosto de 2 0 1 0 . Ser ie C No. 2 1 4  

329. El Tribunal ha señalado que “ las pretensiones de las víct im as o sus representantes 
en m ateria de costas y gastos, y las pruebas que las sustentan, deben presentarse a la 
Corte en el prim er m om ento procesal que se les concede, esto es, en el escrit o de 
solicitudes y argum entos, sin perjuicio de que tales pretensiones se actualicen en un 
m om ento posterior,  conform e a las nuevas costas y gastos en que se haya incurrido con 
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ocasión del procedim iento ante esta Corte” . Asim ism o, la Corte reitera que “no es 
suficiente la rem isión de docum entos probator ios, sino que se requiere que las partes 
hagan una argum entación que relacione la prueba con el hecho que se considera 
representado, y que, al t ratarse de alegados desem bolsos económ icos, se establezca con 
claridad los rubros y la j ust ificación de los m ism os” .  

Corte  I DH. Caso Noguera y ot ra  Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 9  de m arzo de 2 0 2 0 . Serie  C No. 4 0 1  

120. En el presente caso, no consta en el expediente respaldo probatorio preciso en 
relación con las costas y gastos en los cuales incurrieron los representantes respecto a la 
t ram itación del caso ante la Corte. Sin em bargo, la Corte considera que tales t rám ites 
necesariam ente im plicaron erogaciones pecuniarias, por lo que determ ina que el Estado 
debe ent regar a la representación de la víct im a la cant idad de US$ 15.000,00 (quince m il 
dólares de los Estados Unidos de Am érica)  por concepto de costas y gastos. En la etapa 
de supervisión de cum plim iento de la presente Sentencia, la Corte podrá disponer que el 
Estado reem bolse a las víct im as o sus representantes los gastos razonables en que incurra 
en dicha etapa procesal. 

Corte I DH. Caso Ríos Avalos y ot ro Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 1 9  de agosto de 2 0 2 1 . Ser ie  C No. 4 2 9  

235. La Corte ha indicado que las costas y gastos hacen parte del concepto de reparación, 
toda vez que la act ividad desplegada por las víct im as con el fin de obtener j ust icia, tanto 
a nivel nacional com o internacional, im plica erogaciones que deben ser com pensadas 
cuando la responsabilidad internacional del Estado es declarada m ediante una sentencia 
condenatoria.  En cuanto al reem bolso de las costas y gastos, corresponde al Tribunal 
apreciar prudentem ente su alcance, el cual com prende los gastos generados ante las 
autoridades de la j urisdicción interna, así com o los generados en el curso del proceso ante 
el Sistem a I nteram ericano, teniendo en cuenta las circunstancias del caso concreto y la 
naturaleza de la j urisdicción internacional de protección de los derechos hum anos. Esta 
apreciación puede ser realizada con base en el principio de equidad y tom ando en cuenta 
los gastos señalados por las partes, siem pre que su quantum  sea razonable.  

236. Tam bién este Tribunal ha señalado que no es suficiente la rem isión de docum entos 
probatorios, sino que se requiere que las partes hagan una argum entación que relacione 
la prueba con el hecho que se considera representado, y que, al t ratarse de alegados 
desem bolsos económ icos, se establezcan con claridad los rubros y la j ust ificación de estos. 

241. Al respecto, esta Corte advierte que la pretensión de com pensación de los gastos 
erogados por el t rám ite del proceso penal incoado cont ra las víct im as no puede ser 
atendida, pues si bien dicho proceso se habría originado a part ir  de una denuncia 
form ulada por m iem bros del Poder Legislat ivo en virtud de los casos incluidos en la 
acusación que sirvió de sustento al j uicio polít ico, en esta Sentencia no se ha declarado la 
violación a derecho alguno derivado del referido proceso penal.  Por consiguiente, no existe 
nexo causal que sustente dicha pet ición. 

242. En cuanto a los dist intos docum entos aportados por las partes, su contenido perm ite 
constatar las cont rataciones de servicios profesionales de los que am bas víct im as 
requir ieron para reclam ar, a nivel interno e internacional, la tutela de sus derechos. Sin 
em bargo, este Tribunal carece de los m edios para com probar el pago efect ivo de los 
m ontos que, según se consignó en aquellos docum entos, habrían sido acordados com o 
honorarios por la prestación de tales servicios. Tam poco fue aportada inform ación para 
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determ inar los parám et ros em pleados para la f ij ación de honorarios en form a global, es 
decir , tanto para atender los dist intos procesos en sede interna, com o los correspondientes 
ante el Sistem a I nteram ericano. Aunado a ello, el conjunto de docum entos relacionados 
con las actuaciones llevadas a cabo tam poco perm ite constatar el m onto de lo 
efect ivam ente erogado. 

244. En la etapa de supervisión de cum plim iento de la presente Sentencia, la Corte podrá 
disponer que el Estado reem bolse a las víct im as o sus representantes los gastos 
razonables en que incurran en dicha etapa procesal.  

Medidas de sat isfacción 

Publicaciones 

Corte  I DH. Caso Ricardo Canese Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 3 1  de agosto de 2 0 0 4 . Ser ie  C No. 1 1 1  

208. En este apartado el Tribunal ent rará a determ inar aquellas m edidas de sat isfacción 
que buscan reparar el daño inm aterial, que no t ienen alcance pecuniario, sino que t ienen 
una repercusión pública. 

209. Com o lo ha dispuesto en ot ros casos, com o m edida de sat isfacción, el Estado deberá 
publicar en el Diario Oficial y en ot ro diario de circulación nacional,  por una sola vez, el 
capítulo relat ivo a los hechos probados de esta Sentencia, sin las notas al pie de página 
correspondientes, y la parte resolut iva de la m ism a. ( En sim ilar sent ido, ver entre otros: 
Caso Com unidad I ndígena Saw hoyam axa Vs. Paraguay . Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 2 9  de m arzo de 2 0 0 6 . Serie C No. 1 4 6 , párr . 2 3 6 ; Caso Goiburú y ot ros Vs. 
Paraguay . Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 2  de sept iem bre de 2 0 0 6 . Serie C 
No. 1 5 3 , párr. 1 7 5 ;  Caso Noguera y otra Vs. Paraguay . Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 9  de m arzo de 2 0 2 0 . Serie C No. 40 1 , párr. 9 6 ) .  

Corte  I DH. Caso Com unidad I ndígena Yakye Axa Vs. Paraguay. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 7  de junio de 2 0 0 5 . Serie  C No. 1 2 5  

227. Com o lo ha ordenado en ot ras oportunidades, la Corte est im a que, com o m edida de 
sat isfacción, el Estado debe publicar dent ro del plazo de un año contado a part ir  de la 
not ificación de la presente Sentencia, al m enos por una vez, en el Diario Oficial y en ot ro 
diario de circulación nacional,  tanto la sección denom inada Hechos Probados com o los 
puntos resolut ivos Prim ero a Décim o Cuarto de esta Sentencia. Asim ism o, el Estado 
deberá financiar la t ransm isión radial del contenido de los párrafos 50.12 a 50.16, 50.18, 
50.22, 50.24, 50.58, 50.59 y 50.92 a 50.100 del capítulo VI  de Hechos Probados, de los 
párrafos 135, 154, 155, 161, 162, 169, 172 y 175 de los capítulos I X y X, y de los puntos 
resolut ivos Prim ero a Décim o Cuarto de la presente Sentencia, en idiom a enxet  y guaraní 
o español, en una radio a la cual tengan acceso los m iem bros de la Com unidad Yakye Axa. 
La t ransm isión radial deberá efectuarse al m enos por cuat ro ocasiones con un intervalo 
de dos sem anas ent re cada una. 
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Corte  I DH. Caso Com unidad I ndígena Xákm ok Kásek  Vs. Paraguay. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 4  de agosto de 2 0 1 0 . Ser ie C No. 2 1 4  

299. Por ot ra parte, com o ya ha hecho con anterioridad, el Tribunal considera apropiado 
que el Estado dé publicidad, a t ravés de una em isora radial de am plia cobertura en la 
región del Chaco, al resum en oficial de la Sentencia em it ido por la Corte. Para tal efecto, 
el Estado deberá t raducir el resum en oficial de la Sentencia a los idiom as sanapaná, enxet  
y guaraní. Las t ransm isiones radiales deberán efectuarse el prim er dom ingo de m es al 
m enos en 4 ocasiones y deberá rem it irse una grabación sobre las m ism as al Tribunal una 
vez que sean realizadas. Para ello,  el Estado cuenta con el plazo de seis m eses, a part ir  
de la not ificación de la presente Sentencia. 

Asistencia vocacional  

Corte I DH. Caso " I nst ituto de Reeducación del Menor"  Vs. Paraguay. Excepciones 
Prelim inares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia  de 2  de sept iem bre de 
2 0 0 4 . Serie  C No. 1 1 2  

321. Este Tribunal dispone, com o m edida de sat isfacción, que el Estado brinde asistencia 
vocacional, así com o un program a de educación especial dest inado a los ex internos del 
I nst ituto que estuvieron en éste ent re el 14 de agosto de 1996 y el 25 de julio de 2001, 
dent ro de un plazo de seis m eses. 

Asistencia para  ent ierro  

Corte I DH. Caso " I nst ituto de Reeducación del Menor"  Vs. Paraguay. Excepciones 
Prelim inares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia  de 2  de sept iem bre de 
2 0 0 4 . Serie  C No. 1 1 2  

322. La Corte observa que la señora María Teresa de Jesús Pérez, m adre del interno 
fallecido Mario del Pilar  Álvarez Pérez, en su declaración ante fedatario público (affidávit )  
pidió un “panteón para el cadáver de su hij o” ,  debido a que éste va a ser expulsado del 
cem enterio porque no t iene dinero para pagar. Por tanto, esta Corte dispone que el Estado 
brinde a dicha señora un espacio para depositar el cadáver de su hij o en un panteón 
cercano a la residencia de ésta, en el plazo de 15 días. 

Const rucción de m onum ento  

Corte  I DH. Caso Goiburú y ot ros Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 2 2  de sept iem bre de 2 0 0 6 . Serie C No. 1 5 3  

177. El Estado debe const ruir un m onum ento en m em oria de los señores Agust ín Goiburú 
Gim énez, Carlos José Mancuello Bareiro y Rodolfo y Benjam ín Ram írez Villalba en un lugar 
cént r ico y destacado de la ciudad de Asunción. Dicho m onum ento deberá tener una placa 
que haga constar el nom bre de esas víct im as y haga alusión al contexto de las 
desapariciones forzadas ocurridas durante la Operación Cóndor. Tal m onum ento deberá 
ser const ruido dent ro del plazo de un año contado a part ir  de la not ificación de la presente 
Sentencia. 
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Acto de reconocim iento de responsabilidad internacional  

Corte  I DH. Caso Com unidad I ndígena Yakye Axa Vs. Paraguay. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 7  de junio de 2 0 0 5 . Serie  C No. 1 2 5  

226. Com o lo ha dispuesto en ot ros casos, la Corte considera necesario, con el fin de 
reparar el daño causado a las víct im as, que el Estado realice un acto público de 
reconocim iento de su responsabilidad, acordado previam ente con las víct im as y sus 
representantes, en relación con las violaciones declaradas en esta Sentencia. Este acto 
deberá realizarse en el asiento actual de la Com unidad Yakye Axa, en una cerem onia 
pública, con la presencia de altas autoridades del Estado y de los m iem bros de la 
Com unidad que residen en ot ras zonas, acto en el cual se debe dar part icipación a los 
líderes de la Com unidad. El Estado debe disponer los m edios necesarios para facilitar  la 
presencia de dichas personas en el acto m encionado. Adem ás, el Estado debe realizar 
dicho acto tanto en el idiom a enxet  com o en el idiom a español o guaraní y difundir lo a 
t ravés de los m edios de com unicación. En ese acto el Estado debe tom ar en cuenta las 
t radiciones y costum bres de los m iem bros de la Com unidad. Para ello,  el Estado cuenta 
con un plazo de un año, contado a part ir  de la not ificación de la presente Sentencia. 

Corte  I DH. Caso Goiburú y ot ros Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 2 2  de sept iem bre de 2 0 0 6 . Serie C No. 1 5 3  

173. Para que el allanam iento efectuado por el Paraguay y lo establecido por este Tribunal 
r indan plenos efectos de reparación a la preservación de la m em oria de los señores Agust ín 
Goiburú Gim énez, Carlos José Mancuello Bareiro y Rodolfo y Benjam ín Ram írez Villalba y 
en desagravio de sus fam iliares, así com o para que sirvan de garant ía de no repet ición, la 
Corte est im a que el Estado debe realizar un acto público de reconocim iento de su 
responsabilidad por la desaparición forzada de los señores Agust ín Goiburú Gim énez, 
Carlos José Mancuello Bareiro, y Rodolfo y Benjam ín Ram írez Villalba y pedir una disculpa 
pública a sus fam iliares. Este acto deberá realizarse en presencia de los fam iliares de las 
m encionadas personas y tam bién deberán part icipar altas autoridades del Estado. Este 
acto deberá celebrarse dent ro de un plazo de seis m eses contados a part ir  de la 
not ificación de la presente Sentencia. 

174. Respecto de la solicitud referente a la creación de una plaza pública, la Corte observa 
que el Estado ya ha denom inado un sit io público com o “Plaza de los Desaparecidos” , lo 
cual const ituye un im portante reconocim iento público, de carácter general, a los 
desaparecidos forzadam ente durante la dictadura del General Alfredo St roessner 
Mat iauda. 

Corte I DH. Caso Vargas Areco Vs. Paraguay. Sentencia de 2 6  de sept iem bre de 
2 0 0 6 . Serie  C No. 1 5 5  

158. No obstante, dado que los fam iliares no estuvieron presentes en el acto público de 
reconocim iento del 21 de junio de 2006, y en razón de que el Estado se ha allanado a la 
pretensión correspondiente a esta m ateria,  la Corte dispone que se reit ere el 
reconocim iento de responsabilidad en un acto al que concurran los fam iliares de Gerardo 
Vargas Areco, com o m edida de sat isfacción para éstos, a realizarse en la com unidad en la 
que vive la fam ilia del niño Vargas Areco, en presencia de autoridades civiles y m ilitares 
del Estado. En el curso de dicho acto se colocará una placa, cuyo texto deberá ser 
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consultado con los fam iliares del niño, para m antener viva la m em oria acerca de éste y 
prevenir  hechos violator ios com o los que determ inaron el presente caso. 

Corte  I DH. Caso Com unidad I ndígena Xákm ok Kásek  Vs. Paraguay. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 4  de agosto de 2 0 1 0 . Ser ie C No. 2 1 4  

297. Com o lo ha dispuesto en ot ros casos, con el fin de reparar el daño causado a las 
víct im as, la Corte considera que el Estado debe realizar un acto público de reconocim iento 
de su responsabilidad internacional por las violaciones declaradas en esta Sentencia. Dicho 
acto deberá ser acordado previam ente con la Com unidad. Asim ism o, el acto deberá 
realizarse en el asiento actual de la Com unidad, en una cerem onia pública, con la 
presencia de altas autor idades del Estado y de los m iem bros de la Com unidad, incluso de 
aquéllos que residen en ot ras zonas, para lo cual el Estado deberá disponer los m edios 
necesarios para facilitar  el t ransporte. En el m encionado acto deberá darse part icipación 
a los líderes de la Com unidad. I gualm ente, el Estado debe realizar dicho acto tanto en los 
idiom as propios de la Com unidad com o en español y guaraní y difundir lo a t ravés de una 
em isora de am plio espect ro en el Chaco. Para ello, el Estado cuenta con un plazo de un 
año a part ir  de la not ificación de la presente Sentencia. 

Garant ías de no repet ición 

Elaboración de polít ica pública  

Corte I DH. Caso " I nst ituto de Reeducación del Menor"  Vs. Paraguay. Excepciones 
Prelim inares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia  de 2  de sept iem bre de 
2 0 0 4 . Serie  C No. 1 1 2  

316. La Corte considera necesario que, en el plazo de seis m eses, las inst ituciones 
pert inentes del Estado, en consulta con la sociedad civil,  elaboren y definan una polít ica 
de Estado de corto, m ediano y largo plazo en m ateria de niños en conflicto con la ley que 
sea plenam ente consistente con los com prom isos internacionales del Paraguay. Dicha 
polít ica de Estado debe ser presentada por altas autoridades del Estado en un acto público 
en el que, adem ás, se reconozca la responsabilidad internacional del Paraguay en las 
carencias de las condiciones de detención im perantes en el I nst ituto ent re el 14 de agosto 
de 1996 y 25 de julio de 2001.  

317. Dicha polít ica de Estado debe contem plar, ent re ot ros aspectos, est rategias, acciones 
apropiadas y la asignación de los recursos que resulten indispensables para que los niños 
privados de libertad se encuent ren separados de los adultos;  para que los niños 
procesados estén separados de los condenados;  así com o para la creación de program as 
de educación, m édicos y psicológicos integrales para todos los niños privados de libertad. 

Program as de capacitación  

Corte  I DH. Caso Goiburú y ot ros Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 2 2  de sept iem bre de 2 0 0 6 . Serie C No. 1 5 3  

178. En consideración de que la desaparición de los señores Agust ín Goiburú Gim énez, 
Carlos José Mancuello Bareiro y Rodolfo y Benjam ín Ram írez Villalba fue perpet rada por 
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m iem bros de la Policía Nacional del Paraguay, en violación de norm as im perat ivas de 
Derecho I nternacional, el Estado deberá adoptar m edidas tendientes a form ar y capacitar  
a los m iem bros de sus cuerpos policiales sobre los principios y norm as de protección de 
los derechos hum anos. Para ello, el Estado deberá im plem entar,  en un plazo razonable, 
program as de educación en derechos hum anos perm anentes dent ro de las fuerzas 
policiales paraguayas, en todos los niveles jerárquicos. Dent ro de dichos program as se 
deberá hacer especial m ención a la presente Sentencia y a los inst rum entos 
internacionales de derechos hum anos y, específicam ente a los relat ivos a la desaparición 
forzada de personas y t ortura. 

Corte I DH. Caso Vargas Areco Vs. Paraguay. Sentencia de 2 6  de sept iem bre de 
2 0 0 6 . Serie  C No. 1 5 5  

161. El Estado deberá diseñar e im plem entar program as de form ación y cursos regulares 
sobre derechos hum anos para todos los m iem bros de las Fuerzas Arm adas paraguayas. 

Corte  I DH. Caso Noguera y ot ra  Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 9  de m arzo de 2 0 2 0 . Serie  C No. 4 0 1  

103. Esta Corte observa que, en el Acuerdo de Solución Am istosa, el Estado se 
com prom et ió a incluir en la curricula de form ación académ ica m ilitar  de la Escuela de 
Estado Mayor y Escuelas de Capitanes de las t res Arm as, Program as de Educación en 
Derechos Hum anos, en atención a que la víct im a form aba parte de la Escuela de 
Form ación de Oficiales de Reserva. Por ot ra parte, el Tribunal valora, que en el m arco del 
cum plim iento de las reparaciones ordenadas en el caso Vargas Areco, se im plem entaran 
program as de capacitación dir igidos a las fuerzas arm adas com o una garant ía de no 
repet ición y que Paraguay no perm ite que personas m enores de edad puedan efectuar el 
servicio m ilitar voluntario desde el año 2008. Sin em bargo, est im a que corresponde 
ordenar al Estado que se asegure que dent ro de la curricula de form ación académ ica 
m ilitar de la Escuela de Estado Mayor y Escuelas de Capitanes de las t res Arm as estén 
previstos program as de form ación en Derechos Hum anos específicam ente en cuanto a los 
estándares internacionales sobre la posición especial de garante del Estado frente a todas 
las personas que prestan el servicio m ilitar. Lo anterior deberá ser cum plido en el plazo 
de un año desde la not if icación de la presente Sentencia.  

Adecuación del derecho interno 

Corte I DH. Caso Vargas Areco Vs. Paraguay. Sentencia de 2 6  de sept iem bre de 
2 0 0 6 . Serie  C No. 1 5 5  

163. El Estado inform ó sobre el depósito de una declaración que form a parte de la 
rat ificación del Protocolo Facultat ivo de la Convención de los Derechos del Niño relat ivo a 
conflictos arm ados, de las Naciones Unidas, declaración que establece la edad m ínim a de 
18 años para servir en las fuerzas arm adas paraguayas. Asim ism o, el Estado m anifestó 
que el Com andante de las Fuerzas Militares suscribió un proyecto que será presentado al 
Congreso Nacional con el propósito de m odificar las leyes 569/ 75 ( “Del Servicio Militar 
Obligatorio” )  y 123/ 52 ( relat iva al CI MEFOR) , en lo correspondiente a la edad m ínim a para 
el ingreso a las Fuerzas Arm adas de la Nación.  

164. Dado que a la fecha de la em isión de la presente Sentencia, esta Corte no ha sido 
inform ada sobre la reform a de las leyes 569/ 75 ( “Del Servicio Militar Obligatorio” )  y 
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123/ 52 ( relat iva al CI MEFOR) , es pert inente ordenar al Estado que m odifique su legislación 
interna en m ateria de reclutam iento de m enores de 18 años en las Fuerzas Arm adas del 
Paraguay, de conform idad con los estándares internacionales en la m ateria.  

Corte  I DH. Caso Com unidad I ndígena Xákm ok Kásek  Vs. Paraguay. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 4  de agosto de 2 0 1 0 . Ser ie C No. 2 1 4  

309. A la luz de las conclusiones a las que llegó el Tribunal en el Capítulo VI  de la presente 
Sentencia, la Corte considera que es necesario que el Estado garant ice el goce efect ivo de 
los derechos reconocidos por la Convención Am ericana, por su Const itución Nacional y su 
legislación. Para el Tribunal, la responsabilidad internacional del Estado en el presente 
caso se ha generado por no haberse adecuado la legislación para garant izar el derecho a 
la propiedad del terr itorio t radicional de las com unidades indígenas, así com o por el hecho 
de que las práct icas inst itucionales lim itan o no garant izan plenam ente la aplicación 
efect iva de las norm as que, form alm ente, se encuent ran establecidas para garant izar los 
derechos de los m iem bros de las com unidades indígenas. A juicio de la Corte, el interés 
social de la propiedad en lo que respecta a las com unidades indígenas debe t raducirse en 
que se debe tener en cuenta las circunstancias de ser t ierras ancest rales indígenas, lo cual 
debe verse reflejado tanto en el plano sustant ivo com o procesal.  

310. En consecuencia, el Estado, en el plazo de dos años, deberá adoptar en su derecho 
interno, según lo dispuesto en el art ículo 2 de la Convención Am ericana, las m edidas 
legislat ivas, adm inist rat ivas y de cualquier ot ro carácter que sean necesarias para crear 
un sistem a eficaz de reclam ación de t ierras ancest rales o t radicionales de los pueblos 
indígenas que posibilite la concreción de su derecho de propiedad. Este sistem a deberá 
consagrar norm as sustant ivas que garant icen:  a)  que se tom e en cuenta la im portancia 
que para los indígenas t iene su t ierra t radicional, y b)  que no baste que las t ierras 
reclam adas estén en m anos privadas y sean racionalm ente explotadas para rechazar 
cualquier pedido de reivindicación. Adem ás, este sistem a deberá consagrar que una 
autoridad judicial sea la com petente para resolver los conflictos que se presenten ent re 
los derechos a la propiedad de los part iculares y la de los indígenas.  

311. En relación con las práct icas judiciales, este Tribunal ha establecido que es consciente 
de que los jueces y t r ibunales internos están sujetos al im perio de la ley y, por ello,  están 
obligados a aplicar las disposiciones vigentes en el ordenam iento jurídico. Pero cuando un 
Estado ha rat ificado un t ratado internacional com o la Convención Am ericana, sus jueces, 
com o parte del aparato del Estado, tam bién están som et idos a ella,  lo que les obliga a 
velar porque los efectos de las disposiciones de la Convención no se vean m erm ados por 
la aplicación de leyes cont rarias a su objeto y fin. En ot ras palabras, el Poder Judicial debe 
ejercer un “ cont rol de convencionalidad”  ex officio ent re las norm as internas y la 
Convención Am ericana, evidentem ente en el m arco de sus respect ivas com petencias y de 
las regulaciones procesales correspondientes. En esta tarea, el Poder Judicial debe tener 
en cuenta no solam ente el t ratado, sino tam bién la interpretación que del m ism o ha hecho 
la Corte I nteram ericana, intérprete últ im a de la Convención Am ericana.  

312. En este caso, el Decreto No. 11.804 em it ido el 31 de enero de 2008 que declaró 
com o área silvest re protegida bajo dom inio privado a parte del t err itorio reclam ado por la 
Com unidad ignoró el reclam o indígena presentado ante el I NDI  sobre dichas t ierras y, 
conform e a los propios organism os internos especializados, debería considerarse nulo [ …] .  

313. En consecuencia, el Estado deberá adoptar las m edidas necesarias para que el 
Decreto No. 11.804 no sea un obstáculo para la devolución de las t ierras t radicionales a 
los m iem bros de la Com unidad.  
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Corte  I DH. Caso Noguera y ot ra  Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 9  de m arzo de 2 0 2 0 . Serie  C No. 4 0 1  

104. Por ot ra parte, en cuanto a la j urisdicción penal m ilitar, la Corte recuerda que, si bien 
en el presente caso no se llegó a concluir que el Estado fuera responsable por una violación 
a su deber de adoptar disposiciones de derecho interno contenido en el art ículo 2 de la 
Convención Am ericana, sí est im a pert inente ordenar al Estado paraguayo que, en razón 
de que la prim era invest igación se adelantó en el ám bito de la j ust icia m ilitar, r inda un 
inform e sobre el avance del t rám ite legislat ivo relat ivo a la reform a de la j urisdicción penal 
m ilitar que fuera m encionada por éste. Dicho inform e deberá contener precisiones 
respecto a los principales cam bios propuestos, su com pat ibilidad con la Convención y los 
plazos propuestos para su aprobación definit iva. Lo anterior deberá ser cum plido en el 
plazo de un año desde la not ificación de la presente Sentencia. 

Deber de invest igar  

Corte  I DH. Caso Goiburú y ot ros Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 2 2  de sept iem bre de 2 0 0 6 . Serie C No. 1 5 3  

93. En relación con esta solicitud, la Corte constata que en el año 2018 fue abierta una 
invest igación. En consecuencia, la Corte ordena al Estado cont inuar y com pletar esa 
invest igación de conform idad con el derecho interno aplicable.  

Corte I DH. Caso Vargas Areco Vs. Paraguay. Sentencia de 2 6  de sept iem bre de 
2 0 0 6 . Serie  C No. 1 5 5  

155. Al respecto, la Corte reit era la obligación del Estado de em prender con seriedad, en 
un plazo razonable, t odas las acciones necesarias para ident ificar, determ inar la 
responsabilidad y sancionar a todos los responsables de las violaciones com et idas en el 
presente caso, para los efectos penales y cualesquiera ot ros que pudieran resultar  de la 
invest igación de los hechos. A tal efecto, deberá adoptar t odas las m edidas judiciales y 
adm inist rat ivas necesarias con el fin de reabrir  la invest igación por los hechos del presente 
caso. Dichas invest igaciones deberán tener por m ateria los hechos relacionados con la 
supuesta tortura del niño Vargas Areco. Los fam iliares de Gerardo Vargas Areco o sus 
representantes deberán tener pleno acceso y capacidad de actuar en todas las etapas e 
instancias de los correspondientes procesos, de acuerdo con la ley interna y la Convención 
Am ericana, sin descargar sobre los fam iliares el im pulso procesal. Asim ism o, el Estado 
debe asegurar el cum plim iento efect ivo de la decisión que adopten las instancias internas, 
en acatam iento de esta obligación. 

156. Para los efectos de esta obligación, es pert inente señalar,  conform e a la 
j urisprudencia constante de la Corte, sustentada en el derecho internacional, que ninguna 
ley ni disposición de derecho interno puede im pedir a un Estado cum plir el deber, 
reconocido por la Corte, de invest igar y sancionar a los responsables de ciertas violaciones 
de derechos hum anos, com o las de este caso. 
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Búsqueda de paradero 

Corte  I DH. Caso Goiburú y ot ros Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 2 2  de sept iem bre de 2 0 0 6 . Serie C No. 1 5 3  

171. El derecho de los fam iliares de los señores Agust ín Goiburú Gim énez, Carlos José 
Mancuello Bareiro y Rodolfo y Benjam ín Ram írez Villalba de conocer dónde se encuent ran 
los restos m ortales de éstas, const ituye una m edida de reparación y por tanto una 
expectat iva que el Estado debe sat isfacer a los fam iliares de las víct im as. Asim ism o, el 
Tribunal ha señalado que los restos m ortales de una persona m erecen ser t ratados con 
respeto ante sus deudos, por la significación que t ienen para éstos. 

172. La Corte considera indispensable que, para efectos de las reparaciones, el Estado 
proceda de inm ediato a la búsqueda y localización de los restos m ortales de los señores 
Agust ín Goiburú Gim énez, Carlos José Mancuello Bareiro y Rodolfo y Benjam ín Ram írez 
Villalba. Si se encuent ran dichos restos m ortales, el Estado deberá ent regarlos a la 
brevedad posible a sus fam iliares, previa com probación genét ica de filiación. Adem ás, el 
Estado deberá cubrir los gastos de ent ierro de éstos, de com ún acuerdo con los fam iliares 
de las m ism as. 

 

MEDI DAS PROVI SI ONALES 

Naturaleza de las m edidas provisionales 

Corte I DH. Asunto L.M. respecto de Paraguay. Medidas Provisionales. Resolución 
de la  Corte I nteram ericana de Derechos Hum anos de 1  de julio de 2 0 1 1  

5. Esta Corte ha establecido que en el Derecho I nternacional de los Derechos Hum anos 
las m edidas provisionales t ienen un carácter no sólo cautelar , en el sent ido de que 
preservan una situación jurídica, sino fundam entalm ente tutelar, por cuanto protegen 
derechos hum anos, en la m edida en que buscan evitar daños irreparables a las personas. 
El carácter cautelar de las m edidas provisionales está vinculado al m arco de los 
contenciosos internacionales. En tal sent ido, estas m edidas t ienen por objeto y fin 
preservar los derechos en posible r iesgo hasta tanto no se resuelva la cont roversia. Su 
objeto y fin son los de asegurar la integridad y la efect ividad de la decisión de fondo, y de 
esta m anera evitar que se lesionen los derechos en lit igio,  situación que podría hacer 
inocua o desvirtuar el efecto út il de la decisión final. Las m edidas provisionales perm iten 
así que el Estado en cuest ión pueda cum plir la decisión final y, en su caso, proceder a las 
reparaciones ordenadas. En cuanto al carácter tutelar,  esta Corte ha señalado que, 
siem pre y cuando se reúnan los requisitos básicos, las m edidas provisionales se 
t ransform an en una verdadera garant ía j urisdiccional de carácter prevent ivo, por cuanto 
protegen derechos hum anos, en la m edida en que buscan evitar  daños irreparables a las 
personas. 

22. La adopción de providencias urgentes o de m edidas provisionales no presupone ni 
im plica una eventual decisión sobre el fondo del asunto si el caso llegara a conocim iento 
de la Corte, ni prejuzga la responsabilidad estatal por los hechos denunciados. 
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Corte I DH. Asunto L.M. respecto de Paraguay. Medidas Provisionales. Resolución 
del Presidente de la Corte I nteram ericana de Derechos Hum anos de 2 3  de enero 
de 2 0 1 2  

4. La disposición establecida en el art ículo 63.2 de la Convención confiere un carácter  
obligatorio a la adopción, por parte del Estado, de las m edidas provisionales que le ordene 
este Tribunal, ya que el principio básico del derecho de la responsabilidad del Estado, 
respaldado por la j urisprudencia internacional,  ha señalado que los Estados deben cum plir 
sus obligaciones convencionales de buena fe (pacta sunt  servanda) . 

Requisitos para que procedan las m edidas provisionales 

Corte I DH. Asunto L.M. respecto de Paraguay. Medidas Provisionales. Resolución 
de la  Corte I nteram ericana de Derechos Hum anos de 1  de julio de 2 0 1 1  

6. Las t res condiciones exigidas por el art ículo 63.2 de la Convención para que la Corte 
pueda disponer de m edidas provisionales deben concurrir en toda situación en la que se 
solicit en. En razón de su com petencia, en el m arco de m edidas provisionales corresponde 
a la Corte considerar única y est r ictam ente aquellos argum entos que se relacionan 
directam ente con la ext rem a gravedad, urgencia y la necesidad de evitar daños 
irreparables a personas. Cualquier ot ro hecho o argum ento sólo puede ser analizado y 
resuelto durante la consideración del fondo de un caso contencioso.  

7. En lo que se refiere al requisito de “gravedad” , para efectos de la adopción de m edidas 
provisionales, la Convención requiere que aquélla sea “ext rem a” , es decir,  que se 
encuent re en su grado m ás intenso o elevado. El carácter “urgente”  im plica que el r iesgo 
o am enaza involucrados sean inm inentes, lo cual requiere que la respuesta para 
rem ediarlos sea inm ediata. Finalm ente, en cuanto al daño, debe exist ir  una probabilidad 
razonable de que se m aterialice y no debe recaer en bienes o intereses jurídicos que 
puedan ser reparables. 

13. La Corte no está llam ada a pronunciarse sobre si los diversos procesos se t ram itan en 
el fuero interno con apego a la Convención Am ericana, o en atención a las obligaciones 
especiales de protección de los niños, niñas y adolescentes. Estos aspectos podrían ser,  
en su caso, objeto de debate en el m arco de la pet ición presentada ante la Com isión 
I nteram ericana. A este Tribunal únicam ente le corresponde en este asunto definir si el 13 
propuesto beneficiario se encuent ra en una situación de ext rem a gravedad y urgencia que 
responde a la necesidad de evitar  daños ir reparables. La solicitud presentada a favor del 
niño L.M. pretende la protección de sus derechos a la integridad psíquica, ident idad y a la 
fam ilia. 

Corte I DH. Asunto L.M. respecto de Paraguay. Medidas Provisionales. Resolución 
de la  Corte I nteram ericana de Derechos Hum anos de 2 7  de abril de 2 0 1 2  

4. En razón de su com petencia, en el m arco de m edidas provisionales corresponde a la 
Corte considerar única y est r ictam ente aquellos argum entos que se relacionan 
directam ente con la ext rem a gravedad, urgencia y la necesidad de evitar daños 
irreparables a personas. Cualquier ot ro hecho o argum ento sólo puede ser analizado y 
resuelto durante la consideración del fondo de un caso contencioso. 
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    

Corte  I DH. Caso Arrom  Suhurt  y ot ros Vs. Paraguay. Solicitud de Medidas 
Provisionales. Resolución de la  Corte  I nteram ericana de Derechos Hum anos de 
6  de febrero de 2 0 1 9  

2. El art ículo 63.2 de la Convención Am ericana dispone que:  “ [ e] n casos de ext rem a 
gravedad y urgencia, y cuando se haga necesario evitar daños ir reparables a las personas, 
la Corte, en los asuntos que esté conociendo, podrá tom ar las m edidas provisionales que 
considere pert inentes” . Asim ism o, el art ículo 27.3 del Reglam ento de la Corte señala que:  
“ [ e] n los casos contenciosos que se encuent ren en conocim iento de la Corte, las víct im as 
o las presuntas víct im as, o sus representantes, podrán presentar directam ente a ésta una 
solicitud de m edidas provisionales, las que deberán tener relación con el objeto del caso” . 

Corte  I DH. Caso Arrom  Suhurt  y ot ros Vs. Paraguay. Solicitud de Medidas 
Provisionales. Resolución de la  Corte  I nteram ericana de Derechos Hum anos de 
1 3  de m ayo de 2 0 1 9  

4. En la presente solicitud se señala que en dos ocasiones un vehículo ha estado 
obstaculizando la ent rada de su casa en la noche, haciendo necesario realizarle señales 
para que se m ovilice. Este Tribunal est im a que de estos hechos no resulta posible apreciar 
prim a facie que la señora Crist ina Haydée Arrom  Suhurt  se encuent re, en los térm inos 
exigidos por el art ículo 63.2 de la Convención Am ericana, en una situación de “ext rem a 
gravedad y urgencia”  relacionada con la posibilidad de “daños irreparables” .  

Sobre la  evaluación de la persistencia de las m edidas provisionales 

Corte I DH. Asunto L.M. respecto de Paraguay. Medidas Provisionales. Resolución 
de la  Corte I nteram ericana de Derechos Hum anos de 2 7  de abril de 2 0 1 2  

10. El objeto de estas m edidas provisionales ha sido la necesidad de adopción, por parte 
del Estado, de las m edidas necesarias, adecuadas y efect ivas para proteger los derechos 
a la integridad personal, protección de la fam ilia e ident idad del niño L.M., perm it iéndole 
m antener vínculos con su fam ilia de origen m ient ras se resolvieran los procedim ientos 
judiciales tendientes a definir su situación jurídica. La Corte observa que no fue aportada 
inform ación clara sobre la form a y circunstancias en que se dio la t ransición del niño ent re 
una fam ilia guardadora y la ot ra, lo cual habría ocurrido en form a inm ediata y no gradual.  
Tam poco se ha brindado inform ación al Tribunal que indique que dicho relacionam iento se 
llevara a cabo con el apoyo de personal profesional adecuado que m onitoree sus 
circunstancias em ocionales. Sin em bargo, lo cierto es que no subsiste la situación fáct ica 
que dio origen a estas m edidas provisionales y que el Estado, los representantes y la 
Com isión coinciden en que procede el levantam iento de las m ism as, por lo cual el Tribunal 
lo est im a procedente, en el entendido de que las partes están de acuerdo con ello y sin 
perjuicio de lo que corresponda en el procedim iento del caso que ha sido adm it ido a 
t rám ite por la Com isión I nteram ericana. La Corte aclara que, en los térm inos del art ículo 
1.1 de la Convención Am ericana, el levantam iento de las m edidas provisionales no im plica 
que el Estado quede relevado de sus obligaciones convencionales de protección en relación 
con el niño LM.  

13. La Corte no está llam ada a pronunciarse sobre si los diversos procesos se t ram itan en 
el fuero interno con apego a la Convención Am ericana, o en atención a las obligaciones 
especiales de protección de los niños, niñas y adolescentes. Estos aspectos podrían ser,  
en su caso, objeto de debate en el m arco de la pet ición presentada ante la Com isión 
I nteram ericana. A este Tribunal únicam ente le corresponde en este asunto definir si el 
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propuesto beneficiario se encuent ra en una situación de ext rem a gravedad y urgencia que 
responde a la necesidad de evitar  daños ir reparables. La solicitud presentada a favor del 
niño L.M. pretende la protección de sus derechos a la integridad psíquica, ident idad y a la 
fam ilia. 

 



 
 

   

Com posición 2 0 2 2 - 2 0 2 3  

Corte I nteram ericana de Derechos Hum anos 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Por orden de precedencia:  Presidente Ricardo C. Pérez Manr ique, 
vicepresidente Hum berto Antonio Sierra Porto, j uez Eduardo Ferrer 
Mac-Gregor Poisot , jueza Nancy Hernández López, jueza Verónica 
Góm ez jueza Pat r icia Pérez Goldberg, y j uez Rodr igo Mudrovitsch. 
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